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8 - 	Se considera y aprueba el proyecto de ley del bloque P.D.P., por el cual se deroga el inc. B) del artículo 10 de la ley Nº 7395, (Orgánica de la Policía).
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10 - 	Se considera y aprueba el proyecto de resolución por el cual se resuelve no hacer lugar a la causa de juicio político contra el señor Ministro de la Exma. Corte Suprema de Justicia de la Provincia, Dr. Decio Carlos F. Ulla.



11 - 	Se considera y aprueba sobre tablas el proyecto de comunicación por el cual se solicita informes sobre las causas por la que no a sido incorporado el representante comunitario en el Consejo de Administración del Hospital Sayago de Santa Fe.



12 - 	Se considera y aprueba sobre tablas el proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes, sobre habilitación de salones de Bingo en Rosario.



13 - 	Se considera y aprueba sobre tablas el proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes sobre aspectos vinculados al funcionamiento del centro de Diálisis de la Provincia de Santa Fe. 



14 - 	Se considera y aprueba sobre tablas el proyecto de comunicación por el que se solicita informes, referido a la coparticipación federal de impuesto.



15 - 	Se considera y aprueba sobre tablas el proyecto de ley referido a la expropiación de un inmueble en San José del Rincón por el cual se prorroga la ley 11.212.



16 - 	Foro de Legisladores del Litoral. Manifestación del señor diputado Giorgetti.

17 - 	Se considera y aprueba el traslado de preferencia para la próxima sesión del proyecto de ley por el cual se modifican diversos artículos de la ley Nº 10.101. 



18 - 	Se considera y aprueba el traslado de preferencia para la próxima sesión del proyecto de ley por el cual la Provincia adhiere a la Ley Nacional Nº 24.449.



19 - 	Se considera y aprueba el traslado de preferencia para la próxima sesión del proyecto de comunicación por el que se solicita el cumplimiento del artículo 8º de la Ley Orgánica de Comunas.



20 - 	Se considera y aprueba el traslado de preferencia para la próxima sesión del proyecto de ley por el cual se autoriza al Banco de Santa Fe S.A a recalcular el monto de determinadas operaciones de créditos en mora.



21 - 	Se considera y aprueba el traslado de preferencia para la próxima sesión del proyecto de ley por el cual se establece un régimen de consolidación y regularización tributario para obligaciones fiscales.



22 - 	Se considera y aprueba la vuelta a comisión del proyecto de ley por el cual se crea la Comisión Bicameral para Asuntos Carcelarios. 



23 - 	Se considera y aprueba el proyecto de ley por el cual se fija la política de riego en el ámbito de la Provincia de Santa Fe. 



24 - 	Se considera y aprueba el traslado de preferencia para la próxima sesión del proyecto de ley por el cual se impulsa la construcción de Parques y Áreas Industriales en la Provincia. 



25 - 	Se considera y aprueba el traslado de preferencia para la proxima sesión del proyecto de ley por el cual se crea el Registro Provincial de Declaraciones Juradas Patrimoniales de funcionarios y empleados públicos.



26 - 	Se considera y aprueba el proyecto de ley por el cual se autoriza al Partido Justicialista a eregir un busto de la Señora María Eva Duarte de Perón, en Esperanza.



27 - 	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicita gestionar la federalización del Instituto Nacional de Jubilados y Pensionados (PAMI).



28 - 	Se considera y aprueba la vuelta a comisión del proyecto de ley por el cual se modifica la ley orgánica del Poder Judicial.



29 - 	Se considera y aprueba el traslado de preferencia para la próxima sesión del proyecto de comunicación por el cual se solicita informes referido al funcionamiento de los comedores escolares.



30 - 	Se considera y aprueba el proyecto de ley por el cual se autoriza a la Municipalidad de Pérez a eregir un monumento al Operario Ferroviario.

Orden del Día Nº 23:



31 - 	Se considera y aprueba el proyecto de ley venido en revisión por el que se aprueba la carta acuerdo, suscripta entre autoridades de la Provincia y el Gobierno Nacional; para la realización de un “Censo Hortícola 1995”.



32 - 	Se considera y aprueba el proyecto de ley aprobando el convenio entre el MAGIC y la Prefectura de Zona del Bajo Paraná para desarrollar operativos de control de caza, pezca y comercialización de sus productos. 



33 - 	Se considera y aprueba el proyecto de resolución por el cual se declara de interés de esta Cámara, el libro “Historia de Santa Fe”.



34 - 	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación referido a la Regionalización de la República.



35 - 	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicita la provisión de una computadora, a la Regional 12º de la Policía de Tostado. 



36 - 	Se considera y aprueba la vuelta a comisión del proyecto de comunicación por el cual se solicita se otorgue un subsidio a la vecinal “Esperanza Norte” con domicilio en Freyre 2344 de la ciudad de Rosario.



37 - 	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicita se otorgue el usufructo de un vehículo utilitario a la Asociación de Bomberos Voluntarios “María Juana” de la localidad homónima.



38 - 	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicita se otorgue un subsidio a la Biblioteca Popular “Coronel José Rodríguez”, de Coronda.



39 - 	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicita, se otorgue un subsidio al Movimiento Unidad de Ciegos y Amblíopes; de la ciudad de Rosario.



40 - 	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicita, se otorgue un subsidio a la Asociación Bomberos Voluntarios de San Vicente.



41 - 	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicita, se otorgue un subsidio a la Asociación Civil “Hogar Santa Victoria Gerosa”, domiciliada en calle Obispo Gelabert 3275 de Santa Fe.



42 - 	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicita, se otorgue un aporte económico permanente al Hogar para Niños Pablo VI de Venado Tuerto.



43 - 	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación, referido a los criterios de inscripción para postulantes a programas habitacionales.



44 - 	Inasistencias.

-	Siendo las 15 y 29, dice el:

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Señores diputados: próximo a vencer el término reglamentario para iniciar la sesión, la Presidencia informa que no hay número en el recinto.



SR. ESQUIVEL - Pido la palabra.

	Solicito que se continúe llamando hasta lograr el quórum.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Así se hará, señor diputado.

-	Eran las 15 Y 30.

1

izamiento de la bandera nacional

-	En la ciudad de Santa Fe, a los catorce días del mes de noviembre de 1996, se reúnen en su Sala de Sesiones los señores diputados.

-	Siendo las 16 y 30 , dice el:



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Con quórum legal, declaro abierta la sesión.

	Invito a los señores diputados Ricaro Ciccarelli y Vicente Luis Cuñado a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

-	Así se hace. (Aplausos.)

2

versión taquigráfica



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se encuentra a consideración del Cuerpo la versión taquigráfica correspondiente a la sesión ordinaria del 7 de noviembre de 1996 del presente período legislativo.

	Si no se formulan observaciones se dará por aprobada.

-	Resulta aprobada.

3

asuntos entrados



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:

I

Comunicaciones Oficiales



El Señor Presidente  del H. Concejo Municipal de Capitán Bermúdez, eleva copia de la Resolución 337/96 (reclamando la total y urgente normalización del Hospital Dr. Reynaldo Barrionuevo de esa localidad) (Nº 395/ 96).

- A la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social.

El Señor Subsecretario de Asuntos Legislativos, eleva respuesta a las siguientes minutas de comunicación:

Expte. Nº 2684  - U.C.R.:�Informe respecto de la adjudicación de viviendas FO.NA.VI. en Barrio “Estrella Roja” de Coronda. (Nº 396/96).��Exp. Nº 2587 - P:J: :�Informe respecto del profesional que tuvo a cargo de la guardia médica del S.A.M.C.O. de Días, los días 28, 29 y 30 de junio de l996. (Nº 400/96).��Exp. Nº 2766 - P.P.S.:�Informe respecto de las medidas adoptadas para detener el brote de triquinosis en el departamento Constitución. (Nº 401/96).��Exp. Nº 2347 - D.B. :�Informe respecto de la construcción de distintos planes FO.NA.VI. en Rosario. (Exp. Nº 402/96).��Exp. Nº  l654 P.D.P.:�Informe respecto de la situación de diversos inmuebles en Granadero Baigorria. (Nº 403/96).��- A la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

El Poder Ejecutivo, remite Mensaje Nº l776 (Cuenta General del Ejercicio l995, conforme lo establece el artículo 72, Apartado 9º de la Constitución de la Provincia.

- A la Comisión de Presupuesto y Hacienda.



II

Dictámenes de Comisión :



De las de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General, expidiéndose en el siguiente proyecto de ley :

Venido en revisión; desafectando del dominio público un inmueble ubicado el Distrito La Gallareta, departamento Vera y autorizando a la Comuna de ese Distrito a la venta del mismo. (Expte. Nº 2733 - Senado) - 

- Al Orden del Día -

De la de Asuntos Constitucionales y Legislación General, expidiéndose en el siguiente proyecto de comunicación :

De los señores diputados Mercier, Pinasco de Julierac, Merino, Arcando, Venesia, Gurdulich y Drincovich; solicitando, remita para su tratamiento los pliegos de designación de los miembros del Ente Regulador de Servicios Sanitarios. (Expte. Nº 2749 - D.B.) - 

- Al Orden del Día -

De la de Derechos y Garantías, expidiéndose en los siguiente proyectos:



De Declaración 



Del señor diputado Sánchez; declarando su solidaridad con la lucha de los trabajadores neuquinos solicitando trabajo. (Expte. Nº 2931 - U.C.R.) - 

- Al Orden del Día -



De Comunicación :



Del señor diputado Giorgetti; solicitando procure brindar la atención que corresponde, a los enfermos de SIDA alojados en los diversos penales de la Provincia. (Expte. Nº 3109 - C.S.F.) - 

- Al Orden del Día -

Del señor diputado Barquín; solicitando realice un censo de la población aborigen establecida en el territorio provincial. (Expte. Nº 3133 - P.J.) - 

- Al Orden del Día -

De la de Seguridad Social, expidiéndose en el siguiente proyecto de comunicación

De los señores diputados Rava de Carreras y Millet; solicitando informe en torno a la posible transferencia de afiliados del PAMI a la Provincia. (Expte. Nº 3075 - U.C.R.) - 

- Al Orden del Día -

De la de Obras y Servicios Público; expidiéndose en el siguiente proyecto de comunicación :

De los señores diputados Bearzotti y Arcando; solicitando gestione con el gobierno de Córdoba, a fin que se concrete la pavimentación de la continuidad de la Ruta Provincial 66. (Expte. Nº 2767 - D.B.) - 

- Al Orden del Día -

De la de Industria y Comercio; expidiéndose en los siguientes proyectos de comunicación :

De los señores diputados Giorgetti y Pfeiffer; solicitando informe en torno al desarrollo del proceso de privatización del Banco de Santa Fe S.A., dispuesto por Ley 11.387. (Expte. Nº 2870 - C.S.F.) - 

- Al Orden del Día -

Del señor diputado Delbianco; solicitando informe en torno a medidas implementadas a fin de lograr un mejor posicionamiento del Banco de Santa Fe S.A.. (Expte. Nº 2859 - P.J.) - 

- Al Orden del Día -

De los señores diputados Cecchi y Di Pollina; solicitando informe en torno a la participación de la Provincia, en la “XXI Feria Internacional Expocruz ´96” realizada en Bolivia. (Expte. Nº 3009 - F.P.S.) - 

- Al Orden del Día -

Del señor diputado Cecchi; solicitando informe si actualmente esta en funcionamiento el Consejo Provincial de Defensa al Consumidor, creado por Decreto 2560/93. (Expte. Nº 3067 - F.P.S.) - 

- Al Orden del Día -

De los señores diputados González, Gastaldi, Meotto y Esquivel; solicitando informe en torno a la situación de las fábricas militares “ domingo Matheu y Fray L. Beltrán”. (Expte. Nº 2447 - C.S.F.) - 

- Al Orden del Día -

De la de Educación, expidiéndose en los siguientes proyectos de comunicación :

Del señor diputado Ciccarelli, solicitando otorgue un subsidio a la Escuela 6055 “Simón de Iriondo”, de Rosario. (Expte. Nº 3124 - U.C.R.) - 

- Al Orden del Día -

Del señor diputado Altamirano, solicitando asista económicamente a la Escuela de Enseñanza Media 203 de Reconquista, departamento General Obligado. (Expte. Nº 3130 - P.J.) - 

- Al Orden del Día -

Del señor diputado Cardelli; solicitando provea de un equipo de computación a la Escuela provincial “ Los Andes” 6059, de General Gelly, departamento Constitución. (Expte. Nº 3069 - U.C.R.) - 

- Al Orden del Día -

Del mismo señor diputado; solicitando otorgue un subsidio a la Escuela de Enseñanza Media Incorporada “Juan B.Molina” 8192, de Juan B. Molina, departamento Constitución. (Expte. Nº 3070 - U.C.R) - 

- Al Orden del Día -

Del Bloque Partido Demócrata Progresista; solicitando provea del mobiliario necesario para poner en funcionamiento dos cursos, en la Escuela 1343, de Rafaela. (Expte. Nº 3114 - P.D.P.) - 

- Al Orden del Día -

De la señora diputada Mionis de Galotto; solicitando otorgue un subsidio a la Escuela 218 de Maciel, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 3101 - P.J.) - 

- Al Orden del Día -

De la misma señora diputada; solicitando otorgue un subsidio a la Escuela 304 de Gessler, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 3102 - P.J.) - 

- Al Orden del Día -

De la misma señora diputada; solicitando otorgue un subsidio a la Escuela 294 de Maciel, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 3103 - P.J.) - 

- Al Orden del Día -

De la misma señora diputada; solicitando otorgue un subsidio a la Escuela 303 de Díaz, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 3104 - P.J.) - 

- Al Orden del Día -

De la misma señora diputada; solicitando otorgue un subsidio al Jardín Nucleado 108, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 3105 - P.J.) - 

- Al Orden del Día -

Del misma señora diputada; solicitando otorgue un subsidio a la Escuela de Educación Técnica 670, de Gálvez, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 3148 - P.J.) - 

- Al Orden del Día -

De la misma señora diputada, solicitando proceda a crear un gabinete psicopedagógico interdisciplinario en Gálvez, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 3149 - P.J.) - 

- Al Orden del Día -

Del señor diputado Barquín; solicitando incorpore a la Estructura Curricular de la Enseñanza General Básica y Polimodal, la enseñanza teórico-práctica del cooperativismo y mutualismo. (Expte. Nº 3107 - P.J.) - 

- Al Orden del Día -

Del señor diputado Sánchez; solicitando se establezca el presupuesto pertinente para el normal funcionamiento de la Dirección General de Tecnología Educativa. (Expte. Nº 3052 - U.C.R.) - 

- Al Orden del Día -

Del mismo señor diputado; solicitando asista económica y técnicamente a la escuela 6053, de San Jerónimo Sud, departamento San Lorenzo, a fin de que pueda desarrollar el tercer ciclo de la Educación General. (Expte. Nº 3100 - U.C.R.) - 

- Al Orden del Día -

De la de Agricultura y Ganadería, expidiéndose  en los siguientes proyectos:



De Declaración



Del señor diputado Giorgetti, adhiriendo al Curso Internacional de Producción Lechera, a realizarse en la Estación Experimental del INTA de Rafaela, departamento Castellanos. (Expte. Nº  3137 - C.S.F.).

Del mismo señor diputado; adhiriendo a la “Jornada de Computación aplicada a la nutrición de bovinos para carne”, a realizarse en la Estación Experimental del INTA de Rafaela, departamento Castellanos. (Exp. Nº 3138 - C.S.F.)

- Al Orden del Día.

De Comunicación



De la señora diputada Jove; solicitando garantice la provisión de sorgo en el territorio provincial. (Exp. Nº 3136 - U.C.R.)

De las de Cultura y Medios de Comunicación Social y de Agricultura y Ganadería, expidiéndose en el siguiente proyecto de comunicación:

De la señora diputada Jove; solicitando otorgue un subsidio a la “Fundación Habitat & Desarrollo”, de la ciudad de Santa Fe. (Exp. Nº 2852 - U.C.R.).

- Al Orden del Día.

De la de Juicio Político, expidiéndose en el siguiente expediente:

Los doctores Gustavo Carlos Reutemann y Alba Marina Hurt, denuncian hechos susceptibles de dar lugar a someter al doctor Decio Ulla, Ministro de la Corte Suprema de Justicia a Juicio Político. (Nº 060/ 96).

- A Consideración.

(Artículo l5 de la Ley l0.9l6)



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - En consideración.



SR. DELBIANCO - Pido la palabra.

	De acuerdo a lo que expresa el artículo 15 de la ley de Juicio Político, solicito se reserve en Secretaría el proyecto citado precedentemente.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Queda reservado, señor diputado.

	Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:



iii

Mensaje Nº 1777

Santa Fe, 13 de noviembre de 1996.

A la 

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones

	Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley por el que se aprueba el convenio suscripto en fecha 5 de octubre de 1995 entre el Instituto Nacional de Estadística y Censos y la Subsecretaría de Planeamiento y Control de Gestión de la Provincia.

	El mencionado convenio tiene por objeto dar cumplimiento al relevamiento de la Encuesta Nacional de Gastos de los Hogares en las localidades del Gran Santa Fe, Gran Rosario de Santa Fe, Cañada de Gómez, Chabás, Rafaela, San Justo y Villa Constitución, del marco muestral nacional.

	El Poder Ejecutivo aprobó el acuerdo suscripto, ad referéndum de esas Honorables Cámaras Legislativas, por Decreto Nº 400 de fecha 15-3-96. Asimismo, dicho convenio fue inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales el día 2 de enero de 1996, al Folio 56 del Tomo II.

	Se adjunta expediente Nº 00105-0002062-2 del Sistema de Información de Expedientes.

	Dios guarde a V.H.

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:



Artículo 1º - Apruébase el convenio suscripto en fecha 5 de octubre de 1995 entre el Instituto Nacional de Estadística y Censos y la Subsecretaría de Planeamiento y Control de Gestión de la Provincia que tiene por objeto dar cumplimiento al relevamiento de la Encuesta Nacional de Gastos de los Hogares en las localidades del Gran Santa Fe, Gran Rosario de Santa Fe, Cañada de Gómez, Ceres, Chabás, Rafaela, San Justo y Villa Constitución, del marco muestral nacional.

	El mencionado convenio, que fuera aprobado ad referéndum de esta H. Legislatura por Decreto Nº 400/96 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales en fecha 2 de enero de 1996 al Folio 56 del Tomo II, forma parte integrante de esta ley. 



Artículo 2º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Ing. Jorge Obeid (Gobernador) y Dr. Roberto Rosúa (Ministro de Gobierno, Justicia y Culto).

-	A las Comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

iv

Mensaje Nº 1778

Santa Fe, 13 de noviembre de 1996



A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones

	Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley de aprobación del convenio suscripto en fecha 23 de noviembre de 1995 entre la Subsecretaría de Planeamiento y Control de Gestión y el Instituto Nacional de Estadística y Censos referido a la implementación y ejecución del “Programa de Estadística” correspondiente al período octubre 1995 - junio 1996.

	El documento suscripto comprende la participación de los integrantes del Sistema Estadístico Nacional en los siguientes subprogramas:



1- 	Encuesta permanente de hogares.

2- 	Índice de precios minoristas.

3- 	Encuesta industrial.

	

 a) 	Encuesta industrial anual.

 b) 	Encuesta industrial mensual.	

	

4- 	Encuesta nacional agropecuaria ´96.

5- 	Sistema integrado de estadísticas socio demográficas.

6- 	Estadísticas de permisos de edificación.

7- 	Plan nacional de cartografía.

8- 	Fortalecimiento estadísticas municipales.

9- 	Mejoramiento de las estadísticas vitales.

10-	Estadísticas de comercio exterior.

11-	Análisis demográfico provincial.

12-	Centro regional de procesamiento.

	

	El presente acuerdo es correlativo del que se remitiera a consideración de esas Cámaras Legislativas con Mensaje 1742 en fecha 22 de agosto de 1996.

	Por Decreto 546 del 25 de abril del corriente año, este Poder Ejecutivo aprobó el convenio celebrado, ad referéndum de ese Poder Legislativo.

	Se adjunta el expediente 00105-0002073-6 del Sistema de Información de Expedientes.

	Dios guarde a V.H.



la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

ley:



Artículo 1º- Apruébase el convenio suscripto en fecha 23 de noviembre de 1995, entre la Subsecretaría de Planeamiento y Control de Gestión y el Instituto Nacional de Estadística y Censos referido a la implementación y ejecución del “Programa de Estadística” correspondiente al período octubre 1995-junio 1996.

	Este convenio, que fuera aprobado por el Poder Ejecutivo a través del Decreto 546/96 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales en fecha 1º de agosto de 1996 al Folio 76 del Tomo II, forma parte de la presente ley.



Artículo 2º- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

OBEID

Roberto A. Rosua

Ministro de Gobierno, Justicia y Culto

-	A las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Comisión de Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General

v

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

ley:



Artículo 1º - Declárase la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Santa Fe, en los siguientes artículos y materias:



a) 	Artículos 31; 70; 72; 81; 86; 88; 92 inc. 5); 93 inc. 2) y 3); 98; 106; 107; 108; y sus concordantes.



b) 	Materias. Su enunciación:

	

1) 	Medio ambiente, su preservación.

2) 	Instituciones de democracia directa.

3) 	Consejo Económico y Social, su creación.

4) 	Protección de los pueblos y etnias indígenas.

5) 	Consejo de la Magistratura, su creación.

6) 	Control de legalidad, auditoría y gestión de la Administración pública.

7) 	Defensa de la competencia, del usuario y del consumidor.

8) 	Composición del Poder Legislativo. Eliminación del sistema bicameral.

9) 	Autonomía Municipal.



Artículo 2º - El Poder Ejecutivo convocará al pueblo de la Provincia a elección de diputados convencionales, utilizándose para la asignación de bancas el sistema de representación proporcional D´HONT; y se realizará coincidentemente con el primer acto eleccionario de carácter nacional a celebrarse a continuación de la sanción de la presente ley.



Artículo 3º - La convención reformadora sesionará por un lapso de sesenta días en el recinto de la H. Cámara de Diputados de la Provincia, iniciando sus tareas dentro de los treinta días posteriores a las elecciones respectivas.



Artículo 4º - La convención constituyente será juez exclusivo de la elección de sus miembros y se regirá por el reglamento de la Cámara de diputados, hasta tanto apruebe el propio.



Artículo 5º - La convención constituyente tendrá la facultad de realizar la remuneración de los artículos y compatibilizaciones de denominación de los títulos, de las secciones y de los capítulos de la nueva Constitución; como así de fijar su presupuesto de gastos.



Artículo 6º - Autorízase al Poder ejecutivo a realizar los gastos necesarios que demande la ejecución de esta ley, como así a efectuar las reestructuraciones y modificaciones presupuestarias que resulten necesarias a este fin y para solventar los gastos propios de la Convención.



Artículo 7º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.



Señor presidente:

	Es Santa Fe la cuna de la Constitución Nacional y ciudad de las convenciones. La historia de nuestra Carta Magna y de la sucesivas modificaciones, cuya muestra más fresca y vívida es la de la reciente Reforma del año 1994, tiene su marco referencial en la Provincia de Santa Fe.

	En el año 1962 nuestra Provincia dio el ejemplo del constitucionalismo social

más avanzado, doctrina que con variados matices otras provincias ratificaron.

	Hoy el imperativo de la realidad, consolidadas y maduradas las estructuras del sistema democrático, es el de adaptar las normas constitucionales provinciales.

	La inmensa mayoría de las Provincias argentinas han modificado sus plexos normativos, en procesos de rica y productiva convivencia democrática. La provincia de Santa Fe con significativo desarrollo social económico y cultural, debe transitar también sus profundas transformaciones institucionales.

	Nosotros los legisladores electos proponemos el texto legal que traduce el debate ya instalado en la sociedad de necesidad de la reforma constitucional. Los futuros constituyentes podrán receptar y sintetizar las propuestas de partidos políticos, particulares, entidades intermedias, etcétera constituidos en vertientes de las necesidades populares. La más amplia participación ciudadana con sus representaciones de la vida política, social, o económica será la garantía del nuevo orden jurídico fundamental; en el pleno convencimiento de que un solo sector político no será el pleno y verdadero artífice de su instrumentación.

	En este punto es válido recordar la generalización del consenso que primó en los anteriores intentos de reforma de nuestra Constitución, particularmente en el seno de esta Cámara de Diputados. En las postrimerías del período saliente en el año 1991, se dió media sanción a un proyecto similar votado favorablemente por representantes de todos los sectores políticos. Sin embargo la reforma de 1994 ha potenciado la vocación reformadora de nuestra Constitución que superan los desencuentros meramente coyunturales y secundarios.

	Es también preciso y justo manifestar que los proyectos aludidos, caducos para su tratamiento según los preceptos legales y reglamentarios, enriquecen el que hoy se somete a la consideración de los señores diputados.

	Como columna vertebral de los puntos sometidos a reforma se encuentra la autonomía municipal, el sistema unicameral y el rango constitucional del consejo de la Magistratura.

	La plena autonomía de Municipios y comunas surge como exigencia inevitable de los tiempos que corren, garantía también de una mayor descentralización administrativa y consolidante de la unidad política provincial.

	La nueva composición del Poder Legislativo eliminando la bicameralidad agilizará y adaptará a los nuevos tiempos la tarea legislativa. Entendemos de tal manera que se unificará el discurso parlamentario en los que concierne a la estricta y constructiva labor despojándose de los vericuetos y argucias de procedimiento, sin que por ello se altere la auténtica forma republicana.

	La formalización constitucional del Consejo de la Magistratura será por fin la ratificación y complementación de una herramienta idónea para la designación de los Magistrados, consagrando también la publicidad de las sesiones respectivas de la Asamblea Legislativa.

	En párrafo aparte y a consideración de los señores diputados quedan las cuestiones relativas al Tribunal de Cuentas, Corte Suprema de Justicia, Juicio Político, Medio Ambiente, etcétera y las que sin duda serán del aporte del intenso y fructífero debate propuesto.

	Es de aclarar por último que la mera enunciación de los temas a reformar no resulta casual, sino que es la síntesis de esta intención reformista. Se pretende enmarcar los temas, pero no limitar la potestad soberana de los convencionales constituyentes.

	Por los argumentos expuestos propongo a los señores Diputados la aprobación del proyecto de ley declarativo de la necesidad de reforma de la Constitución de nuestra Provincia.

Roberto Leale.

-	A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. MERCIER - Pido la palabra.

	Solicito que este asunto sea girado a la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

	La reforma de la Constitución importa afectar aspectos económicos sustanciales de la organización del Estado. Basta recordar nuestra organización institucional cuando las cuestiones de la hacienda pública eran de la esencia misma del nacimiento del Estado. Basta recordar las discusiones de la Convención Constituyente de 1853 que se centraron alrededor del sistema rentístico y también de la cuestión religiosa. Basta recordar que Alberdi en 1854 se vio precisado de escribir un libro más o tan importante que las propias “Bases ...” que era el sistema rentístico para darle nacimiento al propio Estado recientemente creado. Basta recordar la reforma de 1994 en la que estas cuestiones también fueron sustanciales. Por todo ello, señor presidente, solicito que este proyecto pase a la Comisión de Presupuesto y Hacienda.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Si no hay oposición, así se hara, señor diputado. 

	Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:

vi

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

 ley:



Artículo 1º: Los empleados públicos provinciales afectados de droga dependencia o alcoholismo crónico que realicen tratamientos de recuperación tendrán garantizados la continuidad laboral y el salario.



Artículo 2º: Se entiende por continuidad laboral la conservación de su puesto de trabajo en las mismas condiciones que detentaba al inicio del tratamiento y por continuidad del salario la percepción de la totalidad del mismo.



Artículo 3º: Créase un Registro de Institutos de Rehabilitación de droga dependencia y alcoholismo en el ámbito de la Dirección Provincial de Prevención y Asistencia de las Adicciones dependiente de la Secretaría de Promoción Comunitaria. Dicha Dirección será la autoridad de aplicación de la presente ley.



Artículo 4º: El tratamiento de recuperación se realizará en institutos oficiales, privados u organismos no gubernamentales, reconocidos por la Dirección Provincial de Prevención y Asistencia de las Adicciones. Dichos institutos serán los que, con la periodicidad que establezca la reglamentación, informarán a la autoridad de aplicación sobre el estado y evolución de cada paciente que servirá de contralor para la continuidad del régimen establecido por la presente ley.



Artículo 5º: Los agentes públicos que abandonen el tratamiento y previo informe de la entidad que se lo prestare, a la autoridad de aplicación, será apartado de éste régimen, pudiendo ser reintegrado siempre que la Institución así lo recomiende.



Artículo 6º: El Poder Ejecutivo designará un Consejo Asesor entre las entidades no gubernamentales sin fines de lucro que estuvieren reconocidas según lo establecido en el artículo cuarto, integrado por cinco miembros, uno en representación de la ciudad de Santa Fe, uno en representación de la ciudad de Rosario, uno en representación de los departamentos del norte, uno en representación de los departamentos del sur y uno en representación de la Entidad gremial más representativa del sector.

	Será presidido por el Director Provincial de Prevención y Asistencia de las Adicciones y tendrá por función asesorar al Poder Ejecutivo en lo inherente a tratamientos de recuperación para casos de droga dependencia o alcoholismo crónico; en programas de readaptación; en medidas para prevenir y eliminar el consumo de drogas y de uso indebido de bebidas alcohólicas y en general en todas aquellas que la reglamentación le confiera para el cumplimiento de la presente ley.

Artículo 7º: La presente ley será reglamentada en el término de treinta días a partir de su promulgación.



Artículo 8º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.



Señor presidente:

	El proyecto de ley que se pone a consideración de esta Honorable Cámara de Diputados tiene como centro al droga dependiente y al alcohólico crónico.

	El adicto es un enfermo, pero no un enfermo común, sino un emergente de un grupo familiar con dificultades, utilizando la droga y el alcohol como elementos de fuga, por la imposibilidad de resolver frustraciones, conflictos y ansiedades. Es eminentemente una enfermedad social que destruye no sólo al individuo sino a todo su entorno.

	Dichas enfermedades deben ser atendidas a tiempo y adecuadamente, puesto que una ayuda oportuna permite mejorar el pronóstico de recuperación.

	Para ello mantener su lugar de trabajo y su remuneración durante el tratamiento, libera al enfermo de un nuevo conflicto, protegiéndolo a el y a su familia.

	Con este proyecto se aspira a cumplir con la resolución adoptada por la 73a. Reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo en 1987, sobre el Uso Indebido de Alcohol y Drogas en la Vida Profesional y Social, tratando de incorporar y apoyar programas en los lugares de trabajo para ayudar y prestar apoyo a quienes abusan de drogas o bebidas alcohólicas o a quienes están más expuestos a estos riesgos, que respeten la dignidad del trabajador, la seguridad del empleo y sus ingresos durante la rehabilitación médica.

	En base a esa fundamentación y a los objetivos planteados es que solicito la aprobación del presente proyecto de ley.

	Delia Ana Rosia

-	A las Comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, de Salud Pública y Asistencia Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

VII

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE 

L E Y:



Artículo 1: Establécese la realización del concurso Premio Anual Literario "Honorable Legislatura de Santa Fe", organizado por la Legislatura Provincial en coordinación con la Subsecretaría de Cultura de la provincia, que convocará en secuencia rotativa los géneros poesía, novela, cuento y ensayo, en ese orden a partir de la fecha de promulgación de la presente ley - 



Artículo 2: Pueden participar en este concurso obras de autores argentinos que cuenten con cincuenta (50) años de edad como mínimo y con no menos de cinco (5) años de residencia continua en la Provincia de Santa Fe, a la fecha del llamado a concurso. Los argentinos naturalizados deben, además, acreditar cinco (5) años, como mínimo, de ciudadanía - 

Artículo 3: Las obras presentadas al concurso deben ser inéditas, no registrar ningún tipo de representación pública ni difusión total o parcial por los medios masivos de comunicación, con anterioridad y mientras dure el trámite del concurso. Además, deben pertenecer a un solo autor/a y presentadas en idioma castellano - 

	Los autores que se presenten al concurso participarán anónimamente. Sólo se revelará el nombre del autor cuya obra resulte premiada. La inobservancia de esta regla, en el trámite del concurso, invalida el dictámen del jurado - 



Artículo 4: El concurso se convocará anualmente antes del 31 de enero, a través de la Subsecretaría de Cultura de la Provincia y de la Legislatura Provincial. En todos los casos debe asegurarse la debida publicidad del llamado a concurso y ponerse a disposición las bases del mismo, las que se deben ajustar a lo dispuesto por la presente ley y su reglamentación. 

	En ningún caso las bases del concurso pueden establecer limitaciones ni discriminaciones que impliquen adhesión a escuelas o estilos literarios, como así tampoco que atenten contra creencias religiosas, ideas políticas y libertad del concursante - 



Artículo 5: Vencida la fecha de presentación y admisión de los trabajos, se dará a conocer por los medios masivos de comunicación la nómina de los que fueron aceptados, con inclusión del respectivo seudónimo, dentro de los diez días de recepcionados. Los interesados, cuyos trabajos no fueron incluidos, podrán recurrir dentro de los veinte días hábiles posteriores a la publicación - 



Artículo 6: Tanto la instancia de cierre de recepción de trabajos presentados, como el acto de identificación del autor premiado, debe contar, bajo pena de nulidad del concurso, con la intervención de un Escribano Público. Asimismo, en ambos casos, puede estar presente un (1) representante de la Sociedad Argentina de Escritores, filial Santa Fe, uno (1) por la filial Rosario y uno (1) por la Asociación Santafesina de Escritores (ASDE) - 



Artículo 7: La Legislatura Provincial y la Subsecretaría de Cultura de la Provincia, tendrán a su cargo la designación de un jurado, el que deberá estar formado por tres personas de reconocida autoridad y conocimiento del género literario que se concurse - 



Artículo 8: El jurado debe velar por la validez formal del concurso y en especial al cumplimiento de los recaudos establecidos en los artículos 2 y 3 de la presente. Asimismo, debe resolver cuestión sobreviniente que se presente con relación a dichos recaudos y cualquier otra controversia que se suscite sobre el trámite del concurso - 

	El jurado puede declarar desierto el concurso, por resolución debidamente fundada, cuando la calidad literaria y artística de las obras presentadas no alcancen un nivel de creatividad que, a juicio del jurado, merezcan la distinción - 

	El jurado está obligado a emitir su dictámen sobre la obra que resulta ganadora del concurso, dentro de los noventa días de su conformación - 	

	En todos los casos, el dictámen del jurado será inapelable - 

Artículo 9: La Legislatura de la Provincia, conjuntamente con la Subsecretaría de Cultura, darán a conocer el resultado del concurso y el nombre y curriculum del autor, dentro de los diez días de producido el dictámen del jurado, a través de los medios masivos de comunicación. Al autor de la obra premiada se lo notificará en forma fehaciente - 



Artículo 10: La obra seleccionada por el jurado, será editada por la Honorable Legislatura de Santa Fe, por intermedio de los Talleres Gráficos de la Imprenta Legislativa de la Provincia y deberá llevar impresa en su tapa la leyenda "Premio Anual Literario Honorable Legislatura de Santa Fe" y el año correspondiente - 

	La primera edición será como mínimo de un mil (1.000) ejemplares - 

	La Legislatura de la Provincia, a través de los Presidentes de ambas Cámaras, conjuntamente con la Subsecretaría de Cultura, presentarán la obra premiada en acto público, en un plazo no mayor a cuarenta y cinco días de finalizada la impresión, cuya promoción se hará convenientemente y con la debida antelación por intermedio de los medios masivos de comunicación - 



Artículo 11: De la primera edición se debe reservar el veinte por ciento de los ejemplares para el autor o sus herederos, en caso de fallecimiento de aquél. El ochenta por ciento restante, se podrá disponer para la difusión de la obra premiada y su autor, en bibliotecas, museos, archivos oficiales, para intercambio con otras provincias, o con destino a publicaciones periódicas a efectos de su difusión o posible comercialización. En este último caso, los Presidentes de ambas Cámaras Legislativas, pueden celebrar convenios para que el producido sea destinado a la edición de futuros premios. 

	Pueden efectuarse futuras ediciones de la obra premiada, mediante acuerdo entre el autor o sus herederos y los Presidentes de ambas Cámaras Legislativas, con intervención de la Subsecretaría de Cultura de la Provincia - 



Artículo 12: El autor de la obra premiada tendrá derecho a percibir un subsidio mensual y vitalicio, de carácter personalísimo y no trasmisible. El monto no podrá ser inferior a pesos un mil ($ 1.000 - ). Quien haya percibido este subsidio no podrá presentarse nuevamente al Concurso - 



Artículo 13: Para los fines del articulo anterior la Cámara de Diputados y la Cámara de Senadores destinarán anualmente, el uno por ciento de la partida de Bienes y Servicios no Personales de ambas Cámaras, para la formación de un fondo que se depositará en el Banco de Santa S.A. Además, cuando corresponda, el fondo se debe integrar con el remanente del producido de los convenios de comercialización a que refiere el artículo 11 de la presente ley - 



Artículo 14: Los derechos otorgados por la presente ley, no perjudican los que correspondieren a su autor por aplicación de la Ley de Propiedad Intelectual. Asimismo, todo lo que no está expresamente contemplado en la presente, se regirá por dicha normativa nacional - 



Artículo15: Comuníquese al Poder Ejecutivo - 

Señor presidente:

	La gente de letras desarrolla a lo largo de toda su vida no sólo una vocación, sino también un permanente servicio, a través de los órdenes que emanan de la creación, la exaltación de la belleza y de los principios enaltecedores y estímulo intelectual del pensamiento - 

	La labor silenciosa del escritor, generalmente ajena a estímulos y protecciones oficiales, contribuye a conformar -en general-, a nivel educativo y comunitario, una imagen del hombre de palabra, quien perfila un rol definido de principios, de ética puesta al servicio de su tiempo, de fe y espíritu, amalgamados en una presencia viva y ejemplarizadora - 

	En general, los escritores cumplen este importante rol social, muchas veces decisivo, con un limitado -casi nulo- reconocimiento y con más escasos aún recursos económicos. Ello conforma una situación que lleva a que una gran cantidad de escritores argentinos, lleguen a la postrimería de sus vidas con recursos limitados y, una inmensa mayoría, huérfanos de beneficios del sistema solidario - 

	Atento a esta circunstancias, numerosas provincias (como las Córdoba, Buenos Aires, Entre Ríos y Tucumán), como así también algunos municipios (por ejemplo la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires), han instrumentado normativas instituyendo y reglamentando el otorgamiento de pensiones y subsidios para escritores de trayectoria, con obras debidamente reconocidas. Estos instrumentos legales, de similar tenor a los Premios Nacionales a la Labor Literaria, contribuyen en gran medida a paliar el estado de desprotección de los hombres y mujeres de letras - 

	Nuestra provincia, no cuenta con una normativa de tal naturaleza, por lo cual se pone a consideración el presente proyecto. Al respecto, cabe hacer algunas puntualizaciones, en algunos artículos, que servirán para desentrañar la voluntad del legislador. Así, por ejemplo, cuando se establece el límite de edad de los participantes en cincuenta años, se ha tenido en cuenta que en esa edad el escritor está, presumiblemente, en la madurez de su carrera y el hecho de ser beneficiario del subsidio le significará una posibilidad de enriquecer e intensificar su labor y, por otro lado, se prefiere hablar de subsidio mensual y vitalicio (antes que pensión o jubilación, por ejemplo) pues si el galardonado cuenta con un beneficio otorgado por alguna Caja, quizás tendrá que renunciar a él; además, habría que aumentar la ley del beneficiario a 65 años, como mínimo, y la intención es que los que hayan alcanzado ya sus 50 años, estén en condiciones de percibir un beneficio como el previsto - 

	En definitiva, el espíritu de esta normativa es que el autor galardonado continúe en la senda de su talento, dedicación y trabajo, sin coartar o limitar su producción artística por necesidades de subsistencia, por lo que carecería de sentido que el respaldo económico por parte del Estado lo reciba cuando ya sus fuerzas estén agotadas - 

	Al tratar presente el proyecto, como representantes populares, debemos tener presente en todo momento el artículo 22 de nuestra Constitución Provincial, muchas veces olvidado o ignorado, que me permito transcribir: "La Provincia promueve, estimula y protege el desarrollo y la difusión de la cultura en todas sus formas, tanto en sus aspectos universales como en los autóctonos, y la investigación en el campo científico y técnico. En particular, facilita a sus artistas, científicos y técnicos el desenvolvimiento de sus facultades creadoras y el conocimiento popular de sus producciones" - 

	En un momento donde impera la economía -e ideología- de mercado, donde el único producto valioso es lo que impera en el libre juego de la oferta y demanda, donde sólo tienen valor los bienes que están "mercado" y donde, en virtud de ello, el individualismo imperante olvida otros valores, nada mejor que traer a colación las palabras de la flamante ganadora del Premio Planeta María Esther De Miguel, cuando, al recibir el premio, dijo "el verdadero producto de un país está en su cultura" - 

	Por los argumentos expuestos, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de ley - 

Sara Pinasco De Julierac

-	A las Comisiones de Cultura y Medios de Comunicación Social, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.
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la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

ley:



Artículo 1º: Establécese en jurisdicción de la Provincia de Santa Fe, un servicio asistencial de necesidades mínimas elementales que tendrá como beneficiarios exclusivamente a:



a) 	Personas carenciadas que fueran minusválidas,

b) 	Ancianos abandonados,

c) 	Menores huérfanos en estado de abandono e indigencia,

d) 	Instituciones terapéuticas de rehabilitación públicas y privadas con personería jurídica, dedicadas exclusivamente al tratamiento y curación de enfermos de SIDA y drogadependientes.

	

	El presente servicio tendrá carácter de emergencia por el término de tres años.



Artículo 2º: El servicio será otorgado en las condiciones que fije la reglamentación que se dicte. En caso de duda deberá interpretarse a favor de la vigencia del beneficio. Salvo supuestos excepcionales debidamente fundados, se atenderá exclusivamente lo que resulte imprescindible a la atención de salud o rehabilitación, vestimenta y alimentación.



Artículo 3º: la Secretaría de Acción Social coordinará en todo el territorio de la Provincia la ejecución de las políticas conforme a los programas que elabore y apruebe definitivamente el respectivo Ministerio. Su ejecución podrá delegarse en municipios y comunas que tengan conformado especiales planes de atención del servicios que esta ley establece, en un todo conforme los convenios que al efecto suscriban.



Artículo 4º: Autorízase al Poder Ejecutivo a disponer la conformación de un Consejo Consultivo honorario que podrá ser convocado para la elaboración de los planes asistenciales y su reglamentación, como así también para el contralor de la ejecución de las acciones realizadas en cumplimiento de la presente ley. La Comisión Provincial para personas con discapacidad que según las disposiciones de la Ley Nº 9.325 y sus modificatorias se conforme o estuviere designada, lo integrará necesariamente.



Artículo 5º: Los gastos que demande la atención del servicio establecido se financiarán con los recursos que por esta ley se crean:



a) 	El producido de la recaudación del Impuesto a los Ingresos Brutos, conforme lo dispone la presente ley.

b) 	El producido por la recaudación de patentes de vehículos nacionales y/o importados -no utilitarios- que se establecen en esta ley.

c) 	Una contribución obligatoria y de emergencia por el término de tres años aplicable a las retribuciones por cargos políticos en cualquiera en el Poder Ejecutivo y Legislativo; y funcionarios del Poder Judicial, en las condiciones establecidas en el artículo 10º.

d) 	El producido del gravamen s los usuarios de video cable que en el importe de un peso ($1) por abonado, se establece en el artículo 11º de la presente.

	

	El monto de lo recaudado será destinado a una cuenta especial que se habilitará para tal efecto.



Artículo 6º - A los fines establecidos por el artículo anterior, modifícase el inciso e) del art. 2º dela ley 10.768, el que quedará redactado de la siguiente manera: “inciso e) Las emisoras de televisión por cable, codificadas, satelitales, de circuito cerrado y toda otra forma que haga que sus emisiones puedan ser captadas únicamente por sus abonados. El importe del abono constituirá la base imponible.”



Artículo 7º - A los fines del tributo establecido por el inciso e) de la ley 10.768, fíjase la alìcuota del impuesto a los ingresos brutos en el (4%) cuatro por ciento.



Artículo 8º - Incorpórase como párrafo nuevo del art. 55 de la ley impositiva (t.o.1.990 según Decreto 1897/90 y sus modificatorias) el siguiente: “automóviles nacionales y/o importados y vehículos no utilitarios cuyos valores impositivos sean superiores a los treinticinco mil pesos: (4%) cuatro por ciento”



Artículo 9º - El porcentaje establecido en el artículo anterior será de aplicación por el término de tres años. El importe que se recaude como consecuencia de la modificación de la presente ley, se afectará exclusivamente al financiamiento del servicio establecido por esta ley.



Artículo 10º - Créase una contribución de emergencia, obligatoria y de carácter solidario, por el término de tres (3) años aplicable a todos los funcionarios que se desempeñen en el Poder Ejecutivo y Poder Legislativo, que ejerzan funciones de carácter político, legisladores, asesores y cargos asimilables a estos, como así también funcionarios del Poder Judicial.



Artículo 11º - La contribución a que refiere el artículo anterior consistirá en la retención del uno (1%) por ciento sobre los haberes mensuales de dichos funcionarios, que superen los $2.000 - (pesos dos mil), y se aplicará a partir de la promulgación de la presente.

Artículo 12º - Institúyese por el término de tres años, un impuesto, fijo y mínimo de un ($1 - ) peso que estará obligado a ingresar todos los usuarios del servicio de video cable que se materialice en la jurisdicción de la Provincia de Santa Fe.



Artículo 13º - Son sujetos al pago del impuesto, las empresas prestadoras del servicio, quienes lo recaudarán por vía de percepción, siendo responsables del ingreso. El tributo se abonará por período fiscal mensual, en la forma y condiciones que establezca la reglamentación.



Artículo 14º - A los efectos de la liquidación e ingreso del presente gravamen, los agentes de percepción los apropiarán a razón de un peso por abono mensual y por usuario. Para el supuesto de pago del servicio en forma anticipada, el ingreso deberá efectuarse anticipadamente con imputación oportuna. En igual forma para el supuesto de pagos fraccionados en unidades de tiempo diferentes al abono mensual.



Artículo 15º - La responsabilidad por el efectivo ingreso del tributo recaerá en los sujetos indicados en art. 13º, con independencia de cualquier pacto o convenio por el que se hubiere delegado o convenido con terceros el cobro efectivo del servicio y del tributo.



Artículo 16º - Las percepciones practicadas deberán ingresarse a la cuenta especial, a la que refiere el art. 5º, dentro de los cinco (5) días del mes siguiente al cual se hubieren materializado efectivamente. El saldo no invertido de la cuenta especial, creada en esta ley, al cierre de cada ejercicio será transferido automáticamente al ejercicio siguiente.



Artículo 17º - Respecto de los recursos que se recauden por usuarios ubicados en jurisdicción de las municipalidades o comunas que se incorporen al presente programa, se asignarán directamente en una proporción no inferior al sesenta por ciento (60%) de lo recaudado por el tributo en dicha jurisdicción y destinado al cumplimiento de esta ley.



Artículo 18º - La totalidad de la recaudación de este impuesto se afectará exclusivamente al cumplimiento de la presente ley. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, hasta tanto se dicte la reglamentación pertinente, lo recaudado se asignará en su totalidad a Municipios y Comunas tomando al efecto como distribuidor, el porcentaje que resulte de la base poblacional.



Artículo 19º - La Administración Provincial de Impuestos tendrá a su cargo la verificación, fiscalización y percepción del presente gravamen con iguales atribuciones y facultades que le confieren las disposiciones establecidas por el Código Fiscal de la Provincia de Santa Fe. Son igualmente aplicables las responsabilidades emergentes del incumplimiento, como así las tipificaciones legales establecidas, sanciones, procedimientos y recursos establecidos contra la determinación de las obligaciones fiscales. A todos sus efectos son de aplicación las disposiciones procesales y substanciales del Código Fiscal, que regulan los procedimientos de verificación, fiscalización y percepción de los tributos.



Artículo 20º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Señor presidente:

	El servicio que prevé la presente ley pretende atender situaciones de verdadera exclusión social. Y se inscribe en el marco de la protección de los derechos humanos.

	Se pretende conferir al Poder Ejecutivo una herramienta legal para atender con criterios de amplitud y flexibilidad situaciones que demanda la solidaridad social.

	Este servicio viene a ampliar la gama de posibilidades de atención que ya se encuentran en pleno funcionamiento en nuestra provincia, tales como las que pioneramente se instituyera por vía del régimen de pensiones sociales que reglamentó la Ley Nº 5110.

	En un todo de conformidad a las disposiciones , se pretende conferir al presente, no la expresión de un deseo legislativo, sino la conformación efectiva del servicio por vía de la creación de un recurso específico destinado exclusivamente a su funcionamiento.

	La provincia asume así en forma directa la institucionalización de un gravamen de cuota que recae sobre los usuarios del servicio de video cable, todo lo cual se encuentra dentro de sus potestades tributarias acorde a las disposiciones constitucionales. El importe que se fija carece de toda significación económica para los usuarios y su recaudación se afecta exclusivamente a la prestación del servicio, o sea que con el mínimo sacrificio fiscal pueden obtenerse importantes logros sociales. Todo lo cual predica por razonabilidad y su intrínseca justicia.

	En cuanto a los prestadores del servicio de video cable, el aporte en concepto de ingresos brutos, resulta de igual importancia, ya que se descuenta -prácticamente- por igual, tanto a los usuarios como a los prestadores, aplicándose así el criterio de equidad.

	Es constitucionalmente legítimo que quienes se encuentren en situación que exteriorice mayor capacidad contributiva -como son los que detentan la propiedad de vehículos, que pueden caracterizarse como de lujo- se solidaricen con los más carenciados.

	Por todo lo expuesto solicitamos a la Honorable Cámara preste aprobación al presente.

Gastaldi, Grande y Pascutto.

-	A las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social, de Promoción Comunitaria, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.
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1- 	La Cámara de Diputados, solicita al Poder Ejecutivo Provincial, que por intermedio del área correspondiente, se instrumente en forma inmediata, la verificación técnica del estado edilicio en que se encuentran los establecimientos escolares, en el ámbito Provincial, para preservar de esta manera, la integridad física de nuestros niños y adolescentes.

2- 	Esta medida alcanzará a todos los ámbitos educacionales en todas las modalidades y niveles, sean Provinciales, Municipales o Privados. Esta verificación técnica se realizará todos los años, a la finalización del ciclo lectivo.

3- 	Las autoridades de cada establecimiento escolar, deberá poseer la correspondiente certificación de la inspección mencionada en el punto 1.



Señor presidente:

	De nada vale lamentarse tardíamente cuando los accidentes han ocurrido, razón por la cual se hace necesario tomar con la debida anticipación, conocimiento del estado en que se encuentran las estructuras de los establecimientos educativos ya determinados, que están bajo la responsabilidad del Area pertinente, dependiente del Gobierno de la Provincia.

	Quienes concurren a los centros educacionales, escuelas, etc., generalmente niñas y adolescentes, se encuentran indefensos y sin protección alguna, si no son amparados como corresponde por las autoridades competentes y que tienen a su cargo, la responsabilidad de concretar inspecciones periódicas que permitan el correcto mantenimiento de las condiciones de seguridad mínimas e indispensables, para los niños en sus pasos por la educación.

	En función de la considerable cantidad de asistentes a los referidos establecimientos, hecho que conforma una gran concentración de personas, y con la amenaza que significa el deterioro de algunas edificaciones, hace que el control no sea meramente coyuntural, sino perdurable y se concrete anualmente, como parte de un mejor estilo de vida y seguridad para nuestros adolescentes, razón por la cual solicito a mis pares el tratamiento y aprobación del presente proyecto.

Liliana Meotto.

-	A la Comisión de Educación.
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	La Cámara de Diputados, requiere al Poder Ejecutivo Provincial, que por intermedio del área correspondiente, designe dos (2) profesionales médicos con destino al Centro Asistencial que actualmente solventa la Asociación Vecinal Barrio Larrea, Personería Jurídica Nº 212/89, sito en la calle Génova Nº 7462, de la ciudad de Rosario, bajo la supervisión y control que dispongan las autoridades responsables. Además, se proceda a la remisión periódica de partidas de leche en polvo para ser distribuida entre lo niños de corta edad, y vacunas cuya aplicación reviste primordial importancia en la preservación de la salud, para evitar enfermedades propias de su crecimiento.



Señor presidente:

	La Asociación Vecinal Barrio Larrea, que sostiene mediante la cuota societaria un Centro Asistencial, dotado de dos médicos y una enfermera, cuyos sueldos abonan con dichos ingresos, que resultan insuficientes para continuar con su funcionamiento. Esta Asociación está conformada por un grupo humano dotado de voluntad, sacrificio y ganas de trabajar, que despliega su accionar con demostraciones permanentes de preocupación sobre la necesidad de mantener una asistencia sanitaria digna, en un barrio periférico, muy distante del epicentro de la propia ciudad de Rosario, conformado por hogares humildes de muy bajos recursos, que no les permite poder atenderse en otros Centros de atención médica, ni afrontar gastos de traslados y otros que demanden su asistencia a la salud.

	Si bien es cierto que en las proximidades del Centro Médico que nos ocupa está habilitado el Dispensario Provincial “Pablo VI”, el mismo funciona de Lunes a Viernes en el horario de 7 a 13 horas, continuando la atención de enfermería exclusivamente hasta las 15 horas.

	En cambio el Centro Asistencial de la Asociación Vecinal atiende a los vecinos de la zona, de lunes a sábados de 17 a 20 horas y la enfermería extiende su horario desde las 16 horas. De los precitados se desprende fehacientemente que ambos Centros de Salud, se complementan independientemente sin superposición de horarios para atender a pacientes que requieren su atención, en constante aumento ante el incremento de población infantil, y los que pierden una cobertura médica prepaga o sindical, por lo que en consecuencia esas personas no disponen de otro servicio sanitario, que el que brinda la Vecinal a través de su Centro de Salud.

	La gran cantidad de niños de corta edad, crean la necesidad de ser vacunados y en los recién nacidos de disponer de leche en polvo, para cubrir sus necesidades mínimas de supervivencia, lo que motiva que en forma urgente se adopten las medidas conducentes a garantizar su pronta implementación.

	Por lo expuesto solicito a los señores diputados, el voto favorable para la aprobación del presente proyecto.

Liliana Meotto.

-	A la Comisión de Promoción Comunitaria.
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	La Cámara de Diputados vería con grado que el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación y Cultura gestione un equipo de computación para la Escuela Nº 125 Pablo A. Pizzurno de Melincué Departamento General López.





Señor presidente:

	La escuela Pablo A. Pizzurno, fue una escuela modelo, pionera en materia edilicia, pero lamentablemente no es ajena a la difícil situación por la que atraviesa la enseñanza en esta Provincia y ha padecido todos los avatares de las escuelas transferidas.

	Hoy lucha conjuntamente con la comunidad para educar a todos los alumnos de la mejor manera posible.

	Para optimizar el sistema de enseñanza urge adquirir 2 equipos de computación, pero con una podrán hacer frente a las exigencias de sus alumnos que, con empeño intentan terminar el secundario capacitados en contabilidad y computación.

	Por lo expuestos, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Claudia Rosenthal.

-	A la Comisión de Educación.
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	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del organismo que corresponda, arbitre las medidas necesarias para otorgar un subsidio a la Institución “C.E.A.T.E.” Convivir, Enseñar, Aprender Temprano Empalme, de la localidad de Empalme Villa Constitución, departamento Constitución.

Señor presidente:

	La Institución “C.E.A.T.E.; Convivir, Enseñar, Aprender, Temprano Empalme”, fue fundada por un grupo de mujeres jubiladas de la localidad de Empalme Villa Constitución a la que luego se le sumaron otras personas, todos con el objetivo de crear un lugar que albergue a niños y adolescentes discapacitados, en su mayoría con carencias económicas, afectivas y sociales.

	Actualmente cuenta con un número importante de alumnos, a los que rodean en equipo de trabajo formado por un coordinador, docente de áreas especiales, fonoaudiólogo, asistente educacional y asistente social todos ellos prestando sus servicios Ad-Honorem, recibiendo un estímulo gracias a la Comisión Directiva, la que está integrada casi en su totalidad por padres de alumnos de dicho establecimiento.

	La difícil situación económica por la que atraviesa este grupo de personas hace que se torne casi imposible continuar manteniendo el equipo de trabajo, lo que traería como consecuencia el cierre de la institución, produciendo un daño muy importante a la sociedad de esta localidad.

	En la convicción de que este tipo de cosas no resulta aconsejable, ni razonable, ya que creo que estas personas son especiales pero no por ello merecen ser privadas de las oportunidades que tienen los demás integrantes de esta sociedad, es que solicito a los Señores Diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Juan Carlos Cardelli

-	A la Comisión de Promoción Comunitaria.
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	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos competentes, disponga lo pertinente a los fines de otorgar un subsidio al Club Atlético Alba Argentina de Maciel, departamento San Jerónimo, destinado a perfeccionar el sistema de riego de las canchas de fútbol infantil.



Señor presidente:

	Al presente proyecto de comunicación que pongo a consideración de la Cámara, acompaño una nota que me fuera remitida por dirigentes del club al que se refiere.

	En el mismo se hace constar que las obras a realizar, de concretarse la ayuda económica, beneficiarán la actividad deportiva de los más de 130 niños que practican en la institución.

	Por lo dicho es que solicito que el proyecto sea acompañado favorablemente.

Jorge Delbianco.

-	A la Comisión de Promoción Comunitaria.
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	La Cámara de Diputados  vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, aprobase en forma urgente, el proyecto presentado por el docente Enrique F. Calzone en las escuelas de Educación Técnica Nº 392 y 365, respectivamente, que tienden a la preservación del medio ambiente así como el diseño de la Planta Experimental, con la creación de Gabinetes Informáticos Tecnológicos.



Señor presidente:

	Adjunto al presente proyecto el material elevado por el autor, donde explica técnica y pedagógicamente su realización. Cuando los docentes hacen gala de su sentido solidario, creativo y racional, en función de su institución, de los alumnos y de la comunidad, deben ser inmediatamente apoyados. En un momento donde los conceptos y valores ecológicos deben ser constantemente concientizados, en una situación donde los excluidos deben ser apoyados, para así lograr su integración social, es necesario que el Estado atienda proyectos como el presente, les garantice su funcionamiento, le asegure su financiamiento y lo dote de los elementos necesarios. Por ello pido el voto afirmativo de mis pares.

Ediberto Sánchez

-	A la Comisión de Educación.
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	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos que correspondan, otorgue un subsidio a la Facultad de Ciencias Políticas y Relaciones Interiores con sede en las calles Riobamba y Berutti - Monoblock Nº 1- C.U.R- de la ciudad de Rosario- Pcia. de Santa Fe-



Señor presidente:

	Esta Casa de altos estudios se encuentra abocada en este último tiempo a la construcción del edificio de la nueva biblioteca.

	La misma es sumamente necesaria y se convertiría en una herramienta indispensable para alumnos y docentes; que de esta manera una gran carga económica, como es la compra de libros, que de no existir la biblioteca se hace imprescindible.

Delia Rossia.

-	A la Comisión de Presupuesto y Hacienda.
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	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo ante el organismo que corresponda, proceda a la apertura de una delegación del Registro Civil, en el Hospital Gutiérrez de la ciudad de Venado Tuerto, departamento General López.



Señor presidente:

	El Hospital Gutiérrez, atiende los nacimientos de una cantidad cada vez mayor de parturientas, que al no contar con la cobertura de una obra social o que al tenerla suspendida y no poder costearse atención privada, concurren a este nosocomio.

	La apertura de una delegación del Registro Civil, como ocurre en otros hospitales públicos, permitiría una rápida inscripción de estos nacimientos redundando en beneficios económico y de tiempo, al evitar que los padres en su mayoría de escasos recursos, deban realizar toda la tramitación con posterioridad, y como prevención, de aquellos actos relacionados con la identidad de los recién nacidos, al permitir la inmediatez entre el nacimiento y su inscripción.

	Por estas razones, y la que suplirá el elevado criterio de mis pares, es que solicito la aprobación de este proyecto.

Roberto Leale.

-	A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.
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	La  Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos pertinentes, ceda a la Comuna de Villa Guillermina, Departamento General Obligado, la fracción de terreno que circunda por el Norte y el Este las instalaciones del Hospital S.A.M.Co. dependiente del Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Provincia de Santa Fe, en la referida localidad, a los fines de ser utilizados exclusivamente para la construcción de viviendas.



Señor presidente:

	Nadie desconoce que el déficit habitacional es uno de los grandes problemas que debe resolver el Gobierno Provincial o, cuando menos, aproximarse a una solución para nada sencilla si atendemos las consecuencias que acompañan a todo crecimiento demográfico.

	En un país generosamente rico en extensión, el escollo más importante que debemos sortear para acarrear soluciones habitacionales es, paradójicamente, la falta de tierra.

	La Comuna de Villa Guillermina apunta sus acciones a paliar el problema, con el claro propósito de darle a sus vecinos una vivienda digna en procura de evitar el desarraigo y su consecuencia más funesta: la emigración hacia la periferia de los grandes centros urbanos del País, donde quedan desprotegidos y al borde de la marginalidad social más absoluta.

	El Ministerio de Salud y Medio Ambiente es propietario de un predio de casi tres hectáreas en pleno centro de Villa Guillermina, ocupando solo una parte del lote con la infraestructura hospitalaria del S.A.M.Co., mientras que el terreno restante, de forma irregular, lindante al norte y al este de las instalaciones sanitarias, se encuentra en estado de total abandono, cubierto de pastizales y en total contraste con el paisaje urbano.

	Por lo expuesto, y atendiendo que debemos privilegiar las soluciones de fondo sobre cualquier coyuntura, solicito a mis pares el voto afirmativo a fin de interceder ante el P.E. para lograr el traspaso de esos terrenos baldíos a la comuna de Villa Guillermina, con el objeto de ser destinados al emplazamiento de planes de vivienda, cesión que en nada obstaculiza un futuro crecimiento edilicio del Hospital.

José Pividori.

-	A la Comisión de Vivienda y Urbanismo.
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	La  Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del M.S. y M.A., le otorgue carácter prioritario a la designación de los profesionales odontólogos para cubrir las vacantes en el consultorio dental de la Federación de Cooperadoras Escolares, “Ernestina P. de Ittig”, de Reconquista, en el Departamento General Obligado.



Señor presidente:

	En la Federación de Cooperadoras Escolares de Reconquista funciona desde hace casi 60 años un consultorio dental para la atención de alumnos sin cobertura médico asistencial, procurando cubrir, aunque más no sea en pequeña proporción, la deficiencia en la atención bucodental. En sus inicios, con los elementos básicos que aportaron los propios cooperadores, el consultorio funcionó con diversos profesionales que atendieron gratuitamente a todos los alumnos de escasos recursos de Reconquista, pero el rápido crecimiento poblacional obligó al Ministerio de Salud y Medio Ambiente a asignar oficialmente dos cargos de odontólogos, los que por distintas causas cesaron en sus funciones sin que el Estado provea reemplazantes.

	Pautas culturales derivadas de la propia marginalidad socio-económica determinan que los sectores sociales carecientes o con elevado nivel de N.B.I., no tengan a la salud bucal como una de las necesidades prioritarias de su estado sanitario. Acuciados por la inmediatez de sus problemas diarios, solo procuran asistencia bucodental en casos de extrema urgencia o durante la etapa de estudiantes primarios, cuya oportunidad seguramente es la única en que pueden acceder a controles odontológicos serios.

	Por lo expuesto, y en rigor de la imperiosa necesidad de contar con el servicio de dos profesionales odontólogos de cara al próximo año lectivo, solicito a mis pares el voto afirmativo para la aprobación del presente proyecto.

José Pividori.

-	A la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social.

SR. PIVIDORI - Pido la palabra.

	Solicito que el proyecto que acaba de citarse por Secretaría sea tratado con carácter preferencial, con dictamen de comisión, en la próxima sesión.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se va a votar la moción de tratamiento preferencial, con dictamen de comisión, para la próxima sesión.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:

xix

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud y Medio Ambiente, informe las razones por las cuales no ha sido incorporado el representante comunitario, en el Consejo de Administración del Hospital Sayago, de la ciudad de Santa Fe y qué medidas ha adoptado al respecto el área ministerial.



Señor presidente:

	Todo proceso descentralizados significa romper la unidireccionalidad en la toma de decisiones y ejecución de proyectos sociales, fijando objetivos inmediatos y mediatos. Los primeros, orientados a alcanzar soluciones puntuales, continuidad de la tarea y control en la utilización y asignación de recursos; los segundos, orientados a lograr mayor compromiso con la tarea y mayor nivel de organización de la comunidad, como “sujeto real” de las políticas.

	Específicamente, el proceso de descentralización iniciado hace cinco años, en el área de Salud, se orienta a la resolución local de los problemas sanitarios, puntualizándose, además, la necesidad de incorporar el protagonismo de la población, junto con el personal institucional, en la programación, ejecución y control de los servicios, logro que debe ser fomentado y estimulado. Estos criterios se materializaron en los Consejos de Administración, en cada establecimiento sanitario.

	En cumplimiento de las disposiciones vigentes, -Ley Nº 10.608 y Decreto Nº 1427/91-, el 29 de junio ppdo. Se realizó la elección del representante comunitario, para integrar el Consejo de Administración del Hospital Sayago, sin que se produjeran objeciones ni impugnaciones de ninguna índole. En virtud de ello, el Ministerio de Salud y Medio Ambiente, mediante la resolución Nº 575, reconoció al consejero electo.

	La voluntad de la comunidad se expresó oportunamente, en un acto eleccionario incuestionable, de allí nuestra inquietud, por la no incorporación - luego de transcurridos más de cuatro meses -, del consejero. El presente proyecto requiere, por lo tanto, que el Poder Ejecutivo, a través del área de Salud, informe acerca de los motivos del ostensible retardo en la incorporación del representante de la comunidad, y las medidas que el Ministerio ha adoptado al respecto.

	Por las razones expuestas, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Orlando Barquín.

-	A la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social.

SR.BARQUÍN - Pido la palabra.

	Solicito se reserve en Secretaría el proyecto citado precedentemente.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Queda reservado, señor diputado.

	Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:

xx
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	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud, informe acerca del Centro de Salud “Altos del Valle”, de la ciudad de Santa Fe, lo siguiente:

	

1) 	Cantidad de personas que concurren al Centro de Salud, con detalle del tipo de consultas que realizan y prestaciones que reciben, por segmentos etáreos;

2) 	Alcance, en términos geográficos, de la cobertura del Centro;

3) 	Si existe algún tipo de relevamiento cualitativo y cuantitativo, por parte del Ministerio, acerca de las demandas y necesidades de los vecinos de la zona;

4) 	Cantidad de profesionales que prestan servicio en el Centro de Salud, con detalle de las prestaciones y servicios que brindan días y horarios de atención;

5) 	Aportes económicos que efectúa el Estado Provincial, para el mantenimiento del Centro;

6) 	Evaluación del Ministerio, acerca de la relación necesidades-prestaciones y servicios y del desenvolvimiento del Centro de Salud.

Señor presidente:

	El presente proyecto se orienta a conocer las condiciones de funcionamiento del Centro de Salud “Altos del Valle”, razón por la cual solicitamos que el Ministerio del área brinde una serie de datos, concernientes a la población de la zona y sus demandas, la asistencia que brinda el Estado, en materia de recursos humanos y económicos y su evaluación respecto del funcionamiento del Centro.

	Los Centros de Salud se fundamentan en la necesidad de acercar los servicios y prestaciones a la comunidad, y cuentan con una activa participación de organizaciones no gubernamentales, vecinales, grupos parroquiales y otros, que complementan la tarea del Estado.

	En el caso particular que nos ocupa -el Centro de Salud “Altos del Valle”-, sabemos que un número importante de personas concurren a atenderse y que la tarea que llevan a cabo un grupo de voluntarios, interesados en mantener y mejorar el Centro, cuenta con un alto grado de reconocimiento por parte de los vecinos de la zona. Estos, en un porcentaje considerable, no contarían con cobertura social, hecho agravado por cierta precariedad laboral.

	Las características socio-económicas mencionadas refuerzan la importancia de que la salud esté garantizada y a su alcance. De allí que solicitemos -además de los datos ya mencionados- la evaluación que el área ministerial hace de este Centro de Salud.

	A nuestro juicio, el fortalecimiento de este Centro no sólo daría una respuesta acorde con las características socio-económicas señaladas, sino que también, como modalidad de asistencia, debería plantearse como uno de los objetivos del Estado, en materia de salud.

	En virtud de lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Orlando Barquín

-	A la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social.

SRA. PINASCO DE JULIERAC - Pido la palabra.

	Solicito que se tomen los recaudos necesarios para que este asunto sea tratado conjuntamente con el proyecto individualizado como expediente 3066 ingresado el 16 de octubre a esta Cámara por tratarse del mismo tema.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Si no hay oposición, así se hará.

	Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:

xxi
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	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos correspondientes, otorgue dos computadoras a la Escuela de Ajedrez Infantil de la localidad de Humberto I, en el departamento Castellanos, para facilitar el acceso de la misma a diversos programas de perfeccionamiento en la materia.



Señor presidente:

	Es objeto del presente proyecto de comunicación concurrir en asistencia de la Escuela de Ajedrez Infantil de la localidad de Humberto I en el departamento Castellanos, ante el reiterado pedido de contar con dos computadoras para poder acceder a través de las mismas a los diversos programas de perfeccionamiento que existen actualmente en un juego tan popular como el mencionado.

	La Escuela de Ajedrez viene realizando denodados esfuerzos tendientes a lograr juntar el monto necesario para adquirir las mismas, pero ante la difícil situación económica imperante, se hace imprescindible concurrir oficialmente en ayuda de la importante cantidad de niños que periódicamente asisten a la misma para adquirir conocimientos en la materia.

	Las escuelas de ajedrez, realizando periódicos torneos, concentran una importante cantidad de participantes, difundiendo la cultura y las relaciones sociales entre distintos grupos siendo necesario, Sr. Presidente, que a través de la aprobación de este proyecto, asistamos a los mismos.

Jorge Giorgetti

-	A las Comisiones de Educación y de Promoción Comunitaria.

xxii
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	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud y Medio Ambiente, arbitre los medios necesarios para garantizar la cobertura sanitaria imprescindible en los barrios carenciados de Santa Fe, ante la insuficiencia de los servicios prestados actualmente.



Señor presidente:

	Es objeto del presente proyecto de comunicación concurrir en auxilio de los barrios más carenciados de la ciudad de Santa Fe, que en la actualidad, a través de la infraestructura existente no satisfacen las exigencias en la materia como consecuencia del constante incremento de la población necesitada de asistencia sanitaria en permanente incremento.

	Las prestaciones en los centros comunitarios se han incrementado notablemente en los últimos tiempos, pero lamentablemente las mismas se han visto superadas por las exigencias de una sociedad que concurre en mayor número ante las necesidades sanitarias, constituyendo los centros comunitarios el único elemento con el que cuentan para satisfacer sus necesidades.

	El tema mencionado precedentemente se ha constituido en preocupación asimismo de entidades tales la Federación Santafesina de Entidades Vecinales, que si bien reconocen el incremento en el esfuerzo oficial de ayuda, coinciden en la necesidad de incrementar el mismo, ante la cada vez mayor afluencia de carenciados que necesitan asistencialismo sanitario.

	Por lo antedicho, señor presidente, solicito la aprobación del presente proyecto, para garantizar la realización, en caso de ser necesario, del relevamiento imperioso para detectar las falencias en el sistema y corregirlo a la brevedad posible, para mejorar lo existente dando respuesta a una necesidad insatisfecha que requiere solución.

Jorge Giorgetti

-	A la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social

xxiii
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	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación y Cultura, incluya como “temas transversales” y con carácter obligatorio, a ser implementados por las escuelas, a los siguientes:



a) 	Educación para la Salud.

b) 	Educación Ambiental.

c) 	Educación Ética y Ciudadana.



Señor presidente:

	Los temas transversales constituyen ejes temáticos a desarrollarse interdisciplinariamente, atento a lo reglado a la Ley Federal de Educación. Tienen sus antecedentes en países como Gran Bretaña y España.

	Existe una gran discusión acerca de lo que significan los “temas transversales”. Podríamos decir, en un somero análisis, que son temas no contenidos en una disciplina o área específica; esto presupone que involucran “transversalmente” a todos los contenidos curriculares o disciplinas. El Ministerio de Educación de la Nación sostiene que ellos, a diferencia de los Contenidos Básicos Comunes, que tienen su origen en la epistemología, constituyen demandas sociales hacia la escuela. En este marco, Sr. Presidente, estamos convencidos que la ausencia de una Educación para la Salud, es una problemática de alto riesgo social que se trasunta en enfermedades viejas que creíamos superadas, como el cólera, o enfermedades relativamente nuevas que cada día avanza con mayor auge, como lo es el SIDA.

	Otro tema transversal que no puede estar ausente en nuestras escuelas, es el de Educación Ambiental. Nuestra Provincia cuenta con la obligatoriedad de la misma por Ley Nº 10759 del año 1992 pero aún no ha sido reglamentada y por lo tanto no se implementa en nuestras escuelas.

	Una educación para la convivencia basada en los valores y los derechos humanos, que haga frente al problema social (sobre todo en las grandes urbes) como la violencia es otra necesidad educativa. Cuando las familias le demandan a las escuelas que eduquen para que sus hijos no sean violentos, están reclamando una educación para la convivencia, para la tolerancia, para la paz, para la resolución pacífica de los conflictos.

	Sr. Presidente, consideramos que los temas transversales a desarrollarse en los establecimientos educativos, no pueden ser seleccionados arbitrariamente. Debe ser el Ministerio de Educación de nuestra Provincia el que atento a las demandas sociales, establezca qué temas deben trabajar las escuelas.

	Estamos convencidos que el rol del Estado en temas importantes, como lo son la educación y la salud, es determinante en el cubrimiento de las necesidades que tiene la sociedad. Desde la conducción en una política educativa firme, iremos construyendo una educación que aumente su calidad.

	Por todo lo expuesto, señor presidente, solicito a mis pares aprueben este proyecto.

Alejandro Rébola

-	A la Comisión de Educación.

xxiv
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	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo analice la posibilidad de reconocer como créditos a favor de los Municipios y Comunas de la Provincia de Santa Fe, las afectaciones de personal municipal o comunal que los mismos realizan a entes provinciales, a fin de mejorar la prestación de los servicios, especialmente en las áreas de salud y educación. Que dicho reconocimiento sea aplicado dentro del marco de los decretos 0807/96 y 3469/93.



Señor presidente:

	El 28 de junio de 1995, el gobernador de la Provincia de Santa Fe, a través del decreto 0807, instituyó un régimen especial de compensación de créditos y deudas entre el Sector Público Provincial (Tesoro Provincial y Organismos descentralizados) y las entidades de orden municipal o comunal.

	Este régimen de compensación surge, según consta en los considerandos del decreto mencionado, de la necesidad de prestar asistencia financiera para el ordenamiento de Municipios y Comunas, estableciéndose la forma de cancelación de tales créditos y deudas de forma tal que sea financieramente previsible para las partes interesadas.

	Es de nuestro conocimiento que los Municipios y Comunas de nuestra Provincia asiduamente afectan personal municipal o comunal, ya sea este contratado o permanente, a distintos entes organismos e instituciones, colaborando así con el Gobierno Provincial en la atención de los servicios destinados a brindar salud y educación a la población.

	En la seguridad de que los señores diputados sabrán comprender la equidad de tal propuesta, solicitamos de todos Uds. el voto favorable.

Gurdulich - Pochettino

-	A las Comisiones de Asuntos Comunales y de Presupuesto y Hacienda

xxv
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	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Salud y Medio Ambiente, proceda a la designación de un odontólogo en el Hospital SAMCo. de la localidad de Cayastá - 



Señor presidente:

	El hospital SAMCo. de Cayastá cuenta con un equipamiento odontológico de última generación que, quizás, debe ser envidiado por más de un especialista o centro de atención odontológica. Pero, vaya paradoja, no cuenta con un odontólogo que atienda la salud bucal de los habitantes de esa localidad - 

	Se debe reconocer sí, que desde hace aproximadamente seis meses, existe un dentista concurrente dos veces por semana que, obviamente no alcanza a cubrir la demanda de la zona de influencia del nosocomio. Por ello, al no haber dentista designado, se pone a consideración el presente proyecto - 

	Como siempre es dable a destacar el artículo 19 de nuestra Carta Magna Provincia, que establece la tutela de la salud como derecho fundamental del individuo, en especial su párrafo segundo que estatuye que la provincia a tal fin crea la organización técnica adecuada para la promoción, protección y reparación de la salud. Lamentablemente, este postulado constitucional es muchas veces ignorado y, porque no, olvidado - 

	Por los argumentos expuestos, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación - 

Sara Pinasco de Julierac

-	A la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social 

XXVI

Del Senado :



Proyecto de Ley, Venido en revisión; autorizando al Estado Provincial a donar un inmueble, a la Comuna de Florencia, departamento General Obligado. (Expte. Nº 3210 - Senado) - 

- A las Comisiones de Promoción Comunitaria, de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General -



SR. ESQUIVEL - Pido la palabra.

	Solicito que el proyecto que acaba de leerse por Secretaría sea tratado con carácter preferencial, con dictamen de comisión, en la presente sesión.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se va a votar la moción de tratamiento preferencial, con dictamen de comisión, para la presente sesión.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:



Proyecto de Ley, Venido en revisión; conformando una Comisión para publicar y difundir la Vida y Obra del Doctor Esteban Laureano Maradona. (Expte. Nº 3211 - Senado) - 

- A las Comisiones de Cultura y Medios de Comunicación Social, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General -



XXVII

De los Particulares :



El señor Presidente de BRICOOP; adjunta una propuesta referida a la problemática de los residuos patológicos. (Nº 102/96) - 

- A sus Antecedentes -

El Colegio de Procuradores de Santa Fe; solicita la inclusión de los Procuradores en la designación de los Jueces Comunales. (Nº 103/96) - 

- Asus Antecedentes -

El Cha Roga Club; comunica e invita a la realización de la III Edición Rugby Seven ´96. (Nº 105/96) - 

- A la Presidencia -

La Asociación de Trabajadores del Estdo (ATE); remite a este Cuerpo, su propuesta como aporte a la organización de un sistema de facturación a obras sociales, compañias de seguro y prepagas (Nº 106/96) - 

- A la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social -

SR. MERCIER - Pido la palabra.

	Solicito que este proyecto sea girado también a la Comisión de Presupuesto y Hacienda. 



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Si no hay oposición, así se hará.

-	Asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:



El Colegio de Procuradores de Rosario; solicita su inclusión para ampliar términos, ante un eventual tratamiento de la ley de designación para jueces comunales. (Nº 107/96) - 

- A sus Antecedentes -



4

asuntos entrados fuera de lista



SRA. GURDULICH - Pido la palabra.

	Solicito se dé ingreso al proyecto de comunicación por el cual se requiere que se redefina el proyecto de estabilización de la Cascada que se encuentra ubicada en el Arroyo Saladillo, en el sector Parque Sur de la ciudad de Rosario. Se pretende que se redefina esta iniciativa que forma parte del patrimonio para la organización cultural, apoyado por esta Cámara de Diputados con un proyecto de comunicación para su agilización, ya que la distancia de la Cascada al Puente Molino Blanco es inferior a los 500 metros. Asimismo solicitamos que las obras de canalización y terraplenes de tierra del Saladillo, en lo que respecta al Puente Molino Banco-Cascada, sean ejecutadas como necesarias para después tener la posibilidad del control de la Cascada.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Con el asentimiento del Cuerpo se le dará ingreso.

-	Asentimiento.

-	Se lee:

xxviii
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	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, considere la posibilidad de redefinir el proyecto para el control de la Cascada sobre el Arroyo Saladillo en la ciudad de Rosario, acorde a la situación actual de la misma y al distanciamiento al puente Molino Blanco, como asimismo completar a la brevedad las obras de canalización (Tramo II) del sector puente Molino Blanco - Cascada, ya que son necesarias para la ejecución del proyecto mencionado anteriormente.



Señor presidente:

	El Arroyo Saladillo constituye el límite político, entre las ciudades de Rosario y Villa Gobernador Gálvez, ciudades que por su expansión urbana han ocupado en forma creciente el valle de inundación del mencionado arroyo y reciben por lo tanto, el impacto de las crecidas del mismo.

	En el tramo del arroyo correspondiente al Parque Sur de la ciudad de Rosario, éste ha generado a lo largo del tiempo, un salto o “cascada” de unos 12 metros de altura que avanza con un efecto de erosión retrogradante permanente que impacta principalmente sobre su cauce y márgenes, agudizándose dicho efecto ante crecidas de significación.

	El retroceso de la Cascada y el incremento de velocidades y poder erosivo, pone en peligro la estabilidad del Puente Molino Blanco y de los terraplenes de defensa de Villa Gobernador Gálvez, correspondientes a las “Obras de Estabilización del Arroyo Saladillo - Tramo II”, actualmente en ejecución.

	El Puente Molino Blanco, que une el Sur - Este de la ciudad de Rosario con la ruta Nacional Nº 9 a Buenos Aires y el acceso a Villa Gobernador Gálvez, acaba de ser completado con una segunda mano de circulación y a través de su sección se realiza un cruce de infraestructura de servicios.

	Entre los años 93-94, por intermedio de un convenio entre el Concejo Federal de Inversiones y la Universidad Nacional de Rosario (Facultad de Ciencias Exactas, Ingeniería y Agrimensura) se elaboró un proyecto con el objeto de controlar la erosión retrogradante mediante una obra de estabilización.

	El proyecto ejecutivo, denominado “Obras de Estabilización de la Cascada - Tramo I”, fue incluido en el año 1995, en la línea de créditos en gestión ante el Banco Mundial, denominada Préstamo de Protección contra Inundaciones PPI (Préstamo Estructural).

	Según nos consta, dicho proyecto era factible a una distancia entre la Cascada y el Puente Molino Blanco, superior a 500 m.

	A la fecha de elaboración del proyecto, la Cascada se encontraba a 600 metros del puente, pero desde el año 1994 al presente, la Cascada se ha trasladado aguas arriba aproximadamente 120 metros, razón por la cual se habría superado el límite que resulta inferior al de validez de dicho proyecto.

	En virtud de lo explicitado se debería redefinir el proyecto acorde a la situación actual.

	Por otra parte, para dar comienzo a las obras de estabilización de la Cascada, es imprescindible que se hayan finalizado previamente, las obras de canalización correspondientes al Tramo II, en ese sector.

	Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Ana María Gurdulich.



SRA. GURDULICH - Pido la palabra.

	Solicito se dé ingreso al proyecto de comunicación por el cual se requiere que el Poder Ejecutivo, a través de la Escribanía de Gobierno u organismos competentes, escriture los terrenos que son propiedad del Servicio Público de la Vivienda, ya que según actas de posesión la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo construyó 104 viviendas correspondientes a un programa para jubilados. A partir de que no fue posible regularizar la situación, por ordenanza Nº 6.183 del 23 de mayo de 1996 se decide la desafectación al uso público de ocho sectores correspondientes a plaza pública, que fue donde la mencionada Dirección edificó, llevando a cabo tal programa. 

	Además de la desafectación la ordenanza autoriza la transferencia a favor del mencionado organismo. Por lo tanto, este proyecto de comunicación pretende, por un lado, lograr la escrituración de los terrenos, propiedad del Servicio Público de Viviendas, a nombre de la Dirección Provincial de Viviendas y, por otro lado, que se realicen las gestiones necesarias para efectivizar la transferencia a los adjudicatarios del “Programa Hornero”. Consecuentemente, el Servicio Público de la Vivienda ha construido viviendas en terrenos pertenecientes a la referida Dirección, producto de un canje de tierras al que el proyecto de comunicación anterior hacía referencia. 

	Se trata de 159 viviendas del “Plan Hornero”, del Barrio 17 de Agosto, de la Sección 5º, con acta de posesión del 26 de febrero de 1992, como asimismo de las que el Servicio Público de la Vivienda construyó durante el período 1986 a 1989 en el barrio Las Flores, existiendo la Resolución de Vivienda Nº 1288 de 1986, por la cual se transfiere al mencionado Servicio un listado de inmuebles. El presente proyecto tiene por finalidad autorizar a la Dirección Provincial de Viviendas la transferencia a favor del Servicio Público de Viviendas de los inmuebles en los cuales se han construido estas 284 viviendas, con el cargo de que esta última entidad realice las gestiones administrativas necesarias para que los ocupantes de dichas construcciones puedan ver regularizada su situación dominial. La escrituración estará a cargo del Servicio Público de Viviendas.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada.

-	Asentimiento.

-	Se lee:
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	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través de la Escribanía de Gobierno u otro organismo competente, realice las gestiones necesarias a fin de escriturar a favor de la de la dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo, las fracciones de terrenos identificadas como Plaza Pública en el plano Nº 40489/65 desafectados del uso de Plaza Pública y autorizada su transferencia por Ordenanza Municipal Nº 6183/96 y los lotes 1 y 2 de las manzanas M, O, Q y R del plano citado. Todos ubicados en el Barrio Las Flores de la ciudad de Rosario, propiedad del Servicio Público de la Vivienda según Tº 256 A Fº 870- 872 Nº 62826 (1960) (Mayor área). Así mismo, a posteriori la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo proceda a la regularización dominial del Programa de ciento cuatro (104) viviendas para jubilados ejecutados a en el año 1979 a través de dicha Dirección.



Señor presidente:

	A través de las Actas de Posesión del 13 de marzo y del 18 abril de 1978, la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo, toma posesión de las fracciones de terreno situadas en la ciudad de Rosario, en el barrio conocido como “Las Flores”, de propiedad del Servicio Público de la Vivienda, de la Municipalidad de Rosario.

	Dichas fracciones de tierra tuvieron como destino la construcción de ciento cuatro (104) viviendas para jubilados y pensionados, obra que fue ejecutada en el año 1979, a través de dicha Dirección Provincial y adjudicadas las viviendas mediante diversas resoluciones.

	A través de la ordenanza Nº 6183 del 23 de mayo de 1996 de la Municipalidad de Rosario, se han desafectado dichas fracciones del Uso de Plaza Pública, originalmente establecida en Plano de Urbanización y Parcelamiento Nº 40489/65 y se ha autorizado su transferencia a favor de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo.

	Consecuentemente, es menester hacer efectiva la escrituración de las fracciones de terrenos citadas, a favor de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo, para permitir con posterioridad, proceder a la regularización dominial de los inmuebles adjudicados a ciento cuatro (104) familias por dicha Dirección Provincial.

	Por las razones expuestas precedentemente, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Ana María Gurdulich.



SR. CUÑADO - Pido la palabra.

	Solicito se de entrada al proyecto de comunicación suscripto junto con los señores diputados Drincovich, de mi bancada, y Cecchi, de la bancada socialista. Es un pedido de informes referido a la nueva plaga santafesina de los conjueces de Casilda que están sembrando de bingos la ciudad de Rosario -un juego expresamente prohibido por el decreto 814/88-, situación que tiene conmovidos a los habitantes de la segunda ciudad de la República. Estos conjueces están autorizando la instalación de bingos en dicha ciudad.

	Con este motivo me entrevisté en el día de la fecha con la fiscal de Estado y he remitido al ministro de Gobierno, al subsecretario de Justicia y al presidente de la Corte un radiograma que dice: “Ruégole su urgente intervención para evitar que conjueces de Casilda, de notoria incompetencia territorial, continúen habilitando salas de bingo en Rosario. Denuncio, prima facie, existencia de verdaderas mafias de juego clandestino que utilizan como prestanombres a diversas instituciones y que cuentan con cobertura judicial.”



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada.

-	Asentimiento.

-	Se lee:

XXX

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del organismo que corresponda proceda a informar:

	

1) 	Las razones por las que “conjueces” de Casilda procedan a habilitar salones de Bingo en la ciudad de Rosario, y en otros puntos de la Provincia de Santa Fe.

2) 	Se envíe fotocopia del expediente 11 de 1994 caratulado “Club Atlético Huracán c/Acción Ordinaria de Inconstitucionalidad-Medida Cautelar Innovativa” en la que actuó el Dr. Armando Jaime Isern en carácter de Conjuez y que tramita ante el Juzgado en lo Penal de Instrucción y Correccional del Distrito Judicial Número 7 de la ciudad de Casilda. Se hace constar que en dicha acción se habilitó al mencionado club Huracán de Casilda a realizar diariamente en el local de calle Mendoza 3538 de Rosario o donde el club indique sorteos continuos denominados bingo.

3) 	Localización de todos los bingos autorizados por acciones incoadas en los juzgados de Casilda a funcionar en el territorio de la Provincia de Santa Fe. 

4) 	Cuál es la actuación que le ha correspondido a los institutos públicos destinados a representar los intereses provinciales en las mencionadas causas.



Señor presidente:

	Ha llegado a conocimiento de los diputados que suscriben el presente que de una manera abiertamente ilegal se está utilizando el subterfugio judicial de habilitar bingos en el territorio provincial recurriendo a los “servicios” de conjueces de la ciudad de Casilda, previo apartamiento de los jueces ordinarios de los respectivos asuntos. Ello ha motivado que los suscriptos peticionarán ante el Juzgado de Faltas Número 1 de Rosario a cargo del Dr. Osvaldo Alzugaray la inmediata clausura del bingo de calle Mendoza 3538 de Rosario.

	Tenemos entendido que se utilizan los nombres de instituciones con personería jurídica para recibir las habilitaciones precarias quienes a su vez lo ceden por pequeñas sumas a entidades comerciales dedicadas a la explotación de bingos o sistemas de sorteo continuo.

	Ello motiva el presente pedido reservando desde ya el derecho de pedir oportunamente el enjuiciamiento de quienes aparezcan apañando estos verdaderos ilícitos.

Drincovich - Cuñado - Cecchi.



SR. CECCHI - Pido la palabra.

	En primer lugar, solicito que el proyecto al que acaba de darse entrada sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

	En segundo término, a raíz de la denuncia que efectuamos el lunes pasado ante el Juzgado de Faltas de la ciudad de Rosario, los diputados Cuñado, Drincovich y quien habla, hemos recibido una serie de denuncias anónimas que nos hablan de que hay como mínimo tres ciudades del sur de la Provincia que están padeciendo la existencia de estos bingos, explotados, como bien señaló el señor diputado en el radiograma enviado al ministro de Gobierno, por verdaderas mafias del juego clandestino e ilegal. 

	En razón de ello es que voy a proponer una modificación al pedido de informes presentado por el señor diputado Cuñado. 

	Hace una hora he recibido otra denuncia anónima y, por la verosimilitud de la información que me transmiten, tengo la obligación de hacerla pública. Habría un abogado de la ciudad de Cañada de Gómez que se estaría presentando con una tarjeta que lo acreditaría como asesor del ministro de Justicia de la Nación, para ofrecer sus buenos oficios ante clubes e instituciones intermedias de acción comunitaria para tramitar ante la justicia paralela de Casilda la habilitación de esos bingos. A cambio, los clubes recibirían migajas y una empresa, también de la zona de Cañada de Gómez, concesionaría la explotación comercial de los bingos así adjudicados.

	Es la misma actitud tramposa que permitió a la Fundación para el Apoyo Educativo de la Familia mantener el bingo Montparnasse abierto, cuya explotación la está haciendo el no menos tramposo ciudadano López.

	Por ese motivo es que solicito que se reserve en Secretaría este pedido de informes para su posterior tratamiento sobre tablas, descontando que el oficialismo nos habrá de apoyar, habida cuenta de la actitud decididamente legalista y en contra de este juego total y absolutamente clandestino, que asumieron los dos Poderes Ejecutivos, el actual y el anterior, a través -a mi juicio- de valorables acciones llevadas a cabo desde la Fiscalía de Estado y desde la Lotería de la Provincia.



SR. ESQUIVEL - Pido la palabra.

	Celebramos y acompañamos todo lo que se acaba de decir con respecto a un proyecto de comunicación que tiene la intención de terminar con ese flagelo que son los bingos clandestinos.

	Quiero recordar a este Cuerpo que en el mandato anterior y en éste tratamos un tema de fondo que lo llamé “Leading Case”, el tema de los bingos como es el tema del bingo Montparnasse de Rosario, tan cuestionado y tan firme como nunca, pero aquí hay corresponsabilidad -una vez decía- hay autor y cómplice en materia penal.

	Quiero rescatar que el proyecto que fue sancionado por este Cuerpo va en camino al Poder Ejecutivo y está en plazo para vetarlo, pone en su justo lugar el funcionamiento de la Corte Suprema que en su momento tuvo que resolver una queja tan escandalosa como la resolución que tomó.

	Creo que esta iniciativa del diputado Cuñado y de quienes lo acompañan tiene que ser apoyada porque obviamente las reglas de juego están quebradas y no hay igualdad de ninguna manera. Salvo que uno se acoja a la complacencia de un juez que otorgue el amparo.

	Los bingos se otorgan por excepción, absoluta excepción, y aquí hemos invertido las reglas del juego con la complacencia de los excesivos amparos -como más de una vez lo hemos dicho- los amparos son de excepción y lo que se ha hecho con esto es ordinarizar una vía procesal y que también se lo ha hecho en cuestiones salariales, haciéndola repetitiva a esta vía de excepción.

	Saludo, acompaño esta inciativa que empuja lo que va a ser ley en la Provincia, el funcionamiento de la cabeza del Poder Judicial para que no suceda más y detener definitivamente los amparos de los jueces que hoy suenan tan clandestinos como los bingos que funcionan.



SRA JOVE - Pido la palabra.

	Solicito se dé ingreso al proyecto de ley que incorpora un párrafo al arltículo 206º del Código Fiscal y que es el siguiente: “ En los títulos de capitalización y ahorro con derecho a beneficios obtenidos por medio de sorteos, el impuesto de sellos se calculará sobre el monto suscripto y los emisores lo depositarán en oportunidad del vencimiento de cada cuota mediante declaración jurada.”



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Con el asentimiento del Cuerpo se le dará ingreso.

-	Asentimiento.

-	Se lee:
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Artículo 1º: Incorpórase como párrafo quinto del art. 206 del Código Fiscal, el siguiente:

	¨En los títulos de capitalización y ahorro con derecho a beneficios obtenidos por medio de sorteos, el impuesto de sellos se calculará sobre el capital suscripto y los emisores lo depositarán en oportunidad del vencimiento de cada cuota, mediante declaración jurada¨.



Artículo 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.



Señor presidente:

	En el pago de impuestos de sellos a que están sujetos los títulos de capitalización y ahorro se produce una situación de injusticia que resulta necesario contemplar y darle solución de un modo que resulte beneficioso para distintos sectores.

	Las empresas que los emiten producen esos títulos de capitalización por un valor nominal que tiene un plazo de acumulación que oscila entre los 60 y los 330 meses. El suscriptor paga una cuota mensual que incluye el ahorro correspondiente, no teniendo, en algunas de las formas de contratación, obligación de seguir pagando en el caso de desvincularse del plan suscripto por circunstancias de premio que están contempladas en las distintas contrataciones. Además, la coyuntura económica y las dificultades que de ella se derivan para los adherentes a esos planes, suelen acarrear una gran deserción al momento del vencimiento, que generalmente es mensual.

	La Provincia de Santa Fe, conforme a lo dispuesto por la Ley Impositiva Anual Provincial Nº 3.650, Capítulo 3º, art. 19, inc. 4º, apartado t, con las modificaciones de la Ley Provincial Nº11.123 y sus concordantes, grava cada contrato o título de capitalización y ahorro con el diez por mil (10%o) calculando sobre el valor nominal de cada título pese a que el suscriptor paga el mismo en forma fraccionada conforme a la cantidad de cuotas previstas en la duración del mismo.

	Ello se traduce en que las empresas deben adelantar el impuesto de sellos por el valor nominal total del título pese a no haber percibido una sino ínfima parte del mismo, como lo representa la primer cuota, e incluso ante el riesgo que el propio suscriptor se desvincule más adelante del plan no abonando más su cuota, teniendo en cuenta que no existe obligación de indemnizar a la empresa por ese desistimiento.

	Se daría con esto la injusta situación de estar calculando el impuesto y efectivizando su pago sobre una suma no sólo no percibida sino con riesgos de no ser nunca percibida.

	Teniendo en cuenta, entre otras, algunas de las argumentaciones expuestas, es así que las distintas legislaciones de los estados provinciales de nuestro país, contemplando la situación de estas empresas, en muchos casos han dispuesto no gravar con el impuesto de sellos esta actividad, como en Entre Ríos, Río Negro, Misiones, Capital Federal, Tierra del Fuego y Santa Cruz o, en otros, han establecido alícuotas bajas, dando así fomento al ahorro y a la actividad de este tipo. Consideramos que toda esta actividad se encuentra controlada por la Inspección General de Justicia de la Nación.

	En nuestra Provincia, tanto la situación vigente como la reforma que hoy se propone, son de todas maneras transitorias dado que a partir de la ratificación del Pacto Fiscal Federal, el impuesto de sellos dejaría de cobrarse una vez que se deje sin efecto la suspensión de su aplicación.

	Pero mientras tanto ello no suceda, la situación de injusticia antes planteada se mantiene, por lo tanto la necesidad de la modificación propuesta se impone. Tendrá en cuenta, Señor presidente, que la Provincia no deja de recaudar con este sistema sino que lo hará proporcionalmente a la constitución del capital por los suscriptores, situación que resulta a todas luces más que justa y equitativa.

	Por lo demás, resulta importante destacar que esta modificación importaría un incentivo a la radicación de este tipo de sociedades en la Provincia de Santa Fe dado que por las razones antes apuntadas la actividad se torna inviable para las empresas que comercializan o que deseen comercializar títulos de capitalización en nuestro territorio; es así que muchas de ellas, cuando se están por constituir, fijan sus domicilios en otras provincias donde el gravamen no las perjudica como ésta.

	Reiteramos que la reforma propuesta en la forma de pago del impuesto se impone en razón de constituir una forma más justa y razonable de liquidar el impuesto que nos ocupa, resultaría adecuado el ingreso del impuesto a la operatoria de las empresas de capitalización.

	Por los motivos expuestos, recomendamos la sanción de esta ley que dará solución a la situación de injusticia antes señalada hasta tanto no entre en vigencia el Pacto Fiscal Federal.

Buyatti - Drincovich - Jove.



SR. SANCHEZ - Pido la palabra.

	Solicito se dé ingreso al proyecto de comunicación referido al Instituto Superior Nº 12 “Gustavo Martínez Zuviría” de la ciudad de Santa Fe que tiene dos nuevas carreras y que no se le dan los elementos respectivos para su funcionamiento.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Con el asentimiento del Cuerpo se le dará ingreso.

-	Asentimiento.

-	Se lee:

xxxii

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación otorgue un subsidio al Instituto superior Nro. 12 “Dr. Gustavo Martínez Zuviría” sito en calle Saavedra 3076 de la ciudad de Santa Fe.



Señor presidente:

	En el mencionado Instituto se cursan cinco carreras terciarias Ambientación y Decoración de Interiores, Archivística, Bibliotecología, Comunicación Social y Locución.

	Es justamente en el área de Ambientación y Decoración de Interiores donde pretendo centralizar esta pretensión.

	En efecto el pedido está destinado para la adquisición de 60 tableros de 50 x 80 cm necesarios para la realización de las tareas de proyectos y diseños de los alumnos.

	La posibilidad de contar con este material didáctico permitirá a los alumnos efectuar sus prácticas sobre las superficies adecuadas, ya que hasta el momento y por carecer de él, deben realizar los prácticos fuera del ámbito institucional, sin la presencia oportuna del docente. Hecho este que adquiere verdadera importancia en el logro de objetivos específicos de la carrera.

	Asimismo, es menester dotar de recursos a la carrera de Locución, nueva en la Institución para obtener el equipamiento técnico específico, contribuyendo de este modo a un funcionamiento acorde a la nueva realidad educativa.

	Es mi intención recordar que se trata de un Instituto terciario de formación técnica donde no podemos obviar la presencia de tecnología tan necesaria para el perfeccionamiento de la calidad educativa.

	En virtud de lo expuesto es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Álvarez - Sánchez.



SR. SÁNCHEZ - Pido la palabra.

	Solicito se de ingreso al proyecto de comunicación referido al Instituto San Cayetano de Santa Fe que atiende a los menores marginados y que está abocado a un proyecto de integración regional para que tenga el respectivo apoyo del Poder Ejecutivo.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Con el asentimiento del Cuerpo se le dará ingreso.

-	Asentimiento.

-	Se lee:

xxxiii

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo través del Ministerio de Educación otorgue un subsidio al Instituto Concepcionista San Cayetano, ubicado en calle J.J. Paso 3150 de la ciudad de Santa Fe que está abocado a un proyecto de integración familiar para menores marginados y en riego y en consecuencia necesita realizar una ampliación de sus instalaciones.



Señor presidente:

	El proyecto de integración familiar constituye una alternativa frente al problema de los menores en riesgo, provenientes de las diversas zonas marginales de la ciudad de Santa Fe.

	Esta escuela cuenta con un comedor escolar y con un sistema de doble escolaridad que brinda atención luego del horario escolar a los niños que por razones familiares no pueden ser atendidos en sus casas.

	Además es una institución educativa que desarrolla sus actividades en tres niveles de educación, nivel inicial, nivel primario y nivel medio.

	La propuesta de constituir una casa familia está encaminada a aproximarse lo más posible a una familia. En él conviven menores de distinta edad, cada uno vive en su habitación individual. Esto permite que su integración, que es gradual, no afecte a los demás.

	Sin embargo la consolidación de la experiencia y el hecho de ofrecer un itinerario formativo más amplio, es decir que comprenda la adolescencia y la juventud, ha hecho que en estos momentos la infraestructura actual que posee la casa familia no pueda albergar con comodidad y como inicialmente se proyecta a los menores.

	En virtud de lo expuesto, y teniendo en cuenta la situación económica del colegio de verse impedido de hacerse cargo de construcción alguna, es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Sánchez - Álvarez.



SRA MERINO - Pido la palabra.

	Solicito se dé ingreso al proyecto de ley que contiene un nuevo Código Rural que pretende ser la expresión escrita de la experiencia, del conocimiento, de la vivencias de un grupo muy numeroso de personas que pertenecen a los sectores gremiales, agropecuarios y además tiene novedades, porque hemos tratado de introducir temas, metodologías, incluso palabras que pueden parecer sin importancia, pero que tienen una enorme gravitación así como también las penalidades que tienen que conformar una norma jurídica adaptada a los tiempos que corren, a las necesidades que vemos y el futuro que nos espera a quienes de una manera u otra estamos ligados.

	Creo que es muy trascendente este tema para la Provincia de Santa Fe. Nobleza obliga, la gratitud es una virtud no siempre practicada. Quiero dejar mi más profundo agradecimiento no solamente a mis colegas de bloque que me han acompañado, sino a todas las personas que me han brindado su colaboración absolutamente generosa y altruista, desde distintos puntos de la provincia de Santa Fe e, incluso, de otras provincias; a los profesionales que han trabajado conmigo y a cada uno de los seres humanos que a través de su propio quehacer me dieron la posibilidad de traducir en blanco y negro este nuevo código rural, que cuenta con 328 artículos.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada.

-	Asentimiento.

-	Se lee:
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TITULO PRELIMINAR



Artículo 1º: Finalidad. Este Código constituye el conjunto orgánico y sistemático de normas jurídicas dictadas para regular la actividad agraria en todo el territorio de la Provincia de Santa Fe en ejercicio de las facultades no delegadas a la Nación y que le son propias conforme a las disposiciones de la Constitución Nacional y Provincial, con la finalidad esencial de orientar, promover y regular la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones y las actividades conexas a ellas, la protección y conservación de los recursos naturales renovables y la preservación del medio ambiente.



Artículo 2º: Actividad Agraria. Se entiende por actividad productiva agraria a la industria genética consistente en el desarrollo de un ciclo biológico, vegetal o animal, ligado directamente o indirectamente al disfrute de la fuerzas o recursos naturales que se resuelve económicamente en la obtención de frutos destinados al consumo directo, o previa una o múltiples transformaciones o a su comercialización cuando resulte del ejercicio normal de la agricultura. Ella consiste en el cultivo de vegetales, comprendida la silvicultura, la cría, mejora o invernada de toda especie animal y las actividades conexas, cualesquiera fuera el lugar donde la misma se realiza y el medio o procedimiento utilizado para obtenerla.



Artículo 3º: Empresario Agrario. Empresario agrario es la persona física o jurídica que realiza de un modo profesional, una actividad económica organizando los elementos constitutivos de la hacienda cuya titularidad posee en virtud de un derecho real o personal asumiendo los riesgos inherentes a ella, dirigida a la producción y circulación de los frutos y productos destinados al mercado interior o exterior.



Artículo 4º: Hacienda Agraria. La hacienda agraria es el conjunto de bienes y derechos organizados por el empresario para el ejercicio de la actividad agraria.



Artículo 5º: Fundo Rústico. Fundo rústico es la fracción de tierra destinada, o susceptible de ser destinada a su utilización agrícola, forestal o pecuaria.

Artículo 6º: Explotación Racional. Es aquella que se realiza conforme a normas de técnicas agrarias que no contraríen lo expresamente dispuesto por este Código, y las leyes nacionales y provinciales que se dicten, con la finalidad de preservar los recursos naturales renovables y la contaminación al medio ambiente.



LIBRO PRIMERO - DE LA PROPIEDAD FUNDIARIA

TITULO I -  DELIMITACIÓN

CAPITULO 1 - DESLINDE Y AMOJONAMIENTO



Artículo 7º: Deslinde y amojonamiento. Obligación. Todo propietario de un fundo rústico está obligado a tenerlo deslindado y amojonado. No podrá inscribirse en el Registro de la Propiedad la escritura por la que transfiera, divida o modifique el dominio, si previamente no se justifica el deslinde.



Artículo 8º: Mojones y Requisitos. Los mojones demarcatorios deberán colocarse en cada uno de los ángulos que formen las líneas, a una distancia no mayor de mil metros, y de modo que indiquen con precisión las formas constitutivas del perímetro. Exceptúase el caso en que una parte del fundo tenga por límite el cauce de un río o arroyo u otro accidente natural.

	Los mojones serán de hierro o madera dura y se levantarán a no menos de un metro del suelo.

	El Poder Ejecutivo queda facultado para modificar lo dispuesto en este artículo cuando las condiciones naturales o topográficas del lugar así lo requieran.



Artículo 9º: Formas de deslinde y amojonamiento. El deslinde y amojonamiento podrá hacerse judicial o extrajudicialmente. En este último caso se hará por escritura pública suscripta por los colindantes.



Artículo 10º: Remoción y reemplazo de mojones. La remoción o reemplazo de mojones deberá hacerse con la intervención del Juez Comunal y citación de los colindantes. De la operación se labrará acta y se entregará una copia a los interesados que la soliciten, debiendo archivarse el original en el Juzgado.



Artículo 11º: Inspección Ocular. El propietario o empresario agrario que encuentre removido uno o más mojones, podrá requerir que se practique una inspección ocular en el lugar al Juez Comunal quien previa citación de los colindantes y con la presencia de dos testigos, labrará acta de la diligencia realizada y entregará una copia al interesado que la solicite, debiendo archivarse el original en el Juzgado.



Artículo 12º: Sanción. El que removiere o reemplazare mojones en inobservancia de lo dispuesto en el art. 10, será reprimido con multa de hasta quince jus, siempre que el hecho no constituya delito.



CAPITULO 2 -  CERCOS PERIMETRALES



Artículo 13º: Derecho de cercar. El propietario de un fundo rústico tiene el derecho de cercarlo sobre el deslinde de las propiedades. A tal fin deberá acompañar plano de mensura judicial o extrajudicial o copia del mismo y requerir al Juez Comunal que previa citación de los linderos o de dos testigos, si aquellos no concurrieren, labre acta constatando la ubicación de mojones conforme al Artículo 8º y consecuente recorrido del área proyectada. Igualmente se deberá dejar constancia de la parte que cada uno de los colindantes toma a su cargo en los gastos de conservación -si correspondiere-, y de acuerdo a lo que dispone el Artículo 18º. El magistrado actuante entregará una copia al interesado que lo solicite, debiendo archivarse el original en el Juzgado junto a una copia del plano de mensura.



Artículo 14º: Sanción. El que construyere las cercas sin las formalidades dispuestas en el Artículo 13º ,será reprimido con multa de hasta quince jus.



CAPITULO 3 -  MEDIANERA RURAL



Artículo 15º: Obligación de pago. Los propietarios de fundos rústicos no cercados están obligados a pagar la medianera cuando los cercos de los propietarios colindantes cierran las dos terceras partes de su propiedad.

	Se considera cerca a tal fin todo límite que haga innecesario el cercado. Aún cuando un propietario no tenga cerrado su fundo rústico en las dos terceras partes del perímetro, si utilizase el cerco del colindante de cualquier manera, pagará lo que le corresponda por la porción de que se sirva.



Artículo 16º: Materiales de cerco. Cuando un propietario quisiera cercar su fundo rústico con un material costoso como piedra, tapia, u otros, sus linderos no están obligados a contribuir con el importe de la misma calidad del material, sino con la parte que les correspondería en una cerca de cinco alambres atados con torniquetes o tensados, postes enteros de cualquier material resistente, colocados a doce metros uno de otro y cinco varillas por claro.



Artículo 17º: Mantenimiento del cerco. Es obligación de los propietarios colindantes mantener los cercos medianeros en buen estado y repararlo en caso de deterioro o destrucción.



Artículo 18º: Gastos de conservación. Los gastos para la conservación de las cercas medianeras, corresponderá por mitad de extensión lineal a los condóminos o colindantes.



Artículo 19º: Intimación para la reparación del cerco. El propietario o empresario agrario que observe que su colindante descuida la parte de la cerca que le corresponde reparar podrá requerir al Juez Comunal que constate el hecho y le intime la reparación en forma inmediata en caso de que uno o ambos fundos estuvieran ocupados por animales, de lo contrario lo intimará a que lo haga en el término de tres días. De la diligencia se labrará acta y se entregará copia a los interesados, debiendo archivarse el original en el Juzgado; de igual forma se procederá en caso de incumplimiento.



Artículo 20º: Incumplimiento de la reparación. Vencidos los plazos fijados en el artículo anterior sin que la reparación se hubiere realizado, el propietario o empresario agrario interesado, acompañando las actas de intimación de incumplimiento labradas por el Juez Comunal, podrá solicitar al Juez de Primera Instancia de Circuito a que autorice a hacerla por cuenta del colindante remiso.

Artículo 21º: Acción Ejecutiva. Verificada la reparación, el propietario o empresario agrario, podrá cobrar ejecutivamente el importe de ella al condónimo o colindante remiso, sirviendo de suficiente título los recibos de facturas de los materiales que se hayan utilizado y del trabajo realizado.



Artículo 22º: Preparación de la vía ejecutiva. En caso de que no pudieran presentarse comprobantes, el propietario o empresario agrario podrá preparar la vía ejecutiva solicitando al Juez de Primera Instancia de Circuito que ordene la tasación del costo de la reparación por peritos.



Artículo 23º: Corrales en cerco medianero. No podrán construirse corrales sobre la cerca medianera o servirse de ella en cualquier forma sin el consentimiento del colindante.

	El que no observare lo dispuesto en el párrafo precedente, será reprimido con multa de hasta treinta jus y deberá reponer la cerca medianera a su estado anterior.



TITULO II - LA UNIDAD ECONÓMICA

CAPITULO ÚNICO



Artículo 24º: Indivisibilidad de la unidad económica. Ningún acto de disposición a cualquier título que implique la subdivisión de fundos rústicos destinados a la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones ubicados en jurisdicción provincial, podrá ser válidamente otorgado, si como consecuencia del mismo resultan fracciones que no constituyan una unidad económica.



Artículo 25º: Unidad económica. A los efectos del Artículo 2326º del Código Civil se considerará unidad económica agraria al fundo racionalmente trabajado que por su ubicación, conformación, capacidad de uso del suelo y demás factores que intervienen en la explotación, posibilite la rentabilidad de la empresa agraria y un adecuado proceso de reinversión que permita su evolución favorable conforme a las actividades corrientes de la zona. No perderán este carácter las parcelas que físicamente separadas entre sí y pertenecientes al mismo titular, integren y/o conformen una explotación agraria llevada a cabo por éste, cuyos aspectos técnicos y condiciones que hacen a dicha separación quedarán establecidas en el decreto reglamentario.



Artículo 26º: Actividad corriente. Concepto. Se entenderá por actividades corrientes aquellas que por su difusión lograda en el último quinquenio ha adquirido permanencia y se desarrolla en no menos del veinte por ciento de las empresas rurales de la zona.



Artículo 27º: Forma de determinación de la unidad económica. La unidad económica deberá ser determinada en todos los casos en base a lo que establezca el decreto reglamentario. La autoridad de aplicación, extenderá las autorizaciones previstas en este Título.



Artículo 28º: Subdivisión autorizada. Puede autorizarse la subdivisión de un fundo rústicos en fracciones inferiores a la unidad económica cuando aquella mediante la anexión a otro fundo de propiedad del mismo titular, constituya una unidad económica o mejore la situación preexistente. Tal circunstancia, deberá surgir de la escritura traslativa de dominio. Asimismo se hará constar en el título de ambos inmuebles que la fracción pasa a formar parte del conjunto y no puede enajenarse separadamente.



Artículo 29º: Prohibición de aprobar o autorizar subdivisiones. Los jueces y escribanos no podrán aprobar o autorizar los actos a que se refiere el Artículo 24º sin la previa resolución favorable de la autoridad de aplicación, en el sentido que la subdivisión que se intenta, no da como resultado una superficie inferior a la unidad económica.



Artículo 30º: Subdivisión. Requisitos. Los propietarios o sucesores de fundos rústicos que desean obtener la aprobación de su división deberán acompañar a su solicitud el plano pertinente y un estudio agroeconómico practicado de acuerdo a lo determinado en el artículo 27º y que demuestre que la división proyectada no contraviene el principio de la unidad económica. El informe técnico al que se refiere este artículo, deberá ser practicado por un ingeniero agrónomo o forestal según las características predominantes del predio. En este caso, deberá dejarse constancia de la aprobación de la división en el Registro de la Propiedad.



Artículo 31º: Dictamen de la autoridad de aplicación. La autoridad de aplicación deberá emitir dictamen fundado, acordando o denegando la división peticionada dentro de los treinta días hábiles de la presentación en forma. En caso de que no se pronunciara en el término fijado, el silencio de la autoridad de aplicación se entenderá como aprobatorio.

	A pedido de la parte interesada o por orden judicial si correspondiere, el Registro General de la Propiedad tomará nota y dejará constancia de la división autorizada.



Artículo 32º: Denegación. Si el dictamen de la autoridad de aplicación fuere denegatorio del pedido de subdivisión, se podrá interponer dentro de los cinco días recurso de apelación ante la Cámara Civil y Comercial con arreglo al lugar de ubicación del inmueble conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe, el que será concedido en relación y se abrirá siempre la causa a prueba. En caso de que la subdivisión fuere autorizada, la Provincia soportará los costos y costas.



Artículo 33º: Excepciones al principio de la indivisibilidad de la unidad económica. Quedan excluidas de las disposiciones de este capítulo:



a) 	Las subdivisiones de inmuebles ubicados en zonas urbanas y suburbanas

b) 	Las fracciones afectadas a obras y servicios públicos o destinadas a actividades comerciales, industriales o mineras.

c) 	El o los lotes destinados a asentamientos de viviendas, centros deportivos y turísticos.

d) 	La transmisión de la totalidad del inmueble aún cuando no constituya una unidad económica.

Artículo 34º: Subdivisión de inmuebles cuyo destino sea la realización de actividades atípicas o agropecuarias intensivas. La autoridad de aplicación podrá calificar como unidad económica a los inmuebles rurales cuyo destino sea la realización de actividades agrarias atípicas o intensivas y que no revistan el carácter de corrientes en la zona donde se pretende la subdivisión y que tengan una superficie mínima de tres (3) hectáreas. A tal efecto la autoridad de aplicación queda facultada para exigir la documentación pertinente que posibilite la viabilidad del proyecto, el que deberá tener un plazo para su concreción de un (1) año, salvo que se justifique plenamente dilatarlos.

	Transcurridos los plazos previstos sin que se concretara el tipo de explotación convenido para autorizar la subdivisión -salvo caso fortuito o fuerza mayor debidamente comunicado y aceptado- el o los solicitantes de la subdivisión si correspondiere, se harán pasibles de una multa equivalente al 50% del avalúo fiscal del predio.

	La calificación efectuada por la autoridad de aplicación permitirá la subdivisión del inmueble y deberá hacerse constar tal acto en el Registro General de la Propiedad y en todo instrumento público o privado por el que se ceda el uso y goce del fundo rústico a cualquier título.



Artículo 35º: Nulidad. Cualquier acto que resulte violatorio del régimen de la unidad económica agraria establecido en este título, es nulo de nulidad absoluta. Los magistrados, funcionarios y profesionales que lo violen, incurren en falta grave y son pasibles, juntamente con los particulares intervinientes, de una multa de hasta el 2% de la valuación fiscal del inmueble desmembrado, sin perjuicio de otras sanciones que puedan corresponder. Los ingenieros agrónomos e ingenieros forestales quedarán inhabilitados para intervenir ante la autoridad de aplicación en casos análogos.



Artículo 36º: Actos provenientes de otras jurisdicciones. Registración. Para la registración de los actos provenientes de otras jurisdicciones debe justificarse fehacientemente el cumplimiento de las disposiciones contenidas en este título.



Artículo 37º: Exención fiscal. Queda exenta de toda obligación fiscal por el término de cinco años todo fundo rústico o fracción indivisa que adquiera un empresario agrario con fines de concentración o recomposición parcelaria tendiente a constituir una unidad económica o mejorar la situación preexistente. Con esta finalidad el Poder Ejecutivo propiciará preferentemente la intervención de la banca que opera dentro del territorio provincial para establecer adecuadas líneas crediticias que promuevan el reagrupamiento parcelario o la compra de parcelas indivisas a sus condóminos.



TITULO III - CONSERVACIÓN Y MANEJO DE SUELDOS

CAPITULO 1 -  NORMAS GENERALES



Artículo 38º: Orden público. Declárase de orden público las normas que regulan en este título y en todo el territorio Provincial:



a) 	El control y prevención de todo proceso de degradación de los suelos.

b) 	La recuperación, habilitación y mejoramiento de las tierras para la producción.

c) 	La promoción de la educación conservacionista.

Artículo 39º: Medios. A los efectos previstos en el artículo anterior deberán implementarse los medios para adecuar la utilización de la tierra, conforme a su aptitud, manteniendo el equilibrio de los ecosistemas de manera de evitar el deterioro de la economía provincial y teniendo en cuenta las posibilidades reales y efectivas de los usuarios.



Artículo 40º: Proceso de degradación. Se considerará como proceso de degradación de los sueldos a todo fenómeno por el hecho del hombre o natural que se manifieste con síntomas de erosión, agotamiento, deterioro físico, alcalinidad-salinidad y drenaje inadecuado.

	A tales efectos se entenderá por:



a) 	Erosión: el proceso de remoción y transporte de las partículas del suelo por acción del agua o viento.

b) 	Agotamiento: la pérdida de la capacidad productiva de un suelo por disminución continuada y progresiva de los contenidos de materia orgánica, nutrientes y de la actividad biológica.

c) 	Deterioro físico: la disminución de la capacidad de almacenamiento y circulación del agua y el aire en el suelo.

d) 	Alcalinidad-Salinidad: la concentración de sodio y de sales solubles en el perfil del suelo, por encima de los valores normales, que perjudican la productividad.

e) 	Drenaje inadecuado: el conjunto de condiciones que no provocan un movimiento superficial o profundo, lento o rápido de agua en el suelo, que lo mantiene húmedo o seco por períodos suficientemente prolongados como para originar una notoria disminución de la capacidad productiva.



Artículo 41º: Aprovechamiento o eliminación de montes naturales y artificiales. La regulación del aprovechamiento o eliminación de montes naturales y artificiales quedará sujeta a los alcances de este título.



Artículo 42º: Supuestos comprendidos. El control y el manejo del agua almacenada superficialmente en esteros, cañadas y lagunas, para el aprovechamiento y conservación de ésta como elemento y recurso quedará sujeta a los alcances de este título.



CAPITULO 2 -  AUTORIDAD DE APLICACIÓN



Artículo 43º: Autoridad de aplicación. La Dirección de Suelo y de Aguas del Ministerio de Agricultura, Ganadería , Industria y Comercio será la autoridad de aplicación del presente título, actuando por intermedio de los organismos que determine la reglamentación.



Artículo 44º: Competencia. Será competencia de la autoridad de aplicación: 



a) 	Especificar las necesidades de conservación y manejo de los grupos de aptitud de los suelos.

b) 	Establecer normas para el correcto desarrollo y ejecución de las prácticas a través de la elaboración de un catálogo.

c) 	Acceder a la información necesaria existente y conducente a la correcta aplicación de la presente ley.

d) 	Relevar, coordinar, disponer y suministrar la información legal, técnica y básica para la elaboración de los planes y realización de las prácticas.

e) 	Establecer los requisitos que deberán cumplirse para la presentación del “Plan de Conservación”.

f) 	Verificar la ejecución y mantenimiento de las prácticas conforme a los certificados correspondientes.

g) 	Fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en este Título.

h) 	Promover la educación y práctica conservacionista mediante la creación, estructuración y desarrollo de programas cuya implementación y desenvolvimiento se realizará en establecimientos educacionales primarios, secundarios y superiores, debiendo difundirlas a través de los medios de prensa (oral, escrita, televisiva, etc.).

i) 	Establecer los mecanismos adecuados que permitan canalizar los aportes nacionales e internacionales.

j) 	Toda actividad necesaria para la consecución de los objetivos.



CAPITULO 3 -  ÁREAS DE APLICACIÓN



Artículo 45º: Áreas de Aplicación. Se declara a todos los suelos de la provincia sujetos al uso y manejo conservacionistas. La autoridad de aplicación establecerá áreas de conservación y manejo de suelos, en toda zona donde sea técnicamente recomendable emprender programas de conservación y recuperación, habilitación y mejoramiento de suelos.



Artículo 46º: Unidades físicas de aplicación. Serán consideradas unidades físicas de aplicación las cuencas, subcuencas o sistemas hídricos y las explotaciones agropecuarias, que por naturaleza del problema así lo requieren.



Artículo 47º: Determinación de las áreas de aplicación. La autoridad de aplicación determinará las “Áreas de Conservación y Manejo de Suelos” a través de sus organismos técnicos o a propuesta de: 



a) 	La Comisión Provincial de Conservación y Manejo de Suelos creada por el Decreto Nº 1.955/86.

b) 	Municipalidades y Comunas.

c) 	Propietarios, empresarios agrarios, contratistas y tenedores por otros títulos de la tierra.

d) 	Otras organizaciones, organismos o entidades.



Artículo 48º: Clasificación de las “Áreas de Conservación y Manejo de Suelos”. La autoridad de aplicación clasificará las “Áreas de Conservación y Manejo de Suelos”, de acuerdo al tipo de problema que las afecta, magnitud del mismo, y a los fines del otorgamiento de los estímulos en:



a) 	Áreas de Conservación y Manejo Voluntario.

b) 	Áreas de Conservación y Manejo Obligatorio.

Artículo 49º: Areas de Conservación y Manejo Obligatorio. Se declarará Área de Conservación y Manejo Obligatorio a toda zona donde los procesos de degradación tiendan a ser crecientes y progresivos o se desarrollen en un ámbito que no sólo alcancen al empresario agrario individual, sino que los efectos se prolonguen en el espacio y tiempo.



Artículo 50º: Clasificación de las áreas según el tratamiento. Asimismo la autoridad de aplicación clasificará las áreas según el tratamiento, de acuerdo a la intensidad en:



a) 	Tratamiento esencial.

b) 	Tratamiento integral.



Artículo 51º: Denominaciones. A los efectos de este Título, se entenderá por:



a) 	Área de Conservación y Manejo Total: aquella donde los planes de conservación y manejo se lleven a cabo en todos los predios rústicos integrantes de una unidad física definida por una cuenca, subcuenca o sistema hídrico.

b) 	Área de Conservación y Manejo Parcial: aquella en donde los planes de conservación y manejo se lleven a cabo a nivel de predios rústicos.

c) 	Tratamiento esencial: aquel en el cual se procura lograr la solución de los problemas de degradación a través de una sola práctica o prácticas conjuntas.

d) 	Tratamiento integral: aquel en el cual se procura lograr la solución de los problemas mediante la realización de diferentes prácticas complementarias.



Artículo 52º: Gradualidad. La declaración de las Áreas de Conservación y Manejo de Suelos se efectuará gradualmente de acuerdo a las necesidades de prevención y control de los procesos de degradación, recuperación, habilitación y mejoramiento de suelos, y en función de las posibilidades técnicas y económicas determinadas por la autoridad de aplicación, a quien corresponderá fijar anualmente las superficies máximas a declarar conforme a la reglamentación pertinente.



Artículo 53º: Areas de Conservación y Manejo Experimentales. La autoridad de aplicación podrá declarar Áreas de Conservación y Manejo Experimentales, cuando a su juicio no existan técnicas suficientemente probadas para la solución de los procesos de degradación o para la determinación de tal condición.



Artículo 54º: Beneficios de las Áreas de Conservación y Manejo Experimentales. Las Áreas de Conservación y Manejo Experimentales tendrán los mismos beneficios que se establecen en el presente título.



Artículo 55º: Limitación. Se podrá declarar no más de un Área de Conservación y Manejo experimental por cada unidad o grupo de aptitud de suelos, estableciéndose las superficies máximas a declarar anualmente conforme a los artículos 47º y 51º.



CAPITULO 4 - PERSONAS COMPRENDIDAS



Artículo 56º: Personas comprendidas. Podrán acceder a los estímulos que prevé el presente título los propietarios, usufructuarios, empresarios agrarios, tenedores por cualquier título legítimo de fundos rústicos que se encuentren ubicados en las zonas previamente declaradas “Áreas de Conservación Manejo de Suelos”.



Artículo 57º: Estímulo. Las personas comprendidos en los términos previstos en el presente título, gozarán de los siguientes estímulos:



a) 	Exención o reducción del impuesto inmobiliario en el porcentaje correspondiente al gobierno provincial durante el término de un año, sobre la superficie de inmuebles rurales, afectados al “Plan de Conservación” y comprendidos en Áreas de Conservación y Manejo de Suelos, cuyos planes hayan sido aprobados por la autoridad de aplicación, quien establecerá el porcentaje correspondiente al estímulo según la siguiente escala:



1) 	Área de Conservación y Manejo Total -Tratamiento Esencial: 75%

2) 	Área de Conservación y Manejo Total - Tratamiento Integral: 100%

3) 	Área de Conservación y Manejo Parcial - Tratamiento Esencial: 50%

4) 	Área de Conservación y Manejo Parcial - Tratamiento Integral: 75%



	La clasificación de las áreas, según el tratamiento de acuerdo a la intensidad, será determinada por la autoridad de aplicación, en base a la evaluación del contenido del Plan de Conservación.



b) 	La exención o reducción del impuesto inmobiliario podrá extenderse una vez ejecutadas las prácticas previstas en el Plan de Conservación, al cual se haya acordado el estímulo del artículo 57º - inc. "a", en los mismos porcentajes, por un período superior a los 10 años, que dependerá del tipo de prácticas efectuadas, según la escala siguiente:



1) 	Prácticas permanentes: no más de 10 años.

2) 	Prácticas semipermanentes: no más de 5 años.

3) 	Prácticas anuales: no más de 2 años.

	

	La autoridad de aplicación establecerá en la reglamentación los diferentes tipos de prácticas.

	Asimismo, el profesional interviniente podrá sugerir el plazo de duración del estímulo otorgado por el presente artículo.



c) 	Otras medidas de estímulo y fomento como subsidios para la ejecución de prácticas, créditos especiales gestionados por el Poder Ejecutivo a través de Bancos públicos y privados; o prioridad en la atención de problemas de infraestructura, eventual cesión en calidad de comodato de maquinarias específicas para la realización de trabajos de conservación de suelos y convenios entre las partes, municipios o comunas para la desgravación de la tasa correspondiente.



Artículo 58º: Duración máxima de la exención o reducción del impuesto inmobiliario. 	El período durante el cual se extenderá la exención o reducción del impuesto inmobiliario podrá ser de hasta doce (12) años en aquellos casos en que la relación entre el impuesto inmobiliario y el costo de las prácticas así lo exija, sin perjuicio de cualquier otro incentivo o exención impositiva que se pudiera establecer.



CAPITULO 5 -  PLAN DE CONSERVACIÓN



Artículo 59º: Requisitos y obligaciones - Plan de Conservación. Es requisito indispensable para acceder a los estímulos previstos en el presente título, la presentación por parte de las personas comprendidas , que afronten los gastos de conservación y/o recuperación de un plan de Conservación de Suelos, suscripto por un profesional Ingeniero Agrónomo, Ingeniero en Recursos Hídricos o Licenciado en Edafología. La participación de los mismos, dentro del plan aludido, estará determinado de acuerdo con las incumbencias de cada una de estas profesiones, fijadas por el Ministerio de Educación y Justicia de la Nación. 



Artículo 60º: Aprobación. El Plan referido en el artículo anterior será presentado ante la autoridad de aplicación, la cual se reserva el derecho de aprobación.



Artículo 61º: Forma. El Plan de Conservación constará de:



a) 	Un informe acerca del estado de los suelos.

b) 	Un programa de aplicación de prácticas de conservación y manejo de suelos.



Artículo 62º: Certificado de ejecución. Para acceder al estímulo previsto en el Artículo 57º - inc."b", deberá acreditarse que se han ejecutado las prácticas de acuerdo al plan aprobado, elevándose a la autoridad de aplicación un certificado de ejecución de prácticas, suscripto por él o los profesionales intervinientes en el Artículo 59º.



Artículo 63º: Certificado de Conservación y Manejo de Suelos. Verificadas las prácticas de conservación y manejo, las autoridades de aplicación entregará al titular del plan un Certificado de Conservación y Manejo de Suelos válido por un período conforme a lo establecido en el Artículo 57º - b).



Artículo 64º: Notificación. La autoridad de aplicación, notificará a las personas comprendidas en el Área de Conservación y Manejo Obligatorio, de los estímulos previstos en este título a los fines de presentar el Plan de Conservación de Suelos en un plazo no mayor de un año.



Artículo 65º: Obligación. Las personas comprendidas en los estímulos previstos en este título estarán obligados a mantener en buenas condiciones de uso y funcionamiento todas aquellas obras o prácticas por cuya realización se hubiese acordado el estímulo (salvo causas de fuerza mayor).

	Esta obligación se mantendrá por un período equivalente a la vida útil de las citadas obras o prácticas, el cuál será estipulado en cada caso por la autoridad de aplicación.



Artículo 66º: Constancia. Otorgado el estímulo deberá dejarse constancia en la Partida del inmueble beneficiado, de que el mismo se encuentra afectado a un plan de conservación de suelos durante el período que corresponda. Similar constancia deberá dejarse en el Registro General y en todo instrumento público o privado por el que el inmueble fuese objeto de arrendamiento o cualquier otra forma que implique uso por parte de terceros.



Artículo 67º: Inoponibilidad. Los propietarios, empresarios agrarios, usufructuarios y tenedores por otros títulos del fundo rústico, no podrán oponerse a la ejecución y mantenimiento de las obras o prácticas de conservación que se lleven a cabo bajo el régimen del presente título.



CAPITULO 6 -  INCUMPLIMIENTO



Artículo 68º: Incumplimiento-Sanciones. El incumplimiento de la obligación establecida en el Artículo 65º hará pasible de las siguientes sanciones, que podrán ser aplicadas conjuntas o alternativamente:



a) 	Caducidad de los estímulos acordados.

b) 	Reintegro de los montos del Impuesto Inmobiliario eximido o reducido o subsidios acordados, actualizados, más los intereses resarcitorios correspondientes.

c) 	Multa cuyo monto podrá ser de hasta el 400% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario.



	Las sanciones establecidas en el presente capítulo no serán de aplicación efectiva cuando el propietario, usufructuario o tenedor del predio, no haya percibido los estímulos previstos en este Título.



Artículo 69º: No presentación del plan de conservación. Las personas beneficiarias de los estímulos previstos en este título comprendidos en Áreas de Conservación y Manejo Obligatorio que no presenten el Plan de Conservación de Suelos en el plazo establecido en el Artículo 64º, serán emplazados por un nuevo término de 180 días. Vencido el mismo, el titular del inmueble se hará pasible de una multa, cuyo monto podrá ser de hasta el 100% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario, hasta que dicho plan sea presentado.



Artículo 70º: Falta de ejecución total o parcial de las prácticas de conservación. La falta de ejecución parcial o total de prácticas no justificadas debidamente mediante el Certificado correspondiente y previstas en el Plan de Conservación de Suelos, al cual se haya otorgado un estímulo previsto en este título, implicará el reintegro de los mismos actualizados, más los intereses resarcitorios correspondientes. En las Áreas de Conservación y Manejo Obligatorio esta falta será pasible además de una multa cuyo monto podrá ser de hasta el 400% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario, hasta que la práctica sea ejecutada.



Artículo 71º: Prácticas inadecuadas. La ejecución de prácticas inadecuadas para la conservación del suelo, será pasible de una multa, cuyo monto podrá ser de hasta el 100% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario. La sanción de referencia, será de aplicación sólo en los casos de violación específica de una norma reglamentaria previamente establecida por el Poder Ejecutivo Provincial.



CAPITULO 7 -- RESPONSABILIDAD PROFESIONAL



Artículo 72º: Responsabilidad profesional. Los profesionales que hubiesen falseado u ocultado la realidad de los hechos en la documentación que deban suscribir, serán solidaria e ilimitadamente responsables con los titulares del estímulo, en caso de connivencia dolosa entre ambos.



Artículo 73º: Inhabilitación. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior y según la naturaleza e importancia de la transgresión, los profesionales podrán ser inhabilitados para actuar en trabajos relacionados con este título en el ámbito provincial, por un período de hasta diez años.



Artículo 74º: Multa. Los profesionales serán, además pasibles de la aplicación de multas por un monto equivalente a los estímulos acordados, con su correspondiente actualización.



Artículo 75º: Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Suelos. Créase el Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Suelos el cual tendrá los siguientes objetivos:



a) 	Proporcionar los medios necesarios para el desarrollo de un programa de difusión, extensión y educación, tendiente a lograr una conciencia conservacionista.

b) 	Financiar relevamientos agroecológicos en aquellas áreas en donde sean imprescindibles para la ejecución de planes de conservación.

c) 	Prestar apoyo financiero para la elaboración de proyectos de conservación integrales que por su complejidad técnica requieran de tal modalidad.

d) 	Otorgar subsidios para la realización de prácticas conservacionistas que por elevado costo así lo requieran.

e) 	Costear obras mayores de conservación de suelos, que por su costo, no puedan ser afrontadas por el propio empresario agrario.

f) 	Financiar la capacitación y entrenamiento de técnicas en conservación y manejo de suelos.

h) 	Atender todo gasto tendiente al efectivo cumplimiento de las disposiciones del presente título.



Artículo 76º: Aportes que constituyen el fondo. El Fondo Provincial de Conservación y Manejos de Suelos, tendrá afectación especial al cumplimiento de los objetivos previstos y se constituirá con aporte proveniente de:



a) 	Porcentaje de lo recaudado en concepto de Impuesto Inmobiliario rural en lo que corresponde al gobierno Provincial.

b) 	Porcentaje de lo recaudado en concepto de Impuesto sobre los Ingresos Brutos, en lo que corresponde al gobierno provincial.

c) 	Producto de las multas aplicadas en virtud de la presente ley.

d) 	Legados, donaciones y herencias.

e) 	Saldos no utilizados en años anteriores.

f) 	Aportes nacionales e internacionales.



Artículo 77º: Fijación de los porcentajes. Los porcentajes de los impuestos mencionados en el artículo anterior, se establecerán anualmente en la Ley de Presupuesto en base a los planes que el Poder Ejecutivo tenga previsto desarrollar en dicho período.



Artículo 78º: Depósito. Todo aporte proveniente de los recursos mencionados será depositado o transferido a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio en una cuenta especial que se denominará “Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Suelos”, en el Banco Santa Fe S.A., la que quedará exceptuada del artículo 17º de la Ley Nº 10.326 de Presupuesto.



Artículo 79º: Asignación. Los fondos que se asignen a través de los porcentajes de los impuestos serán ingresados en cuotas periódicas de acuerdo a las previsiones financieras que el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio estime conveniente para el desarrollo del programa de trabajo compatibilizándolo con las previsiones del órgano recaudador.



CAPITULO 8 -  PLANIFICACIÓN Y EJECUCIÓN DE OBRAS - PÉRDIDA DEL CRÉDITO



Artículo 80º: Medidas necesarias. El Poder Ejecutivo adoptará las medidas necesarias para que en la planificación y ejecución de obras públicas, viales, hidro-viales, férreas y urbanísticas, se apliquen las técnicas de conservación de suelos.



Artículo 81º: Pérdida de crédito. Las personas que contravengan las disposiciones de este título o su reglamentación, no gozarán de créditos en las instituciones bancarias oficiales o de cualquier otra forma de ayuda económica oficial, hasta que desaparezcan las causas que motivaron la sanción.



TITULO IV -  IRRIGACIÓN 

CAPITULO 1 -  NORMAS GENERALES



Artículo 82º: Declárase de Orden Público las normas que regulan en este título y en todo el territorio Provincial, los recursos hídricos, superficiales y subterráneos.



Artículo 83º: Todo lo referente al dominio público de las aguas, sean de carácter superficial como subterráneas, se regirá por lo establecido por el Código Civil y demás legislación de fondo sobre la materia.

Artículo 84º: A los efectos del presente título se entiende por: 

Recursos Hídricos Superficiales:

Cursos de agua: son todos aquellos que corren por cauces naturales, quedando comprendidos los ríos, arroyos y torrentes provenientes de aguas vertientes, de fuentes pluviales y otras que las alimenten o forman. También estarán comprendidos las obras de conducción artificial.

Aguas lacustres: son las aguas acumuladas naturalmente o por efecto de obras públicas, en concavidades o depresiones topográficas, formando lagos, lagunas o embalses.

Cursos intermitentes: son aquellos en que el escurrimiento de las aguas es discontinuo y ocasional por razón de irregularidad o exceso en las precipitaciones pluviales instantáneas, seguidas de períodos de sequía.

Para la determinación de un curso intermitente, no será factor condicionante la proporción entre el tiempo de escurrimiento y el de sequía.

Reservorios: son las aguas de precipitaciones o fluviales acumuladas en terrenos particulares.

Recursos Hídricos subterráneos.

Acuífero: es aquel estrato o formación geológica que permitiendo la circulación del agua por sus poros o grietas, hace que el hombre pueda aprovecharla en cantidades económicamente apreciables para subvenir a sus necesidades. Existen acuíferos libres, confinados y semiconfinados. Son recargados por acción de las precipitaciones en plazos de tiempo variables, en ciertos casos muy largos.

Sistema de riego: es la acción de extraer y conducir agua desde una fuente de abastecimiento hasta un cultivo por distintos medios.

Regante: toda persona física o jurídica que utiliza un sistema aprobado de riego.

Pozo de explotación: son perforaciones destinadas a obtener agua subterránea de distintas profundidades con fines de riego.



Artículo 85º: Las aguas destinadas a riego podrán extraerse del subsuelo, manantiales, cauces naturales o artificiales, cuando exista la necesidad y en medida determinada técnicamente por el Organismo de Aplicación.



CAPITULO 2  - AUTORIDAD DE APLICACIÓN



Artículo 86º: Será autoridad de aplicación el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, a través de las áreas que correspondan, teniendo a su cargo:



1- 	Planificar las acciones tendientes a la conservación y regulación del recurso, armonizándolo con otros usos.

2- 	Realizar estudios técnicos a nivel regional hidrológico e hidrogeológico.

3- 	Realizar los estudios económicos para la formulación de proyectos y construcción de obras.

4- 	Elaborar estudios del Impacto Ambiental en cada uno de los proyectos y obras que se realicen.

5- 	Crear un Registro en el que deberán inscribirse todos los regantes, en las condiciones establecidas en la reglamentación.

6- 	Habilitar a nuevos regantes, previa aprobación de los estudios correspondientes avalados por un profesional competente.

7- 	Inspeccionar y controlar los sistemas de riego.

8- 	Difundir, publicitar y asesorar sobre las técnicas y prácticas más convenientes con fines de riego, de acuerdo a las distintas regiones de la Provincia.

9- 	Celebrar convenios, con organismos públicos y privados, sean de carácter nacional o provincial, a fin de llevar a cabo las acciones mencionadas anteriormente.

10- 	Resolver las cuestiones relativas al incorrecto uso del recurso según lo fijado por esta ley y su reglamentación.

11- 	Otorgar concesión a los regantes para el uso del agua, con fines de riego, pudiendo en su caso establecer un canon, todo ello en las condiciones y con los requisitos que establezca la reglamentación .

12- 	Reglamentar las disposiciones del presente título.

	

	Sin perjuicio de las atribuciones conferidas al órgano de aplicación, cuando se trate de la construcción de canales, perforaciones y demás obras de irrigación, se deberá dar intervención al Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda.

	Todos los estudios regionales de aprovechamiento de aguas superficiales que realice el organismo de aplicación, deben complementarse con los trabajos de conservación de suelos previstos en el título III de este código.



CAPITULO 3 -  PERSONAS COMPRENDIDAS



Artículo 87º: Todo regante sea en su calidad de propietario o de predios, adjudicatario con títulos provisorio de tierra fiscales, arrendatario o poseedor, debe solicitar permiso a la autoridad de aplicación, para el uso de aguas de dominio público, con fines de riego, previa presentación de un proyecto acorde a los requisitos que establezca la reglamentación.



Artículo 88º: Quedan sujetas a las disposiciones precedentes y a la reglamentación en cuanto al estudio y proyecto a presentar por el permisionario, las aguas de dominio privado, cualesquiera fuera el título con que se las posea.



CAPITULO 4 -  USO Y APROVECHAMIENTO DE AGUAS



Artículo 89º: La autoridad de aplicación, previo análisis de las solicitudes y proyectos presentados, podrá autorizar el uso y aprovechamiento sobre aguas de dominio público, fijando criterios sobre la cantidad de agua a aprovechar por cada permisionario y teniendo en cuenta para tal fin, el régimen hidrológico existente, clima, tipo de suelo, cultivo en el que se utilizará, calidad del agua y sistema de riego.

	La autoridad de aplicación determinará los plazos por los que se conceden los permisos y conserva la facultad de revocar los mismos, sin derecho a indemnización alguna para el permisionario, cuando se compruebe que a su criterio el uso y aprovechamiento de las aguas sea irracional, abusivo o cause perjuicios a terceros o a la comunidad.



Artículo 90º: Para el otorgamiento de la autorización de uso de las aguas subterráneas se debe previamente evaluar las posibilidades de uso de agua por captación superficial para lo cual se llevarán a cabo los análisis de la zona hidrográfica, sus fuentes posibles, puntos de toma, estudios geofísicos, perfilajes de pozos, ensayo de bombeo y estudios económicos comparativos, teniendo en cuenta en todos los casos la opinión de los organismos técnicos competentes.



Artículo 91º: La concesión de uso para riego no libera al permisionario de la responsabilidad por los daños y perjuicios que pudieran ocasionar las obras autorizadas, si no da cumplimiento a lo establecido en el artículo 89º, segundo párrafo y Artículo 94º - 

Artículo 92º: Los permisionarios deberán mantener las obras en perfecto estado de conservación siendo también de su obligación comunicar toda transferencia de concesión.

CAPITULO 5 -  DE LAS OBRAS CON FINES DE RIEGO



Artículo 93º: La ejecución de perforaciones con fines de riego para ampliación o mejoramiento productivo de áreas agropecuarias, deberá contar con la autorización previa del organismo de aplicación, ante quien ha de denunciarse los pozos en explotación en el término y forma que indique la reglamentación.



Artículo 94º: La ejecución de obras, sus modificaciones, la realización de trabajos, funcionamiento y operación de los proyectos para el uso del agua, podrán ser inspeccionados y controlados por la autoridad competente, quien podrá emitir opinión. Si se advirtiera que puede causar perjuicios, ordenará su modificación, suspensión, paralización o demolición cuando las mismas no se ajustaren al proyecto visado o cuando los materiales, equipos, maquinarias o motores utilizados y su funcionamiento, no se adecuen a las características del proyecto original aprobado.



Artículo 95º: Para los distintos tamaños o escalas de proyectos de obras sobre uso de agua deberán ser presentados con una Declaración de Impacto Ambiental (DÍA) y, de ser necesario por las características de las mismas, con una Evaluación del Impacto Ambiental (EIA), acorde a la reglamentación que establezca para tal fin la autoridad de aplicación.



Artículo 96º: Cualquier persona, sin perjuicio de las acciones previstas por la Ley Nº 10.000, cuando existieran pruebas concretas o suficientes para demostrar que se causan o causarán daños graves al medio ambiente, podrá solicitar ante el Juez competente una Evaluación del Impacto Ambiental, previa evaluación por peritos en el cual participará la autoridad competente por sí o por terceros, todo bajo el costo exclusivo del demandante o quien causare daño según corresponda.



LIBRO SEGUNDO -  DE LA PROPIEDAD FORESTAL

TITULO i -  DEL BOSQUE

CAPITULO 1 - NORMAS GENERALES



Artículo 97º: Orden público. Declárese de orden público las normas de este libro que regulan la defensa, conservación, ordenación, regeneración, enriquecimiento, mejoramiento, ampliación y el estudio de los bosques, así como la promoción del desarrollo e integración adecuada de la industria forestal.

	El ejercicio de los derechos sobre los bosques y tierras forestales de propiedad privada o pública provincial, sus frutos y productos, queda sometido a las restricciones y limitaciones establecidas en el presente Código.



Artículo 98º: Bosque y tierra forestal. Conceptos. A los efectos de este Código, se entiende por bosque toda formación leñosa, natural o procedente de siembra o plantación, que cumpla funciones protectoras, de producción o panorámica-ecénica.

	Tierra forestal es la que da soporte al bosque o aquella que sin poseerlo, necesite del mismo como única o primordial forma de preservarla, y la que se afecte o destine a la forestación.

Artículo 99º: Ámbito. Se incorporan al régimen previsto en este título, todos los bosques y tierras forestales que se hallen ubicados dentro de la jurisdicción provincial, ya sean de propiedad pública o privada de la Provincia o los particulares. Exceptúase los bosques protectores y tierras forestales que por sus características especiales y por los fines a que puedan ser destinados se encuentren sometidos a la jurisdicción federal.



Artículo 100º: Concesiones. El Poder Ejecutivo podrá otorgar concesiones sobre inmuebles del dominio público o privado del Estado Provincial, con destino a la creación de masas forestales, en las condiciones y plazos que la reglamentación establezca.



Artículo 101º: Clasificación. Clasifícanse los bosques en protectores, permanentes, experimentales, montes especiales y de producción.



Artículo 102º: Bosque protector. Es aquel que por su conformación y ubicación, cumple funciones protectoras sobre caminos, riberas fluviales, orillas de lagos, lagunas, islas, canales, acequias y embalses, impide y previene la erosión de vientos y aguas en terrenos inclinados y médanos, y contribuye en general con la seguridad y salubridad pública.



Artículo 103º: Bosque permanente. Es aquel que por su constitución intrínseca, destino o contenido de flora o fauna, su conservación se declara necesaria y en especial, los parques y reservas provinciales, municipales y comunales. Se incluye en esta categoría el arbolado de caminos no comprendido en el artículo anterior, siempre que sea compatible con la seguridad del tránsito vehicular.



Artículo 104º: Bosque experimental. Se entiende por bosque experimental aquel que se destina para estudios forestales de especies indígenas o los artificiales afectados a estudios de acomodación, aclimatación y naturalización de especies indígenas o exóticas.



Artículo 105º: Montes especiales. Se entiende por montes especiales aquellos que siendo de propiedad privada son creados con miras a la protección u ornamentación de explotaciones agrarias, ganaderas o mixtas.



Artículo 106º: Bosques de producción. Se entiende por bosques de producción a aquellos naturales o artificiales de los que resulte posible obtener periódicamente frutos forestales madereros y no madereros de valor económico mediante explotaciones que garanticen la capacidad de renovación de los mismos.



Artículo 107º: Calificación. Corresponde a la autoridad de aplicación calificar y declarar al bosque y a la tierra forestal, comprendidas en algunas de las categorías establecidas en el artículo 101º. Una vez iniciado el trámite por la parte interesada o notificada la iniciación efectuada de oficio, no podrá innovarse en el estado del bosque o tierra forestal sin autorización administrativa o judicial.



Artículo 108º: Conservación obligatoria. La autoridad provincial, municipal o comunal competente podrá declarar obligatoria por su ubicación, edad o por razones de índole científica, estética o histórica, la conservación de determinados árboles, previa indemnización, si ésta fuera requerida.



CAPITULO 3 -  RÉGIMEN FORESTAL COMÚN



Artículo 109º: Prohibición de devastación y utilización irracional. Prohíbese la devastación del bosque y de la tierra forestal y la utilización no sustentable de frutos forestales madereros o no madereros.



Artículo 110º: Plan de manejo y autorización. Los propietarios, empresarios agrarios, usufructuarios o poseedores a cualquier título de bosques no podrán iniciar trabajos de explotación de los mismos sin la conformidad de la autoridad de aplicación, que deberán solicitar acompañando el plan de manejo.

	El plan deberá cumplir las condiciones mínimas de persistencia, producción sostenida, máximo de utilidades y servicios y superficie mínima de gestión, de acuerdo a la reglamentación que establezca la autoridad de aplicación. Su no cumplimiento hará pasible a los responsables de las penalidades establecidas en ella.

	No se requerirá autorización para los trabajos de desmonte o deforestación que se realicen dentro de los límites máximos de superficie y en las zonas que determine la reglamentación, siempre que no se trate de bosques protectores, permanentes o experimentales, ni exista peligro de que se produzca o favorezca la erosión, cuando estos trabajos fueran necesarios para:



a) 	Ampliar el área cultivable si la tierra donde está ubicado el bosque tuviera riego y/o fuera apta para otras explotaciones agrícolas económicamente más provechosas; 

b) 	Las áreas clasificadas legalmente como urbanas o urbanizables.



Artículo 111º: Plazo para la autorización del plan de trabajo. Las autorizaciones o aprobaciones a que se refiere el artículo anterior deberán ser otorgadas o negadas dentro del término de treinta (30) días de la presentación del pedido. Se reputará tácitamente aprobada la solicitud, luego de transcurridos treinta días de la reiteración de la misma.



Artículo 112º: Inscripción. Toda persona física o jurídica que por cuenta propia se dedique al corte, elaboración, extracción, industrialización o comercio de frutos forestales o recolección y venta de semillas y plantas forestales u obras de forestación y reforestación o quienes habitualmente realicen gestiones administrativas por cuenta de terceros, deberán inscribirse en los registros pertinentes y quedan obligados a llevar y exhibir los libros y documentación que determine la reglamentación.



Artículo 113º: Explotación irracional de bosques de producción natural. Si un bosque de producción natural no fuere objeto de explotación que garantice su persistencia, previa audiencia de su propietario, podrá intimársele la presentación del plan y realización de los trabajos respectivos.

	Si el propietario o empresario agrario no presentara el plan o realizara la explotación del bosque dentro de los plazos que se le fijen, podrá expropiársele su usufructo y se procederá de conformidad con lo dispuesto sobre la administración de bosques fiscales.

	La autoridad de aplicación deberá determinar los casos en que por trabajo irracional en bosques de producción pueda intimarse al propietario o empresario agrario a elevar a su consideración el plan de manejo del bosque, en caso contrario procederá a la suspensión inmediata de la explotación del mismo.



CAPITULO 4 -  RÉGIMEN FORESTAL ESPECIAL



Artículo 114º: Registro. Los bosques protectores y permanentes quedan sometidos a un régimen especial forestal que impone para sus propietarios las siguientes obligaciones:



a) 	Comunicar a la autoridad de aplicación la venta o cambio en el régimen de tenencia del inmueble.

b) 	Conservar y repoblar el bosque en las condiciones técnicas que se requieran, siempre que la repoblación fuere motivada por aprovechamiento o destrucción imputable al propietario.

c) 	Realizar la explotación de conformidad con las normas técnicas que se establezcan.

d) 	Recabar autorización previa para el pastoreo en el bosque o para cualquier género de trabajo en el suelo o subsuelo que afecte su existencia.

e)	Permitir a la autoridad de aplicación la realización de las laborales de enriquecimiento, ordenación, restauración, forestación y reforestación.



Artículo 115º: Indemnización. Los dueños de bosques protectores o permanentes de propiedad privada podrán solicitar una indemnización que se fijará administrativamente si hubiese acuerdo, y se pagará en cuotas anuales, susceptibles de reajuste, por la disminución efectiva de la renta del bosque que fuera consecuencia directa e inmediata de la aplicación del régimen forestal especial, dentro del límite máximo de rentabilidad producido por una explotación racional.



CAPITULO 5 -  RÉGIMEN DE LOS BOSQUES FISCALES



Artículo 116º: Inalienabilidad. Son inalienables los bosques y tierras forestales que formen el dominio privado del Estado, salvo aquellas tierras que por motivos de interés social y previos estudios técnicos pertinentes se considere necesario destinar a la colonización o formación de pueblos.



Artículo 117º: Normativa aplicable a bosques fiscales protectores, permanentes y de experimentación. Los bosques protectores, permanentes y de experimentación quedan sujetos al régimen común, en cuanto no resulten incompatibles con el régimen forestal especial y con las disposiciones del presente capítulo.



Artículo 118º: Normativa aplicable a bosques fiscales de producción y tierras fiscales. Los bosques fiscales de producción y las tierras forestales quedan sometidos a las disposiciones del régimen forestal común y a las que integran el presente capítulo.

Artículo 119º: Explotación de los bosques fiscales protectores, permanentes y de experimentación. Los bosques fiscales protectores y permanentes solamente podrán ser sometidos a explotaciones mejoradoras. La explotación de los bosques fiscales de experimentación está condicionada a los fines de estudio o investigación a que los mismos se encuentran afectados.



Artículo 120º: Explotación de los bosques fiscales de producción. La explotación de los bosques fiscales de producción no podrá autorizarse hasta que se haya efectuado previamente su relevamiento forestal, la aprobación del plan de manejo y el deslinde, la mensura y amojonamiento del terreno, en la medida que las circunstancias lo permitan.



Artículo 121º: Formas de explotación. La explotación forestal se realizará por concesión, previa adjudicación en licitación pública, por intermedio de empresas privadas.

	La autoridad de aplicación, en base al resultado de los estudios técnicos y económicos, determinará los planes, superficies máximas, regularidad, modalidades de las explotaciones y requisitos que han de reunir los adjudicatarios.



Artículo 122º: Carácter de concesiones y permisos forestales. Las concesiones y permisos forestales obligan al titular a realizar la explotación bajo su dirección y responsabilidad. Son intransferibles, sin previa autorización administrativa, bajo pena de caducidad.



Artículo 123º: Aforo. La explotación de bosques fiscales queda sujeta al pago de un aforo fijo, móvil o mixto. Su monto será establecido teniendo en cuenta lo que dispone al artículo 121, último párrafo.



Artículo 124º: Permiso para extracción de leña y madera libre de pago. Excepcionalmente podrán acordarse permisos para la extracción de leña y madera libre de pago o aforo especial, a reparticiones públicas u entidades de beneficencia o asistencia social, condicionados a la utilización de los productos para las necesidades del titular y con prohibición de comercializarlos.



Artículo 125º: Ocupación y pastoreo prohibido. Queda prohibida la ocupación de bosques y el pastoreo en los mismos sin permiso de la autoridad de aplicación. Los intrusos serán expulsados por la misma, previo emplazamiento, y con el auxilio de la fuerza pública, en caso de ser necesario.

	La simple ocupación de bosques o tierras fiscales forestales no servirá de título de preferencia para su concesión.

	La caza y la pesca en los bosques fiscales sólo serán permitidas en las épocas que fije la autoridad de aplicación, mediante reglamentación, previa autorización y de acuerdo con lo normado por este código.

	Podrán autorizarse ocupaciones o servidumbres sobre los bosques fiscales por razón de obras servicios públicos y como consecuencia de concesiones administrativas, siempre que resulte compatible con las funciones del monte.



CAPITULO 6 -  PREVENCIÓN Y LUCHA CONTRA EL INCENDIO



Artículo 126º: Plan Provincial. La autoridad de aplicación deberá elaborar e instrumentar: 

a) 	Un plan provincial de prevención del fuego que tendrá por objeto tratar de lograr una reducción de la superficie anualmente afectada por incendios de masas forestales.

b) 	Un sistema de manejo del fuego con aptitud para proveer de tecnología adecuada en equipamiento y capacitación para actuar en la prevención, detección y control directo de los incendios declarados en bosques y pastizales que pudiesen comprometerlos.



Artículo 127º: Obligación de denunciar. Toda persona que tenga conocimiento de haberse producido algún incendio de bosques está obligada a formular de inmediato la denuncia ante la autoridad más próxima. Las oficinas telefónicas, telegráficas y de radiocomunicaciones oficiales o privadas deberán transmitir sin previo pago y con carácter urgente las denuncias que se formulen.



Artículo 128º: Elementos, medios de transporte y personal para extinguir el incendio. En caso de incendio de bosques las autoridades civiles y organismos o cuerpos de seguridad deberán facilitar elementos, medios de transporte y personal para extinguirlo.



Artículo 129º: Carga pública. La autoridad de aplicación o la autoridad estatal más cercana podrá convocar a todos los habitantes aptos físicamente, que habiten o transiten dentro de un radio de cuarenta (40) kilómetros del lugar del siniestro, para que contribuyan con sus servicios personales a la extinción del incendio y proporcionen los elementos útiles para sofocarlo, que serán indemnizados en caso de deterioro. Estas obligaciones son cargas públicas.



Artículo 130º: Prevención. El Poder Ejecutivo dictará los reglamentos necesarios que permitan asegurar la prevención contra los incendios de bosques, como así también determinará los requisitos indispensables para la instalación de cualquier establecimiento que pueda provocar incendios.



Artículo 131º: Prohibición de las quemas. Queda prohibido en toda la Provincia la quema intencional de vegetación nativa arraigada, cualquiera sea su tipo y motivo, sin la previa autorización de la autoridad de aplicación.

	Asimismo queda prohibido la quema de cordones de desmonte y las quemas de limpieza.



Artículo 132º: Encendido de fuego. En el interior de los bosques y en una zona circundante cuya extensión fijará la reglamentación, sólo se podrá encender fuego en forma tal que no resulte peligro de incendio y en las condiciones que se determine reglamentariamente.



CAPITULO 7 -  FORESTACIÓN Y REFORESTACIÓN



Artículo 133º: Planes de forestación y reforestación. Los planes de forestación y reforestación a realizarse en los bosques permanentes y protectores deberán ser aprobados previamente por la autoridad de aplicación y en base a estudios técnicos y económicos que lo determinen.

Artículo 134º: Trabajos de forestación y reforestación en bosques protectores. Los trabajos de forestación y reforestación en los bosques protectores serán ejecutados por el propietario de las tierras forestales bajo la supervisión técnica de la autoridad de aplicación, o por ésta con consentimiento de aquel.



Artículo 135º: Tierra forestal objeto de forestación o reforestación. La tierra forestal en los lugares especificados en el artículo 103º de este código, que se encuentre abandonada por un lapso mínimo de diez (10) años, queda sujeta a forestación o reforestación, pudiendo el Poder Ejecutivo por intermedio de la autoridad de aplicación, realizarla sin necesidad de expropiación, procediéndose de conformidad con los artículos 113º y 134º.

	Si el propietario enajenase la tierra o explotase el bosque, el importe de los trabajos realizados por el Poder Ejecutivo serán reintegrados a la autoridad de aplicación.



CAPITULO 8 -  DE LOS AFOROS Y EL TRANSITO DE LOS FRUTOS Y PRODUCTOS FORESTALES



Artículo 136º: Facultad reglamentaria. El Poder Ejecutivo reglamentará la forma y condiciones en que deberá efectuarse el transporte de los frutos y productos forestales.



Artículo 137º: Transportistas de productos forestales. Los transportistas de productos forestales no podrán aceptar cargas que no se hallen individualizadas por la respectiva documentación.

	El que las aceptare en inobservancia del párrafo precedente, será reprimido con multa de hasta sesenta jus, siempre que el hecho no constituya delito.



Artículo 138º: Autorización. Facúltase al Poder Ejecutivo a realizar convenios con municipios y comunas para delegar las funciones de otorgamiento de documentación que ampare la tenencia y transporte de los productos forestales, conviniéndose los porcentajes que serán retenidos por las comunas y municipalidades.



CAPITULO 9 -  DE LOS REGISTROS



Artículo 139º: Registros. La autoridad de aplicación tendrá a su cargo la organización de los siguientes registros, a los fines del ejercicio del control forestal:



a) 	Registro Provincial de Bosques y Tierras forestales, en el que se inscribirán todos los bosques y tierras forestales mediante la documentación que establezca el Poder Ejecutivo y de la que deberá surgir: la ubicación del inmueble, condiciones de dominio, superficie y deslinde del inmueble; superficie y deslinde del bosque y su afectación a planes de restauración u ordenación. La autoridad de aplicación comunicará al Registro de Propiedad las calificaciones efectuadas respecto de bosques y tierras forestales, con todos los datos de identificación de los inmuebles para la anotación marginal de la afectación al régimen correspondiente. Los escribanos y los jueces deberán requerir, en todos los trámites de transmisión de dominio, que se exhiba la referencia a la nota marginal de afectación.

b) 	Registro de explotaciones forestales, donde se inscribirá a toda persona física o jurídica que por cuenta propia se dedique al corte, elaboración o extracción, industrialización o comercio de frutos forestales o recolección y venta de semillas y plantas forestales. Estos deberán inscribirse en los registros pertinentes y quedan obligados a llevar y exhibir los libros y documentación que se determine en la reglamentación.

c) 	Registro de plantaciones forestales, donde se inscribirá a toda persona que ejecute planes de forestación o reforestación en la Provincia.

d) 	Registro de viveros forestales o comercios que trabajen con semillas forestales.



Artículo 140º: Control. La autoridad de aplicación queda facultada para ejercer el control de las actividades mencionadas en el artículo anterior; dictar normas reglamentarias, aplicar las sanciones que dicte el Poder Ejecutivo y clausurar las empresas o negocios que no se encuentren inscriptos en los registros respectivos.



TITULO II -  ADHESIÓN - CONVENIOS



Artículo 141º: Adhesión. Mantiénese la adhesión de la Provincia a las leyes nacionales Nº 13.273 y su modificatoria Nº 20.531.



Artículo 142º: Convenios. Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con la Nación y las provincias para coordinar las funciones de los servicios nacionales y provinciales en materia forestal.



TITULO III -  PLAN FORESTAL PROVINCIAL



Artículo 143º: Plan forestal santafesino. Institúyese en el ámbito de la Provincia el “Plan Forestal Santafesino” que tendrá una duración de cincuenta años y observará los siguientes objetivos:

* Asegurar la conservación y fomentar el aprovechamiento sostenible de las masas forestales nativas.

* Restaurar los ecosistemas forestales degradados.

* Compatibilizar requerimientos sociales, recreativos y culturales con la conservación de las masas forestales.

* Garantizar la utilización del suelo para fines agrícolas, ganaderos o forestales, asegurando en todos los casos el mantenimiento del potencial biológico y la capacidad productiva del mismo.

* Fomentar la gestión integrada de los ecosistemas, que engloba a la adecuada utilización de la vegetación, la ordenación de la fauna silvestre y la garantía extensiva, propiciando la ejecución de las obras de infraestructura de apoyo necesarias.

* Lograr un incremento sustancial en la tasa anual de forestación y en su calidad, aprovechando las ventajas comparativas que nuestra Provincia muestre en ese tipo de producción.

* Generar condiciones socioeconómicas que eviten el desarraigo de las comunidades rurales mediante el desarrollo de las actividades forestales.

* Contribuir a la mejora y desarrollo de las foresto-industrias y de la comercialización de los productos forestales.

* Aumentar significativamente la participación provincial en el mercado nacional e internacional de madera y productos forestales.

* Consolidar el autoabastecimiento de madera y productos forestales.



Artículo 144º: Incentivos. Créase el programa de incentivos a la forestación en predios privados, a través del régimen de plazo fijo forestal.



Artículo 145º: Bonificación. La Provincia de Santa Fe, bonificará las inversiones realizadas en forestación, en proporción a los costos netos de las forestaciones efectuadas en terrenos con aptitud preferentemente forestal, de conformidad a lo dispuesto en el presente título.

	De igual modo, se bonificarán los costos netos derivados del manejo de la masa proveniente de la forestación efectuada, de acuerdo la Plan de Manejo presentado y aprobado por la autoridad de aplicación.

	Los incentivos a que se refieren los párrafos anteriores serán otorgados por diez (10) años a contar desde la fecha de la primera plantación, y se materializarán por medio de una Tasa de bonificación equivalente a la tasa Prime vigente al mes de diciembre anterior al año de plantación, la que será anualmente fijada por el Poder Ejecutivo. 

	Queda exenta del pago de aforos la producción forestal obtenida.



Artículo 146º: Autoridad de aplicación. El Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio es la autoridad de aplicación del Plan Forestal Provincial.



Artículo 147º: Atribuciones. El Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio propondrá al Poder Ejecutivo la normativa necesaria para:

* Delimitar los distritos forestales en que se dividirá la Provincia para la aplicación del régimen de incentivos a la forestación.

* Fijar las especies forestales sujetas a ser promocionadas.

* Fijar las pautas técnicas para la implantación de especies forestales.

* Establecer los requisitos necesarios para la inscripción al régimen y los que deberá reunir los planes para la aprobación.

* Establecer los mecanismos de certificación de los trabajos realizados.

* Establecer la estructura de los costos de forestación.

* Cálculo de la tasa de bonificación.



Artículo 148º: Cuenta especial. Créase con carácter de cuenta especial el Fondo Forestal con el fin de atender las erogaciones que demande la aplicación del presente título.

	El Fondo Forestal se integrará con los siguientes recursos:



a) 	La Contribución que le asigne al Poder Ejecutivo mediante la Ley de Presupuesto, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 150º y 151º.

b) 	El importe de las multas aplicadas por infracciones a las disposiciones de este título y su reglamentación

c) 	Los fondos procedentes de préstamos y demás financiaciones nacionales e internacionales.

d) 	Legados y donaciones.

e) 	Los recursos nacionales asignados a la Provincia para la promoción de planes forestales.

	

	Los recursos descriptos en el párrafo precedente serán depositados en una cuenta especial, a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, denominada “Fondo Forestal” y sólo podrán ser utilizados para fines establecidos en la presente.



Artículo 149º: Destino de los recursos. El noventa y cinco por ciento (95%) de los recursos que integran el Fondo Forestal se destinará al pago de la bonificación prevista en el artículo 145º y el cinco por ciento (5%) restante para atender los gastos derivados de la implementación del plan, su control y fiscalización.



Artículo 150º: Pago de las bonificaciones. Para hacer efectivas las bonificaciones establecidas en el artículo 145, se fijará cada año, para la temporada forestal siguiente, por resolución conjunta del Ministerio de Agricultura, Ganadería , Industria y Comercio y el Ministerio de Hacienda y Finanzas; los costos netos de forestación por hectáreas para cada distrito forestal, especies y demás elementos que configuren dichos costos.



Artículo 151º: Agente financiero. El Poder Ejecutivo determinará el agente financiero a través del cual se hará efectivo el pago de la bonificación, quedando facultado a convenir las condiciones en que se operará con la entidad bancaria.



Artículo 152º: Forma de pago de las bonificaciones. Las bonificaciones establecidas en el artículo 146 se comenzarán a pagar, previa acreditación aprobada por la autoridad de aplicación de la forestación lograda o las intervenciones de manejo previstas en el Plan de Manejo.



Artículo 153º: Inclusión presupuestaria. El Poder Ejecutivo incluirá anualmente en el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos, los montos a ser asignados para el cumplimiento del programa de Promoción Forestal.



Artículo 154º: Infracciones. Serán consideradas infracciones al régimen de este título y sus disposiciones reglamentarias:



a) 	Falseamiento u ocultamiento de la información relativa a otra forma de financiación otorgada por el Gobierno Nacional o Provincial, obtenida para la ejecución de planes forestales.

b) 	Implantar una densidad inferior a la prevista en el plan de forestación aprobado.

c) 	No cumplir con las operaciones culturales previstas en el cronograma de trabajo.

d) 	Abandono de la plantación y/o descuido de las operaciones culturales.

e) 	Falseamiento de información en los certificados de obras.



Artículo 155º: Sanción. Las infracciones a las disposiciones legales y reglamentarias serán sancionadas con multas que se graduarán atendiendo a la importancia de la infracción, entre un décimo y cincuenta veces el monto de la bonificación para la forestación, calculado conforme lo establecido en el artículo 149, sin perjuicio de las acciones civiles y penales a que el hecho dé lugar.



Artículo 156º: Recurso. Las resoluciones adoptadas por el Organismo de Aplicación podrán ser recurridas dentro de los quince (15) días siguientes al de su notificación.



Artículo 157º: Sanción accesoria. Sin perjuicio de la aplicación de las sanciones descriptas en los artículos precedentes, podrá penarse a los infractores con la suspensión o separación de los registros pertinentes.



Artículo 158º: Forestación, plan de manejo y forestación lograda. A los efectos del presente título se entenderá por:

* Forestación, la acción de poblar con especies arbóreas mediante plantación o siembra, terrenos que carezcan de ellas o que estando cubiertos de vegetación, ésta no es susceptible de explotación económica, ni mejoramiento mediante manejo.

* Plan de manejo, es el plan que regula el uso y el aprovechamiento de los recursos forestales implantados, con el fin de obtener el máximo beneficio de ellos.

* Forestación lograda, se entiende por tal, a la plantación que presenta un porcentaje de emprendimiento no menor de noventa por ciento (90%) al primero de marzo del año siguiente al de la plantación, y donde además se observe la realización de las tareas culturales en tiempo y forma, como asimismo un buen estado sanitario.



LIBRO TERCERO -  DE LA PROPIEDAD DEL GANADO

TITULO I -  DE LAS MARCAS Y SEÑALES

CAPITULO 1 -  NORMAS APLICABLES



Artículo 159º: Normativa aplicable. Lo relativo a la propiedad del ganado se regirá por lo dispuesto en las leyes nacionales Nº 20.378, Nº 22.939 y las disposiciones de este Título.



CAPITULO 2 -  DE LA FORMA DE ACREDITAR LA PROPIEDAD



Artículo 160º: Formas de acreditar la propiedad del ganado. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior la propiedad del ganado se acreditará en la siguiente forma:



a) 	La del ganado mayor marcado y la del menor señalado se presume, salvo prueba en contrario, en favor de quien tiene registrado a su nombre el diseño de la marca o señal aplicada al animal, o mediante el certificado de adquisición en caso de dominio derivado;

b) 	La de los ejemplares de pedigrí (incluidos equinos de pura sangre) se probará con el correspondiente certificado de inscripción en los Registros Genealógicos y Selectivos reconocidos;

c) 	La de hacienda orejana y de aquella cuya marca o señal no fuera suficientemente clara, se presumirá -salvo prueba en contrario- en favor del poseedor de buena fe, salvo que fuera robada o perdida;

d) 	Los terneros orejanos que sigan a las madres se presumirán de propiedad del propietario de la misma.

CAPITULO 3 -  PROPIEDAD DE LAS MARCAS Y SEÑALES - CONCESIÓN



Artículo 161º: Propiedad del sistema de marcas y señales. El Estado Provincial es el propietario exclusivo de los sistemas de marcas y señales y concede a los particulares el derecho de uso exclusivo por el término de diez (10) años a partir de su registro.



Artículo 162º: Derecho de uso exclusivo de la marca. El derecho de uso de la marca concedido por el Estado Provincial a los particulares es transmisible, inembargable, exclusivo, temporal y prorrogable, probándose con el título expedido por la autoridad de aplicación, que se denominará boleto de marca o señal, según el caso.



CAPITULO 4 -  DE LAS MARCAS



Artículo 163º: Concepto. La marca es la impresión que se efectúa sobre el cuero del animal de un dibujo o diseño, por medio de hierro candente, marcación en frío o cualquier otro procedimiento que asegure su permanencia en forma clara e indeleble y autorice la autoridad de aplicación.



Artículo 164º: Marcas iguales. Prohibición. En todo el territorio de la Provincia no podrá haber dos marcas iguales. Si las hubiere deberá anularse la más reciente. Se reputan iguales aquellas marcas que pueden representar un mismo o semejante diseño, o cuando uno de ellos al superponerse sobre otro, lo cubra en todas sus partes.

	Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con las autoridades de las provincias limítrofes a los efectos de que no se concedan marcas iguales en las jurisdicciones administrativas linderas.



Artículo 165º: Formas facultativas de identificar el ganado. Los empresarios agrarios con boleto de marca debidamente inscripto a su nombre podrán contramarcar la hacienda que transmitan o remarcar con su propia marca el ganado que adquieran.

	También podrá identificarse el ganado por cualquier método o sistema que sea permitido por la autoridad de aplicación.



Artículo 166º: Dimensión. La marca deberá tener una dimensión máxima de diez (10) centímetros y mínima de siete (7) centímetros en todos sus diámetros.

	El que no ajustare la dimensión de la marca a las medidas exigidas en el párrafo anterior será reprimido con multa de hasta cuatro jus.



Artículo 167º: Obligación de marcar. Es obligatorio para todo propietario de ganado mayor marcarlo antes de que cumpla el primer año de vida. El propietario que así no lo hiciere será reprimido con multa de hasta diez jus.



Artículo 168º: Lugar de marcación. El ganado mayor se marcará en la pierna izquierda, cachete del mismo lado o en la parte superior del cuarto. La marca deberá ser aplicada como figura en el boleto y en idéntica posición coincidente con la línea vertical.

	El propietario que no cumpliere con la marcación de su ganado en la forma exigida en el párrafo anterior será reprimido con multa de hasta diez jus.

CAPITULO 5 -  DE LA SEÑAL



Artículo 169º: Concepto. La señal es un corte, incisión o perforación en la oreja del animal.



Artículo 170º: Prohibición. No podrán existir dos señales iguales en el mismo departamento, y a menos de cinco kilómetros cuando estén en departamentos colindantes.

	Prohíbese las señales cuyo corte o incisión configuren una mayor profundidad de la cuarta parte de cualquiera de las dos orejas, o aquellas que puedan constituir una alteración a una señal ya existente en el animal.

	El que vulnerare lo dispuesto en este artículo será reprimido con una multa de hasta cincuenta jus.



Artículo 171º: Obligación de señalar. Todo propietario de ganado menor deberá señalarlo antes de cumplir seis (6) meses de vida. El propietario que así no lo hiciere será reprimido con multa de hasta diez jus.

	Es facultativo del propietario de ganado mayor señalar los animales marcados con su propio diseño.



CAPITULO 6 -  DEL REGISTRO



Artículo 172º: Obligatoriedad. Es obligatorio de todo propietario de ganados tener registrado a su nombre el diseño de la marca o señal que utilizase con arreglo a las disposiciones de este código. Con el registro se adquiere el derecho de uso de la marca o señal, que también puede adquirirse por transmisión a título universal o singular efectuada por su titular, debiendo realizarse en todos los casos las anotaciones de las transferencias respectivas en el Registro Provincial de Marcas y Señales.



Artículo 173º: Pérdida del uso de la marca. El derecho de uso de la marca se pierde:



a) 	Por la expiración del plazo de diez (10) años;

b) 	Por anulación en el caso de existencia de dos marcas iguales;

c) 	Por transmisión por actos entre vivos o mortis causa a título gratuito o “mortis causa” de los derechos del titular;

d) 	Por renuncia expresa del titular;

e) 	Por disolución o extinción en el caso de personas jurídicas;

f) 	Por sentencia judicial;

g) 	Por cancelación declarada por la autoridad de aplicación.



Artículo 174º: Requisitos para la titularidad. Para solicitar la inscripción de la marca o señal deberá acreditarse el carácter de empresario agrario de conformidad a lo dispuesto en el Libro Sexto de este código, ser propietario de ganado mayor y/o menor, justificar antecedentes de buena conducta mediante la exhibición del certificado respectivo y estar inscripto en los registros sanitarios y fiscales establecidos en las normas vigentes.

Artículo 175º: Numeración de las marcas registradas. A la marca registrada se le asignará una numeración inmutable y correlativa, la que será permanente e insusceptible de variaciones.



Artículo 176º: Diseño. El empresario podrá proponer el diseño que prefiera y la autoridad de aplicación lo cotejará con los ya registrados, expidiéndose por su aceptación o rechazo de acuerdo a las disposiciones de este capítulo.



Artículo 177º: Aprobación. Aprobado el diseño la autoridad de aplicación procederá a inscribirlo en el Registro y a entregar al titular de su uso el correspondiente boleto.



Artículo 178º: Renovación. La renovación del boleto de marca o señal deberá ser solicitada con una antelación de noventa días a la fecha de vencimiento, caducando el derecho de uso en caso contrario.

	Transcurridos tres años desde la fecha de vencimiento sin haberse solicitado la renovación del boleto de marca o señal quedará vacante el diseño respectivo.

	El que no renovare el boleto de marca o señal y continuare su uso habiendo operado la caducidad, será reprimido con una multa de hasta cincuenta jus.



Artículo 179º: Transferencia. El titular del derecho de uso de una marca o señal podrá transferirlo ante la autoridad de aplicación o por instrumento público debidamente inscripto en ella. Si conjuntamente se transfiriera el ganado deberá otorgarse el certificado-guía de adquisición con las formalidades establecidas en el título II de este Libro.



TITULO II -  DE LOS CERTIFICADOS DE ADQUISICIÓN - GUÍAS

CAPITULO 1 -  DE LOS CERTIFICADOS GUÍAS DE ADQUISICIÓN



Artículo 180º: Certificado guía de adquisición. Todo acto de transmisión del dominio de ganado o de cueros de ganado mayor y/o menor, lanas, cerdas y productos de la fauna silvestre cuya captura fuera autorizada se instrumentará a los fines de este Código en un certificado de adquisición que tendrá igualmente el carácter de guía de tránsito (removido) denominándose el instrumento certificado-guía de adquisición.



Artículo 181º: Transferencia de animales de raza pura. La transferencia de dominio de animales de raza pura tendrá la misma instrumentación establecida en el artículo anterior, sin perjuicio de la obligación de inscribir la misma en los registros genealógicos y selectivos correspondientes.



Artículo 182º: Transferencia para otros destinos de animales de raza pura. Cuando los animales de raza pura se vendan sin tener en consideración su carácter como tales, se aplicará el régimen común de marcación o señalamiento y la instrumentación prevista en el artículo 180, independientemente de la baja que el vendedor deba efectuar en el registro genealógico correspondiente.



Artículo 183º: Transferencia de terneros orejanos. Está prohibido otorgar certificados -guías para la transferencia de terneros orejanos separados de las madres. Exceptúase de esta prohibición a los terneros de tambo que entre los cuatro y diez días de vida se transfieren con destino a faena o crianza artificial en establecimientos con permiso especial para tal fin, como así también los terneros con destete precoz. En el certificado se hará constar tal circunstancia.

	El transmitente deberá acreditar su carácter de tambero mediante la constancia de su inscripción como tal en el Registro de Empresarios Agrarios.



Artículo 184º: Formulario y requisitos. El certificado- guía de adquisición se confeccionará en un formulario especial con resguardo de filigranas u otros sistemas de seguridad que permitan detectar a simple vista cualquier adulteración o falsificación del mismo; debiendo reunir los siguientes requisitos:



a) 	Número de orden pre-impreso;

b) 	Lugar y fecha de emisión;

c) 	Número del certificado sanitario o documentación exigible en el lugar y fecha de emisión;

d) 	Nombre y apellido (o razón social), número de documento y domicilio de las partes intervinientes;

e) 	Especificación de la causa de la transferencia (venta, donación, etc.)

f) 	Número de registro del boleto de marca o señal del transmitente y diseño de la misma impreso con el sello que fuera autorizado por la autoridad de aplicación, o la reseña correspondiente en el caso de animales de pura raza;

g) 	Indicar si los animales transmitidos son de dominio originario (marca líquida) o derivado (pre-adquiridos); en este último caso se especificará el número del certificado y diseño de la marca del que se desglosan los mismos;

h) 	Cantidad, especie, raza o pelo si ésta es indefinida, sexo y categoría (novillo, vaca, etc.)

i) 	Lugar de origen y destino;

j) 	Finalidad (faena, invernada, cría u otro)

k) 	Cuando en la operación intervenga un consignatario de hacienda se identificará al mismo;

l) 	Firma del transmitente o su representante, o en caso de que no pudiese o no supiese firmar, la de otra persona su ruego junto con la impresión dígito pulgar derecha de aquel; en caso de ganado recibido en consignación podrá ser suplida por la del consignatario;

m) 	Firma y sello de la autoridad policial.



Artículo 185º: Número de ejemplares. Los certificados guías serán otorgados en tres ejemplares. El original y el duplicado serán entregados por la autoridad policial al adquiriente, y el triplicado será archivado por aquella.



Artículo 186º: Recaudos para su otorgamiento. El certificado guía será otorgado por el transmitente. La autoridad policial competente para refrendarlo le exigirá la comprobación de la propiedad del ganado mediante la exhibición del boleto de marca o señal y el sello correspondiente, o el certificado de adquisición en su caso. En este último supuesto deberá tomar razón en el certificado con el que se acredita la propiedad, y en el caso que se venda una cantidad menor que la que figura en el mismo, conformar el desglose dejando constancia del remanente de animales.

	No podrán emitirse certificados-guías de animales no marcados o señalados.

	Cuando se trate de animales de raza pura que no tuvieran marcas o señal en su caso registrada en la Provincia, los certificados-guías indicarán esa circunstancia y deberán contener el número de tatuaje o reseña que permita individualizarlos. En este caso la autoridad exigirá la comprobación de la propiedad mediante la exhibición del certificado de inscripción en los registros genealógicos y selectivos correspondientes.

	La intervención de la autoridad pública no subsana las nulidades o vicios que pudieran afectar el acto de transmisión.



Artículo 187º: Atribuciones de la autoridad policial. Son atribuciones de la autoridad policial:



a) 	Llevar un registro de productores de la jurisdicción y de los consignatarios que registren operaciones sobre ganado, con las referencias contenidas en los boletos de marcas o de señal; tomar razón de éstos y de los demás datos de identificación que fije la reglamentación; 

b) 	Refrendar los certificados-guías de adquisición emitidos;

c) 	Verificar los antecedentes de los certificados guías de adquisición;

d) 	Realizar el control de la tropa cuando lo considere pertinente; 

e) 	Verificar el cumplimiento de las disposiciones de carácter sanitario, pudiendo detener la tropa hasta tanto se dé cumplimiento al requisito exigido;

f) 	Exigir en cualquier momento el certificado guía para su verificación;

g) 	Detener la tropa que sea trasladada sin la documentación pertinente hasta tanto se acredite la legítima procedencia de la misma labrando en su caso acta de infracción;

h) 	Conformar el desglose cuando se venda una cantidad de ganado menor que el que figura en el certificado guía, haciendo constar la cantidad y remanente;

i) 	Poner en conocimiento de las actas labradas por infracción, a la autoridad competente;

j) 	Controlar hierras y señaladas de ganado.

	El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo hará incurrir al funcionario actuante en las responsabilidades penales, administrativas y civiles del caso.



Artículo 188º: Plazo de vigencia para el tránsito. El certificado guía tendrá como guía de tránsito una validez de cuarenta y ocho (48) horas desde que fuera refrendado por la autoridad policial.



Artículo 189º: Archivo. El adquirente entregará el duplicado del certificado guía a la autoridad policial competente dentro de los cinco (5) días posteriores de llegados a destino los animales, si no lo hiciere será reprimido con una multa de hasta veinte jus.

	La autoridad policial archivará los certificados guías por adquirente y en orden cronológico, a fin de posibilitar su pronta localización para la toma de razón de las posteriores ventas de los animales comprendidos en los mismos.



Artículo 190º: Certificados emitidos en otras provincias. Los certificados otorgados en otras provincias de conformidad con las leyes del lugar de emisión tendrán el mismo valor que los otorgados en la provincia.



CAPITULO 2 -  DE LAS GUÍAS DE REMOVIDO



Artículo 191º: Tránsito de ganado o cueros. Los que remuevan ganado o cueros de ganado mayor o menor, lanas o productos de la fauna silvestre (cuya captura haya sido autorizada), por cualquier causa que no sea la enajenación -incluidas la consignación y la contra -consignación- deberán conformar ante la autoridad policial la expedición de una guía de tránsito denominándose el instrumento guía de removido.



Artículo 192º: Expedición. Las guías serán expedidas por los propios interesados y refrendadas por la autoridad policial previa comprobación de los recaudos a que se refiere el artículo 186º.



Artículo 193º: Formulario y requisitos. La guía de removido se confeccionará en un formulario especial con resguardos de filigranas u otro sistema de seguridad que permitan detectar a simple vista cualquier adulteración o falsificación de la misma, debiendo reunir los siguientes requisitos:



a) 	Número de orden pre-impreso;

b) 	Lugar y fecha de emisión;

c) 	Número de certificado sanitario o documentación exigible en el lugar y fecha de emisión;

d) 	Nombre y apellido (razón social), número de documento y domicilio del solicitante;

e) 	Motivo del removido (pastaje, consignación, contra-consignación, etc.);

f) 	Número de registro del boleto de marca o señal del solicitante y diseño de la misma impreso con el sello que fuera autorizado por la autoridad de aplicación, o la reseña correspondiente en caso de animales de raza;

g) 	Indicar si los animales removidos son de dominio originario (marca líquida) o derivado (pre-adquiridos); en este último caso se especificará el número del certificado del que se desglosan los mismos;

h) 	Cantidad, especie, raza o pelo si ésta es indefinida, sexo y categoría (novillo, vaca, etc.);

i) 	Lugar de origen y destino;

j) 	Cuando el motivo de removido fuera la consignación a remate feria o mercado, deberá identificarse al consignatario;

k) 	Firma del solicitante o su representante o en su caso firma a ruego e impresión dígito pulgar; en caso de contra-consignación la firmará el consignatario; 

l) 	Firma y sello de la autoridad policial.



Artículo 194º: Plazo de vigencia. La guía de tránsito (removido) tendrá una validez de cuarenta y ocho (48) horas desde que fuera refrendada por la autoridad policial.



Artículo 195º: Guías emitidas en otras provincias. Las guías o constancias equivalentes otorgadas fuera de la provincia de conformidad con las leyes del lugar de emisión tendrán el mismo valor que las otorgadas en la provincia. 



TITULO III -  DE LOS ANIMALES INVASORES

CAPITULO ÚNICO



Artículo 196º: Obligación de guardia y custodia. Todo propietario de ganado tiene la obligación de su guarda y custodia.

	Cuando por su propia culpa o las de sus dependientes sus animales penetraren en un fundo rústico ajeno -privado o público- y causaren daño, será reprimido con una multa de hasta un jus por cabeza de animal invasor.

	En el caso de que los animales invasores fueran cerdos serán reprimidos con una multa de hasta cuatro jus por cabeza de animal invasor.

	Si el ganado fuera introducido voluntariamente, las multas se duplicarán.



Artículo 197º: Obligación de encerrar y dar aviso. El propietario, empresario agrario u ocupante a cualquier título de un fundo rústico que encontrase dentro del mismo animales ajenos, deberá encerrarlos dando aviso inmediato al propietario de la marca o señal que éstos llevaren si fuese conocido y a la autoridad policial.



Artículo 198º: Notificación de la autoridad policial al propietario de los animales. La autoridad policial notificará al dueño de los animales para que proceda a retirarlos dentro del plazo de veinticuatro (24) horas.



Artículo 199º: Propietario desconocido. Si el propietario de los animales no fuese conocido, la autoridad policial procurará individualizarlo, valiéndose de todos los medios de difusión a su alcance y haciendo saber tal circunstancia al Juez Comunal.



Artículo 200º: Falta de retiro de los animales. Si el propietario conocido no retirase los animales en el plazo de veinticuatro (24) horas o si nadie se presenta a reclamarlos en igual término, la autoridad policial lo hará saber al Juez Comunal para que dentro del término de quince (15) días ordene su venta en remate público y la autoridad policial hará entrega del pertinente certificado al comprador.

	Del monto obtenido dispondrá el pago de lo que se adeude en concepto de alimentación, cuidado de los animales, multa y gastos del remate. El resto quedará en depósito judicial por el término de dos (2) meses para su entrega a quien lo reclamase acreditando su derecho; en caso negativo, ingresará a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio.



Artículo 201º: Facultad del empresario agrario del fundo rústico invadido. El empresario agrario del fundo rústico invadido podrá dejar pastorear y abrevar a los animales invasores, con derecho a cobrar una indemnización en tal concepto, sin perjuicio de la acción ordinaria que le corresponda por los daños y perjuicios que pudiera haber sufrido.

	En caso de que no hiciere uso de esa facultad deberá dar inmediato aviso a la autoridad policial a fin de que ésta disponga el destino provisorio de los animales con conocimiento del Juez Comunal.



Artículo 202º: Remuneración en concepto de pastaje y abrevaje. La indemnización por concepto de pastaje y abrevaje a que se refiere el artículo anterior, será las que las partes libremente convengan. Si éstas no se pusieren de acuerdo, decidirá el Juez Comunal conforme a los usos y costumbres.

	Cuando el pastoreo y abrevaje de los animales haya quedado a cargo de la autoridad policial se pagará la indemnización que establezca el Juez Comunal de acuerdo a los usos y costumbres.

Artículo 203º: Excepción. No rige lo dispuesto en los artículos precedentes en caso de inundaciones, incendios de campos o cualquier otro hecho que constituya caso fortuito o fuerza mayor, salvo que se probare que el propietario de los animales los haya introducido intencionalmente en el fundo rústico ajeno.



TITULO IV -  APARTES Y APARTADORES

CAPITULO ÚNICO



Artículo 204º: Obligación de dar rodeo. Todo propietario de animales o quien lo represente tiene la obligación, cuando fuere requerido por el Juez Comunal, a dar rodeo, mediando denuncia de pérdida o extravío de animales.



Artículo 205º: Excepciones. La obligación de dar rodeo dispuesta en el artículo anterior cesa:



a) 	Durante la época de parición;

b) 	Después de un temporal, no estando el campo oreado;

c) 	Durante la hierra y castración, esquila y señalada hasta diez (10) días de terminadas estas operaciones;

d) 	En caso de sequía, inundación, epidemia y otros impedimentos que provengan de fuerza mayor.



Artículo 206º: Requisitos para solicitar rodeo. Para solicitar rodeo se requiere justificar el carácter de propietario de animales mediante la exhibición del boleto de marca y/o certificados expedidos por la autoridad competente y la denuncia de pérdida o extravío de animales.

	Si se tratase de un apartador autorizado al efecto, deberá acreditar su mandato mediante la autorización correspondiente otorgada ante el Juez Comunal, escribano público o autoridad policial.

	En caso de no cumplirse con los requisitos establecidos en este artículo, la requerida solicitud de rodeo podrá negarse.



Artículo 207º: Orden judicial de dar rodeo. Si el propietario de los animales requerido de dar rodeo se negare a darlo o lo retardase por un plazo mayor de dos (2) días sin motivo fundado para ello, el Juez Comunal a petición del apartador -que reúna los requisitos dispuestos en el artículo anterior o de la autoridad sanitaria competente, ordenará que se dé el rodeo pedido y que su costo sea a cargo del propietario remiso, fijándose día y hora para que tenga lugar.



Artículo 208º: Examen, aparte, vigilancia e inspección del rodeo. El día señalado se efectuará el rodeo o rodeos y se practicará el examen y aparte por el apartador y dependientes, bajo la vigilancia e inspección del propietario de los animales requeridos de rodeo y con la intervención de la autoridad policial y el Juez Comunal quien labrará acta de la medida realizada y hará entrega de copia al interesado que la solicite, archivando el original en el Juzgado.

	En caso de que el rodeo se realizara en la Jurisdicción territorial de los Juzgados de Primera Instancia de Circuito el Juez podrá delegar su intervención en actuario.

Artículo 209º: Duración del rodeo. El propietario de los animales requerido de rodeo no tendrá obligación de mantener el rodeo parado más de cuatro (4) horas, salvo razones que justifiquen un plazo mayor, y el requeriente del rodeo está obligado a llevar el personal necesario para el cumplimiento de esta tarea.



Artículo 210º: Aparte. El ganado deberá recogerse en los lugares o puestos que previamente se designen. El dueño o encargado de los animales dirigirá las operaciones y el apartador se someterá a las disposiciones que aquel adopte con ese objeto.



Artículo 211º: Obligación de pagar los gastos del rodeo. El apartador pagará al propietario de los animales requerido de rodeo los costos de éste. 

	Se exceptuará de este pago al apartador que en el rodeo encontrare animales de su propiedad.



LIBRO CUARTO -  DE LA FAUNA Y FLORA SILVESTRE

TITULO I -  CAPITULO ÚNICO

NORMAS COMUNES



Artículo 212º: Orden público. Las normas que este código establece en materia de flora y fauna silvestre son de orden público.

	En las materias regladas por leyes nacionales deberá obrarse de conformidad a lo en ellas establecido.

	Quedan sometidas las disposiciones de este libro:



a) 	Toda actividad destinada a la aprehensión, captura, crianza y explotación de animales silvestres con fines comerciales, deportivos o de consumo propio, así como la explotación y crianza de esos animales,

b) 	Toda actividad que tenga por objeto la aprehensión de peces, moluscos y organismos de la fauna y flora acuática con fines comerciales, deportivos de consumo propio, así como el tránsito, comercio e industrialización de sus productos y el aprovechamiento de las aguas de uso público para la cría, reproducción y difusión de dichas especies,

c) 	Toda otra actividad relacionada con estos recursos que signifique una modificación de las condiciones naturales en que se desarrollan las especies animales.



Artículo 213º: Clasificación, estudio y evaluación técnica de especies. La autoridad de aplicación adoptará y adaptará los criterios vigentes a nivel nacional e internacional para establecer una clasificación de las especies de fauna y flora silvestre en el territorio de la Provincia.

	Periódicamente realizará estudios y evaluaciones técnicas a fin de establecer su situación para la adopción de medidas necesarias de protección, conservación y manejo de las mismas.



Artículo 214º: Protección. Todos los habitantes del territorio de la Provincia tienen el deber de proteger la fauna y la flora silvestre, conforme a los reglamentos que para su conservación y manejo dicte el Poder Ejecutivo y/o la autoridad de aplicación.

Artículo 215º: Autoridad de Aplicación. Facultades. La autoridad de aplicación ejercerá las siguientes funciones:



a) 	Fijará los requisitos necesarios a cumplimentar por el ejercicio de la caza, pesca, comercialización, crianza en cautiverio, como así también tipo y calibre de armas, artes de caza y pesca y/o toda otra forma de captura a los efectos de administrar y preservar estos recursos naturales.

b) 	Aplicará los cánones, derechos y contribuciones en las actividades reguladas en el Título II, Capítulo 1, párrafos primero y segundo de este Libro, que establezca el Poder Ejecutivo.

c) 	Aplicará las multas fijadas por el Poder Ejecutivo.



Artículo 216º: Infracciones. Las infracciones a lo dispuesto en el presente Libro serán penadas con las multas que establezca el Poder Ejecutivo.



Artículo 217º: Vigilancia y control. La vigilancia y control serán ejercidas por:



a) 	Inspectores designados por el Poder Ejecutivo,

b) 	Guarda Faunas Honorarios designados por la autoridad de aplicación y a propuesta de Instituciones afines con personería jurídica,

c) 	Funcionarios policiales.



TITULO II -  FAUNA SILVESTRE

CAPITULO I -  PROCEDIMIENTOS DE APROPIACIÓN

Párrafo Primero -  Caza



Artículo 218º: Caza y otros procedimientos de apropiación. A los efectos de este Código, entiéndese por caza la acción ejercida por el hombre, mediante el uso de artes, armas y otros medios apropiados, persiguiendo o apresando ejemplares de la fauna silvestre con el fin de someterlos bajo su dominio, apropiárselos como presa, capturándolos, dándoles muerte o facilitando estas acciones a terceros.

	También se consideran procedimientos de apropiación la recolección de productos derivados de la fauna silvestre, tales como plumas, huevos, guano, nidos o cualesquiera de sus subproductos.



Artículo 219º: Aplicación normativa y reglamentación. La caza de animales de la fauna silvestre, su persecución o muerte sea cual fuere el medio empleado o el lugar donde se efectúe, la destrucción de nidos, huevos o crías y el tránsito o comercio de sus cueros, pieles o productos, se efectuarán de conformidad con las disposiciones establecidas en este Código, sin perjuicio de lo prescripto en la Ley Nº 22.421 y los artículos 2.540º y concordantes del Código Civil.

	La autoridad de aplicación, establecerá por vía reglamentaria las limitaciones a la práctica de la caza por razones de protección y conservación de las especies o de seguridad pública.



Artículo 220º: Prohibición de introducción de especies vivas. Prohíbese la introducción de animales vivos de especies foráneas, ya sea en libertad o en criadero, salvo que medie autorización expresa y previa del organismo competente.

Artículo 221º: Ejercicio del derecho de caza. Será requisito indispensable para practicar la caza:



a) 	Haber obtenido la licencia correspondiente de conformidad a los dispuesto en el art. 226 de este Código.

b) 	Contar con la autorización escrita previa del propietario o administrador o poseedor o tenedor a cualquier título legítimo del fundo privado donde se desea practicar la caza.



Artículo 222º: Lugares de caza. El derecho de caza puede ejercerse en todos los lugares que no estén expresamente vedados ya sean de propiedad pública o privada, siempre que se hubiere obtenido la autorización correspondiente.



Artículo 223º: Derecho de caza del propietario del fundo rústico. Los propietarios dentro de los límites de sus predios sólo podrán cazar de conformidad con las prescripciones de este Código y los reglamentos que dicte la autoridad de aplicación.



Artículo 224º: Zona y períodos de caza y veda. La autoridad de aplicación fijará las zonas y períodos de caza y veda con miras a la protección de la fauna silvestre y de las especies dañinas o de las plagas a la producción agropecuaria.



Artículo 225º: Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la caza:



a) 	El empleo de todos aquellos medios que tengan por objeto la captura en masa de las aves y otros animales silvestres, la formación de cuadrillas de a pie o caballo.

b) 	El uso de hondas, redes, trampas, cimbras, mangas, lazos, sustancias tóxicas venenosas o gomosas, explosivas, armas o métodos nocivos, armas de calibre no autorizado o bala en la caza deportiva volátil.

c) 	Practicarla en el ejido de las ciudades, pueblos, lugares urbanos o suburbanos, caminos públicos y en todas aquellas áreas habituales concurridas por público, a una distancia mínima que deberá fijarse por la reglamentación.

d) 	Perseguir y tirar sobre animales desde vehículos automotores, embarcaciones y aeroplanos, con excepción de botes o canoas a remo.

e) 	Practicarla en zonas declaradas parques, reservas, refugio, santuarios y todo otro lugar expresamente prohibido.

f) 	Practicarlas en horas de la noche o con luz artificial, salvo cuando fuere permitida por la autoridad de aplicación.

g) 	Transitar con armas descubiertas o preparadas, en las zonas mencionadas en los incisos c) y e).

h) 	Disparar sobre animales atascados o inmovilizados por cualquier causa.

i) 	Disparar con armas automáticas o provistas de miras infrarrojas o silenciadores.

j) 	Ejecutar disparos en salva o sucesivos de más de un cazador sobre la misma pieza.

k) 	Utilizar perros galgos en la caza de la liebre.



Artículo 226º: Licencias de caza. Las personas que reúnan los requisitos requeridos para ejercer el derecho de caza en la forma establecida en este Código deberán solicitar a la autoridad competente la “licencia de caza” (deportiva, comercial o de especies nocivas o dañinas) debiendo los interesados dar cumplimiento a las normas estatuidas en los reglamentos que al efecto dicte la autoridad de aplicación y que determinarán el importe a pagar, duración, condiciones, forma y oportunidad de su obtención.



Artículo 227º: Carácter de licencia. La licencia de caza es personal, temporaria e intransferible.



Artículo 228º: Caza deportiva. Se entiende por caza deportiva el arte lícito de cazar animales silvestres con elementos permitidos y sin fines de lucro.



Artículo 229º: Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la caza deportiva, además de lo establecido en el artículo 225º,



a) 	Cazar sin llevar consigo la licencia de caza,

b) 	Apropiarse de mayor número de ejemplares que el fijado por la autoridad competente, con excepción de las especies que hayan sido declaradas plagas o circunstancialmente dañinas o perjudiciales.



Artículo 230º: Caza comercial. Se entiende por caza comercial aquella que se practique sobre animales silvestres, con fines de lucro y por los medios permitidos. La tenencia de los ejemplares, productos y subproductos provenientes de la caza comercial, incluidos los que resulten de su transformación, deberá ajustarse a los requisitos que reglamentariamente se establezcan.



Artículo 231º: Caza de especies nocivas o dañinas. Se entiende por caza de especies nocivas o dañinas, aquella que se practica con el propósito de controlar especies declaradas o circunstancialmente perjudiciales o dañinas.



Artículo 232º: Autorización de caza de especies nocivas o dañinas. Autorízase esta clase de caza en toda época sin limitación del número de piezas cobradas. Podrá realizarla todo cazador que tenga licencia de caza o con autorización expresa y sin cargo los empresarios agrarios cuando las practiquen en sus fundos rústicos. La venta de las piezas cobradas es libre, salvo las normas que se establezcan sobre el transporte de los productos de caza.



Artículo 233º: Excepción a las prohibiciones. Exceptúase, para la caza nocivas o dañinas, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en los incisos a), b) y f), del artículo 225º, sin perjuicio de la reglamentación que se dicte



Artículo 234º: Caza científica. Se entiende como caza científica por este Código a toda aquella que se efectúe con fines de investigación o para la exhibición zoológica de las piezas cobradas y sin fines de lucro. Para el ejercicio de esta caza se requerirá un permiso especial otorgado por el organismo competente.



Artículo 235º: Facultad reglamentaria. Para la caza deportiva, comercial, de especies nocivas y dañinas o científicas, la autoridad de aplicación determinará las artes, armas y calibres a emplearse.

Artículo 236º: Cotos de caza. Podrán declararse asimismo cotos de caza aquellas porciones de terreno que por su naturaleza y características sean aptas para el ejercicio de prácticas cinegenéticas.



Artículo 237º: Productos de caza. La autoridad de aplicación fijará la cantidad de piezas a cobrar diariamente por cada cazador, por especies y en conjunto de acuerdo con la finalidad de conservación de la fauna silvestre y a reglamentar el tránsito de los productos de la caza.



Artículo 238º: Especies protegidas. Toda especie no mencionada expresamente, susceptible de caza en los reglamentos que al efecto dicte el Poder Ejecutivo, se considera protegida y su caza prohibida, así como la tenencia y el comercio de ejemplares vivos o de sus productos o despojos.



Artículo 239º: Compra-venta prohibida. Prohíbese en jurisdicción provincial la compraventa de productos o subproductos animales derivados de la caza deportiva.



Artículo 240º: Convenios. El Poder Ejecutivo Provincial suscribirá convenios con las demás provincias a fin de uniformar los diversos sistemas de documentación local, sobre fauna silvestre entre sí y con el que rige para el comercio interprovincial y en el territorio federal, así como armonizar los regímenes de caza, protección y veda vigente en el territorio de cada provincia.



Artículo 241º: Decomiso. Sin perjuicio de las sanciones previstas, el infractor se hará pasible del decomiso de las especies vivas aprehendidas, sus despojos o productos y de las armas u objetos de caza utilizados en la comisión de la infracción, excluido el perro de levante, y de inhabilitación para cazar por uno o más períodos cuando la reiteración o la gravedad de la infracción así lo requiera.



Artículo 242º: Destino de las piezas y ejemplares vivos provenientes de la caza. Las piezas provenientes de la caza y que fueren secuestradas, se entregarán bajo recibo sin cargo a entidades de bien público, salvo que no fueren aptas para el consumo con destino a alimentación.

	Los ejemplares vivos serán liberados y los despojos o productos, (cueros, plumas y otros) vendidos en la forma que resuelva la autoridad de aplicación.



Artículo 243º: Subasta. Las armas u objetos destinados a la cacería que se decomisen, deberán ser subastados. 



Artículo 244º: Fomento. El Poder Ejecutivo promoverá para la protección, conservación y aprovechamiento de la fauna silvestre las medidas siguientes:



a) 	El establecimiento de reservas, santuarios, criaderos de fauna silvestre o autóctona con fines conservacionistas,

b) 	El establecimiento de cotos cinegéticos oficiales y privados, jardines zoológicos y reservas faunísticas con fines deportivos, culturales, recreativos y turísticos, que además podrán tener propósito de lucro.

Artículo 245º: Peligro de extinción. En caso de que una especie de la fauna silvestre autóctona se halle en peligro de extinción o en grave retroceso numérico, el Poder Ejecutivo deberá adoptar medidas de emergencia a fin de asegurar su repoblación y perpetuación. Las municipales y comunas prestarán su colaboración y la autoridad de aplicación provincial aportará los recursos pertinentes, pudiendo disponer también la prohibición de la caza y comercialización de los ejemplares y productos de la especie amenazada.



Párrafo Segundo -  Pesca



Artículo 246º: Objeto de la pesca. Se considera objeto de la pesca a todas las especies identificadas zoológicamente como peces, así como crustáceos y moluscos que vivan permanentemente en el agua o transitoriamente fuera de ella.



Artículo 247º: Pesca. Concepto. A los efectos de este Código se entiende por pesca todo acto de apropiación o aprehensión por cualquier sistema o medio del objeto a que se refiere en el artículo anterior.



Artículo 248º: Normativa aplicable. De acuerdo a las normas contenidas en los artículos 2.547º y 2.549º del Código Civil, el derecho de pesca en el territorio de la Provincia se regirá por las disposiciones de este Código y por los reglamentos que en su consecuencia dicte el Poder Ejecutivo.



Artículo 249º: Actos comprendidos. Las disposiciones referentes a la pesca se aplicarán a :



1) 	Los actos de pesca deportiva ejercitados en aguas naturales o artificiales.

2) 	Cualquier actividad comercial, industrial que tenga por objeto la pesca.



Artículo 250º: Limitaciones al ejercicio de la pesca. El ejercicio de la pesca en aguas públicas estará sujeto a las limitaciones que se establecen en este Código y en los reglamentos que en su consecuencia dicte la autoridad de aplicación para el más adecuado aprovechamiento de la riqueza acuática, su conservación y utilización en las mejores condiciones sanitarias y económicas. A tales efectos se demarcarán las zonas de reserva, se fijarán los procedimientos útiles, artes o aparejos de captura permitidos y prohibidos, las dimensiones que deben tener los ejemplares para ser liberados a la venta y condiciones sanitarias de conservación, todo ello, en cuanto no corresponda a la jurisdicción nacional.



Artículo 251º: Períodos de veda. Facúltase a la autoridad de aplicación para fijar los períodos de veda, modificar los existentes o señalar períodos especiales, ya sea en forma parcial o general, cuando lo considere conveniente para el mejor ordenamiento de la explotación y conservación pesquera.



Artículo 252º: Pesca en aguas de propiedad privada y artificiales. El ejercicio de la pesca en aguas privadas así como también en lagos y lagunas artificiales, canales o zanjas, construidas o conservadas dentro de predios particulares, requerirá como medida previa al acto de practicarla, autorización escrita del propietario o empresario agrícola.

	El aprovechamiento de las aguas privadas deberá realizarse de manera tal que no produzca daño sobre la materia de pesca o sanidad acuática que pueda extenderse directa o indirectamente a aguas públicas.



Artículo 253º: Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la pesca:



a) 	Arrojar, colocar, hacer o dejar llegar a las aguas de uso público o particular que comuniquen con ella en forma permanente o transitoria, sustancias cuya naturaleza o efectos resulten o puedan resultar nocivos para la biología acuática.

b) 	Apalear las aguas o atajar con cualquier suerte de dispositivo el paso de los peces en los ríos, arroyos o lagunas, en la época normal o durante crecidas o descensos.

c) 	Introducir toda fauna o flora acuática exótica, agregar o difundir las ya introducidas que no sean objeto de cultivo o crianza en cautividad.

d) 	Usar toda clase de artes, máquinas, útiles, explosivos, aparejos de pesca sin expresa autorización del organismo competente.



Artículo 254º: Licencia de pesca. El ejercicio de la pesca en aguas públicas y privadas requiere de la obtención previa de la licencia de pesca debiendo los interesados dar cumplimiento a las normas previstas en los reglamentos que al efecto dicte la autoridad de aplicación y que determinarán el importe a pagar, duración, condiciones, forma y oportunidad de su obtención.



Artículo 255º: Carácter de la licencia. La licencia de pesca es personal, temporal e intransferible y deberá solicitarse ante el organismo competente.

	Las licencias especiales para investigadores se otorgarán sin cargo a petición de los mismos, quienes deberán acreditar con solicitud el fin perseguido, lugar o lugares donde realizarán sus investigaciones y toda otra información que aclare su petición. Al otorgar estas licencias el organismo competente fijará el período de validez de las mismas.



Artículo 256º: Permiso. Toda persona física o jurídica que se dedique o quiera dedicarse al ejercicio de la pesca comercial en aguas públicas o del dominio privado de la Provincia, así como también al transporte o comercio de sus productos tendrá la obligación de solicitar previamente un permiso que expedirá la autoridad de aplicación, abonando el canon que para cada actividad se fije. El Poder Ejecutivo establecerá la duración, condiciones, forma y oportunidad de los citados permisos, determinando el importe de los cánones.



Artículo 257º: Apropiación de otros recursos de la fauna acuática. La apropiación con fines comerciales de otros recursos de la fauna acuática deberán ajustarse a lo establecido en este Código y a la reglamentación especial que dicte el Poder Ejecutivo.



Artículo 258º: Deber de información. Las personas físicas o jurídicas que se dediquen a la pesca en aguas privadas estarán obligadas a suministrar a la autoridad de aplicación, información estadística, especies, kilogramos extraídos y destino de la producción.

Artículo 259º: Tasa de inspección. Todo producto de la pesca comercial deberá abonar la tasa de inspección que se fije por pieza o kilogramo, pudiendo la autoridad de aplicación firmar convenios con las municipalidades y comunas. A tal fin éstas percibirán un 50% de lo recaudado en ese concepto.



Artículo 260º: Guías de tránsito. La provisión de guías de tránsito se efectuará previa comprobación del pago de la tasa de inspección a que se refiere el artículo precedente.



Artículo 261º: Pesca deportiva. El ejercicio de la pesca deportiva, así como también los concursos de este carácter, estarán sujetos a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, la que establecerá los ambientes habilitados, especies, número y tamaño de los ejemplares a extraer, épocas de veda, horarios y artes permitidas; prohibiéndose la venta de productos y/o subproductos.



Artículo 262º: Pesca deportiva por menores de catorce años. Los menores de catorce años, jubilados y pensionados podrán practicar la pesca deportiva sin licencia de pesca.



Artículo 263º: Fiscalización. El personal del organismo competente podrá inspeccionar las embarcaciones pesqueras y los depósitos o sitios de almacenamiento, preparación, industrialización, concentración y venta de productos pesqueros a los efectos de fiscalizar el cumplimiento de este Código y de las disposiciones reglamentarias que al efecto dicte el Poder Ejecutivo o la autoridad de aplicación.



Artículo 264º: Estudios e investigaciones hidrobiológicos. El organismo competente tendrá a su cargo los estudios e investigaciones hidrobiológicos realizando especialmente:



a) 	El estudio de los distintos aspectos de las aguas provinciales y terrenos por ellas ocupado, afectados o utilizados procediendo al mejoramiento de ambos, con el fin de acrecentar o mantener el acervo pesquero, realizar y mantener el censo hidrobiológico y estudios hidrotécnicos de los cuerpos de agua.

b) 	La clasificación de las especies ictiológicas por su importancia económica, alimenticia y deportiva, procurando el desarrollo de las mejores y la introducción de otras nuevas cuya difusión resulte conveniente de acuerdo con las experiencias practicadas.

c) 	La organización de un servicio de asesoramiento técnico y prestación de elementos que propendan al mejoramiento de la explotación pesquera.

d) 	La instalación en lugares que crea convenientes de servicios de piscicultura para la repoblación y población de los ambientes pesqueros.

e) 	El estudio de los recursos naturales acuáticos.



Artículo 265º: Extracción y transporte autorizado. Autorízase a las entidades de pesca deportiva, científicas o conservacionistas, la extracción y el transporte de peces vivos, sus embriones y otros organismos, destinados a la repoblación o población, previo permiso y fiscalización del organismo competente.

Artículo 266º: Protección de la fauna acuática. Si ocurrieren anormalidades de orden físico o biológico en aguas provinciales, que sean motivo de perjuicio para el ambiente acuático, su flora o fauna o para la salud humana, el Poder Ejecutivo podrá suspender toda actividad de pesca y/o circulación de embarcaciones, hasta tanto hayan desaparecido las causas que motivaron la suspensión. Los permisionarios de pesca o cualquier otra persona afectada por una medida de esta naturaleza, se atendrán a lo que al efecto se resuelva, sin tener derecho a indemnización o compensación alguna.



Artículo 267º: Motonáutica. El Poder Ejecutivo reglamentará la actividad de motonáutica, determinando las zonas y períodos del año en que ella queda prohibida, con vistas a la protección y conservación de los recursos hidrobiológicos y los otros usos del agua.



Artículo 268º: Industrialización. El producto de la pesca en ríos y lagunas será utlilizado para el consumo humano principalmente, con excepción de los casos en que el Poder Ejecutivo autorice por razones de interés público, la industrialización con otro destino.



Artículo 269º: Decomiso e inhabilitación. Sin perjuicio de las sanciones previstas, el infractor a las normas sobre pesca se hará pasible del decomiso de las piezas extraídas, de sus envases y todos los elementos indispensables utilizados en la infracción, pudiendo ser inhabilitado para pescar por uno o más períodos cuando la reiteración o gravedad de la falta así lo indique.



Artículo 270º: Destino de las piezas secuestradas. Las piezas provenientes de la pesca que fueren secuestradas, se entregarán bajo recibo sin cargo, a entidades de bien público, salvo que no fueren aptas para el consumo.

	Cuando la cantidad, naturaleza y estado de las piezas extraídas lo permitan, serán vendidas en la forma que lo resuelva el organismo competente.

	Las especies útiles para fines científicos, culturales o didácticos podrán entregarse a las personas o entidades correspondientes, y las que por su estado considere perjudiciales podrán ser eliminadas en el momento de constatarse la infracción.



Artículo 271º: Subasta. Las artes de la pesca, los elementos indispensables utilizados en la infracción, y los envases que se decomisen, deberán ser subastados.



Párrafo Tercero -  Acuicultura y Piscicultura



Artículo 272º: Acuicultura y piscicultura. A los fines del presente Código, se entiende como piscicultura a toda actividad intensiva o extensiva, que esté basada en el mantenimiento de peces vivos en cautiverio.

	Asimismo se entiende por acuicultura, a toda actividad intensiva o extensiva que esté basada en el mantenimiento de organismos acuáticos vivos, sean peces o no en cautiverio.

	El Poder Ejecutivo establecerá las normas reglamentarias a seguir para el cultivo y cría en cautividad de peces y otras especies de la flora y fauna acuática.

LIBRO QUINTO -  DE LA POLICÍA SANITARIA

TITULO I -  DISPOSICIONES COMUNES

CAPITULO ÚNICO



Artículo 273º: Normativa. La sanidad animal o vegetal se declara de orden público y se regirán en lo que atañe al Poder de Policía que corresponda a la Provincia, de acuerdo a lo establecido en la Constitución Nacional, con arreglo a las disposiciones de este Código y las normas reglamentarias que en su consecuencia se dicten.



Artículo 274º: Obligatoriedad. Se declara obligatorio el control y la erradicación de enfermedades infecto-contagiosas, parasitarias o de cualquier otro carácter de los animales y de las causas adversas de origen biológico declaradas plagas de las plantas que viven o crecen bajo el control del hombre.



Artículo 275º: Facultades. El Poder Ejecutivo, por intermedio de la autoridad de aplicación está facultado para:



a) 	Desarrollar e intensificar la investigación y experimentación de elementos y métodos para mejorar el estado de sanidad animal en la provincia.

b) 	Extender o divulgar los conocimientos técnicos actualizados relativos a la sanidad agropecuaria.

c) 	Promover campañas de control de plagas y especies depredadoras de la agricultura y la ganadería.

d) 	Crear y organizar registros que faciliten sus funciones de contralor sanitario.

e) 	Efectuar periódicamente el relevamiento estadístico en materia de sanidad animal y vegetal.

f) 	Declarar infectado el fundo rústico, región o zona donde se constatare la existencia de enfermedades o plagas, clausurar el establecimiento, aislar, secuestrar, señalar, marcar o prohibir el tránsito o venta de animales o vegetales en tales áreas, adoptando las medidas que correspondan, en cada caso, según el carácter de la enfermedad o plaga, pudiendo disponer incluso, la destrucción de los mismos, y objetos susceptibles de ser vehículos de contagio o transmisión.

g) 	Sancionar a los infractores de las normas de sanidad animal y vegetal. Tales resoluciones podrán ser recurridas dentro de los quince días siguientes al de la notificación.

h) 	Promover el funcionamiento de organismos mixtos (Estado Provincial y Asociaciones Agrarias) con facultades de fiscalización, inspección y control del cumplimiento de las disposiciones sanitarias.



Artículo 276º: Colaboración. Toda persona que en forma permanente o transitoria se dedique a la crianza de animales o que tenga a su cargo su cuidado o asistencia, al cultivo de plantas, al transporte, exposición y/o venta de ganado o plantas; a la elaboración, extracción, transporte o venta de productos o subproductos de origen animal o vegetal, está obligado a prestar la colaboración necesaria al personal técnico encargado de aplicar o fiscalizar el cumplimiento de las normas estatuidas en este Código y los reglamentos sanitarios.

	El que no colaborare con el personal técnico en la forma dispuesta en el párrafo anterior, será reprimido con multa de hasta cien jus. 

Artículo 277º: Fuerza pública. La fuerza pública deberá prestar auxilio a los agentes de la administración que pertenezcan al cuerpo técnico sanitario o los organismos mixtos con facultades de fiscalización de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 275 inc. h), en los casos que requieran su intervención a fin de dar cumplimiento a las normas de policía sanitaria.



TITULO II -  SANIDAD ANIMAL

CAPITULO 1 -  NORMAS GENERALES



Artículo 278º: Defensa sanitaria animal. La sanidad animal en el territorio de la Provincia de Santa Fe, la defensa y profilaxis contra las enfermedades infecto-contagiosas, parasitarias o de otro carácter, exóticas, enzoóticas, epizoóticas y el fomento de la producción ganadera, se regirá conforme a las disposiciones del presente Título.



Artículo 279º: Enfermedades infecto-contagiosas y parasitarias. Las enfermedades infecto-contagiosas, parasitarias o de otro carácter de los animales, que constituyen una amenaza para la salud del hombre, de las especies explotables y para la economía de las fuentes de producción, darán lugar a la intervención de la autoridad de aplicación quien actuará por denuncia o de oficio y adoptará las medidas de Policía Sanitaria que correspondan.



Artículo 280º: Enfermedad exótica. Se considera exótica toda enfermedad de origen foráneo que hasta el momento de su aparición no se haya presentado en el país.



Artículo 281º: Enfermedad enzoótica. Se considera enzoótica la enfermedad que se compruebe dentro de una zona determinada y sea susceptible de manifestarse como epizoótica.



Artículo 282º: Enunciación. La autoridad de aplicación hará nomenclatura de las enfermedades pudiendo variarla cuando lo estime conveniente.



CAPITULO 2 -  DISPOSICIONES COMUNES A TODAS LAS ENFERMEDADES



Artículo 283º: Especies incluidas. Las normas de Policía Sanitaria Animal serán aplicadas también a las aves de corral, animales silvestres, peces y lepóridos, y en la misma forma a todas las especies animales susceptibles de contraer, propagar o difundir bacterias, virus, parásitos u otros agentes transmisores de enfermedades que puedan lesionar los intereses económicos de la ganadería o afectar la salud humana.



Artículo 284º: Obligación de denunciar. Es obligatoria la denuncia al organismo competente por parte del propietario, empresario agrario o encargado del cuidado de un animal atacado por enfermedad transmisible o que presumiblemente se halle afectado por la misma.

	El que no cumpliere con la obligación de denunciar, dispuesta en el párrafo anterior, será reprimido con una multa de hasta cien jus.

Artículo 285º: Obligación de aislamiento y profilaxis. En caso de tratarse de enfermedades calificadas como exóticas, enzoóticas o epizoóticas por la autoridad sanitaria de aplicación, las personas indicadas precedentemente deberán proceder de inmediato a la adopción de medidas de aislamiento y profilaxis, sin perjuicio de la comunicación obligada a la autoridad para que emita las instrucciones pertinentes.

	Tendrán igual obligación, los laboratorios particulares u oficiales y los profesionales veterinarios en general.

	El que no cumpliere con las medidas de aislamiento, profilaxis y comunicación cuando estuviere obligado a ello, será reprimido con una multa de hasta cien jus.



Artículo 286º: Cadáveres y despojos. Las medidas profilácticas enunciadas en el artículo anterior deberán también aplicarse a los cadáveres o despojos de animales enfermos o presumiblemente afectados de algunas enfermedad contagiosa debiendo procederse a la destrucción total.

	Prohíbese la extracción de cuero o de cualquier órgano o región anatómica de animales muertos de carbunclo bacteriano o presumiblemente afectado por esa enfermedad.

	El que no observare lo dispuesto en el presente artículo será reprimido con una multa de hasta cien jus.



Artículo 287º: Excepción en materia de cadáveres o despojos. Exceptúanse de la obligación estatuida en el artículo precedente los cadáveres, despojos o restos de animales enfermos o con la presunción de estarlo cuando se los destinare a estudio, investigación o diagnóstico, bajo la responsabilidad del médico veterinario que los tenga a su cuidado o se encuentre en posesión de los mismos a cualquier título.



Artículo 288º: Zonas o regiones. Para el más efectivo cumplimiento de las normas de policía sanitaria animal y siempre que la necesidad de control y/o erradicación de enfermedades transmisibles lo impusieran, la autoridad de aplicación, deberá determinar zonas o regiones de infección, infestación, interdicción o indemnes, según la intensidad o gravedad de la propagación o contagio.



Artículo 289º: Certificado de sanidad. En caso de que se declare infectado o infestado un establecimiento, una zona o distrito o exista peligro inminente de difusión de cualquiera de las enfermedades contagiosas, la extracción de ganado de esos lugares su acarreo o tránsito hacia centro de comercialización o industrialización, o con destino a pastoreo o pastaje, sólo podrá hacerse previa certificación de sanidad, a cuyo efecto la autoridad competente deberá expedir la guía sanitaria de libre tránsito.

	El que no observare lo dispuesto en el presente artículo será reprimido con una multa de hasta cien jus.



Artículo 290º: Prohibición de introducción de animales enfermos. Prohíbese en el territorio de la Provincia la introducción de animales afectados de enfermedades transmisibles o presumiblemente afectados por las mismas, como así también sus cadáveres, despojos, reses o cualquier objeto que haya estado en contacto con ellos y susceptible de propagar la enfermedad.

	El que no observare lo dispuesto en el párrafo precedente será reprimido con una multa de hasta cien jus.

	La autoridad sanitaria podrá ordenar o disponer en estos casos y siempre que la gravedad de la circunstancia lo aconseje, el secuestro, sacrificio o destrucción de animales enfermos o sus despojos en la forma que el Poder Ejecutivo lo determine.



Artículo 291º: Prohibición de introducción de animales de zonas infectadas o infestadas. No se permitirá la introducción al territorio de la Provincia, de animales en general o especies determinadas, cadáveres, carnes forrajes o cualquier otro objeto susceptible de contaminación, procedente de zonas o regiones declaradas infectadas o infestadas sin el certificado de sanidad expedido por la autoridad competente.

	El que vulnerare lo dispuesto en el presente artículo será reprimido con una multa de hasta cien jus.



Artículo 292º: Campos de experimentación, lazaretos. El Poder Ejecutivo instalará campos de experimentación, lazaretos u otros establecimientos análogos en los lugares más indicados de conformidad con lo que aconseje la técnica sanitaria animal y deberá dotarlos de los servicios indispensables para el mejor cumplimiento de sus fines.



Artículo 293º: Convenios. El Poder Ejecutivo podrá suscribir convenios con la Nación, Provincias, Municipalidades, Organismos descentralizados nacionales o de las provincias y con instituciones privadas para el más eficaz cumplimiento de los propósitos enunciados en este título.



Artículo 294º: Autoridad Sanitaria. La autoridad sanitaria competente controlará el cumplimiento de las normas de policía sanitaria animal de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 273.



Artículo 295º: Normas de higiene, desinfección, desinfectación y profilácticas en general. La autoridad sanitaria competente fijará normas de higiene, desinfección, desinfectación y profilácticas en general, que deberán aplicarse a todo tipo de vehículo o medio de transporte, embarcadero, corral, brete y cualquier otro local utilizado para la permanencia de animales, como así también para los elementos u objetos que hayan estado en contacto con dichos animales, sus restos, despojos, productos o subproductos.



CAPITULO 3 -  INDEMNIZACIÓN



Artículo 296º: Indemnización. Los propietarios de animales, objetos o construcciones que se hubiere ordenado destruir en virtud de las prescripciones de este Código, podrán reclamar la indemnización correspondiente, sin perjuicio de hacer uso de los recursos judiciales que fueran procedentes en tal sentido.



Artículo 297º: Casos excluidos. No habrá lugar a indemnización en los siguientes casos:



a) 	Cuando no se hubiesen cumplido con las normas estatuidas en este Código o en los reglamentos e instrucciones sanitarias dictadas en su consecuencia.

b) 	Si la enfermedad de la que estuviera atacado el animal sacrificado fuera necesariamente mortal.



Artículo 298º: Plazo para el reclamo. Todo propietario de un bien destruido, en virtud de una medida sanitaria impuesta en salvaguardia de los intereses de la comunidad, podrá ejercitar su acción dentro de los sesenta (60) días de ejecutada la misma. Transcurrido dicho lapso, perderá su derecho.



TITULO III - SANIDAD, PROTECCIÓN Y CONTROL VEGETAL

CAPITULO 1 -  PLAGAS



Artículo 299º: Concepto. Se entiende por plaga a los efectos de este Código, a todo agente biológico, variable en el tiempo y el espacio, que al superar el índice de peligrosidad según criterio científico, cause daño económico actual o potencial mensurable sobre las especies vegetales.



Artículo 300º: Enumeración. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo precedente, el Poder Ejecutivo enumerará las principales plagas de la agricultura, dando la debida difusión. La autoridad de aplicación exigirá el control de las plagas, salvo para los casos en que no se conocieran procedimientos de control adecuados. En tales circunstancias la autoridad de aplicación indicará las medidas de contralor que técnicamente considere apropiadas.



Artículo 301º: Obligaciones. Los empresarios agrarios, propietarios u ocupantes de tierras fiscales o privadas, tienen la obligación de controlar las plagas dentro de los inmuebles que posean u ocupen. Del mismo modo deberán dar cumplimiento a las obligaciones de tipo preventivo que exija la autoridad de aplicación.

	Las tareas de prevención y control de las plagas deberán practicarse sin derecho o retribución alguna mediante procedimientos idóneos y el empleo de medios y recursos conducentes a tal finalidad, teniendo en cuenta lo dispuesto por la Ley Nº 9752 de control integrado de plagas como medio de disminuir el impacto ambiental, preservar la salud humana, la calidad de los alimentos y la preservación de las especies útiles al hombre.

	Se entiende a los efectos de este artículo por manejo integrado de plagas el conocimiento, selección y uso armónico de medidas de control sean estas físicas, químicas, mecánicas, culturales o biológicas que aseguren los mejores resultados económicos, ecológicos y sociológicos.



Artículo 302º: Bienes del Estado Provincial, Municipios y Comunas. En los bienes de dominio público y privado provincial o de los municipios o comunas, las autoridades respectivas deberán dar estricto cumplimiento a las normas estatuidas en este título.



CAPITULO 2 -  CONTROL DE LA PRODUCCIÓN



Artículo 303º: Control de excepción. El Poder Ejecutivo, con intervención de la autoridad de aplicación, podrá disponer medidas de control excepcional cuando se verifique la existencia de causas graves y medien motivos de interés general, pudiendo hasta disponer la destrucción total o parcial de la vegetación y de sus partes, si con tal medida se impide la difusión de la plaga.

Artículo 304º: Inscripción registral. Deberán inscribirse en un registro especial que llevará la autoridad de aplicación las personas físicas o jurídicas siguientes:



a) 	Las que se dediquen a la cría, venta de plantas o sus partes con fines de propagación;

b) 	Las que desarrollen actividades relacionadas con la sanidad vegetal, cuya autorización y registro considere el Poder Ejecutivo necesarios para realizar las funciones de contralor fitosanitarias.

	Quedan exceptuadas de la obligación de inscribirse aquellas personas físicas o jurídicas que en virtud de las leyes vigentes están obligadas a cumplir con dicho requisito.



Artículo 305º: Habilitaciones. Los productos fitosanitarios destinados al control de plagas, deberán contar con la registración en el Instituto Argentino de Sanidad y Calidad Vegetal u organismo que lo reemplace. Las maquinarias o implementos que utilicen en la aplicación de productos fitosanitarios, deberán estar inscriptos y/o matriculados conforme a la normativa nacional o provincial, debiendo emplear los productos de acuerdo a las recomendaciones del fabricante.

	La autoridad de aplicación podrá prohibir o limitar el uso o comercialización de cualquier producto fitosanitario cuando razones de interés general así lo aconsejen. Por idéntico motivo podrá restringir o impedir la utilización de maquinarias o implementos empleados en la aplicación de tales productos.



CAPITULO 3 - PROCEDIMIENTO



Artículo 306º: Procedimiento. Comprobado el incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el presente título, la autoridad de aplicación impondrá las sanciones que establezca la reglamentación, sin perjuicio de disponer la realización de los trabajos de prevención o control pertinentes, con cargo a los responsables. En ningún caso corresponderá la indemnización cuando se ordene la destrucción total o parcial de la vegetación o sus partes por verificarse la existencia de plagas cuyo control sea obligatorio o la omisión de las tareas de prevención conforme a los dispuesto en el artículo 301º. 

	En los supuestos no comprendidos en el último párrafo la autoridad de aplicación procederá previamente a ordenar la destrucción total o parcial de la vegetación o sus partes, a justipreciar el valor de los bienes sobre la base del estado en que se encuentren, deduciendo los beneficios pecuniarios que estime pudieren obtenerse una vez destruidos. Dicha tasación será tenida en cuenta a los efectos de proceder a su indemnización cuando dentro de los sesenta (60) días contados desde la fecha en que se diere comienzo a los trabajos así lo solicitaren los interesados.



Artículo 307º: Cuenta especial. Créase la cuenta especial denominada “Protección Vegetal” con el objeto de afrontar las erogaciones que se ocasionen como consecuencia de la aplicación de los capítulos 1, 2 y 3 del presente título III.

	La cuenta estará integrada con los siguientes recursos:



a) 	El importe de las multas percibidas por infracciones a las disposiciones de este título.

b) 	Las sumas recaudadas en concepto de registro y/o matriculación.

c) 	Los fondos que se le asignaren por la Ley de Presupuesto.

d) 	Los recursos que se le asignen a la Provincia para la promoción de campañas de control de plagas y/o su prevención.

	

	Los fondos enumerados se depositarán a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, bajo la denominación “Protección Vegetal”.



Artículo 308º: Destino de los fondos de la cuenta “Protección Vegetal”. El cincuenta por ciento (50%) de los recursos que integren la cuenta especial de “Protección Vegetal” serán destinados a solventar erogaciones por control y fiscalización. Con el remanente se atenderán los gastos de difusión, promoción de campañas de control e implementación de convenios con la Nación, Provincias, Municipios o Comunas.



Artículo 309º: Adhesión. Mantiénese la adhesión a la Ley Nacional Nº20.247.



Artículo 310º: Convenios. Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con la Nación, Provincias, Municipios o Comunas para coordinar las funciones de control de plagas establecidas en el presente Código.



LIBRO SEXTO -  DE LOS EMPRESARIOS Y PRODUCTOS AGRARIOS

CAPITULO 1 -  DEL REGISTRO DE LOS EMPRESARIOS AGRARIOS



Artículo 311º: Obligación. Es obligatoria para los empresarios agrarios de la Provincia su inscripción en el Registro Provincial de Empresario Agrarios, dependiente del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio.

	El Poder Ejecutivo reglamentará la forma, requisito, periodicidad y lugar de inscripción.



Artículo 312º: Formulario. A los efectos de lo previsto en el artículo anterior, la autoridad de aplicación facilitará un formulario especial en el que deberá consignarse con carácter de declaración jurada, los datos que se soliciten.



Artículo 313º: Certificado. Todos los empresarios deberán poseer un certificado extendido por la autoridad en el que contará el número de matrícula y su calidad de empresario agrario, el cual hará fe de su contenido salvo prueba en contrario, ante instituciones oficiales o privadas.



Artículo 314º: Informaciones. Las informaciones suministradas por los empresarios agrarios podrán ser utilizadas para investigaciones de fomento de carácter agropecuario, económico, social y fines estadísticos.



Artículo 315º: Acreditación. Todo organismo oficial se abstendrá de dar curso a las gestiones solicitadas por el empresario agrario que no acredite por medio del certificado correspondiente estar inscripto en el Registro Provincial de Empresarios Agrarios.



CAPITULO 2 -  CALIDAD DE LOS PRODUCTOS AGRARIOS



Artículo 316º: Certificación diferenciada de productos agrarios. El Poder Ejecutivo promoverá la certificación diferenciada de los productos agrarios teniendo en cuenta su procedencia, origen, calidad y sanidad en las etapas de producción, industrialización y comercialización de los mismos.



Artículo 317º: Organización. A los efectos del artículo anterior, la autoridad de aplicación organizará las estructuras pertinentes que tengan como objetivo diferenciar los productos agrarios en función de su denominación de origen controlado y certificación de calidad, conforme a lo establecido en la Ley Nº 17.011 y/o normas internacionales.



Artículo 318º: Integración. Podrán formar parte de los organismos y/o Consejos Reguladores cuyo objeto sea diferenciar productos agrarios en función de su procedencia, origen o calidad, toda persona física y/o jurídica que demuestre un interés legítimo en obtener tal diferenciación y observe las prescripciones legales reglamentarias.



Artículo 319º: Convenios. El Poder Ejecutivo podrá suscribir convenios con la Nación, Provincias, Municipalidades, Comunas, organismos descentralizados e instituciones privadas para facilitar la certificación diferenciada de productos agrarios.



DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS



Artículo 320º: Competencia. Compete a los Jueces de Primera Instancia de Circuito conocer de las siguientes causas rurales:



a) 	Las que versen sobre materia legislada en este Código y de las leyes que le complementen;

b) 	De los conflictos suscitados entre las partes en los contratos de arrendamiento rural, de aparcería agrícola y pecuaria, de mediería, de contratos accidentales y de pastaje, de tambero mediero y del contratista de viñas y frutales;

c) 	De los conflictos suscitados entre las partes de los contratos de comodato, uso y habitación que versen sobre fundos rústicos;

d) 	Las cuestiones emergentes de los contratos de locación de servicios o locación de obras -contratista- rurales;

e) 	Las que versen sobre servidumbres rurales;

f) 	Los conflictos por obras nuevas en zonas rurales;

g) 	En las faltas agrarias enumeradas en este Código que no fuesen asignadas expresamente a la autoridad de aplicación.



Artículo 321º: Lugar de ubicación del inmueble. Será competente el Juzgado de Primera Instancia de Circuito en que estuviere ubicado el inmueble.



Artículo 322º: Cuantía. A los efectos dispuestos en el artículo 320 no regirá la limitación por la cuantía dispuesta en el artículo 109º de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Nº 10.160).



Artículo 323º: Norma supletoria. En todo cuanto sea aplicable en materia de faltas agrarias de competencia de los Jueces de Primera Instancia de Circuito regirán las disposiciones del Código de Faltas de la Provincia.

Artículo 324º: Destino de los importes de las multas. El importe de las multas aplicadas en materia de faltas agrarias será depositado a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio en una cuenta especial que se creará a tal efecto.



Artículo 325º: Reglamentación. El Poder Ejecutivo deberá dictar a la mayor brevedad los reglamentos que este Código le encomienda como así también los decretos que fuesen indispensables para asegurar su cumplimiento, debiendo compilarse y publicarse como parte integrante de su texto.

	Hasta tanto no dicten los mismos se aplicarán las disposiciones vigentes que no se opongan al presente.



Artículo 326º: Autoridad de aplicación. El Poder Ejecutivo determinará de conformidad a la ley de Ministerios las direcciones o reparticiones de su dependencia que tendrán a su cargo la función de aplicar en cada caso la normativa estatuida en este Código.



Artículo 327º: Leyes posteriores. Toda ley rural que se sancione por la Honorable Legislatura y se promulgue por el Poder Ejecutivo, deberá incorporarse a este Código en la parte pertinente, como así también toda ley que modifique, derogue o abrogue a las normas estatuidas en el mismo.



Artículo 328º: Derogación. Derógase el Código Rural de la Provincia Ley Nº 1.108 sus modificatorias y todas las normas que se opongan al presente.



Artículo 329º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.



Señor presidente:

	Los pueblos primitivos y las civilaciones madres fundamentaron y cimentaron su estructura económica en la actividad agraria.

	El cultivo de la tierra, preservando las lindes, el arrendamiento, la marcación del ganado a hierro candente, los ingeniosos sitemas de riego, el cuidado de los recursos naturales, el crédito, incluso la rústica mecanización, hablan a las claras de la apasionante relación interactiva del hombre y la tierra, traducida también en antiguos códices y original legislación empapada de savia rural que, con el correr del tiempo, se hizo necesario precisar, es decir: definirla; lo cual no es sencillo por tratarse de una actividad en permanente evolución.

	El Código Rural que presentamos pretende ser desde todo punto de vista, la expresión escrita y consensuada del sector agrario en su conjunto; actualizado en lo referente a usos y costumbres, la acepción de los términos, el equilibrio entre pensamiento y acción y las penalidades aplicadas cuando éste se rompe o atenta contra las normas jurídicas que refieren al usufructo de bienes de carácter social y cuyo descuido hacen peligrar la integridad del sistema y del hombre mismo como factor principal de su utilización y manejo.

	El empreario agrario con sus características propias, la tierra con todas sus particularidades, sus frutos multiplicados como consecuencia del trabajo ordenado y la perseverancia; la naturaleza finalmente, en su enorme contenido, forman parte de la historia común de los pueblos, desde la antigüedad hasta el presente.

	No hay Estado organizado que no despliegue frente a este conjunto de una política especial y concreta.

	El Código Rural que ponemos a consideración y cuya aprobación solicitamos, es el instrumento idóneo para encuadrar jurídica y orgánicamente el quehacer agrario en el ámbito de la Provincia de Santa Fe.



SRA. RAVA DE CARRERAS - Pido la palabra.

	Habiéndose presentado hace dos o tres sesiones un proyecto de código rural, solicito que el que acaba de presentar la señora diputado Merino se agregue al expediente que incluye el anterior a fin de que se traten conjuntamente.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Si no hay oposición, así se hará, señora diputada.



SR. CICCARELLI - Pido la palabra.

	Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación que, más que un pedido de informes, es un aviso, dado que el 30 de noviembre próximo vence el plazo para que los centros de diálisis de la provincia puedan cumplir con lo dispuesto a nivel nacional por el INCUCAI. La ley nacional de trasplante establece que de no producirse la inscripción en el Registro Nacional del INCUCAI de todos los centros de diálisis para enfermos en plan de trasplante en la Provincia de Santa Fe, además de tener una multa por no haber cumplido con la ley, tienen una suspensión en su vigencia, motivo por el cual los que van a pagar los platos rotos de esta circunstancia serán los enfermos renales que están a la espera de ser trasplantados.

	La fecha del 30 de noviembre es vital para aquellos enfermos que están aferrados a su plan de diálisis en pos de conseguir un donante para ser trasplantados; por lo tanto, dada la importancia que tiene para esta gente que se encuentra en tan desesperante circunstancia, damos la alerta al Ministerio a través de este proyecto de comunicación, que solicito, además, sea reservado en Secretaría para su tratamiento sobre tablas.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada y quedará reservado en Secretaría.

-	Asentimiento.

-	Se lee:

xxxv

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo informe sobre los siguientes aspectos vinculados al funcionamiento de centros de diálisis en la Provincia.



1) 	Si los centros de diálisis habilitados en el territorio provincial han elevado al INCUCAI el listado de sus pacientes.

2) 	Si las autoridades del área de Salud de la Provincia han informado a los responsables de dichos centros de diálisis acerca de los plazos previstos para el cumplimiento de lo indicado en el punto 1º, y las sanciones que pueden caberles en caso de no dar puntual cumplimiento a esas obligaciones.

Señor presidente:

	El 30 de Noviembre próximo vence el plazo para que todos los centros de diálisis, cumplan con las disposiciones de la Ley Nacional de Transplante, que indica que dichos centros deben obligatoriamente entregar al INCUCAI el listado total de sus pacientes, con su historia clínica y datos personales, junto al estudio de histocompatibilidad, para que el INCUCAI lo incorpore en sus registros de espera para trasplantes.

	Aparentemente Santa Fe no habría elevado el relevamiento hasta la fecha, y ello no solo puede provocar que los centros de diálisis quedan expuestos al régimen de multas dinerarias previsto por la ley sino incluso hasta la inhabilitación por plazos de entre seis meses y dos años.

	Pero además la demora en la remisión de los listados de pacientes renales puede provocar que estos no sean incluidos a tiempo en las listas de espera del INCUCAI, con las gravísimas consecuencias que ello provoca.

	Por todo lo antedicho, solicitamos el voto favorable para el presente Pedido de Informe.

Rava de Carreras - Ciccarelli.



SR. BUYATTI - Pido la palabra.

	Solicito que se dé entrada, y que quede reservado en Secretaría, el proyecto de comunicación que requiere del Poder Ejecutivo provincial se dirija al Gobierno nacional con relación al Boletín Fiscal del primer trimestre de 1996 publicado por la Secretaría de Hacienda del Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos de la Nación, ya que nos encontramos en un anexo con la tergiversación total y absoluta de la ley 23.548, de coparticipación federal de impuestos.

	Quiero fundar brevemente el porqué de este proyecto y del pedido de tratamiento sobre tablas. La ley 23.548 es el resultado de acuerdos alcanzados entre el Gobierno nacional y los gobiernos provinciales, mucho más allá de haber cubierto o no las expectativas que refieren a cada una de las provincias, respecto a lo que les corresponde por coparticipación. Este no es el tema a discutir hoy, pero también hubo un convenio entre provincias y Nación que luego tuvo modificaciones.

	Con un adecuado criterio por parte de las provincias y el gobierno nacional, este último se ha reservado parte de los fondos coparticipables para ser distribuidos y solucionar problemas de emergencias en las distintas provincias del país. Evidentemente esto es lo que nos llama la atención y es lo que queremos dilucidar a través de este pedido de informes al gobierno nacional. Se observa en el Boletín Oficial de la Secretaría de Hacienda para el primer trimestre de este año que la Nación ha cursado en ese trimestre como fondos de ATN más de 72 millones de pesos y de ellos un 33,94% fue destinado a la provincia de La Rioja, 10,7% a la provincia de Santiago del Estero, recibiendo porcentajes sensiblemente menores las restantes provincias.

	La provincia de Santa Fe en este momento está requiriendo de fondos de acuerdo a las expresiones del Ministro de Economía Garnero y del propio gobernador, quienes manifestaron que muchas obras no se podían realizar por falta de fondos, teniendo en cuenta que ésta tiene un 20% de desocupación, recibió solamente el 0,41% del 20% que le corresponde por coparticipación. Esto es alarmante, señor presidente y queremos hacer un pedido de informes como un aporte positivo de la Cámara de Diputados y de la oposición en salvaguarda de los intereses de la provincia sobre las remesas coparticipables.

	No queremos crear suspicacias ni intencionalismos, ni tampoco prejuzgamientos, pero aspiramos a que el Poder Ejecutivo pueda proporcionarnos adecuada información respecto a este tema. Por otra parte, en esta materia, señor presidente, parecen que ocurren cosas bastante curiosas. En su informe habitual brindado a la Cámara de Diputados de la Nación el 29 de mayo de 1996, el señor jefe de gabinete de ministros, ante una pregunta formulada por el senador nacional Uzandizaga, hizo mención a un convenio del año 1988 entre el Estado Nacional y la provincia de La Rioja, también hizo mención a que este convenio permitía el giro de 7 millones de pesos mensuales a esa provincia. Esto fue ratificado el 30 de abril de 1992 en presencia del Presidente de la Nación, del ex ministro de economía Cavallo y del Ministro del Interior José Luis Manzano y el gobernador de La Rioja. Al respecto de ello, se solicito informes por parte del Senado de la Nación los que nunca fueron remitidos y se nos informó que este acuerdo era oral, o sea que evidentemente, si ese convenio se firmó en el año 1992 debió haberse publicado y si no se hizo, obviamente la provincia de Santa Fe al ver reducidos sus montos, no solamente de coparticipación sino de los ATN, debería denunciarlos.

	Nosotros pretendemos que este informe sea respondido lo más rápidamente posible y aunque parezca una argumentación larga y tediosa, consideramos que debemos reclamar con urgencia y vehemencia los fondos que necesitamos. Tengo en mi banca el cuadro del anexo del boletín oficial y realmente hay cosas que son importantes de remarcar. La provincia de La Rioja recibió casi un 35% de lo destinado por la Nación de los que le correspondería sólo el 2 por ciento, tiene un 33 por ciento de más. La provincia de Santiago del Estero recibió el l0,07 por ciento y le corresponde nada más y nada menos que el 3,8 por ciento, es decir que recibió un 7 por ciento de más. Con respecto a la Provincia de Santa Fe recibió el 0,41 por ciento, por lo menos esa es la información que tenemos nosotros, y lo que le correspondería es el 8,4 por ciento, es decir que recibió casi un 8 por ciento menos de los recursos que le corresponden.

	Estimamos que esto significa una suma importante de dinero y por eso pedimos que se apruebe este pedido de informes y que el Poder Ejecutivo remita las informaciones que se le solicitan y si de alguna manera colaboramos en despertarlo de que esta situación está ocurriendo, que reclamen los fondos que consideramos necesarios y tan importantes para una Provincia que tiene un 20 por ciento de desocupación.

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, quedando reservado en Secretaría.

-	Asentimiento.

-	Se lee:

xxxvi

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados  vería con agrado que el Poder Ejecutivo de la Provincia, en el marco de lo establecido por la Ley Nacional Nº 23.548 de Coparticipación Federal de Impuestos, solicite informes al Poder Ejecutivo Nacional sobre los criterios de distribución y montos distribuidos por provincias en concepto de Adelantos del Tesoro Nacional (ATN) durante 1995 y 1996, en especial para los casos de La Rioja y Santiago del Estero, que han recibido aportes por tal concepto que superan largamente a los recibidos por otras provincias y a los propios índices de coparticipación federal de impuestos que la Ley Nº 23.548 les asigna a las mismas.

	Por otra parte, resulta menester solicitar al Poder Ejecutivo Nacional copia del convenio existente, según lo afirmado ante la Cámara de Senadores de la Nación por el Señor Jefe de Gabinete de Ministros, entre el Poder Ejecutivo Nacional y el Gobierno de la Provincia de La Rioja, suscripto el 30 de abril de 1992, por el cual la Nación compromete apoyos especiales al margen de los establecidos por la Ley Nº 23.548 de Coparticipación Federal de Impuestos. Obtenido dicho texto se requiere la inmediata remisión del mismo a esta Cámara.

	Asimismo se requiere informes al Poder Ejecutivo Provincial sobre las sumas requeridas por Santa Fe al Estado Nacional y las efectivamente recibidas en concepto de Adelantos del Tesoro Nacional (ATN), durante 1995 y 1996.



Señor presidente:

	La Ley Nacional Nº 23.548 de Coparticipación Federal de Impuestos Nacionales es el resultado del oportuno acuerdo alcanzado entre el Gobierno Nacional y los gobiernos de las provincias del país que, más allá de algunas aspiraciones que no fueron plenamente satisfechas, refleja una solución equitativa en la distribución de recursos federales que considera la situación de cada una de las partes.

	La aprobación de los acuerdos alcanzados por cada una de las legislaturas provinciales le ha dado el carácter de acuerdo federal a esta Ley Convenio y a las modificaciones posteriores a la misma.

	Con adecuado criterio, parte de los recursos coparticipables han sido reservados a los fines de que el Estado Nacional, actuando como delegado del conjunto de las provincias, los pueda distribuir para la atención de situaciones coyunturales de emergencia o desequilibrios financieros transitorios que, como nadie puede desconocer, pueden presentarse en las provincias.

	Pero parece ser que estas situaciones de emergencia transitorias han sido esgrimidas para destinar dichos recursos con absoluta discrecionalidad en favor de un par de administraciones provinciales en desmedro del resto del país, no para paliar una emergencia circunstancial, sino para alterar la letra y el espíritu de la Ley Nº 23.548 a la que todas las provincias prestaron acuerdo.

	Si se observa el Boletín Fiscal del primer trimestre de 1996, publicado por la Secretaría de Hacienda del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación, se han cursado en el primer trimestre de ese año Aportes del Tesoro Nacional (ATN) por setenta y dos millones ochocientos ochenta y seis mil seiscientos pesos ($72.886.600), de los cuales el 34,97% se ha asignado a la Provincia de La Rioja, y el 10,07% a la Provincia de Santiago del Estero, recibiendo porcentajes sensiblemente menores las restantes provincias. (Ver Anexo Nº 1).

	El caso de Santa Fe es particularmente preocupante, pues frente a una asignación porcentual del 8,4 por Coparticipación Federal sobre el total de los recursos distribuidos en las provincias, ha recibido solo el 0,41 de los Aportes del Tesoro Nacional, cuando en nuestro territorio tenemos uno de los cuadros sociales más preocupantes del país, con cifras récord en materia de desocupación.

	Ante esta situación, como representantes del pueblo de nuestra Provincia no nos cabe otra actitud que preguntarnos si este trato obedece a discriminaciones nacionales respecto de Santa Fe o a inacción por parte de las autoridades provinciales que no han efectuado los requerimientos en base a la real situación social que debemos afrontar.

	Sin caer en prejuzgamientos, aspiramos a que el Poder Ejecutivo de la Provincia pueda proporcionarnos adecuadas explicaciones sobre el particular.

	Alguien podría pensar que lo acontecido en un trimestre puede resultar insuficiente como para extraer conclusiones generales, pero sabemos que las conductas del Poder Ejecutivo Nacional en la distribución discrecional y discriminatoria de los Aportes del Tesoro Nacional a favor de un par de provincias, salvo leves variaciones, se ha mantenido en el tiempo y es por ello que solicitamos que se nos informe sobre lo acontecido en la materia durante 1995 y 1996.

	En esta materia, según parece, ocurren cosas curiosas. En su informe habitual dirigido a la Cámara de Senadores de la Nación el 29 de mayo de 1.996, el señor Jefe de Gabinete de Ministros, ante una pregunta del senador nacional por la Provincia de Santa Fe, doctor Horacio Daniel Usandizaga, hizo mención a un convenio del año1.988, entre el Estado Nacional y la Provincia de La Rioja por el cual el primero se comprometía a girar la suma de $ 7.000.000 - (pesos siete millones) por mes a modo de compensación secundaria por la pérdida de casi un punto porcentual de coparticipación secundaria por parte de la Provincia en cuestión, en ocasión de la promulgación de la Ley Nº 23.548 de Coparticipación Federal de Impuestos.

	Asimismo el señor Jefe de Gabinete de Ministros informó en esa ocasión que dicho convenio fue ratificado el 30 de abril de 1992, en presencia del Presidente de la Nación y del Señor Ministro de Economía, ratificación que llevó la firma del entonces Ministro del Interior, Dr. José Luis Manzano, y del Señor Gobernador de la Provincia, Don Bernabé Arnaudo.

	Reclamados los textos de estos convenios por parte del Senado de la Nación, los mismos nunca fueron aportados, y es más, se informó que el supuesto convenio de 1988 fue un “acuerdo oral”, cuestión que parece curiosa e insólita para las relaciones institucionales entre la Nación y la Provincia, lo que nos hace dudar de su real existencia.

	Respecto del convenio de 1992, se informó de la firma del mismo, lo que hace suponer un acuerdo escrito y oficial, pero que sin embargo no fue posible obtener.

	Esto nos pone ante una situación de extrema gravedad institucional cual es la voluntad explícita del Poder Ejecutivo Nacional de violar y violentar la letra y el espíritu de la Ley Nº 23.548 mediante la suscripción de un convenio particular con una provincia para asignar fondos que corresponden al conjunto para la atención de casos de “emergencia y desequilibrios financieros” de las provincias argentinas.

	Es cierto que la Ley Convenio le asigna al Poder Ejecutivo Nacional la facultad de distribuir los Aportes del Tesoro Nacional en base a los criterios que la autoridad nacional determine, pero no es menos cierto que esta facultad es el resultado de una decisión que reconoce la importancia de atender las necesidades de emergencias y desequilibrios financieros reales y transitorios, y no la decisión de premiar la ineficacia o fomentar la discrecionalidad. Ni el Congreso de la Nación, ni las legislaturas provinciales que dieron sustento a la Ley Nº 23.548, han aprobado su texto pensando en un manejo de los fondos como el que se observa.

	Si el mencionado convenio de 1992 entre el Estado Nacional y la Provincia de La Rioja existe es menester que sea público, y si del texto del mismo surge la vigencia de lo informado por el Jefe de Gabinete de Ministros ante el Senado de la Nación, la Provincia de Santa Fe deberá denunciarlo, exigiendo que se den los Aportes del Tesoro Nacional el destino previsto en la Ley Nº 23.548.

	Por las razones expuestas, y en defensa de los legítimos intereses de la Provincia de Santa Fe, y del federalismo, solicitamos a los señores Diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.



Anexo Nº 1 



Aportes del Tesoro Nacional (ATN) - 1º Trimestre de 1996 - 



Provincia� %Atn� % Distrib.� Diferenc.��Buenos Aires� 2,43� 24,6� -22,17��Catamarca� 0,81� 2,5� -1,69��Córdoba� 2,67� 8,1� -5,43��Corrientes� 2,06� 3,6� -1,54��Chaco� 3,95� 4,3� -0,35��Chubut� 2,48� 1,9� 0,58��Entre Ríos� 2,09� 4,6� -2,51��Formosa� 2,93� 3,3� -0,37��Jujuy� 1,58� 2,8� -1,22��La Pampa� 3,33� 1,9� 1,43��La Rioja� 34,97� 2,0� 32,97��Mendoza� 0,62� 4,1� -3,48��Misiones� 2,17� 3,3� -1,13��Neuquén� 8,44� 2,0� 6,44��Río Negro� 5,34� 2,5� 2,84��Salta� 5,37� 3,7� 1,67��San Juan� 6,10� 3,2� 2,90��San Luis� 0,78 � 2,3� -1,52��Santa Cruz� 0,00� 1,8� -1,80��Santa Fe� 0,41� 8,4� -7,99��Santiago del Estero� 10,07� 3,8� 6,27��Tierra del Fuego� 0,82� 1,1� -0,28��Tucumán� 0,45� 4,5� -4,05��

Alberto Buyatti

SRA. MEOTTO - Pido la palabra.

	Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación por el que se piden informes en relación al concesionario del Corredor Nº 10 entre Rosario y Pilar .



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Si hay asentimiento, se le dará entrada.

-	Asentimiento.

-	Se lee:

xxxvii

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados, requiere que el Poder Ejecutivo Provincial, que por intermedio del Área correspondiente solicite a la Secretaría de Obras Públicas de la Nación el siguiente informe:

1. 	Si la Empresa Covicentro S.A concesionaria del corredor Nº 10 entre Roldán y Pilar, está facultado para instalar en la intersección del camino comunal de tierra que une Carcarañá con Correa y la ruta Nacional Nº 9 (Km. 357), una cabina de peaje - 

2. 	Si realmente la Empresa Covicentro S.A está facultada por la Secretaría de Obras y Servicios Públicos de la Nación, según resolución Nº 146/95 del 07/12/95 a cobrar peaje, en lugar determinado en el ítems anterior - 

3. 	Si la tarifa de peaje que deben abonar los vehículos que acceden por el camino Comunal, deben ser igual a la percibida por los que transitan por la vía asfaltada - 

4. 	Si la Empresa Concesionaria, al instalar la cabina para el cobro del peaje, no debió pedir autorización respectiva a la comuna de Correa en cuya jurisdicción se asienta la misma - 

5. 	Si dentro de los Estudios realizados para otorgar concesión, se contempló la factibilidad de un camino alternativo donde no se pague peaje - 

6. 	Si los pliegos que condicionan la Concesión de la Empresa aludida, determinan la obligatoriedad de concretar mejoras hasta determinados metros en el camino Comunal, y la cabina de peaje está conformada con el tipo de estructura unificada y dotada de servicios esenciales para los conductores, teléfonos, baños, auxilios, etc, y no una simple casilla rodante, como la existente en el lugar - 

7. 	Si en otros puntos del Corredor Roldán, Pilar, en la intersección de la Ruta con caminos comunales, la Empresa ha procedido a instalar cabinas similares para el cobro de peaje - 

8. 	Si la casilla rodante ya determinada, ubicada como cabina para el cobro de peaje, dispone entre otros elementos, del libro de quejas, a disposición del conductor que lo solicite - 

9. 	Si informó anticipadamente a la Secretaría de Obras Públicas la instalación de la nueva cabina - 

10. 	Quién concreta los servicios de emergencia para socorrer en los casos de urgencia, a personas accidentadas - 



Señor presidente:

	Por la falta de una correcta información de los requisitos fundamentales para el cobro de peaje por parte de los Concesionarios de los corredores viales y los lugares donde se asientan las cabinas correspondientes, mejoras que deben concretar un lugar, como estructuras, iluminación,servicios sanitarios, auxilios, libros de quejas etc, provoca indignación de los conductores como en este caso que imprevistamente, la Empresa Concesionaria, instala una nueva cabina para el cobro del peaje, independientemente de las existentes en otros lugares de cruces con un camino comunal, sin advertencia previa y sin dar conocimiento a las Autoridades Comunales del lugar, además presuntamente no reúne condiciones estructurales y de seguridad que las normas establecidas en las licitaciones deben establecer - 

	Por otra parte se deben determinar distintos costos en el peaje, conforme a la distancia, y aclarar en forma definitiva si la Ley establece que debe existir un camino alternativo donde no se pague - 

	En razón de lo expuesto, es motivo por el que solicito el tratamiento del presente proyecto de comunicación por esta Cámara de Diputados, para considerar su aprobación - 	

Liliana Meotto.

 

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Por Secretaría se dará entrada al proyecto de ley venido en revisión, que refiere a la expropiación de un inmueble en San José del Rincón prorrogado por dos años.

-	Se lee:

xxxviii

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

ley:



Artículo 1º - Prorrógase, por el término de dos años, la Ley Nº 11.212



Artículo 2º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Sesiones, 14 de noviembre de 1996 - 

Ing. Gualberto Venesia

(Presidente Cámara de Senadores).

Dr. Roberto Campanella

(Secretario Legislativo Cámara de Senadores). 

SR. PASCUTTO - Pido la palabra.

	Solicito la reserva en Secretaría del proyecto al que acaba de darse entrada para su posterior tratamiento sobre tablas y voy a dar la razón de este pedido.

	La ley que autoriza la expropiación de estas hectáreas en Rincón, está próxima a vencer; por esa razón solicito el tratamiento sobre tablas.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Así se hará, señor diputado.



5

código fiscal. autopista rosario-córdoba



SRA. MEOTTO - Pido la palabra.

	Solicito tratamiento preferencial, con dictamen de comisión para la próxima semana de los siguientes expedientes que se encuentran en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, - a pesar de que el presidente de la misma nos dio su palabra de que van a salir en el transcurso de esta semana- , como lo hemos acordado con el diputado Mercier: expediente 1647 y expediente 2112 que se refieren a la reforma del Código Fiscal; y expediente 2953 que refiere a una declaración de las Legislaturas de las provincias de Córdoba y Santa Fe sobre la autopista Rosario-Córdoba, que ya tenía dictamen la semana pasada.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se va a votar la moción de tratamiento preferencial formulada por la señora diputada Meotto.

-	Resulta afirmativa.

6

violencia familiar



SRA. ROSSIA - Pido la palabra.

	Solicito tratamiento preferencial, con dictamen de comisión, para un proyecto que se encuentra en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General que trata sobre el tema de la violencia familiar, y dado que el 25 de Noviembre se celebra el Día Internacional de la No Violencia contra la Mujer, sería oportuno que esta Cámara lo considere para dentro de dos sesiones.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Rossia. 

-	Resulta afirmativa.

7

escuela agrotécnica nº 300 de villa minetti



SR. BULLRICH - Pido la palabra.

	Solicito tratamiento preferencial para dentro de dos semanas, con dictamen de comisión, para el proyecto que viene en primera revisión del Senado y que se encuentra en la Comisión de Asuntos Comunales, por el que se autoriza al Poder Ejecutivo a ceder y posteriormente a vender un inmueble, propiedad del MAGIC, para que con el producido se termine la construcción y el equipamiento de la Escuela Agrotécnica Nº 300 de Villa Minetti.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se va a votar la moción de tratamiento preferencial, formulada por el señor diputado Bullrich. 

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Mehauod) Esta presidencia pone a consideración del Cuerpo la modificación en el tratamiento de los asuntos previstos para la sesión de la fecha, dado que se encuentran presentes personas interesadas en el proyecto de ley que figura con el número 1 en la lista de preferencias.

	Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-	Resulta afirmativa.

8

modificación ley nº 7395



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Por Secretaría se dará lectura al proyecto de ley por el cual se deroga el inciso b) del artículo 10º de la ley Nº 7.395, Orgánica de la Policía.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte Nº 2358- letra P - Mensaje Nº 1712), por el cual se deroga el inciso b) del artículo 10 de la Ley Nº 7395 -Orgánica de la Policía de la Provincia- Y, atento a los estudios realizados y al informe en que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto introducirle modificaciones al texto remitido por el Poder Ejecutivo, por lo que os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente:



LA legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:



Artículo 1º - Derógase el inc. B) del artículo 10 de la Ley Orgánica de la Policía de la Provincia - Nº 7395 - 

Artículo 2º - Incorpórase como artículo 10 bis de la Ley Nº 7395 al siguiente texto:

	“Artículo 10 bis: Salvo los casos previstos por el Código de Procedimiento Penal, la Policía no podrá detener o restringir la libertad corporal de las personas, sino por orden de autoridad competente. Sólo cuando hubiere sospecha o indicios ciertos respecto de personas, que pudieran relacionarse con la preparación o comisión de un hecho ilícito, podrán ser demorados en el lugar o en dependencia policial hasta tanto se constate su identidad. En este caso, la demora no podrá exceder las seis (6) horas corridas y en el transcurso de las cuales, los que sean trasladados a dependencias policiales, no podrán ser demorados en el lugar o en dependencias policiales, no podrán ser alojados en lugares destinados a los detenidos por delitos o contravenciones y tendrán derecho a hacer una llamada telefónica tendiente a plantear su situación y a los fines de colaborar en su individualización e identidad personal. En la primera actuación policial se impondrá a la persona demorada de sus derechos y garantías, no será incomunicada y se labrará de inmediato, acta individual o colectiva, en la que constará la causa de la demora, fecha y hora de la medida, debiendo ser firmada por el funcionario actuante, por el demorado y dos (2) testigos que hubieren presenciado el procedimiento si los hubiere, con entrega de las copias respectivas a los interesados - 



Artículo 3º - Encomiéndase al Poder Ejecutivo la sanción por Decreto, de los textos normativos ordenados de la ley que la presente modifica, y su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de Santa Fe - 



Artículo 4º - Comuníquese al Poder Ejecutivo - 

Sala de Sesiones: 14 de noviembre de 1996 - 

	Rodríguez - Favario - Venesia - Esquivel - Rébola - Rosenthal - Delbianco - Carreras -

dictamen expte. nº 2358 - letra P.e.

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el Proyecto de Ley (Expte. Nº 2358- letra PE - Mensaje Nº 1712, por el cual se deroga el inciso b) del artículo 10 de la Ley Nº 7395 -Orgánica de la Policía de la Provincia- Y, atento a los estudios realizados y al informe que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto aconsejaros le prestéis vuestra aprobación al texto remitido por el Poder Ejecutivo, el que a continuación se transcribe:



la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

ley:



Artículo 1º - Derógase el inc. B) del Artículo 10 de la Ley Orgánica de la Policía de la Provincia - Nº 7395 - 



Artículo 2º - Comuníquese al Poder Ejecutivo - 

Sala de la Comisión: 14 de Noviembre de 1996. 

Gastaldi - Di Pollina.

 

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - En consideración el dictamen de la mayoría.



SR. FAVARIO - Pido la palabra.

	He pedido el uso de la palabra para señalar cuáles son las razones por las que hemos suscripto este dictamen que está a consideración del Cuerpo, promovido a raíz del proyecto remitido por el Poder Ejecutivo, que cuenta también con dictamen de minoría.

	Se da en esta cuestión que debatimos esta tarde, casi una suerte de enfrentamiento entre posiciones extremas por un lado y reclamos contradictorios por el otro. Posiciones extremas que se evidencian en lo que es actualmente la ley vigente, que otorga un exceso de atribuciones a las Fuerzas de Seguridad que prácticamente nadie sostiene en la actualidad. Por otra parte, la postura del Poder Ejecutivo que pasa de aquel extremo de las facultades absolutas a esta que trasunta el mensaje por el cual se le niega a las Fuerzas de Seguridad cualquier tipo de facultades en las tareas de prevención delictiva...

-	Manifestaciones en la barra.

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - La Presidencia solicita silencio y orden en las barras, caso contrario serán desalojadas. El hecho de que puedan estar presentes, hace posible que puedan conocer el pensamiento de cada uno de nosotros, por lo tanto debe imperar la cordura.



SR. FAVARIO - Decía, señor presidente, que por un lado, se dan los reclamos contradictorios de una sociedad que -casi diría en posición abrumadora- nos reclama permanentemente mayor seguridad para combatir a la delincuencia y, por otro, se dan posiciones respetables, señor presidente, como las que pueden sostener quienes hoy asisten a las barras que dicen que hay que suprimir total y absolutamente estas normas que constituyen a nuestro entender instrumento de prevención. 

	La única institución que tiene el Poder Ejecutivo para hacer cumplir la ley es la Policía, único organismo que monopoliza, de acuerdo a la Constitución, el uso de la fuerza para cumplir con sus objetivos. Y de ese monopolio del uso de la fuerza, surgen determinadas facultades que pueden discutirse cuantitativamente, pero que no pueden negarse en su esencia porque constituyen en sí misma, uno de los instrumentos válidos para las tareas de prevención que tanto se reclama. ¿O es que acaso, se hará prevención después de consumarse el delito? ¿O es que acaso, los señores diputados que permanentemente están en contacto con la gente y con entidades intermedias, no escuchan el reclamo generalizado de lo que piden mayor seguridad? ¿Quién va a darle seguridad si no son las Fuerzas de Seguridad en la tarea de prevención y a los fines de esa tarea de prevención, acaso no se requiere de esta facultad que el Poder Ejecutivo quiere suprimir?

	Señor presidente, entendemos que a través de estas modificaciones que estamos introduciendo esta tarde, vamos a limitar, en relación a las que son las facultades de hoy, y vamos a incorporar garantías para tratar de aventar los excesos que absolutamente todos condenamos. Pero la cuestión no deviene de la ley; esos excesos devienen de conductas equívocas y no de la ley. Vamos a tratar a través de este proyecto de ley -restrictivo en relación a la ley vigente- de incorporar una cuota de equilibrio y de garantía para lograr equilibrar ambos extremos de las contradicciones que señalábamos al comienzo. 

	Hemos trabajado en este dictamen de mayoría a partir del proyecto del señor diputado Meardi, de la Unión Cívica Radical, intentando enriquecerlo con algunos aportes, pero por supuesto, marcando posiciones totalmente distintas a las del Poder Ejecutivo; ¡del Poder Ejecutivo, señor presidente, que declama en sus mensajes posturas teóricas, que sigue declamando y teorizando en torno de la seguridad de Santa Fe, y no hace absolutamente nada! La única medida concreta es este proyecto tendiente a terminar con estas facultades que tiene la Policía para realizar tareas de prevención. 

	Y decimos, señor presidente, que a partir del proyecto del señor diputado Meardi se incorpora lo que es la reducción en el plazo máximo de detención que se tiene actualmente, de 24 a 6 horas. ¿Y por qué 6 horas? Porque de acuerdo con la información recogida -y atendiendo a que la norma actual que estipula las 24 horas fue dictada en otros tiempos en que aún no se había impuesto la tecnología comunicacional de avanzada-, según lo determinan hoy estos medios modernos de comunicación, toda la información puede obtenerse en mucho menos tiempo. De acuerdo a la información suministrada por parte del personal técnico de la Policía se nos hace saber que en el término de 6 horas se puede contar acabadamente con esos datos. 

	En la norma se establece la obligación del alojamiento de los demorados en lugares distintos para quienes se encuentren detenidos por cualquier tipo de delitos. Se incorpora -a los fines de garantizar los derechos de quien se encuentra demorado- el derecho a realizar un llamado telefónico para comunicarse con quien desee y manifestarle su situación. Se establece expresamente que no hay incomunicación entre quienes están demorados. Y se establece también como garantía para evitar cualquier tipo de excesos, la obligación para las fuerzas policiales de realizar un acta en el momento de la detención, con la presencia de testigos, si los hubiera. Y, por supuesto, que esa acta sea entregada a quien fue demorado cuando obtiene su libertad.

	El proyecto apunta a tratar de lograr un punto de equilibrio entre dos posiciones que -dijimos- son absolutamente extremas. Creemos que en estos tiempos, en que algunos delitos antes desconocidos han pasado a ser materia especialísima dentro del orden penal, como aquellos que tipifican a los traficantes de droga, este instrumento de hoy es válido a la luz de numerosos procedimientos policiales que se han realizado en puestos camineros y que en los últimos años han permitido detectar innumerables hechos vinculados al narcotráfico.

	Si esta posibilidad no existiera, estaríamos abriendo la barrera para la libre circulación de la droga por las rutas santafesinas, y acá no estamos hablando de los pequeños consumidores, estamos hablando de los procedimientos que todos conocemos que se dieron en los últimos años, donde muchos kilos de droga fueron detectados y secuestrados merced a la acción de prevención de la policía.

	Es que indudablemente creemos, con las disposiciones incorporadas, que se va a obligar también a las fuerzas de seguridad a actuar con la prudencia y el equilibrio que exige la aplicación de una ley de esta naturaleza. Y que se entienda, es un instrumento y una herramienta válida para combatir el delito, no una disposición para que sirva a los fines de realizar razzias indiscriminadas en bares o locales de diversión que perturben a la juventud.

	Que quede claro de nuestra parte cuál es la posición al respecto. Tratamos fundamentalmente, por encima de lo que pueden ser las posturas doctrinarias ideales, de actuar como hombres políticos que tenemos la obligación de escuchar los reclamos de la gente y ponernos en el punto medio. Y en ese justo medio, con ese espíritu, hemos suscripto este dictamen que ponemos a consideración del Cuerpo.



SR. CECCHI - Pido la palabra.

	En realidad, son muy pocas las oportunidades que tenemos de coincidir de punta a punta y conceptualmente con un proyecto que provenga del Poder Ejecutivo. Ésta es, justamente, una de esas pocas oportunidades.

	Como creo, sinceramente que ha logrado una síntesis objetivamente valorable el mensaje 1712, y aún a riesgo de cansar un poco la atención de los señores legisladores, me voy a permitir reemplazar en parte mi exposición para leer textualmente algunos textos . No me inhibo políticamente para felicitar públicamente al Poder Ejecutivo por esta iniciativa que tiende a saldar una deuda de la comunidad política democrática para con el pueblo de la provincia.

	Me refiero, señor presidente, a la convivencia o la connivencia según como se lo interprete del estado de derecho con algunas instituciones propias de tiempos de autoritarismo político.

	“El Poder Ejecutivo de la provincia -en el mensaje en cuestión- ha establecido para su gestión objetivos políticos de seguridad entre los que se encuentran la creación de una nueva Doctrina de la Seguridad Pública que se enmarque en los principios del Estado de Derecho de respeto a los derechos humanos.

	Como punto de partida para la reforma doctrinaria de seguridad hemos elegido la derogación de esta institución tan cuestionada desde diferentes disciplinas y se refiere a la facultad policial de “detener por averiguación de antecedentes”. Desde el punto de vista jurídico, la doctrina mayoritaria ha entendido que esta disposición provincial y sus análogas a nivel nacional con contrarias al artículo 14, libertad ambulatoria, y el artículo 18º, (nadie puede ser arrestado, sino en virtud de orden escrita de autoridad competente) de la Constitución Nacional, y avanza mucho más allá de la racionalidad, de las excepciones establecidas en los Códigos Procesales Penales (casos de flagrancia).

	La Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 7º y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 9º ambas incorporadas a la Constitución Nacional) contienen normas que se contradicen abiertamente con lo que se pretende derogar.”

	“La jurisprudencia en algunos casos, en el ámbito provincial, nos ha declarado la inconstitucionalidad de la facultad policial. Desde el punto de vista sociológico, esta práctica ha contribuido a generar desconfianza en la población hacia la policía de la provincia al ser una facultad que ha sido utilizada en forma arbitraria y abusiva, fundamentalmente durante la última dictadura militar.”

	“Este Poder Ejecutivo entiende como excesivo a esta facultad en función de policía de seguridad y cree que existen en nuestra legislación los instrumentos idóneos para ejercer eficazmente la función de policía provincial en los artículo 303º y 190º del Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe.”

	Obsérvese que el señor diputado que me precedió en el uso de la palabra decía que ésta es la única fuerza armada constitucional que tiene a disposición el Poder Ejecutivo para brindar el servicio de seguridad para la población y es así que de ese mismo Poder Ejecutivo que nos viene a decir que no necesita de esta facultad manifiestamente retrógrada, que se contrapone con las nuevas concepciones del Estado de Derecho para poder brindar esa seguridad a la población.

	“La inserción de la Provincia y del país en el mundo obligan a este Poder Ejecutivo a extremar los esfuerzos para lograr una policía con alta capacidad técnica y excelencia en la formación profesional.” 

	No podemos, bajo argumentos de dudosa eficacia, mantener en nuestra doctrina policial instituciones que se enfrenten con la normativa y con los principios del estado de derecho y la democracia como régimen político.

	“Modernizar el Estado es también modernizar la policía, y esta modernización pasa necesariamente a través del mayor profesionalismo de sus cuadros, una mayor capacidad técnica que debe mejorar día a día y sobre todo por sujetarse en sus prácticas a las normas y principios constitucionales y de la comunidad internacional que enmarcan el moderno estado democrático de derecho.”

	Y hete aquí, señor presidente, que como bien lo señala el dictamen que por unanimidad emitió la Comisión de Derechos y Garantías, no solamente coincidimos con estos argumentos que -reitero- lograron una síntesis perfecta desde el punto de vista doctrinario y constitucional, sino que también coincidimos con los argumentos esgrimidos por los legisladores de la Unión Cívica Radical al presentar su proyecto. Por ejemplo, dicen los amigos de la bancada radical que “la llamada ‘detención por averiguación de antecedentes’ que constituye una privación de la libertad ambulatoria, llevada a cabo por la autoridad policial en ejercicio de atributos que le han sido otorgados por ley”, se da de bruces con el estado de derecho.

	“Es el uso de esa potestad donde encontramos una permanente colisión con derechos consagrados constitucionalmente”. Menciona, como también lo hace el Poder Ejecutivo ,los artículos l4º y l8º y dicen: “De acuerdo a estos preceptos de la Constitución Nacional, aun quien haya cometido un hecho ilícito merece el respeto a su libertad ambulatoria pues será considerado inocente hasta que un juez competente diga lo contrario en sentencia condenatoria”.

	Trae a colación un concepto del jurista Daniel Erbetta quien señala que “constituye un error centrar la cuestión en los efectos perversos de las desviaciones de la práctica del instituto...” -se refiere a la facultad de detención por averiguación de antecedentes- “... ya que la inconstitucionalidad de esta ‘privación de la libertad’ no deviene de la ‘mala práctica’ sino de su propia naturaleza y de su raíz ideológica”.

	Y se preguntan los amigos radicales: “¿Por qué no en averiguación de antecedentes? Porque primero debe responderse a otra pregunta: ¿Indica la existencia de antecedentes que el individuo detenido está por cometer otro delito, o que es otra amenaza para la sociedad? Basarse en un autor que ya ha pagado por sus delitos es someterlo a una pena perpetua, a una capitis diminutio que se contrapone con el principio de racionalidad que implanta nuestro sistema republicano.

	“¿Por qué no para averiguar medios de vida? Porque argumentar según las características del autor y su modo de vida anterior, de cómo es y no de lo que ha hecho, es propio de un derecho penal antidemocrático y violador del principio de culpabilidad. Es además, avasallante de los derechos de la intimidad.”

	Todos estos conceptos se refieren a la facultad policial de detención por averiguación de antecedentes.

	Y terminan diciendo, citando a Ramón Ríos: “Los argentinos conocemos sobradamente que ‘la detención por averiguación de antecedentes y medios de vida puede erigirse en un instrumento de alto riesgo para la seguridad individual en manos de un poder impregnado de una ideología autoritaria o una tendencia autocrática’”.

	Y nos preguntamos, señor presidente: si es tan negativa la facultad policial de detención por averiguación de antecedentes de hasta 24 horas y es manifiestamente anticonstitucional, ¿en qué cambian los términos que sean cuatro, seis o un minuto? un acto es inconstitucional tanto en 30 minutos o 24 horas.

	La recientemente clausurada Convenión de Constituyente de la ciudad de Buensos Aires, por unanimidad y por acuerdo de todos los bloques sancionó el artículo 13 de la Constitución de Buenos Aires que en su segundo párrefo manifiesta nadie puede ser privado de su libertad sin una orden escrita fundada y emanada de autoridad judicial competente salvo caso de delito con orden emanada por un juez, el que está previsto en nuestro Código Procesal.

	Días atrás, señor presidente, el constitucionalista de nota Eugenio Saforini visitó nuestra ciudad de Santa Fe y el diario El Litoral le hizo una entrevista y éstas son algunas de sus afirmaciones: Creo que la detención por averiguación de antecedentes en cualquier lugar de la Argentina, es inconstitucional. Es una forma de permitirle a la policía imponer una pena privativa de la libertad por un término más largo o más corto pero de cualquier manera es una pena privativa de la libertad que tiene efectos estigmatizantes como cualquier otra pena. Sabemos que estos se aplica en determinados sectores de la sociedad y no me consta lo que pasa en Santa Fe, pero en casi todos lados es una fuente de corrupción, contribuye a formar la “Caja Chica” de la policía. Más adelantea dice que entre una detención arbitraria de 24 y otra de 10 horas no significa que deje de ser inconstitucional y la policía la defiende con argumentos son falsos, simplemente para defender su caja chica, sirviéndole para coimear, extorsionar los distintos locales.

	Si alguien abre un restaurante, cada dos o tres noches le cae la policía, detienen gente y eso significa la quiebra para el negocio, entonces el dueño va a tener que “arreglar” con la policía para que no haya detenciones, es decir todas estas son práctica corruptas a que da lugar esta facultad policial y judicial, incompatible en un estado de derecho. Nos preguntamos, señor presidente, si es tan importante a la vigencia de esta facultad, de qué sirvió en el pasado. Si realmente, es un instrumento válido para prevenir, cómo acá se acaba de afirmar, que la población reclama mayor seguridad. Seguramente la población reclama mayor seguridad pero no justamente por la vigencia o no de esta cláusula legal; seguramente lo que ocurre es que de los 15 mil efectivos policiales que teníamos en el pasado, hoy sólo quedan 11 mil y de ellos, sólo 800 recorren las calles de más de 300 localidades que posee nuestra provincia. Y si no hay seguridad, señor presidente, también es debido a que esta política económica ha expulsado de la estructura socioeconómica a muchos individuos que hoy no tienen ninguna posibilidad de “parar la olla” de su casa, poniendo “el lomo” como lo hicieron nuestros padres y abuelos.

	La vigencia de esta discrecional facultad policial seguirá considerando sospechosa a una persona de acuerdo a su cara, a si es negrito, barbudo, mal vestido... 

-	Risas.

-	Se retira del Recinto, su presidente, diputado Mehauod.

-	Ocupa la Presidencia el vicepresidente primero del Cuerpo, señor diputado Alberto Buyatti.

SR. CECCHI - No fue mi intención hacer alusiones personales, con todo respeto para el señor presidente, que seguramente debe haber tenido la necesidad de abandonar la Presidencia.

	Pero voy a terminar manifestando que coincido plenamente con el Poder Ejecutivo en que hay otros medios para dar seguridad, para garantizar la necesaria transformación de la fuerza policial para que sea una fuerza de seguridad al servicio de la democracia y que sea garantía del ejercicio de los derechos de los ciudadanos. Como socio y colaborador de Amnistía Internacional, acabo de recibir lo que esta institución denomina el memo de octubre, que es un memo mensual de sus actividades, que entre otras cosas nos trae la noticia de que el gobernador radical Rosas, de la Provincia del Chaco, está discutiendo la firma de un convenio con esta institución para encarar un plan de educación de derechos humanos destinado a los oficiales y efectivos de la policía de esa Provincia. Excelente iniciativa, señor presidente.

	Estoy convencido que por aquí pasa la cosa para garantizar una convivencia pacífica y armónica de todos los santafesinos. Termino pidiéndole, para cuando llegue el momento, que la votación sea en forma nominal. (Aplausos).



SR. ESQUIVEL - Pido la palabra.

	La primera reflexión que hago es: ¿cuándo los argentinos dejaremos de ser tan pendulares?. Pasar de un extremo al otro con una facilidad pasmosa asusta. ¿Qué hemos hecho con este proyecto de ley que reforma la Ley Orgánica de la Policía?. Los argumentos técnicos los expuso con toda claridad el diputado Favario y por eso suscribí el dictamen de la mayoría. Pero les ruego que lean los dictámenes porque no hemos hecho otra cosa que poner las cosas en un término medio en una norma equilibrada que respeta las garantías constitucionales. De ninguna manera es transgresora, lo que ocurre es que con facilidad se pasa de un extremo al otro y entonces de 24 horas para averiguación de antecedentes queremos pasar a nada.

	La norma general sigue respetando que la restricción de la libertad se hace siempre por orden emanada de autoridad competente -o sea el juez- ; excepcionalmente, y esta es la característica del dictamen, lo hace la policía en forma preventiva, pero ¿qué hemos hecho?. Poner un límite temporal de seis horas, la posibilidad de un llamado telefónico, para averiguación de identidad de la persona con la elaboración de un acta que se labrará ante dos testigos; no hay incomunicación. Reitero, se respeta el espíritu de la ley constitucional y acá dicen que estamos avasallando; no hemos hecho nada más ni nada menos que lo más difícil, que es adecuar una norma y ponerla en un término equilibrado con la Constitución Nacional, es una norma de excepción, porque la norma general sigue siendo la que emana de autoridad competente, es decir del juez.

	Este tema fue debatido y tratado con toda responsabilidad en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en virtud de lo delicado del tema; pero les ruego lean los despachos, los límites temporales y los límites constitucionales están marcados y de ninguna manera la policía o la autoridad de prevención como se la llama, va a hacer lo que se le antoja. Hemos hecho una restricción que marca límites respetando las garantía constitucionales en su accionar. 

	Señor presidente, con absoluta responsabilidad he suscrito el despacho de la mayoría.



SR. MILLET - Pido la palabra.

	Cuando el bloque de la Unión Cívica Radical presentó este proyecto de ley pidiendo la derogación del inciso b) del artículo 10 de la Ley Orgánica de la Policía, lo hizo porque era absolutamente contradictorio con la constitución nacional y provincial -el diputado me ahorro dar mayores detalles porque ha leído casi la totalidad de los fundamentos- . El texto que fue aprobado por la comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General fue mejorador del original. Desde este bloque no tenemos dudas de que este proyecto trata por lo menos de lograr ese difícil equilibrio entre la libertad individual absoluta e indispensable y por el otro la necesidad de los organismos de seguridad de ejercer la prevención .

	Por estas razones adelanto el boto afirmativo para el despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.



SR. FAVARIO. Pido la palabra.

	Señor presidente, quiero hacer dos reflexiones finales. Se han leído aquí manifestaciones que a mi juicio constituyen un exceso de un hombre de derecho como es el doctor Eugenio Zafaroni, porque me parece, señor presidente, que no es del caso admitir esa premisa de que toda la policía es coimea como él lo dice. Ni la coima existe porque hay una ley que permite la detención para averiguar antecedentes y tampoco, señor presidente, la coima la reciben sólo algunos malos policías. 

	La segunda reflexión, es coincidir con las manifestaciones de un hombre de Derecho, profesor de Derecho Penal de la Universidad de Rosario, el doctor Luciano Corvalán porque creo que refleja un poco la síntesis de nuestro pensamiento cuando hablamos de la tarea de la prevención. “Nos parece que la prevención -dice Corvalán- no es exigir que primero se cometa el delito para que recién entonces se proceda a la detención”.

	Con estas palabras de quien tiene autoridad para opinar en estos temas de Derecho Penal, ratifico la posición expuesta en el dictamen de la mayoría que hemos suscrito.



SR. RÉBOLA - Pido la palabra.

	Señor presidente, hemos suscripto el dictamen de mayoría de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, e indudablemente creemos que este es un tema de importancia, no solamente para la coyuntura actual, sino también para el futuro, en lo que hace a la posibilidad de mejorar la convivencia de nuestra sociedad.

	Lo hemos manifestado en varias oportunidades, venimos desgraciadamente de procesos de interrupción del orden constitucional, y quienes representamos a distintos sectores políticos los hemos sufrido en forma personal, pero creemos que seguir después de 13 años de democracia con la misma visión y estructura mental que teníamos en esos días desgraciados para la República, es un error conceptual y de ubicación en la actualidad.

	Podemos discrepar con medidas, posiciones políticas o económicas del gobierno nacional, provincial o municipal, pero indudablemente estos gobiernos hoy surgen del voto popular; son reelectos con el voto popular, o sacados del gobierno por el voto popular. Es cierto que posiblemente las fuerzas de seguridad se hayan contaminado - lo hemos verificado en carne propia - de elementos conceptuales, en lo que hace a la represión, al abuso de autoridad y a la violación de los derechos humanos, que existían en épocas de interrupción de la democracia.

	Creo que ese es un tema que debemos abordar y acompañar, y en eso coincido con los conceptos leídos, aquellos que plantea el Poder Ejecutivo respecto a la reeducación, a la formación y a dar otra cultura dentro de las fuerzas de seguridad en la Provincia; pero este es un tema que no tiene que ver con la educación o la orientación filosófica que deben tener en democracia las fuerzas de seguridad. Es más, esta es una cuestión que debemos tratar se concrete en el menor tiempo posible, y no es una cuestión fácil o que se resuelva por decreto ni por la sanción de una ley, creo que es un proceso que tendrá que darse obligadamente, existiendo la voluntad política - como creo que existe por parte del gobierno provincial - de llevar adelante esta tarea.

	Pero este tema que hoy nos toca trata otra cuestión, porque las tareas de prevención que deben realizar las fuerzas de seguridad, a mi entender, hacen a la defensa de los derechos humanos y a la defensa de algo que aquí no se ha nombrado, que es la gran cantidad de habitantes y ciudadanos, la mayoría de ellos que trabajan, que estudian, que sufren, que tienen familias, que tienen hijos y que transitan por las calles de la Provincia de Santa Fe. Esa inmensa cantidad de conciudadanos están pidiendo mayor seguridad y que el Estado les garantice la posibilidad de que sus hijos puedan ir y volver tranquilos de las escuelas. Aquellos trabajadores que tienen que ir muy temprano o volver muy tarde a sus casas necesitan que el Estado les garantice la seguridad. Aquellas mujeres que tienen que volver por calles oscuras y que más de una vez no saben si van a llegar o si van a ser violadas en el trayecto que va desde el trabajo a su casa, también reclaman que les garanticen los derechos humanos. Y eso ocurre en la mayoría de la población.

	Podrán decir también -y es cierto y lo avalo, pero en parte- que la crisis económica en alguna medida posibilita el incremento de los delitos, que los sectores marginados en esta sociedad son los que están más propensos a cometer delitos. Esta es una parte. Pero yo les pregunto lo siguiente: ¿hay algo que me garantice -y existen ejemplos en contrario- que solucionando los problemas económicos y sociales el delito no existe? Hay países, fundamentalmente en Europa, que tienen prácticamente índices de desocupación nulos, que tienen índices de analfabetismo muy bajos y que tienen índices de pobreza muy bajos también, donde el delito existe. Es una cosa muy compleja y no se puede decir que solamente el tema de la crisis económica en sí, posibilita el delito, en este caso en la Provincia de Santa Fe. Es una de las componentes.

	En particular, creo -como aquí se dijo- que este es un tema de equilibrio. Creemos que el gobierno provincial está dispuesto y tiene la voluntad política -como lo ha manifestado en los fundamentos del mensaje que mandó el Poder Ejecutivo- de modificar positivamente la educación de los oficiales y de los efectivos de la Policía, de darles claras instrucciones de cómo se debe hacer la tarea de prevención, si se educan en el marco de una filosofía absolutamente democrática a los efectivos de la Policía. Si se ejerce control por parte del poder político de las Fuerzas de Seguridad, si el Poder Judicial actúa como corresponde ante cualquier exceso denunciado y probado por parte de la población hacia las Fuerzas de Seguridad, no tengo ningún inconveniente en votar nominalmente y defender este proyecto que para mí es en este momento un equilibrio que posibilita la prevención del delito, la defensa de los intereses y de los derechos de la población y posibilita también que aquellos que injustificadamente hayan sido demorados no tengan que sufrir ningún tipo de consecuencias.

	Aquí también se decía que esta situación seguramente la van a sufrir algunos “por portación de cara”. El delito ha cambiado, hay en él otras formas y otros actores. Para ejemplificar, les planteo la siguiente situación. Supongamos que en una ciudad o localidad cualquiera de nuestra Provincia, como podría ser Rafaela, aparece un vehículo con dos o tres personas desconocidas en la zona, sin “portación de caras” -como se dijo antes-, es decir, de cutis blanco, bien afeitados, con el pelo corto, con traje y corbata, merodeando alrededor de lugares en donde supuestamente se pueda cometer algún delito contra la propiedad o las personas. Las fuerzas de seguridad que están patrullando las calles del barrio -porque así lo exige la población- les solicita identificación -porque no hace falta que los pare, que les pegue ni que saquen las armas-, pero sucede que estas personas no tienen documentos fehacientes de identidad personal, o no quieren facilitarlos, ni del vehículo en el cual transitan. Entonces, les pregunto cuál es la situación que se plantea al derogar este artículo; en este supuesto, ¿qué hace la Policía?. Les dice: “Buenas tardes” o “Buenos días, que tengan una feliz estadía en la ciudad de Rafaela”, y se retira hacia la Seccional. ¿Qué pasa si después, a las dos horas, asaltan un comercio, un banco o una fábrica en donde se están por cobrar los salarios de los trabajadores? ¿Qué pasa si estos individuos atentan contra la seguridad de los pobladores de la ciudad? ¿Qué vamos a decir? 

	Entonces, señor presidente, creo que esto requiere de un equilibrio, de un análisis muy minucioso y juicioso de cuál es la situación en que vivimos. Vamos a votar este proyecto, pero vamos a seguir reclamando que esa voluntad política del Poder Ejecutivo se ejecute en el menor tiempo, que las fuerzas policiales sean educadas en el marco de la defensa de la democracia, de la defensa de los intereses y de los derechos humanos de la población. Pero hoy creemos que uno de los aspectos fundamentales para proteger los derechos humanos de la mayoría de la ciudadanía de la Provincia de Santa Fe es posibilitar también que en forma correcta -y vuelvo a reafirmarlo- la Policía haga tareas de prevención y que no se cometan las excesos del pasado.



SR. CECCHI - Pido la palabra.

	Quiero hacer una aclaración, señor presidente. Tal vez no me expresé bien, tanto en mi opinión personal como en la reproducción que hice de los conceptos del doctor Zaffaroni, pero más allá de que verbalicemos -porque así lo sentimos y lo vemos a diario- sobre la corrupción que existe en la Policía, de ninguna manera esto implica hacer un juicio contra toda la institución.

	Pero sí quiero señalar que -como andamos en la calle, como muchos diputados, recibimos también reclamos de seguridad, como lo reciben otros diputados,y receptamos denuncias acerca del accionar policial- lo que decía Zaffaroni de fundir negocios, no agranda ni sobrevalúa un ápice la realidad que nos toca vivir y que nos denuncian cuando hacemos esos recorridos. Es muy habitual el recorrido policial en las confiterías bailables. 

	Son más que habituales los procedimientos en rutas frente a un motel. Un día, dos días, al tercer día el dueño del motel arregla con el comisario o cierra el motel. Esto es así. Lo denuncia la gente. No estoy hablando de toda la institución policial sino de la realidad objetiva, que es la misma que denunciara el doctor Zaffaroni en ese reportaje periodístico que leímos.

	¡Ni hablar de lo que pasa con el tema del gatillo fácil! ¿No son hijos de trabajadores humildes los que caen habitualmente? ¿Qué diferencia hay entre los hijos de esos trabajadores y los hijos de otros trabajadores que van a las confiterías bailables y vuelven a las seis de la mañana? Son todos ciudadanos argentinos. (Aplausos en la barra)

	En la práctica, esa facultad policial ha significado que tuviera más garantías un delincuente detenido que un ciudadano detenido por averiguación de antecedentes. Se han producido abusos, violaciones, violencia moral y sicológica contra inocentes detenidos y esa historia no nos garantiza que en las actas de ingreso en las comisarías no se ponga una hora arbitraria de detención para que las seis horas que esta tarde se puede llegar a sancionar como modificación a esa facultad, se extiendan por el tiempo que se le antoje al comisario.

	De ninguna manera creemos que el derecho a la propiedad privada pueda ser incompatible con la libertad, pero en esta escala de valores primero está la libertad y después la propiedad. 

	Por eso, con esta aclaración, la bancada del Frepaso va a votar el mensaje del Poder Ejecutivo provincial de derogación lisa y llana de esa facultad policial. (Aplausos en la barra)



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Se va a votar la moción del señor diputado Cecchi en el sentido de que la votación sea nominal. 

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Se va a votar en general el dictamen de mayoría de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

-	Votan por la afirmativa los señores diputados Altamirano, Altare, Alvarez, Arcando, Bearzotti, Bullrich, Cardelli, Castro, Ciccarelli, Cuñado, Delbianco, Esquivel, Favario, Giorgetti, González, Gurdulich, Jove, Marinozzi, Martínez, Meardi, Mehauod, Meotto, Mercier, Merino, Millet, Mionis, Pascutto, Peiretti, Piaggio, Pinasco de Julierac, Pividori, Pochettino, Rava de Carreras, Rébola, Rodríguez, Rosenthal, Rossia, Sánchez, Vallejos y Venesia.

-	Votan por la negativa los señores diputados Barquín, Cecchi y Di Pollina.

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Con cuarenta votos afirmativos, queda aprobado el proyecto en general.

-	En particular se lee y aprueba el artículo 1º.

-	Al leerse el artículo 2º, dice el:

SR. FAVARIO - Pido la palabra.

	En el artículo 2º debe decir: “Incorpórase como artículo 10º bis de la ley 7535...” después continúa con la redacción.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Con la modificación propuesta por el diputado Favario, se va a votar el artículo 2º.

-	Resulta aprobado, como así también el artículo 3º, siendo el 4º de forma.

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Queda aprobado. Pasa en revisión a la Honorable Cámara de Senadores.

-	Ocupa la Presidencia el titular del Cuerpo, diputado Rubén Gabriel Mehauod.

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Tiene la palabra el señor diputado Altare.
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presupuesto 1996



SR. ALTARE - Con fecha 4 de octubre de 1996 fue aprobado sobre tablas en este recinto un proyecto de comunicación originado en el bloque de la Unión Cívica Radical, en el mismo pedíamos que el Poder Ejecutivo envie a la brevedad el proyecto de presupuesto de gastos y cálculo de recursos de 1996, la cuenta de inversión del ejercicio acorde a lo dispuesto en la Constitución, la ejecución presupuestaria hasta el 31 de mayo y un informe detallado del endeudamiento provincial discriminando, origen, estado y ejecución del mismo y cronograma de consolidación.

	Obviamente ha sido recibido el proyecto de presupuesto general de gastos y cálculos de recursos, pero han sido incumplidos los otros tres itms que hemos solicitado y ya van cuatro meses largos que tiene el Poder Ejecutivo esta solicitud.

	El Proyecto de presupuesto ya ha sido tratado en una de sus comisiones y se encuentra en estos momentos en la de Presupuesto y Hacienda. Creemos, señor presidente, que es imprescindible contar con esta información para su tratamiento.

	La cuenta de Inversión es la respuesta a qué se hizo con lo que se prometió gastar y recaudar; la ejecución presupuestaria a esta altura es una herramienta indispensable para conocer el rumbo que se ha tomado en la Administración; y, por último, nos preocupa seriamente el endeudamiento provincial, porque, además, en el actual presupuesto...



SR. CASTRO - ¿Me permite una interrupción, señor diputado?



SR. ALTARE - Se la concedo, señor diputado.



SR. CASTRO - Me parece que en la carpeta de los Asuntos Entrados, en el asunto número 3, figura que el Poder Ejecutivo ha remitido esa información.



SR. ALTARE - ¿En los Asuntos Entrados de hoy?



SR. CASTRO - Sí, señor diputado.



SR. ALTARE - Mejor aún, justo y a tiempo el reclamo. Esta mañana pregunté sobre esto en la Comisión de Presupuesto y Hacienda y me dijeron que todavía no lo habían recibido...



SR. DELBIANCO - Recién ahora se giró a la Comisión de Presupuesto y Hacienda.



SR. ALTARE - Pero queda la gestión presupuestaria de lo que va del año y un detalle del endeudamiento, que es una información con la que debemos contar.

	Como venía diciendo, señor presidente, el proyecto de presupuesto que se ha enviado solicita que se autorice un nuevo endeudamiento, para lo cual creo imprescindible, para tomar una decisión, conocer estos datos antes que demos una opinión, yo diría tardía, porque este presupuesto fue enviado a destiempo, absolutamente fuera de los usos que se determinan en las normas que rigen; pero, bueno, para tomar una decisión, necesitamos y solicitamos que se traiga esta información.

	Quería también, señor presidente, aprovechar la oportunidad en esta manifestación para expresar desde el bloque de la Unión Cívica Radical nuestro más profundo desagrado y nuestro repudio a las palabras que, desgraciadamente; fueron pronunciadas por nuestro Presidente en su estadía en Chile, dedicando una suerte de elogio al ex dictador chileno Augusto Pinochet. Un columnista de un diario de Buenos Aires empieza su artículo preguntándose: “¿La eficiencia económica alcanza para justificar una dictadura?” Y es quizá a partir de ahí, señor presidente, donde los argentinos nos sentimos avergonzados de expresiones como ésta.

	El presidente Menem es un hombre que está en su sitial por voluntad y elección del pueblo de la República Argentina, un pueblo que ha evidenciado, en sucesivos períodos en que ha debido expresar su voluntad en las urnas, su desagrado por las sangrientas dictaduras.

	Todavía hay heridas que no están cicatrizadas en la sociedad argentina, de una época de violencia y de enfrentamientos que todavía ha dejado secuelas. Y el señor presidente esto no lo entiende y, quizás en su afán de lograr una notoriedad que obviamente ya no tiene ni dentro ni fuera del país, por la caída de su imagen internacional, sale a decir y a pronunciar este tipo de expresiones que nos avergüenzan y que repudiamos.

	Me acuerdo que hace poco tiempo estuvo también en el exterior, visitó países como Malasia, y volvió encandilado por el sistema laboral y aquí fue recibido -por supuesto- con expresiones no agraviantes pero sí claras de que venía elogiando un sistema donde prácticamente se tenía sumidos en la esclavitud a los trabajadores. La imagen del presidente ha caído, lo sabemos por las encuestas, lo dicen los diarios, pero, ¿Qué dicen afuera de la Argentina del presidente Menem?.

	Hace pocas horas llegó a mis manos la traducción de un artículo firmado por el sociólogo francés Pierre Ratini publicado en una de las revistas más importante del mundo en materia de arquitectura y que por supuesto toca temas de interés general. En su página 81 de la última publicación que llegó a nuestro país, escrito también en italiano e inglés de esta revista que recorre los lugares más importante de la tierra, este francés escribió bajo el título Transformismo y regionalismo, un artículo donde habla de cuestiones artísticas y culturales de Argentina y por supuesto de nuestra forma de vida y dice que en la Argentina de Menem los nuevos miembros ricos del clan presidencial intentan imponer su estilo de vida descuidada y paradójica en la capital de este país, el que se complementa con un acelerado ritmo de vida y dice más adelante que los “guarangos intentan disfrutar la vida lo más rápido posible”, olvidándose de los desaparecidos de una guerra civil, aún no tan lejana. Dice además que estos nuevos argentinos, a igual que muchos de sus compatriotas, rinden culto a la carne, pero para ellos el asado no es lo mismo que la hamburguesa.

	No estamos tan lejos, no nos ignoran de afuera, según este francés que habla de los desaparecidos y de una guerra civil no tan lejana, seguramente no podía adivinar lo que iba a decir Menem en Chile, no creo que este sociólogo tenga facultades de predicción. Sin embargo fíjense en la realidad y en la verdad.

	Para terminar esta manifestación, debo decir que nuestro repudio se debe a que tenemos también temores no infundados, que ante la desesperación que va produciendo la persona del presidente por los sucesivos fracasos de su política, que no son patrimonio exclusivo de él -porque todo político que hace cosas se equivoca- lo que debería hacer el presidente es rectificarlos a tiempo, sin embargo no lo hace, en cambio se regodea de sus propios errores, sin pensar en las consecuencias de los mismos. Reitero, tenemos temores, y no vaya a ser que por seguir abrazando ideologías termine siendo verdad lo que se publicó alguna vez: “En 1983 juicio a Videla, en 1989 indulto a Videla y en 1999 monumento a Videla”. Tengamos mucho cuidado, señor presidente.

	La Unión Cívica Radical es una oposición sensata, madura y que a pesar de las circunstancias del escándalo, la vergüenza, la marginalidad, la pobreza y todas las ruinas que vemos en las calles de nuestra República, mantiene una conducta serena, crítica, pero extiende la mano. Cuidado. La Unión Cívica Radical lo hace permanentemente como oposición responsable pero no se le responde de la misma manera; a los actos de grandeza cívica que tiene nuestro partido se le suele responder con torpezas inimaginables.

	Hace pocos días, a instancias de una invitación del señor gobernador de la Provincia de Santa Fe, se entrevistó en Rosario con él el senador por nuestro territorio que pertenece a la Unión Cívica Radical , el doctor Horacio Daniel Usandizaga. Sabemos por declaraciones del senador nacional que le preocupan seriamente los problemas de Santa Fe, que la excluyan y la releguen; y altos funcionarios del gobierno nos han comentado que cuando deben levantar el teléfono para pedir cosas en Buenos Aires para Santa Fe, es el senador Usandizaga uno de los primeros que se pone a disposición, dando con esta actitud muestra de la grandeza política y del verdadero sentido de patriotismo que está más allá de las divisiones partidarias.

	Pero frente a esta muestra de mano extendida, de generosidad, de sinceridad y de buen tono, a las pocas horas o en ese mismo momento nos debimos enterar de un proyecto que ojalá no tenga consolidación parlamentaria porque sería atentar contra la claridad del sistema electoral de la Provincia de Santa Fe, poniendo palos en la rueda, trabas al modo de las peores jugarretas que se pueden hacer en la política para que no pueda continuar el sistema de alianzas que fue convalidado en elecciones generales por la población santafesina.

	No debe confundirse, señor presidente, vamos a tener la mano tendida en cada momento. Pero que no se confunda, la historia siempre nos juzga.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Antes de continuar el desarrollo de esta sesión, la Presidencia estima oportuno hacer una aclaración. Si bien el momento de las manifestaciones se lo incluye entre los homenajes, a efectos de poder continuar con esta metodología, esta Presidencia solicita que cuando se haga una manifestación, la misma se ajuste a reglamento y que no se extienda más de 5 ó 10 minutos.
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juicio político al dr. decio ulla



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Corresponde considerar el tema del juicio política al doctor Carlos Decio Ulla, conforme a lo que establece la Ley de Juicio Político.

	Por Secretaría se dará lectura a los dictámenes.

-	Se lee:

DICTAMEN DE COMISIÓN

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Juicio Político consideró el expediente “nota de los particulares Nº 060, de fecha 29 de Julio de 1996” por la que Gustavo Carlos Reutemann y Alba Marina Hurt, demás datos de identidad acreditados en autos, denuncian hechos susceptibles de dar lugar a la instrucción de Juicio Político, cometidos por el Dr. Decio Carlos F. Ulla, Ministro de la Exma. Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Santa Fe.

	A la presentación original los denunciantes acompañaron otras en fechas 18 de setiembre de 1996, 1 de octubre 1996 y 10 de octubre de 1996.

	En fecha 18 de setiembre de 1996 la Comisión recibió a los denunciantes, quienes depusieron, conforme lo establece el art. 9º de la Ley Nº 10916, con el objeto de ampliar y completar los alcances de la denuncia y responder a los interrogantes que le plantearon los Legisladores.

	Además, se solicitó a la C. S. J. Copia certificada de actuaciones y decisorios, los que fueron incorporados al expediente, (fallos completos de los autos caratulados “Alico Carlos Daniel s/ Lesiones Culposas”, Expte. Nº 581/91- Juzgado de Primera Instancia en lo Penal Correccional de la 3ª Nominación, Distrito Judicial Nº 1 de la ciudad de Santa Fe-; “González Bernardo Luis s/ Homicidio Culposo” -Expte Nº 68/92 del mismo Juzgado del Primero, con más las resoluciones de 2da. Instancia-; Actas de Acuerdos de las siguientes fechas: 12 y 13/9/63, Punto 7; 03/10/763, Punto 3; 04/10/63, Punto 4; 20/09/73, Punto 11; 15/02/84, Acta Nº 9; 10/03/77, Punto 7 y 12/12/91, Acta Nº 183; legajo del médico forense involucrado en la denuncia y actuaciones derivadas de la denuncia al Presidente del C. S. J. Y al Procurador General efectuada por los denunciantes en este trámite.

	En fecha 2 de octubre de 1996 se recibió el testimonio de los médicos forenses del Poder Judicial, Dres. Bartolomé Homar Mas y Edgardo Luis Bonsembiante.

	La denuncia y la prueba incorporada al trámite fueron criteriosamnte merituadas una a una, y conforman los elementos de convicción que sostienen este dictamen.

	Sintéticamente diremos que la denuncia se basa en los siguientes hechos:

a) que los denunciantes habían puesto en conocimiento al Presidente de la C: S: J: y del Procurador General de la C: S: J: en ese momento (21-05-93) de supuestas irregularidades manifiestas en el seno del Poder Judicial manifiestas en decisorios en que los denunciantes habían intervenido como partes.

B) que el Dr. Decio Carlos F. Ulla, Presidente de la Exma C. S. J. Al momento de la presentación, no había actuado conforme supuestamente lo obligan las normas legales vigentes.

c) que el Dr. Decio Carlos F. Ulla había tenido expresiones inapropiadas con relación al Colegio de Abogados de la 2ª Circunscripción al momento de sucederse los conocidos hechos de la privación del uso de los espacios físicos en el Palacio de Tribunales de Rosario a los ocupantes.

	Que todo esto, si fuera debidamente probado, configura mal desempeño de las funciones por parte del Dr. Decio Carlos F. Ulla, y que en consecuencia, justifican someterlo a Juicio Político.

	En la comparecencia ante la Comisión del día 18/09/96 los denunciantes, no sin idas y venidas acerca de que si lo que denuncian de Ulla es la comisión de un delito o no, terminan afirmando (pág. 6 y 7 de la V. Taquigráfica del 18-9-96) que el acusado incurrió en el delito de “omisión de denuncia”, otra de las causales previstas en la Constitución.

	Ahora bien: en que consistía la denuncia puesta en conocimiento del Dr. Ulla, cual fue la actividad por el desplegada y si esta se ajustaba a sus obligaciones funcionales fijadas por las leyes.

	Con respecto a ella diremos que su sentido era el siguiente: poner en conocimiento de las autoridades competentes .. anomalías que involucraban el desempeño de la Oficina Medico Forense de la 1ra Circunscripción. Dichas irregularidades aparecían manifiestas en decisorios dictados por juzgados que habían fundamentado sus sentencias en dictámenes parciales emanados del Cuerpo Forense. Para el caso, se indicó a las autoridades judiciales los procesos penales en que anidaban estos conflictos de intereses, los elementos probatorios indicativos de los abusos en que incurrían los funcionarios judiciales.... Ponían en conocimiento del Presidente del C. S. J. y del Procurador General los expedientes donde este desvío de la correcta actuación judicial ponían en situación de indefensión a parte de la comunidad y quienes eran los sujetos involucrados. Además anidaban en ambos procesos otras anormalidades que surgían de la acumulación de cargos que ostentaba el funcionario denunciado, quien había sido interventor de la Obra Social Provincial que estaba involucrada en uno de los casos.

	La denuncia estaba directamente dirigida a la actuación del médico forense actuante en sendas causas penales donde los denunciantes habían intervenido como actores civiles. Lo que ponen en conocimiento del Dr. Ulla y del Sr. Procurador General es lo que a continuación se transcribe: que el Médico Jefe de Forenses del Poder Judicial, Circunscripción Judicial Nº 1, es socio accionista del Instituto Médico demandado, del cual también son accionistas los médicos demandados, quien intervino con emisión de dictámenes técnicos; y solicita: que en virtud de las facultades inherentes al cargo de médico forense. Que asimismo el médico forense se desempeñó como funcionario del Poder Ejecutivo pudiendo existir en su actuación un interés incompatible de los que autoriza la ley.

	Así las cosas, que conducta se desplegó en la C. S. J. con la misma:

a) se dispuso la formación de in expediente “Reutemann, Gustavo; Cristina Distefano y Alba Marina Hurt s/ Su Presentación” (Nº 461/93) (25/03/93).

b) conforme lo requerido por Sr. Procurador General, el Dr. Ulla decretó el pase de las actuaciones al Cuerpo Médico Forense, a sus efectos. (26/03/93).

c) efectúa su descargo al Médico Forense involucrado en la denuncia (10/06/93).

d) emite opinión el resto del Cuerpo Médico Forense (1/06/93).

e) el Sr. Procurador General incorpora elementos al trámite y solicita un informe al Registro Público de Comercio (05/08/93).

f) emite ditamen el Sr. Procurador General aconsejando el archivo de las actuaciones (3012/93)

	Sintéticamente los fundamentos del Sr. Procurador General para aconsejar el archivo de las actuaciones son los siguientes:

* que de las actuaciones obrantes en el expediente surgen los elementos necesarios para desvirtuar la existencia de una situación de incompatibilidad y/o violación de la norma del artículo 204 de la Ley Nº 10.160 del forense cuestionado.

* abonan esta posición la abundante información colectada por la Procuraduría del Registro Público de Comercio, del Instituto Médico del Diagnóstico y del Colegio de Médicos de la ciudad de Santa Fe.

* que resulta de interés destacar que el Sr. Juez Correccional interviniente en un proceso contra el médico forense denunciado por la misma situación resolvió desestimarla por considerar que los hechos atribuidos en la imputación no encuadran en figura penal alguna.

* que se destaca, al mismo tiempo, que el médico forense no fue recusado en la causa jurisdiccional correspondiente en tiempo y forma y agrega que es por ello improcedente imputar una presunta actitud no excusatoria del profesional ya que ello es privativo de la subjetividad del mismo, que al no haberlo hecho significa que no se ha visto violentado para dar el dictamen requerido o comprendido en algunas de las causales enunciadas por la normativa. Que, a su vez hubo más de siete meses de diferencia entre la primera actuación del forense cuestionado como perito y la del dictamen propiamente dicho sin adoptar medida alguna tendiente a su separación de la causa.

* que, y siguiendo el fallo del Juez Correccional más arriba referido, aún en un posible planteo de recusación se vería frustrada la pretensión, habida cuenta de que el inciso 5º del artículo 50 del Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe, excluye expresamente a las sociedades anónimas (caso de autos) por sus especiales características.

* con relación al desempeño del medico forense como funcionario del Poder Ejecutivo, la Procuración General recibió de la Secretaría de Gobierno del alto Cuerpo copias de las Acordadas de la C. S. J. que lo autorizan en cada caso.

	La C. S. J. hizo suyo el dictamen del Sr. procurador General y dispuso el archivo de las actuaciones.

	Ahora bien: qué más debió hacer, o qué hizo mal el Dr. Ulla. Nada.

	Si no consideró que lo que se ponía en conocimiento era un delito, y las conclusiones de las actuaciones instruidas, comparten esa apreciación, que también independientemente adoptaron los Jueces Penales que intervinieron en las denuncias que se le formularon por estas cuestiones al médico forense, qué omitió denunciar.

	Si la C. S. J. , en ejercicio de sus potestades legales, al recibir el dictamen del Procurador General dictó la Acordada disponiendo en un todo de acuerdo con aquel , y en convalidación de lo actuado de alguno de sus miembros.

	Con relación a las supuestas manifestaciones indecorosas que el acusado habría tenido en relación al Colegio de Abogados de la 2da Circunscripción de la Provincia, acusación acompañada en una presentación complementaria acercada a la Comisión, la misma ni remotamente ha sido probada como para justificar la formación de causa de juicio político.

	Por último y como conclusión, reivindicamos la potestad constitucional de juzgar a los más altos funcionarios del Estado por el Poder Legislativo, pero rechazamos de planos aviesas intenciones de ponernos como alzada de los tribunales Naturales o escenario de la publicidad de actos, sosteniendo esto en un denuncia de hechos susceptibles para someter a alguien a juicio político.

	Por lo expuesto hasta aquí, y que se ajusta estrictamente a lo que es materia de estudio de la Comisión de Juicio Político, conforme lo prescribe expresamente la Constitución Provincial, es que los firmantes desestimamos las acusaciones formuladas contra el Dr. Decio Carlos F. Ulla, Ministro de la Exma. C. S. J.

	Por todo lo dicho, vuestra Comisión de Juicio Político les solicita den aprobación al siguiente:



la camara de diputados

resuelve:



1º: 	No hacer lugar a la formación de causa de Juicio político contra el Sr. Ministro de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Santa Fe, Dr. Decio Carlos F. Ulla.

2º: 	Regístrese, hágase saber y archívese.

Sala de Comisión, 13 de noviembre de 1996-

Venesia - Rodríguez - Delbianco - Meotto

DICTAMEN DE COMISIÓN:



Cámara de Diputados:

	Vuestra Comisión de Juicio Político ha considerado el expediente Nº 060/96 promovido a consecuencia de la solicitud de juicio político al señor Ministro de la Corte Suprema de Justicia, doctor Decio Carlos F. Ulla y en virtud de la admisión formal y constitucional del pedido de referencia, conforme artículos 98º siguientes y concordantes de la Constitución Provincial y del examen de las constancias y actuaciones obrantes en el mismo, aconseja se apruebe la siguiente resolución:



la cámara de DIPUTADOS

resuelve:



1º - 	Encomendar a la Comisión de Juicio Político continúe el trámite de averiguación de los hechos denunciados y agote la instancia legislativa sobre la verdad de los mismos, con citación y audiencia del acusado de acuerdo al artículo 100º de la Constitución Provincial, efectuando el dictamen correspondiente dentro del término legal establecido.

2º - 	Regístrese, hágase saber y archívese.

Cecchi - Alvarez - Favario.

-	Ocupa la Presidencia la vicepresidenta 2.ª del Cuerpo, señora diputada Zulema Merino.

SRA. PRESIDENTA (Merino) - En consideración.

-	Ocupa la Presidencia su titular, señor diputado Rubén Mehauod.

SR. DELBIANCO - Pido la palabra.

	En realidad, en oportunidad en que se presentó la denuncia y luego de ser analizada por la Comisión, un grupo de diputados habíamos decidido rechazarla in limine porque no veíamos claras las causales por mal desempeño por las cuales se acusaba al doctor Carlos Decio Ulla. Otro grupo solicitó que se abriera la formación de causas y así lo hicimos, lo investigamos y citamos a los forenses que eran quizás los únicos que debían comparecer a esta Comisión para hacer algunas aclaraciones de verificación en lo actuado. Ya tenemos en nuestro poder el expediente con toda la documentación solicitada a la Corte Suprema de Justicia, a la Procuraduría y con todos los dictámenes del grupo de forenses y del propio doctor Bonsembiante.

	En este caso uno de los motivos fundamentales era su actitud y su incompatibilidad, razón por la cual los denunciantes acusaban al doctor Ulla de no haber tomado parte para separar o dejar de emitir dictamen por parte de alguien que para ellos era incompatible, que además ostentaba un cargo en el Gobierno Provincial. 

	No voy a abundar más allá de lo que expresa el dictamen, porque creo que lo hemos hecho extenso y claro como para que todos los diputados tengan una noción concreta de cada uno de los puntos referidos a los hechos. Pero sí voy a repasar algunas cuestiones que dieron lugar, en primer término, a la presentación de los denunciantes, no ante la Comisión de Juicio Político, sí ante la Corte Suprema de Justicia y al Procurador General. En la presentación que realizan los denunciantes con relación a un hecho de solicitud al doctor Ulla y al Procurador, que en ese momento era el doctor Maldonado Puig, concretamente se referían a que el doctor Edgardo Luis Bonsembiante, médico jefe de Forenses del Poder Judicial de la Provincia, tenía incompatibilidades en su cargo. 

	¿Qué hizo el doctor Ulla? Tres días después de que el Procurador enviara el expediente a la Corte Suprema de Justicia remitió una nota en forma inmediata. Los denunciantes ingresaron la nota el 21 de marzo de 1989 y el doctor Ulla unos días más tarde remitió una misiva a los forenses y al Cuerpo de Médicos Forenses para que dictaminen y se expresen al respecto de la denuncia recibida. El Cuerpo de Médicos Forenses informa a la Corte Suprema de Justicia, apoyando el descargo que hiciera el forense doctor Bonsembiante. Fueron dos dictámenes: uno particular del doctor Bonsembiante, y otro del Cuerpo de Médicos Forenses. En el primero, donde también se preguntaba por las acciones que tenía en el Sanatorio en cuestión, dice en uno de sus párrafos: “Mi participación accionaria asciende al 0,168 por ciento del capital y representa el 0,0454 por ciento de la capacidad de fondos de la Sociedad; un total de capital que representa 0,188 pesos”. También dice que fue accionista del Instituto desde el año 1972, en el que suscribió 40 acciones clase B, las cuales se incrementaron por capitalización de revalúo, Ley Nº 19.742 y dividendos del año 90 y 95, respectivamente. Capitalización de la que recién tomó conocimiento ahora, con motivo de esta presentación, cuando concurre al Instituto para averiguar la relación accionaria. Pero todo esto también daba por tierra con lo que establece el artículo 50, inciso 5), del Código Procesal Penal, en el cual se excluye expresamente en ese punto a aquellos que pertenecen a sociedades anónimas, porque los forenses tiene las mismas facultades que los jueces. Y el Código Procesal Penal lo explica claramente en ese inciso que establece lo siguiente: “Los jueces que ejercen la jurisdicción penal, cualquiera sea el grado de jerarquía, sólo pueden ser recusados por las causas enumeradas en este Código”. Y en el punto 5 dice: “...tener él o las personas indicadas en el inciso 2) juicio pendiente iniciado con anterioridad con alguno de los interesados en el proceso, sociedad o comunidad con ellos, salvo los supuestos de sociedades anónimas y las que por sus características no le impidan conocer el proceso con imparcialidad”. ¿Por qué establece esto este Código Procesal Penal? A mi entender, porque no es necesario que un socio de una sociedad anónima conozca la identidad de otros socios que se van agregando luego. No es necesario que así sea. Y así lo interpreta la Corte Suprema de Justicia porque el archivo de las actuaciones no fue una decisión del doctor Ulla, fue una decisión sugerida en primer lugar por el procurador general a la Corte Suprema y luego fue el producto de una acordada que firmaron todos los miembros de la Corte, no el doctor Ulla solo.

	Después del descargo del doctor Bonsembiante y del cuerpo de forenses que coinciden con el primero, hay un pedido de informes del procurador general de la Corte al Registro Público de Comercio investigando si lo que decía el doctor Bonsembiante respecto de sus acciones era cierto. Se le preguntó al Registro si el nombrado tenía en realidad acciones, cuántas eran, etcétera, etcétera. Luego de recabar esos datos, el procurador general de la Corte decía entre algunos párrafos lo siguiente: “Ello así, en criterio del suscripto, las explicaciones de hecho y de derecho brindadas por el doctor Edgardo Luis Bonsembiante, principalmente, como así también el aporte realizado por los restantes integrantes del Cuerpo Médico Forense de los tribunales de Santa Fe, doctores Bartolomé Homar Más y Guillermo del Pazo, dan acabada respuesta a los planteos formulados en la denuncia, poseyendo la claridad necesaria para desvirtuar la existencia de una situación de incompatibilidad y/o violación de la norma del artículo 204 de la Ley Nº 10.160 por parte del primero de los nombrados, según se sostiene en la misma.”

	“Paralelamente -dice más adelante, no voy a leer todo el dictamen del procurador- resulta de interés destacar que el señor Juez de Primera Instancia en lo Penal Correccional de la Quinta Nominación de esta sede, doctor Daniel Antonio Rucci, por auto de fecha 11/11/93, resolvió desestimar la denuncia formulada oportunamente por Cristina Elba Distéfano contra el doctor Edgardo Luis Bonsembiante por considerar que los hechos atribuidos en la acusación no encuadran en figura penal alguna. Destaca al mismo tiempo que el doctor Bonsembiante no fue recusado en la causa jurisdiccional correspondiente...”, Reitero, no fue recusado en la causa penal. “...y agrega que: ‘Es por ello que resulta improcedente imputar una presunta actitud no excusatoria del profesional ya que ello es privativo de la subjetividad del mismo, que al no haberlo hecho significa que no se ha visto violentado para dar el dictamen requerido...’ Asevera el doctor Rucci en la resolución que estamos citando que ‘A su vez la accionante tuvo, entre la primera actuación, del 25/11/91, del doctor Bonsembiante como integrante de la Junta Forense, donde no produce dictamen alguno, y la del dictamen propiamente dicho, del 27 de julio de 1992, más de ocho meses para provocar la separación del perito, lo que para nada intentó, pretendiendo hacerlo ahora cuando la respuesta de la Junta Forense le fue desfavorable’.”

	Después de unas consideraciones, dice al final: “Por lo expuesto, este Ministerio Público aconseja el archivo de los presentes obrados, con noticia a los denunciantes...” Se le mandó esto a la Corte Suprema de Justicia que dictó la acordada, imprimió solamente la parte resolutiva que ordena el archivo de las actuaciones con notificación a los denunciantes, y fue firmada por los doctores Ulla, Alvarez, Falistoco, Iribarren y Vigo.

	Por una acordada de la Corte, no somos nosotros, no es facultad del Poder Legislativo revisar los pronunciamientos judiciales ni derivar en alguna forma de intromisión en una decisión de la justicia. En todo caso, podremos objetar, quizás, por qué se admite a través de una acordada una incompatibilidad, pero no podemos analizar desde el Poder Legislativo, porque pertenece a un poder absolutamente independiente.

	Cuando citamos a los forenses para confirmar todo esto -que así se hizo- nos dimos cuenta, los firmantes del despacho de mayoría, que este pedido de juicio político no tenía sentido, habían desaparecido las causas, no había incompatibilidad por el artículo 50º inciso 5) del Código Procesal Penal.

	La facultad de poder desarrollar un cargo en el Poder Ejecutivo estaba dado por una acordada, no por el doctor Ulla, no había causales para poder crear, justamente, la causal por mal desempeño que establece la Constitución Provincial y cuando desaparece la causal, cuando desaparece la acusación, a nuestro criterio, luego de la investigación, también desaparece la acusación y el acusado en los términos de la investigación. No tenía sentido continuar, llamarlo a comparecer al doctor Ulla para preguntarle qué, qué era lo que podíamos preguntarle, si casi lo expresan los reglamentos en la comparecencia del acusado y a los reglamentos y las leyes le tenemos que aplicar el sentido común, para los casos necesarios y para los que no lo son.

	Hemos dictaminado por el rechazo del juicio político y aconsejamos que esta Cámara lo archive con todas sus actuaciones.



SR. FAVARIO - Pido la palabra.

	Estoy plenamente consciente que este es un tema pesado. Pesado, porque se tornó a veces, farragoso, en la medida en que se incursionó en aspectos técnicos jurídicos. Pesado también, porque estamos pronunciándonos sobre una cuestión de carácter excepcional, en el pedido de juicio político a un miembro de la Corte Suprema de Justicia.

	La responsabilidad de la función nos obliga a tratar de expresar, con la mayor claridad, las razones que tenemos para haber suscrito un dictamen distinto al de la mayoría. El dictamen de mayoría propone lisa y llanamente el rechazo al pedido de juicio político, el dictamen de minoría, le encomienda a la comisión continuar el trámite de averiguación de los hechos denunciados y agotar la instancia legislativa sobre la verdad de los mismos con citación y audiencia del acusado de acuerdo a lo prescripto por el artículo 100 de la Constitución.

	El señor miembro informante de la mayoría, con absoluta ligereza señaló que desde hace tiempo ya tenía formada opinión en el sentido de haber rechazado “in límine” la presentación del pedido de juicio político y que en virtud de reclamos de los diputados de la oposición se avanzó en algunas actuaciones a los fines de producir algunas de las pruebas que nosotros requeríamos.

	¿Qué es lo que está en juego, señor presidente, y cómo arranca la historia? El 21 de mayo de 1993, los denunciantes, doctores Gustavo Carlos Reutemann y Alba Marina Hurt, se presentan ante el presidente y el procurador de la Corte Suprema de Justicia, denunciando irregularidades que habían llegado a su conocimiento por parte de la Oficina Médico Forense, en dos causas por denuncias de mala praxis, que habían determinado, en un caso, la muerte de un paciente, y en el otro, la ceguera de una menor. Ambas denuncias estaban referidas...

	Señor presidente: gentil y respetuosamente les pediría a los señores diputados que no tienen interés en escuchar e informarse que vayan a charlar afuera para que, por lo menos, quienes tengan interés puedan escuchar y sencillamente podamos cumplir con nuestra obligación de decir lo que pensamos.

	Decía, señor presidente, que los dos médicos denunciados por mala praxis pertenecían a idéntico sanatorio y que el médico forense integrante de la junta médica -según manifiestan los denunciantes que se habían enterado después- también era accionista de ese sanatorio. Es decir que había intereses comunes entre los médicos imputados, el sanatorio civilmente responsable y el médico forense que era titular de acciones de ese sanatorio -no importa la cantidad de acciones que haya tenido.

	Pero antes quiero hacer una digresión, porque hace al cuestionamiento que tenemos del funcionamiento de esta Justicia de Santa Fe, de esta Corte Suprema que es la autoridad máxima de la Justicia santafesina. Está referida a otras incompatibilidades denunciadas con respecto al médico forense doctor Boncembiante, y que con absoluta ligereza la Corte y los miembros de la Comisión por mayoría dicen: “Está salvada la incompatibilidad, porque hay dos acordadas anteriores de la Corte por las cuales ésta autoriza al médico a ocupar los cargos que no debía ocupar”.

1º) En diciembre de 1984 el Dr. Bonsembiante, a pedido del entonces ministro de Salud Pública Dr. Víctor Reviglio, fue autorizado mediante acordada del Cuerpo a desempeñarse como Director Provincial de Auditoría Médica de la Provincia de Santa Fe. Quiero hacer referencia a esto para que nos entendamos ya que nos llama la atención que la Constitución dice “...que los magistrados y funcionarios no pueden ejercer profesión o empleo alguno salvo la docencia en materia jurídica, etc., etc.” Pero sin embargo este médico forense es autorizado por la Corte a ser director de Auditoría Médica. ¿Y qué es la Dirección de Auditoría Médica? Es un organismo del estado santafesino que tiene la función de controlar la habilitación y permanencia de las habilitaciones de los institutos sanatoriales.

	A la Corte Suprema de Justicia se lo pidió  Reviglio, quien tenía peso político por aquel tiempo, y por supuesto no reparó en el hecho de que quizás ese médico forense tendría que dictaminar en algún caso en que un sanatorio pudiera ser demandado por deficiencia, falencias o contaminación producida dentro de ese mismo sanatorio y que él mismo tenía que controlar. Es decir que la sabia norma constitucional tenía una razón de ser, que la Corte Suprema de Justicia pasó por arriba, autorizando al Dr. Bonsembiante a ser director de ese organismo. Y además me olvidaba, señor presidente, decir que por disposición legal estaba impedido el Dr. Bonsembiante de cobrar al mismo tiempo dos sueldos.

	En diciembre de 1991, a pedido de su nuevo gobernador el señor Carlos Alberto Reutemann se autorizó al Dr. Bonsembiante a ser interventor del I.A.P.O.S. la Corte dictó otra Acordada, aprobando la designación, no importó que después el I.A.P.O.S. fuera demandado también como responsable de casos de mala praxis en los que también debía dictaminar el Dr. Bonsembiante, cuando éste era simultáneamente director del I.A.P.O.S. y de Auditoría Médica. Son las cosas inentendibles de la justicia santafesina, por supuesto no se tuvieron en cuenta las leyes Nros. 8524 y 4973 que también fijan incompatibilidades que se tipifican en este acto.

	Se dijo que se trataba de un cargo técnico y así lo autorizaron a que siga siendo médico forense.

	Después se encuentran con una evidente colisión de intereses entre las funciones que cumple simultáneamente y la Corte no se dio por enterada. Claro, señor presidente, mientras no pasa nada él puede ser director de auditoría y médico forense, en todo caso hay un vicio sin daño; el problema se produce cuando el director de auditoría, que es al mismo tiempo médico forense, tiene que auditar un sanatorio denunciado por propagación de enfermedades contagiosas y es evidente que ahí ya aparece el vicio con el daño y entonces es imposible compatibilizar los intereses de ese funcionario que ocupa dos cargos para realizar dos funciones que necesariamente colisionan.

	Esto es lo que le plantean al doctor Decio Ulla, advirtieron los denunciantes que el médico forense, aparte de estas incompatibilidades que señalé para demostrar de qué manera actúa esta Corte -y no me hablen de antecedentes-, cuando se le plantea la incompatibilidad de intereses, dictamina en un caso de mala praxis contra un sanatorio del cual él era accionista. Y planteada la incompatibilidad, creo -y seguramente lo creen todos cuando lo piensan- que ahí el presidente de la Corte debió haber advertido: autorizamos el ejercicio de este cargo, pero esto evidentemente ahora no puede ser. Y de inmediato debió hacer cesar esa autorización para desempeñarse en cargos incompatibles. No se hizo nada.

	Como no pasó nada después de la presentación que habían hecho los dos denunciantes, se llegó al pedido de juicio político al presidente de la Corte. ¿Por qué al presidente y no a toda la Corte?, como se dijo acá. Porque en este caso la denuncia se le había hecho al presidente en virtud de lo que establece la Ley Orgánica de Tribunales, porque era el que ejercía la facultad de superintendencia y quien debía actuar de inmediato. Advertida de la incompatibilidad de intereses la Corte, el presidente de la Corte debió haber promovido el sumario administrativo pertienente para dictaminar la certeza o no de la grave denuncia presentada.

	La denuncia se archivó el 21 de febrero de 1995 después de dos años pero misteriosamente la Corte no notificó a los denunciantes que había resuelto el archivo de las actuaciones. Cuando los denunciantes van a interesarse sobre la suerte de su denuncia, que lo notifican exactamente un año después de resolverse el archivo las actuaciones. Misteriosa mora de esta Corte para notificar una decisión de un caso que había tomado la trascendencia que este asunto tuvo en su momento.

	Al señor presidente de la Corte le correspondía - a nuestro entender- de acuerdo al artículo 213 de la ley Orgánica de Tribunales promover sumario administrativo dada la gravedad del caso. Máxime, señor presidente, cuando está demostrado en la presentación que el médico era accionista del sanatorio en el que habían ocurrido los hechos de mala praxis y que motivara la denuncia. 

	Nosotros creemos que hay que continuar la investigación; creemos que el señor presidente de la Corte Decio Ulla debió haber venido, de acuerdo con lo que prescribe le artículo 100 de la Constitución, a dar explicaciones a la Comisión. Pero para la mayoría todo está claro. En cambio, nosotros queríamos preguntarle: ¿No advirtió el señor presidente de la Corte, al momento de la presentación de los denunciantes que evidentemente se había planteado una situación de incompatibilidad en el accionar del doctor Bonsembiante? ¿Un jurista de la calidad del doctor Ulla tampoco advirtió que hasta para un lego no cierra que el médico forense no podía ser al mismo tiempo Director General de Auditoría Médica del Ministerio de Salud y Medio Ambiente, ya que debía controlar al propio sanatorio del que era accionista en causas en que esa institución sanatorial estaba vinculada a una causa penal por propagación culposa de enfermedades? ¿No se dio cuenta de eso el doctor Ulla? ¿No advirtió un jurista como él que se producía una colisión de intereses entre el cargo de médico forense y el de interventor del IAPOS ya que debía dictaminar en casos en que la obra social era civilmente responsable de cualquier causa penal por mala praxis en que la víctima fuese un afiliado al IAPOS, como el otro caso que se había planteado? ¿No se dio cuenta el doctor Ulla que en el caso puntual el doctor Bonsembiante había dictaminado en una causa en la que estaba involucrado el sanatorio del cual el forense era socio?

	¿Cuando le presentaron la denuncia no recordó el doctor Ulla que había sido convencional constituyente de esta provincia y uno de los hacedores del artículo 89 del la Constitución Nacional y que el mismo había sido violado por la acordada de la Corte? ¿No se dio cuenta el doctor Ulla que había aparecido un conflicto de intereses y que, a lo mejor, era necesario revisar las acordadas para cortar situaciones similares futuras, a partir de la violación de la Constitución, e impedir que este médico forense actúe en casos similares futuros en que tuviera que dictaminar en el mismo sanatorio del que era accionista?

	¿Qué hizo el presidente de la Corte después de la presentación de quienes hoy lo denuncian? Lo decía recién el miembro informante de la mayoría: “pase al cuerpo médico”. Lo denuncian a un integrante del cuerpo médico y él pasa esta actuación al mismo cuerpo médico, para que el resto de los compañeros den un dictamen “solidario” y digan que “Aquí no pasó nada. No hay incompatibilidad, él trabaja bien al lado nuestro.”

	¡Esto es una vergüenza, señor presidente! El presidente de la Corte debió haber instruido el sumario para investigar la realidad de la denuncia. ¡¿Qué tiene que hacer el cuerpo médico forense?! ¡¿Qué tiene que dictaminar en esto?! Máxime cuando en dicho cuerpo había en ese momento otro integrante que tenía claras incompatibilidades para seguir siendo médico forense, porque era presidente de la Asociación de Clínicas y Sanatorios y dictaminaba también sobre causas de mala praxis. ¡Toda la rosca hecha, señor presidente! ¡Los mismos intereses coligados, y ellos son a los que el señor presidente de la Corte les pidió que se pronuncien! 

	Por supuesto, pidió un descargo al médico y también un informe al Registro Público de Comercio; me imagino que si lo hizo fue para verificar si lo que decían los denunciantes era cierto, es decir, si era socio del sanatorio civilmente responsable al que se había demandado y en el cual este médico actuaba como forense. Por supuesto que obtiene el informe del registro y en el mismo surge que evidentemente es accionista.

	Por otra parte, existe un dictamen del Procurador de la Corte, citando los antecedentes de la sentencia, que no tienen nada que ver con esto, y terminan enviando la denuncia al archivo, y - como dije antes - no notifican a los denunciantes, a ver si se olvidan y el asunto pasa.

	Señor presidente, hasta aquí hay un hecho grave en el accionar del presidente de la Corte, cual es haber posibilitado que se sigan sucediendo en el futuro hechos similares, es decir, que un médico forense dictamine en un asunto en el que es responsable el sanatorio del cual es accionista; que este forense vuelva a tener los mismos intereses enfrentados y que la Corte Suprema de Justicia no se dé por enterada.

	Se ha hecho especial hincapié en el artículo 50, inciso 5º) del Código de Procedimientos Penales, utilizado como el argumento fundamental en el dictamen de la mayoría y coincidentemente también utilizado como elemento fundamental de la defensa del doctor Bonsembiante diciendo que no está en situación de incompatibilidad porque este artículo posibilita actuar en los casos de sociedades anónimas y en este caso se trataba de una sociedad anónima, por lo tanto no había incompatibilidad.

	Es verdad, señor presidente, el doctor Bonsembiante podría ignorar que los médicos denunciados eran accionistas del mismo sanatorio que él, entonces por ese lado no tenía obligación de excusarse. Lo que no podía ignorar el doctor Bonsembiante era que el sanatorio era el tercero interesado civilmente responsable. Esto constituye una obviedad, eso lo sabe en las dos causas, señor presidente. Y el doctor Bonsembiante no se dio por enterado. No es que el perito tiene sociedad con los médicos que eran socios del sanatorio, sino que el perito integraba la sociedad.

	Voy a tratar de ser lo más preciso posible porque a veces las diferencias son tan sutiles que no se advierten. Digo que no es que el perito tenga sociedad con los médicos porque eran socios del mismo sanatorio, sino que el perito integraba la sociedad. Es decir, era parte de la sociedad, era él el interesado, no era el caso de tener interés con un accionista de la sociedad anónima, tenía interés con la propia sociedad, señor presidente.

	Aquí, está la cuestión, no es que se trate de la situación de los integrantes de la sociedad anónima, como si aquí nos encontrarámos con que el juez es accionista de Celulosa y algún litigante también lo es y entonces no se da la incompatibilidad. Es verdad, ese es el caso que prevé el Código, pero este no es el mismo. Aquí el demandado era socio del sanatorio, pero el tercero civilmente responsable en los dos casos por mala praxis era el mismo sanatorio del cual el médico forense era accionista, era uno de los dueños del sanatorio. Al ser él el interesado, señor presidente, no juega el artículo 50, esta tabla de salvación para todos, para Bonsembiante, para la Junta Médica, para Ulla y para el dictamen de la Comisión.

	No juega el inciso 5) del artículo 50, señor presidente. Juega el inciso 2) del mismo artículo cuando dice “son causas de recusación del juez...” Claro, las disposiciones aplicables a los jueces son las disposiciones aplicables a los médicos forenses en este caso. Y dice el inciso 2): “...tener interés en el proceso”, y se refiere a él, su cónyuge, sus parientes, etcétera. Y aquí hay evidente interés en el proceso, ya que la sentencia beneficia o perjudica al perito, que era accionista y, por ende, parte de la causa; por lo tanto, tenía interés directo como accionista del Sanatorio civilmente responsable.

	El no haberse excusado, señor presidente, -que era su obligación, a pesar de que el doctor Ulla lo niegue- no tiene justificación alguna. ¡No lo entiende nadie! No se comprende que no haya tenido el pudor de decir: “Esta causa en la que tengo que dictaminar, lamentablemente no me corresponde, porque está vinculada a una entidad de la cual yo soy socio”. Al contrario, actuó buscando subterfugios e interpretaciones capciosas para poder dictaminar en la causa en que estaba en juego el interés del Sanatorio del que él era accionista. 

	Esto que parece una sutileza para un lego, para un jurista de las capacidades y de las condiciones del doctor Decio Ulla era algo así como un elefante que no podía pasarsele inadvertido. Y hace al juego de la sutileza y de las interpretaciones para salvar, en definitiva, a los partícipes de una misma cofradía, porque en el fondo son todos los intereses que se juntan, señor presidente. 

	Estamos convencidos de la necesidad de profundizar la investigación. Queríamos que el señor presidente de la Corte Suprema de Justicia viniera a dar la cara. A mí no me llega esa información tendenciosa de que queríamos liberarnos de este asunto porque el doctor Ulla iba a venir a darnos un paseo. Hubiese querido que viniera a aclarar su comportamiento, su conducta, sus actitudes, sus interpretaciones de las normas jurídicas fundamentales, como la Constitución que él contribuyó esencialmente a redactar.

	Estamos convencidos de que hay que continuar con la investigación, señor presidente, para dejar las cosas en claro. Pero sucede que a veces están de por medio las solidaridades, que no pueden ser en este caso de carácter político porque no está en juego ningún interés de esa naturaleza, ya que son dos particulares los que hacen la denuncia. Uno abogado, el hijo de un paciente del sanatorio que murió a consecuencia de una operación. Él está convencido que su padre murió por la mala praxis del sanatorio. Y la otra, una abogada en representación de una mujer cuya hija quedó ciega, a consecuencia también de una supuesta mala praxis. En ambos casos hay dictámenes médicos indicando la mala praxis.

	Fíjese que en el caso en el que está involucrado el doctor González había sentencia en primera instancia haciendo lugar a la demanda y a los reclamos porque, a juicio de ese juez, había mala praxis. Después se revocó, es verdad. Pero aquí no estamos dilucidando las cuestiones judiciales, tiene razón el miembro informante. Esas son cuestiones de la justicia. Si los juicios se perdieron, se perdieron. No podemos modificar las sentencias, pero lo que podemos hacer es algo para mejorar la justicia.

	Puede ser que se vote el dictamen y que, como dice el diario por ahí, el doctor Ulla “haya zafado”. Va a zafar en la votación, pero está más sospechado que antes, de haber actuado mal, de no haber cumplido con su obligación para contribuir al esclarecimiento de los hechos denunciados y para que no quedaran dudas de todos los procedimientos que se habían utilizado. Creo que un flaco favor se hace a la credibilidad de la justicia, con este dictamen impidiendo que el doctor Ulla venga aquí a aclarar las dudas que existen y que nosotros planteamos parcialmente esta noche.

	Termino haciendo una referencia que creo no podemos dejar de hacer, como el reconocimiento íntimo que tenemos que expresar en esta Cámara ante el párrafo agraviante del dictamen de mayoría, cuando dice: “...rechazamos de plano aviesas intenciones de ponernos como Alzada de los tribunales naturales o escenario de publicidad de actos, sostenido esto en una denuncia de hechos susceptibles para someter a alguien a juicio político”; tenemos la obligación moral de reivindicar a esa joven abogada casi desconocida, que no pertenece a la constelación estelar de los juristas prestigiosos, pero que ha dado una lección de lo que es la lucha por la justicia, peleando casi sola contra todos los intereses más poderosos, demostrando su impotencia a la comisión cuando con lágrimas y entrecortada quería decirnos todo lo que le había pasado y que la justicia no la había escuchado. Nos dio un ejemplo de lo que es luchar persiguiendo lo que a su criterio es la verdad.

	Por eso no podemos admitir esto en silencio, este párrafo del dictamen de la comisión, que creemos ha sido totalmente desafortunado.

	Estamos convencidos de que hay que cumplir con la prescripción constitucional del artículo 100, en donde una vez abierto el juicio político el acusado debe venir a dar explicaciones, eso es lo que estamos pidiendo, señor presidente. Creemos que la justicia necesita de hechos de actitudes y de comportamientos más claros por parte de quienes tienen las responsabilidades más altas y creemos que lamentablemente, en este asunto, el presidente de la Corte no cumplió con sus obligaciones, en conocimiento de un hecho grave debió haber promovido el sumario y no lo hizo. Pero claro, es nuestro pensamiento.

	Hubiésemos querido que el doctor Ulla venga a explicar todas estas cosas que casi parecen inexplicables, por eso pedimos que se prosiga la investigación.



SR. CECCHI - Pido la palabra.

	Desde nuestra bancada suscribimos de punta a punta la fundamentación que con tanta claridad acaba de realizar el señor diputado Favario sobre el despacho de minoría que promueve la prosecución del caso.

	Como bien decía el señor diputado al inicio de su exposición, este es un tema pesado, es un tema denso, es un tema muy técnico que hasta nos hace dudar de hacer algunas manifestaciones al respecto, las cuales vamos a hacer agregando a lo ya manifestado, única y exclusivamente para ejercitar nuestra facultad constitucional como legislador y dejando a salvo lo que tal vez podría ser nuestra incompetencia técnica en la materia.

	Se preguntaba el señor miembro informante de la mayoría, qué le hubiéramos preguntado al expresidente de la Corte Suprema si hubiera venido a la Comisión de Juicio Político. En lo que a mi respecta, además de avalar lo que recién manifestaba el diputado Favario, le hubiera traído a colación artículos constitucionales y legales de la Provincia y le hubiera pedido que me los explicara.

	La Constitución del año 1900 en su artículo 108º establece acerca de la incompatibilidades de los miembros del Poder Judicial y dice: “Los miembros todos del Poder Judicial no podrán formar parte de clubes o comités políticos, ni producir ni intervenir en actos electorales y de propaganda política.” Esta es una mínima limitación a las actividades de los integrantes del Poder Judicial.

	La Constitución de 1921, en su artículo 128º establece: “Ningún funcionario perteneciente a la administración de justicia podrá intervenir en acto alguno de propaganda electoral y política, ni ejercer empleo público en el gobierno de carácter político, provincial o nacional”. El texto constitucional se va transformando más exigente y ya no se puede tener empleo público.

	La Constitución del año 1949, en su artículo 91, establece: “Las funciones judiciales a partir del cargo de juez de primera instancia son absolutamente incompatibles con la de cualquier otro de carácter nacional, provinciales o municipales, públicos o privados, docentes, administrativos o políticos, permanentes o transitorios, salvo la de publicista o conferencista”.

	En este marco constitucional podemos observar dos cuestiones. Primero, que a través del tiempo se aumentaban las exigencias de incompatibilidad de los miembros del Poder Judicial. Segundo, la razonabilidad de la vieja Ley Orgánica de Tribunales, la 3.611, que al respecto decía lo siguiente en su artículo 172: “Ningún magistrado, funcionario o empleado auxiliar de la Administración de Justicia podrá intervenir en actos de propaganda electoral o política, pudiendo sólo actuar en la docencia universitaria, secundaria o especial, siempre que no exista superposición horaria”. Y en el artículo 135, decía: “El Superior Tribunal reglamentará las funciones de los médicos forenses, contemplando las obligaciones a su cargo, la distribución de las tareas, la asistencia al consultorio de la Casa de Justicia, las incompatibilidades y demás circunstancias pertinentes al ejercicio de sus funciones”.

	No extraña, señor presidente, que en este marco constitucional y legal se hayan dado una serie de acordadas, que se mencionan como antecedentes en la acordada del año 1991 que suscribió el doctor Ulla, y que son las acordadas de los años 1963, 1973 y 1984. Estas acordadas se hicieron en vigencia de una ley que obedecía a los parámetros constitucionales de la viejas constituciones; pero en el año 1991, el doctor Ulla suscribe la acordada que le permite a este médico forense del Poder Judicial ser empleado del Poder Ejecutivo provincial como interventor del IAPOS. Y aquí, señor presidente, queremos decir que nos extraña, como bien se señaló recién, que un entonces convencional constituyente que se dice, nada más ni nada menos, redactor de la Constitución vigente, se haya olvidado de la claridad y de lo explícito del artículo 89 de nuestra Constitución con respecto a las incompatibilidades de todos los magistrados y funcionarios del Poder Judicial, cuando dice que “no pueden ejercer profesión o empleo alguno, salvo la docencia en materia jurídica”. ¿Y por qué discernimos o por qué diferenciamos la acordada de 1984 con la de 1991? Porque en la de 1984 estaba en vigencia la vieja Ley Orgánica de Tribunales, que establecía las incompatibilidades de los miembros del Poder Judicial; en el año 1991 ya regía la actual Ley Orgánica del Poder Judicial que, en su Libro III, titulado “Disposiciones comunes a todo integrante del Poder Judicial”, en el inciso 4 del artículo 196, establece: “Los integrantes del Poder Judicial no pueden ejercer empleo en virtud del cual deban estar bajo la dependencia de otro poder”. Y lo voy a reiterar: “Los integrantes del Poder Judicial no pueden ejercer empleo en virtud del cual deban estar bajo la dependencia de otro poder”. ¡Esto es clarírismo! Y es una vergüenza que el entonces integrante de la Corte Suprema de Justicia y redactor -como se dice- de la Constitución que nos rige no haya tenido en cuento la claridad de esta disposición legal y haya argumentado en base a viejas acordadas que responden a una ley ya derogada que decía que había compatibilidad entre la prestación de servicios en el Poder Judicial con respecto al Ejecutivo.

	Por eso, señor presidente, por la manifestado con absoluta claridad por el señor diputado Favario y por lo que acabo de mencionar, nosotros hemos suscrito el dictamen promoviendo la continuidad del caso para que se presente el Dr. Ulla en la Comisión de Juicio Político, tal como lo marca la Constitución Provincial.



SR. DELBIANCO - Pido la palabra.

	El señor diputado preopinante, firmante del dictamen en minoría, ha incurrido en algunas equivocaciones que quiero mencionar.

	Primero parecería que estamos enjuiciando al Dr. Bonsembiante, cuando le pregunta el señor diputado Favario si existen intereses comunes, a la vez la señora diputada Gastaldi le pregunta, si eso quiere decir que cuando les llega un muerto, no le preguntan quien es, cómo llegó, de qué murió, a lo que responde que muchas veces lo desconocen, aunque parezca mentira.

	Por otra parte, el señor diputado Favario le pregunta al Dr. Bonsembiante qué otras pericias hicieron, porque el dictamen no sólo fue firmado por él, sino por otros doctores, como Del Paso y Más, y pidió que se las mencionara. El Dr. Bonsembiante manifestó que intervinieron la Facultad de Medicina de Córdoba, la Sociedad de Urología las que fueron coincidentes y que hubo sólo una discordante que fue la Universidad de Medicina de Rosario, fue discordante en la existencia o no de peritonitis.

	Cuando recibimos a los médicos forenses nos ilustramos con respecto a este tema en el cual no somos especializados, sin embargo aquí hay algunos diputados, abogados, especialistas en interpretación de leyes y me llama la atención la pésima interpretación que hizo el señor diputado Favario del artículo 50 del Código Procesal Penal. Fíjense que dice que tendría que haberse atenido al inciso II de ese artículo que menciona entre otras cosas que “...tiene interés en el proceso hasta el 4º grado de parentesco...” y el inciso V contempla al inciso II, en forma clara. No soy abogado pero creo que el inciso V es absolutamente claro, e incluye las posibilidades del inciso II.

	Quiero decir también que se ha equivocado en emitir el dictamen, por allí el señor diputado Cecchi hacía mención a las leyes del año 1921 y no conoce el artículo 7º del Reglamento de la Comisión de Juicio Político, que dice: “El dictamen de comisión deberá: a) Desestimar la solicitud de juicio político y B) Declarar que hay motivos fundados para enjuiciarlo.” No existe una tercera postura o existe la solicitud de continuar el juicio político como se hizo y que en la Comisión se votó, empezaban a correr los términos del dictamen, no hay más pedido de continuidad del juicio, se debían expresar a favor o en contra del juicio político y le pregunto al señor presidente: ¿qué vamos a votar hoy?. Tenemos un dictamen de mayoría que rechaza el juicio político y uno de minoría que no lo podemos votar. Para el dictamen de minoría que contempla la aceptación del juicio político se necesitan dos tercios de los integrantes de este Cuerpo, para el dictamen que han producido los miembros de la minoría no sé si se necesitan los dos tercios porque no está contemplado de ninguna manera que tenga que ser un dictamen, luego que la Comisión haya decidido terminar con el juicio y fundamentado las razones para rechazarlo -como en este caso-, como así también se pueden exponer las razones por parte de los señores diputados, como lo hicieron los oradores anteriormente diciendo: “Sí, queremos el juicio político a Ulla”.

	¿Cuáles son las dudas?, si es lo que dicen los miembros de la minoría, si es por las lágrimas de doctora Hurt, le aclaro al señor diputado Favario, que no me conmueven, porque a veces hay lágrimas que tienen cien mil poderosas razones para salir.

	Cuando analizamos el pedido del juicio político nos llegó una carta de la doctora Hurt que no la voy a leer porque es agraviante, ya que descalifica a los taquígrafos y a la comisión, en la que se puede advertir un desconocimiento absoluto de la Ley de Juicio Político y nos criticó porque en su momento no teníamos la acordada ni las cartas. ¿Cómo lo íbamos a tener si el régimen de la Comisión de Juicio Político establece que el primer punto es llamar a los denunciantes para que confirmen y amplíen la denuncia y es lógico que así sea, porque por ejemplo podría pasar que los denunciantes se hagan presentes para manifestar que desestiman la denuncia y entonces no hay razón para investigar.

	La doctora desconocía una parte de la Ley de Juicio Político, y digo una parte porque otra fue citada por ella misma, y decía además que el sistema que usamos, refiriéndose a los taquígrafos, es absolutamente antiguo y ofrecía en su carta medios televisivos y de desgrabación para venir a hacer el circo a la Comisión de Juicio Político.

	Creo que estamos en el tratamiento del enjuiciamiento del presidente de la Corte Suprema de Justicia que si en alguna oportunidad debería haber hecho caso omiso a la acordada de la Corte habría estado incumpliendo con sus funciones de presidente. El presidente Ulla podría haber reunido y pedido a la Corte que anulara la acordada, pero él no podía disponerlo, porque había una acordada que le otorgaba las posibilidades reales de que no había incompatibilidad. No hacía más que cumplir con la reglamentación.

	En relación a los intereses comunes reitero que el doctor Bonsembiante es accionista del sanatorio en cuestión y les dijo cuánto significaban esas acciones, ¿quién puede tener interés real en acciones de 0,68 pesos?. Absolutamente ridículo, señor presidente.

	Por eso para nosotros terminó la investigación, no hay causa para investigar al doctor Ulla y tampoco podemos discutir las acordadas de la Corte, nos podremos expresar pero no podemos modificarlas, porque tampoco pretendo que los miembros de la Corte vengan a decirnos lo que tenemos que hacer. Es la división de poderes de la democracia que tenemos que aceptar y en este marco tenemos que proponer ahora una votación y no sabemos, señor presidente, qué es lo que vamos a votar, porque el dictamen de rechazo al juicio político no existe; qué es lo que votaremos primero, porque nunca se votó por el despacho de mayoría. Se vota por l a aceptación del juicio, por eso se necesitan dos tercios de votos, pero qué vamos a votar ahora si no tenemos propuesta de aceptación del juicio político.

	Yo pienso, señor presidente, que está aceptado el rechazo de juicio político en virtud de que no se ha presentado el dictamen de comisión solicitando la continuidad de la investigación o la apertura del juicio político, no existe; entonces, qué es lo que vamos a votar?. 

	Esto no puede volver a la comisión porque la comisión ya decidió de acuerdo con las normas legales. A partir de allí teníamos cinco días hábiles para dictaminar, pero pasaron os cinco días y no está el despacho pidiendo que se abra el juicio político, no existe; entonces, reitero, qué es lo que vamos a votar?.



Sr. FAVARIO - Pido la palabra.

	Voy a tratar, dentro de lo que he ido anotando, en base a las consideraciones hechas por el miembro informante de la comisión, lo que entiendo, hace a la precisión de algunos conceptos. Puede ser que no me haya expresado con claridad y por eso me voy a permitir reiterar, para que no queden dudas de lo que pensamos. 

	Señor presidente, aquí no se está pretendiendo juzgar ni hacer juicios por mala praxis, nadie pretende discutir el resultado de las pericias sobre si hubo o no mala praxis. Pero señalamos que a través de las pericias de estos médicos con intereses concurrentes en favor de lo imputados se puede llegar a un resultado determinado. 

	Fíjese, señor presidente, a propósito de la pericia. El doctor Más, que era integrante del Cuerpo Forense tuvo que dictaminar en primera instancia en la causa Reutemann y el doctor Mas dictaminó señalando que había mala praxis; motivo por el cual el juez de primera instancia dictó sentencia que después revocó la Cámara. Después de eso, el mismo doctor Mas aparece cambiando el dictamen sin dar explicación lógica, diciendo -después de un mes- que no había habido mala praxis. Entonces yo tengo derecho a pensar -nadie tiene por qué acompañar nuestro pensamiento- que la presencia del doctor Bonsenbiante le hizo cambiar el dictamen.

	Lo que es ocurrente y original, es la tesis que ha expuesto el miembro informante de la mayoría, dice que el dictamen tiene que ser a favor o en contra y como no está el de minoría en tal sentido, esto le hace pensar que hay una aceptación tácita de nuestra parte en favor del rechazo del juicio político. Si él quiere, que así lo piense. Pero después de todo lo que hemos dicho alguien puede creer que estamos a favor del rechazo? Lo que hemos dicho, señor presidente, es que la posición de la mayoría en la Comisión -a nuestro juicio- está equivocada porque no se ha terminado con la investigación y venimos a decirle a la Cámara que cumpla con el precepto constitucional que la mayoría de la comisión no cumplió, porque no lo quiso citar al doctor Ulla. 

	Y por supuesto, señor presidente, hay un orden jerárquico, hay una escala de valores, y si la Cámara decide a favor de proseguir las actuaciones y la investigación, quedará sin relevancia el dictamen de mayoría, que dice que la cosa se termina aquí. No pueden cuatro miembros de la Comisión de Juicio Político imponerle a la Cámara en su conjunto la votación en este momento de un dictamen, y disponer que no se puede seguir investigando.

	Esto es contrario a cualquier principio de lógica jurídica; si la mayoría de esta Cámara decide que la comisión continúe la investigación, mal que le pese, debe seguir haciéndolo.

	Es cierto, no vamos a cambiar las acordadas de la Corte, pero no es verdad que esas acordadas constituyan la ley sagrada que no se puede llegar a modificar. Podría llegar a justificarse incluso el dictado de la acordada, pero lo que nadie va a poder entender es la continuidad de esta situación ante la evidencia de la incompatibilidad; ante esta colisión flagrante de intereses del médico forense, que a su vez es accionista del sanatorio, no interesa el porcentaje que tenga, pues sea el que sea lo habilita para trabajar en el mismo. No nos confundamos ni nos hagamos los desentendidos, necesita las acciones para poder operar y trabajar en el sanatorio, los accionistas son los dueños del sanatorio. ¿O qué?

	Respecto al artículo 50 del Código Procesal Penal que se insiste en interpretar equivocadamente, no puede servir de amparo para trampear el derecho, como hizo el doctor Bonsembiante y como parece también pensaba el doctor Ulla cuando insistió con la compatibilidad reflejada en el inciso 5º de aquel artículo. Repito, un juez no puede excusarse en un asunto entre un particular que es socio de una sociedad anónima de la cual él también es socio, pero en este caso especial el que dictamina sobre un caso concreto es un perito que es parte de la sociedad. El perito - reitero- con un mínimo de pudor, a pesar de que haya dicho que no siente violencia moral, debió haberse apartado de la causa. ¡Hay aparte de incompatibilidad de intereses, una incompatibilidad ética, señor presidente! Son los funcionarios los que deben dar el ejemplo. 

	Termino diciendo que si hay dudas en lo que hay que votar, es sencillo, la Cámara es la que resuelve, no la comisión de Juicio Político, ni ninguna comisión que quiera tener más voluntad que la propia Cámara.

	Se puede votar el dictamen de mayoría y si obtiene mayor cantidad de votos será rechazado el pedido de juicio político, pero si la mayoría del Cuerpo entiende que la Comisión de Juicio Político debe continuar con la investigación, lamentablemente para ellos  al dictamen de mayoría lo tendrán que guardar para otra oportunidad.



SR. DELBIANCO - Pido la palabra.

	No es así, señor presidente. El dictamen de la mayoría no necesita mayoría simple. Es al revés el despacho que promueve el juicio político necesita de los dos tercios de votos, por lo que deben sacar la cuenta. No es lo mismo.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - La Presidencia aclara que toda interpretación del Reglamento del Cuerpo se hace por votación.

	Se va a votar el dictamen de la mayoría que aconseja el rechazo del juicio político al doctor Carlos Decio Ulla.



SR.FAVARIO - Pido la palabra.

	Mociono en el sentido de que la votación sea nominal.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se va a votar la moción formulada por el señor diputadoFavario.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Por Secretaría se pasará lista de los señores diputados para proceder a la votación nominal.

-	Votan por la afirmativa los señores diputados Altamirano, Barquín, Bearzotti, Castro, Delbianco, Esquivel, Giogetti, González, Gurdulich, Leale, Meotto, Mercier, Mionis, Pascutto, Peiretti, Pfeiffer, Piaggio, Pividori, Pochettino, Rébola, Rodríguez, Rossia, Vallejos y Venesia.

-	Votan por la negativa los señores diputados Alvarez, Arcando, Bullrich, Cardelli, Cecchi, Ciccarelli, Di Pollina, Favario, Jove, Marinozzi, Martínez, Meardi, Merino, Millet, Pinasco de Jullierac, Rava de Carreras, Rosenthal y Sánchez.

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - El resultado de la votación es el siguiente: 24 votos por la afirmativa y 18 votos por la negativa. En consecuencia, se rechaza el juicio político.



11

consejo administración hospital sayago



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se encuentra reservado en Secretaría el proyecto de comunicación por el cual se requiere al Poder Ejecutivo que a través del Ministerio de Salud y Medio Ambiente exponga las razones por las cuales no ha sido incorporado el representante comunitario en el Consejo de Administración del Hospital Sayago.

	Por Secretaría se dará lectura.

-	Se lee:(Ver punto XIX)

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de comunicación.

-	Resulta aprobado.



12

salones de bingo en rosario



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se encuentra reservado en Secretaría el proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes sobre las razones por las que conjueces de Casilda proceden a la habilitación de salones de Bingo en Rosario y otros puntos de la Provincia de Santa Fe.

	Por Secretaría se dará lectura.

-	Se lee:(Ver punto XXX)

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - En consideración.



SR. CECCHI - Pido la palabra.

	No voy a abundar en argumentaciones porque ya lo hice en su momento, cuando solicité el tratamiento sobre tablas de este proyecto. Simplemente quiero proponer una modificación al texto que acaba de leerse por Secretaría, en el sentido de que al finalizar el punto 2 se agregue el siguiente párrafo: “Se envíe copia de los demás expedientes donde la Justicia de Casilda habilitó la apertura de Bingos por la misma vía”. 

	Esto se fundamenta en el sentido de que no es un solo conjuez, sino que son varios y no se trata de un solo bingo, sino de varios; de modo tal que se hace imperioso contar con toda la información y no únicamente con el expediente 11/94 que dictaminó el doctor Orlando Jaime.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de comunicación.

-	Resulta aprobado.

13

centro de diálisis



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se encuentra reservado en Secretaría el proyecto de comunicación mediante el cual se solicitan informes sobre aspectos vinculados al funcionamiento del Centro de Diálisis de la Provincia de Santa Fe.

	Por Secretaría se dará lectura.

-	Se lee:(Ver punto XXXV)

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - En consideración.



SR. CICCARELLI - Pido la palabra.

	Quiero recordarles a los señores diputados que en realidad -como lo manifesté anteriormente- el interés que nos mueve a la diputada Rava de Carreras y a mí se basa más que en un pedido de informes en la necesidad de advertir al Ministerio para que no deje caer los plazos que vencen el 30 de noviembre, porque en verdad el problema se funda en que la gente que está en tratamiento en Diálisis no va a quedar incluida en el Plan Nacional de Transplantes, lo cual significa para pacientes renales crónicos una angustia tremenda que incentiva la situación crítica por la que están pasando. 

	Por eso pido que acompañen con el voto este proyecto para dar una voz de alerta al Ministerio a fin de que tomen los recaudos y no dejen caer los brazos.



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

14

coparticipación federal de impuestos



SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se encuentra reservado en Secretaría el proyecto de comunicación por el cual se solicita al Poder Ejecutivo pida informes al Poder Ejecutivo Nacional sobre aspectos vinculados a la coparticipación federal de impuestos.

	Por Secretaría se dará lectura.

-	Se lee: (ver punto XXXVI)

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

-	Ocupa la Presidencia el vicepresidente primero del Cuerpo, señor diputado Alberto Buyatti.

15

expropiación de inmueble en san josé del rincón



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Se encuentra reservado en Secretaría el proyecto de ley referido a la expropiación de un inmueble en San José del Rincón, por el cual se prorroga la ley 11.212.

	Por Secretaría se dará lectura.

-	Se lee: (ver punto XXXVIII)

SR. PRESIDENTE (Mehauod) - Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

-	Resulta aprobado.



16

foro de legisladores del litoral



SR. GIORGETTI - Pido la palabra.

	Quiero brindar un breve informe a la Cámara. El día martes próximo pasado he concurrido con la diputada Mónica González y Ana Gurdulich al Foro de Legisladores del Litoral. La convocatoria fue en la ciudad de Corrientes y se trataron distintos temas. En esa oportunidad se acordaron reuniones con participación pública, y concurrir a Campo Grande los días 29 y 30. Las actividades que ha desarrollado la Comisión de Comercio Exterior acordó la participación de las provincias de Entre Ríos, Corrientes, Misiones, Santa Fe, Chaco y Formosa con sus gobernadores, quienes van a tener una reunión con sus pares del CODESUL del Brasil que la integran los estados de Río Grande do Soul, Santa Catarina, Paraná y con el último incorporado, el Estado de Matto Grosso.

	Ahí se van a discutir temas referidos a la integración regional fronteriza, temas que tienen que ver con el Mercosur y se van a proponer alguna participación a través de cancillería en lo referente a espacios que están reservados para las provincias, después de la última reforma de la Constitución Nacional que se hizo en la ciudad de Santa Fe.

	Es bueno saber que el día 30 se van a llevar a cabo reuniones que tienen que ver con organizaciones no gubernamentales ambientalistas con asiento en el NEA de organizaciones no gubernamentales para el desarrollo sustentable en el convencimiento de la necesidad de analizar y discutir en profundidad con bases técnicas y científicas los distintos espacios regionales de desarrollo regional y cuestiones ambientales que involucran los proyectos y obras en la Cuenca del Plata. .Tiene que ver con un taller hidrológico, un taller indígena y la repercusión ambiental en el dragado de la hidrovía.

	En la Comisión de Industria y Comercio, que se va a reunir el próximo jueves a las 10 de la mañana, vamos a estar en condiciones de informar a aquellos legisladores interesados en concurrir a estas reuniones, cuáles son las posibilidades de participación y además vamos a elevar una nota a través de su presidencia informando las conclusiones a que se han arribado en este encuentro del Foro de Legisladores del Litoral.

17

modificación ley nº 10.101



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - El proyecto de ley por el cual se modifican diversos artículos de la ley 10.101, Ley de Ministerios no cuenta con dictamen de comisión para ser tratado con preferencia.



SRA PINASCO DE JULIERAC - Pido la palabra.

	Solicito el traslado de esta preferencia para la próxima sesión, con dictamen de comisión.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Pinasco de Julierac.

-	Resulta afirmativa.

18

adhesión ley nacional nº 24.449



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - El proyecto de ley por el cual la Provincia adhiere a la Ley Nacional Nº 24.449, no cuenta con dictamen de comisión para ser tratada con preferencia, por lo que la Presidencia propone el traslado de esta preferencia para la próxima sesión, con dictamen de comisión. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-	Resulta afirmativa.

19

cumplimiento ley orgánica de comunas en arrufó



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - El proyecto de comunicación por el que se solicita a las autoridades comunales de Arrufó el estricto cumplimiento del artículo 8º de la Ley Orgánica de Comunas, no tiene dictamen de comisión para ser tratado con preferencia.



SR. MILLET - Pido la palabra.

	Solicito el traslado de esta preferencia para la próxima sesión, con dictamen de comisión.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Millet.

-	Resulta afirmativa.

20

operaciones de crédito en mora en bco. pcial. de santa fe



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - El proyecto de ley por el cual se autoriza al Banco de Santa Fe Sociedad Anónima a recalcular el monto de determinadas operaciones de créditos en mora, no cuenta con dictamen de comisión por lo que no puede ser tratado con preferencia.



SR. GIORGETTI - Pido la palabra.

	Solicito el traslado de la preferencia para la próxima sesión, con dictamen de comisión.

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Giorgetti.

-	Resulta afirmativa.

21

régimen de regularización tributaria



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - El proyecto de ley por el cual se establece un régimen de consolidación y regularización tributaria para obligaciones fiscales, no cuenta con dictamen de comisión por lo que puede ser tratada con preferencia.



SR. GIORGETTI - Pido la palabra.

	Solicito el traslado de la preferencia para la próxima sesión, con dictamen de comisión.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Giorgetti.

-	Resulta afirmativa.

22

comisión bicameral para asuntos carcelarios



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Corresponde considerar el proyecto de ley por el cual se crea la Comisión Bicameral para Asuntos Carcelarios.



SR. RODRÍGUEZ - Pido la palabra.

	Quiero formular una observación, en cuanto a que la comunicación que establece el último artículo debería ser a la Cámara de Senadores.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En ese caso, serán dos las observaciones: la que acaba de señalar y, en el artículo 8º, en vez de establecer que “Los gastos que demande el cumplimiento de la presente ley...” debería decir: “...la presente resolución”.



SR. BULLRICH - Pido la palabra.

	Pensé que se iba a fundar este proyecto de resolución y, a lo mejor, a través de la fundamentación se podría explicar algunas cuestiones que refieren a estos dos artículos. Me pareció que se equivocaron en la transcripción cuando se copió el despacho, ya que el proyecto originario era de ley.

	De la misma forma, entiendo que algunas de las facultades otorgadas a la comisión podrían estar justificadas en la medida que se sancionara una norma superior. En la medida que sale como una resolución del Cuerpo que crea una comisión bicameral de acuerdo con lo establecido en el artículo 69 del Reglamento, la competencia de la comisión es una competencia netamente parlamentaria y la sugerencia al Poder Ejecutivo tendrá que hacerla vía comunicaciones oficiales a través de proyectos de comunicación que sancione este Cuerpo y la Cámara de Senadores, por cuanto es un órgano inferior y dependiente del Poder Legislativo, y no con la independencia que se quiere dar con este proyecto, en virtud de tratarse de una resolución y no de una ley.

	Si esta modificación al Reglamento de la cámara se está estableciendo para que los miembros de la comisión duren 4 años, debemos tener en cuenta el artículo 69 de nuestro Reglamento que establece la conformación de comisiones bicamerales, además de los 70 y 71 que establecen la duración y representación.

	En consecuencia considero, que si estamos estableciendo la duración del mandato sea de 4 años, debemos modificar el Reglamento de la Cámara y en virtud de ello se necesitan los dos tercios de votos para hacerlo y no como se quiere, mediante una mera resolución del Cuerpo.

	Otra observación, es acerca de las facultades primordiales que hacen al funcionamiento de esta comisión y que es de competencia de la Comisión de Derechos y Garantías, establecido en el artículo 65ª, que entre otras cosas dice “Compete a la Comisión de Derechos y Garantías tratar todo lo relativo al funcionamiento del Régimen Carcelario Provincial con expresas facultades de inspección de cárceles, alcaldías, comisarías, jefaturas y todo lugar de detención de personas”. Reitero, son las mismas facultades que tiene la Comisión de Derechos y Garantías pero con un rango mayor por ser bicameral y para ello necesitaríamos una disposición expresa, con los dos tercios de votos.

	Por otro lado, me queda una duda con relación a las facultades de esta comisión sobre proponer proyectos y demás. No se puede enervar las facultades de los legisladores de presentar proyectos. Si se insiste en la sanción de este proyecto, nuestro bloque solicita la modificación del reglamento, que se hace, repito, con los dos tercios de votos.



SR. BARQUIN - . Pido la palabra.

	Considerando las observaciones que hace el diputado Bullrich, creo conveniente, dado que se ha tergiversado la intención y espíritu que tenía este proyecto de ley creando la Comisión Bicameral de Asuntos Carcelarios, solicito que vuelva a comisión para que se lo evalúe nuevamente y se defina si va a ser de ley o de resolución.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Si no se hace más uso de la apalabra, se va a votar la vuelta a comisión del presente proyecto.

-	Resulta afirmativa.
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política de riego



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Corresponde considerar el proyecto de ley por el cual se fija la política de riego en el ámbito de la Provincia de Santa Fe.

	Por Secretaría se dará lectura.

-	Se lee:



Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley autoría de la señora diputada Jove, por el cual se fija la política de Riego en la Provincia de Santa Fe - Explotación de los Recursos Hídricos, y atento a los estudios realizados y las razones que dará el miembro informante, esta comisión ha resuelto introducirle modificaciones al texto original, por lo que os aconseja que le prestéis aprobación al siguiente:

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:



Régimen del riego

capítulo I -  objetivos



Artículo 1º - Es objetivo de la presente ley fijar una adecuada política de riego, dentro del ámbito de la Provincia de Santa Fe, con el fin de garantizar el uso y aprovechamiento racional y con un sentido conservacionista de los recursos hídricos provinciales.



capítulo ii -  definiciones



Artículo 2º - Recursos Hídricos: Considerase Recursos Hídricos al agua en sus diferentes estados, sus cauces, lechos y acuíferos.



Artículo 3º - Los Recursos Hídricos pueden ser superficiales y subterráneos.



a) 	Recursos Hídricos Superficiales: Son recursos hídricos superficiales:



I - 	Cursos de agua: se consideran tales aquellos que corren por cauces naturales, quedando comprendidos los ríos, arroyos y torrentes provenientes de aguas vertientes, de fuentes pluviales y otras que las alimenten o formen. También estarán comprendidas las obras de conducción artificial.

II - 	Aguas lacustres: Se definen de tal modo las aguas acumuladas naturalmente o por efecto de obras públicas, en concavidades o depresiones topográficas, formando lagos, lagunas o embalses.

III - 	Cursos intermitentes: Aquellos en que el escurrimiento de las aguas es discontinuo y ocasional por razón de irregularidad o exceso en las precipitaciones pluviales instantáneas, seguidas de períodos de sequía.

	Para la determinación de un curso intermitente no será factor condicionante la proporción entre el tiempo y el escurrimiento y el de sequía.

IV - 	Reservorios: Las aguas de precipitaciones, o fluviales acumuladas en terrenos particulares.



b) - 	Recursos Hídricos Subterráneos: Son Recursos Hídricos Subterráneos

I - 	Acuífero: Es todo aquel estrato o formación geológica que permitiendo la circulación del agua por sus poros o grietas, hace que el hombre pueda aprovecharla en cantidades económicamente apreciables para subvenir a sus necesidades. Existen acuíferos libres, confinados y semiconfinados. Son recargados por acción de las precipitaciones en plazos de tiempo variables y en ciertos casos muy largos.

II - 	Sistema de riego: es la acción de extraer y conducir agua desde una fuente de abastecimiento hasta un cultivo por distintos medios.

III 	Regante: Resulta tal toda persona física o jurídica que utiliza un sistema de riego aprobado.

IV - 	Pozo de Explotación: Son las perforaciones destinadas a obtener agua subterránea de distintas profundidades, con fines de riego.

capítulo iii -  extracción de aguas de riego



Artículo 4º - Las aguas destinadas a riego podrán extraerse del subsuelo, manantiales, cauces naturales o artificiales, cuando exista la necesidad y en la medida que determina técnicamente la Autoridad de Aplicación.



capítulo iv -  dominio público de las aguas de riego



Artículo 5º - Todo lo referente al dominio público de las aguas, sean de carácter superficial como subterráneas, se regirá por lo establecido en el Código Civil y legislación de fondo sobre la materia.



Artículo 6º - La Utilización de las aguas del dominio público para riego será otorgada por permiso precario o concesión.



capítulo v -  de los permisos precarios



Artículo 7º - Todo regante, cualquiera sea el título que detente, debe solicitar permiso previo a la Autoridad de Aplicación, para obtener el derecho de uso y aprovechamiento de las aguas del dominio público con fines de riego, presentando un proyecto acorde con los requisitos que se establecen en esta ley y en su respectiva reglamentación.

	Dicho permiso precario podrá otorgarse en los casos de pequeñas utilizaciones, que por su carácter transitorio, no impliquen derivación de agua mediante canales u obras fijas, y para explotaciones temporarias de carácter experimental, siempre que no perjudiquen a beneficiarios de autorizaciones anteriores.



Artículo 8º - La Autoridad de Aplicación, previo estudio de las solicitudes y proyectos presentados, otorgará el permiso precario de uso y aprovechamiento sobre aguas del dominio público, fijando expresamente en cada caso, criterios sobre cantidad de agua a aprovechar, en base a la situación zonal, su régimen hidrológico, clima, tipo de suelo, cantidad y calidad de agua existente, sistema de riego a utilizar y cultivo al que se aplicará.



Artículo 9º - Para el otorgamiento del permiso precario de uso de aguas por captación superficial, previamente deberán efectuarse los estudios y análisis de la zona hidrográfica, sus fuentes posibles, puntos de toma, estudios geofísicos, ensayo de bombeo y estudios económicos comparativos.

	En el caso del otorgamiento de permisos precarios de uso sobre aguas subterráneas, se deben completar los recaudos precedentes, con la evaluación de cantidad y calidad del caudal existente, y realizarse estudios geofísicos, perforaciones exploratorias y perfilajes de pozos.

	En todos los casos, se debe tener en cuenta la opinión de la autoridad y organismos técnicos competentes en la materia.



Artículo 10º - La Autoridad de Aplicación determinará los plazos por los que se otorgan los permisos precarios, los que no podrán ser cedidos, y serán revocables en cualquier momento, sin derecho a indemnización para el permisionario, cuando se compruebe que el uso y aprovechamiento de las aguas resulta irracional, abusivo, causa perjuicios a terceros, a la comunidad, o coincide con un período de escasez del recurso hídrico.

	Vencido el plazo de otorgamiento del permiso precario, se podrá prorrogar por el término que fije la Autoridad de Aplicación, bajo las condiciones establecidas en esta ley.



Artículo 11º - Los permisionarios deberán mantener las obras en perfecto estado de conservación y funcionamiento, asumiendo a su vez las responsabilidades que por daños y perjuicios pudieran ocasionar a terceros y/o cosas, de resultar del permiso precario otorgado y las obras en función del mismo autorizadas.



capitulo vi -  de las concesiones



Artículo 12º - Todo uso de agua pública para riego, que por su naturaleza requiera la derivación de agua, mediante canales y obras fijas, se otorgará por concesión acordada por el Poder Ejecutivo, a través de la Autoridad de Aplicación, y conforme a las disposiciones de ésta ley y su reglamentación.



Artículo 13º - Las concesiones de riego podrán ser otorgadas a perpetuidad, en condiciones tales que no se opongan a las servidumbres legisladas por el Código Civil, ni al ulterior aprovechamiento de los cursos de agua, como fuente de energía cinética.

	La Provincia no será responsable por la falta o disminución del caudal de agua otorgada por concesión o por las causales enunciadas en éste artículo.



Artículo 14º - Quien pretenda una concesión para riego, cualquiera sea su carácter, presentará por escrito la respectiva solicitud, acompañada del proyecto pertinente, y que contendrá los requisitos que se establezcan en esta Ley y su respectiva reglamentación.

	Las concesiones de uso de aguas públicas para riego, así como las renuncias, serán tratadas solamente una vez al año, a los efectos de poder realizar un balance de compensación de superficies bajo riego.



Artículo 15º - Todo el proceso de concesión deberá respetar los principios y las formalidades de adecuada publicidad, régimen de oposición de vecinos, habilitación técnica, planos y documentos de obra, oferta beneficiosa para el interés público provincial y demás recaudos que determine la Autoridad de Aplicación, conforme a esta Ley o lo nombrado en su reglamentación.



Artículo 16º - Para obtener una concesión es esencial la concurrencia de los siguientes requisitos:



a) 	Que el solicitante sea propietario del terreno a regar.

b) 	Que dicho terreno tenga aptitud para ser regado y cultivado.

c) 	Que el aforo practicado resulte agua disponible.



Artículo 17º - En el otorgamiento de las concesiones se tendrá en cuenta:

a) 	Los propietarios de menor superficie, evitando un excesivo y antieconómico parcelamiento.

b) 	Los terrenos que ofrezcan mayores ventajas de orden técnico y económico.

c) 	Los concesionarios que soliciten una ampliación de su concesión, siempre que se encuentre eficientemente regada a juicio de la Autoridad de Aplicación.

d) 	Los que hubieran sufrido perjuicios en sus terrenos cultivados por causas naturales.

e) 	Las renuncias a anteriores concesiones.

	

	En la construcción de obras de riego, se deberá dejar sobre la margen de los canales un camino de servicio, según disponga la Autoridad de Aplicación.

	A igualdad de condiciones tendrá prioridad la fecha de presentación de la solicitud o proyecto.



Artículo 18º - A los efectos de esta ley, se expresará la magnitud de una concesión, tomando como unidad de medida la hectárea con derecho a riego.

	Las concesiones de riego se otorgarán con una dotación de cuarenta centilitros por segundo, por cada hectárea de riego, la que podrá ser modificada posteriormente, de acuerdo con los datos experimentales que se observen en cada explotación. En la mencionada dotación quedan comprendidas las pérdidas de agua por evaporación o infiltración.



Artículo 19º - Dentro del límite establecido en el artículo anterior, los titulares de concesión tendrán derecho a que se les entregue la dotación de agua necesaria y suficiente para atender los cultivos que realice. A tales efectos, los concesionarios harán saber anualmente, dentro de los plazos que fije la reglamentación, la superficie y clase de cultivo a que se dedicarán las tierras con derecho a riego.



Artículo 20º - Los solicitantes de concesiones de riego abonarán en concepto de revisación de proyectos, inspección de obras, reparaciones, ampliaciones y asesoramientos, los derechos que establezca la Autoridad de Aplicación. Los fondos recaudados se ingresarán como recursos para la Autoridad de Aplicación de manejo del riego.



Artículo 21º - Todos los titulares de permisos precarios y de concesión de riego deben estar inscriptos en un Registro Catastral que a tales efectos se llevará. Para mantener actualizado el catastro, todo permisionario o concesionario está obligado a remitir anualmente los datos que les sean requeridos por la Autoridad de Aplicación, referentes a la clase y extensión de sus cultivos, y todo otro dato estadístico de interés.



Artículo 22º - A los efectos de la distribución, uso y control de las aguas, los concesionarios deberán construir las obras necesarias y mantenerlas en perfecto estado de conservación y funcionamiento.

	En la distribución o reparto del agua se adoptará siempre un criterio que responda a la más estricta igualdad entre los usuarios de idéntica categoría y que no establezca de hecho preferencias a favor de unos y en perjuicio de otros.

Artículo 23º - Toda concesión lleva implícita, esté o no estipulada, la cláusula de revocación, no admitiéndose ningún convenio en contrario. La revocatoria está sujeta a la existencia de un interés público que la reclame y dará lugar en todos los casos a la correspondiente indemnización, limitada a los bienes físicos afectados a la concesión.



Artículo 24º - La Autoridad de Aplicación está facultada para declarar caducas las concesiones de riego por el abandono de su ejercicio durante cinco años, a partir del otorgamiento de las mismas o desde el momento en que el abandono tuvo lugar. Si sólo se ha cultivado parte de las tierras, la medida se aplicará respecto de las hectáreas no cultivadas. Igualmente se procederá cuando el concesionario no cumpliera con las obligaciones emergentes de la concesión o desnaturalizara el uso concedido.

	En todos los casos, la caducidad no dará derecho al concesionario a reclamar ningún tipo de indemnización.

	La caducidad se resolverá previa audiencia del interesado y de los titulares de derechos reales, que tengan registrados sus títulos. A los titulares de derechos reales, que dentro de los sesenta días de notificados manifiesten su voluntad de realizar por sí los actos no cumplidos por el concesionario, se les acordará un plazo no mayor de un año para su realización.



capitulo vii -  de las obras con fines de riego en dominio privado



Artículo 25º - La ejecución de perforaciones con fines de riego, para áreas agropecuarias y/o sus ampliaciones, deben contar con la autorización previa de la Autoridad de Aplicación, ante quien deberán denunciarse los pozos en explotación en el término y forma que indique la reglamentación.

	Quedan comprendidos los pozos en explotación existentes a la fecha de sanción de la presente.



Artículo 26º - La ejecución de obras, sus modificaciones, la realización de trabajos, funcionamiento y operación de los proyectos para el uso del agua pueden ser inspeccionados y controlados, en todo momento, por la Autoridad de Aplicación. Si se advirtiera que las obras pueden causar perjuicios, dicha autoridad está facultada para ordenar su modificación, ratificación, suspensión, paralización o demolición, cuando las mismas no se ajusten al proyecto visado o cuando los materiales, equipos, maquinarias o motores utilizados y su funcionamiento, no se adecuen a las características del proyecto.



Artículo 27º - Los distintos tamaños o escalas de proyectos de obras sobre uso de agua deben ser presentados con una Declaración de Impacto Ambiental (DIA) y, de ser necesario por las características de las mismas, con una Evaluación del Impacto Ambiental (EIA), acorde a los requisitos y condiciones que establezca la reglamentación para tal fin.



Artículo 28º - Cualquier persona, sin perjuicio de las acciones previstas por la Ley Nº 10.000, cuando existan pruebas concretas o suficientes para acreditar que las obras pueden causar daños graves al medio ambiente o el ecosistema, podrá solicitar ante la Autoridad de Aplicación la realización de una Evaluación del Impacto Ambiental, la que se efectivizará previo dictamen pericial, todo bajo el costo exclusivo del peticionante o de quien causare el daño, según corresponda.



capítulo viii -  autoridad de aplicación



Artículo 29º - Autoridad de Aplicación: Será Autoridad de Aplicación el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, a través de las áreas que correspondan, teniendo a su cargo, entre otras, las siguientes funciones con carácter enunciativo:



1 - 	Planificar las acciones tendientes a la conservación y regulación del recurso armonizándolo con otros usos;

2 - 	Realizar estudios técnicos a nivel regional, hidrológicos e hidrogeológicos;

3 - 	Concretar los estudios económicos para la formulación de proyectos y construcción de obras;

4 - 	Efectuar los estudios económicos para la formulación de proyectos y construcción de obras;

5 - 	Crear un Registro en el que deberán inscribirse todos los regantes, en las condiciones establecidas en la reglamentación;

6 - 	Habilitar a nuevos regantes, previa aprobación de los estudios correspondientes, avalados por un profesional competente;

7 - 	Llevar un registro de empresas perforistas existentes en la Provincia, como así también de empresas y/o personas físicas o jurídicas que tienen por objeto principal la comercialización e instalación de equipos de riego;

8 - 	Inspeccionar y controlar los sistemas de riego;

9 - 	Difundir, publicitar y asesorar sobre las técnicas y prácticas más convenientes con fines de riego, de acuerdo a las distintas regiones de la Provincia;

10 - 	Celebrar convenios con organismos públicos y privados, Asociaciones Profesionales reconocidas, sean de carácter nacional o provincial, a fin de llevar a cabo las acciones mencionadas anteriormente;

11 - 	Resolver las cuestiones relativas al incorrecto uso del recurso, según lo fijado por esta Ley y su reglamentación;

12 - 	Otorgar los permisos precarios o de concesión a los regantes para el uso del agua con fines de riego, pudiendo en su caso establecer un derecho o canon, todo ello en las condiciones y con los requisitos que establezca esta Ley o su reglamentación;

13 - 	Prorrogar, revocar o declarar caducos permisos precarios o concesiones.



Artículo 30º - Sin perjuicio de las atribuciones conferidas a la Autoridad de Aplicación, cuando se trate de la proyección, construcción y/o ejecución de obras públicas de irrigación, se deberá dar intervención al Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda.

	Todos los estudios regionales de aprovechamiento de agua superficial que realice el organismo de aplicación de la presente, deben complementarse con los trabajos de conservación de suelos previstos en la Ley Nº 10.552.



capítulo ix -  disposiciones generales



Artículo 31º - El Poder Ejecutivo reglamentará la presente dentro del término de ciento ochenta (180) días de su promulgación.

Artículo 32º - Derógase la Sección V del Título V de la Ley Nº 1108 (Código Rural de la Provincia de Santa Fe) y sus modificatorias; y toda otra norma que se oponga a la presente.



Artículo 33º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 14 de noviembre de 1996.

	Gastaldi - Rosenthal - Rodríguez - Esquivel - Rébola - Venesia - Di Pollina - Rava de Carreras - Favario.

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Esta Presidencia sugiere que el proyecto sea votado por capítulo.



SRA. JOVE - Pido la palabra.

	Estoy de acuerdo de que así se vote, pero además quiero señalar la importancia del proyecto para la Provincia en cuanto sería una de las únicas que cuente con una ley de riego, porque en el sector agropecuario es novedosa la aplicación de esta tecnología. Esta ley va a normar de esta tecnología pero fundamentalmente conservando el recurso, en este caso, suelo y agua, que son de suma importancia, es decir aplicar el riego para aumentar la producción pero con los estudios que requiere esta tecnología para no alterar la calidad y la cantidad del recurso agua.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y luego, en virtud del artículo 144º del Reglamento, se va a votar el proyecto de ley por capítulos.

-	Resulta aprobado.

-	En particular se aprueban sin observaciones los Capítulos I al IX.

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consecuencia, el proyecto queda aprobado y pasa al Senado.

24

parques y áreas industriales



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - El proyecto de ley por el cual se impulsa la construcción de Parques y Áreas Industriales en la Provincia, no cuenta con dictamen de comisión.



SR.MILLET - Pido la palabra.

	Solicito el traslado de la preferencia, con dictamen de comisión, para la próxima sesión.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el traslado de preferencia, con dictamen de comisión, para la próxima sesión.

-	Resulta afirmativa.



25

registro pcial. de declaraciones juradas



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - El proyecto de ley por el cual se crea el Registro Provincial de Declaraciones Juradas Patrimoniales de Funcionarios y Empleados Públicos, no cuenta con dictamen de comisión.

SRA. PINASCO DE JULIERAC - Pido la palabra.

	Solicito el traslado de la preferencia, con dictamen de comisión, para la próxima sesión y quiero aclarar que el tema se trató en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General si bien no hemos llegado a elaborar el dictamen.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el traslado de preferencia, con dictamen de comisión, para la próxima sesión.

-	Resulta afirmativa.

26

busto de maría eva duarte de perón



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Corresponde considerar el proyecto de ley por el que se autoriza al Partido Justicialista a erigir un busto de la señora María Eva Duarte de Perón en Esperanza.

	Por Secretaría se dará lectura.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley, (expediente 3177 Poder Judicial) autoría del diputado Pascutto, por el cual se autoriza al partido Justicialista a erigir un busto de la Señora María Eva Duarte de Perón, en los jardines del SAMCo de la ciudad de Esperanza, departamento Las Colonias, Provincia de Santa Fe, y atento a los estudios realizados, no teniendo objeciones que formularle al proyecto y las razones que dará su miembro informante, ésta ha resuelto aconsejaros le prestéis vuestra aprobación.



la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

ley:



Artículo 1º - Autorízase al Partido Justicialista de la Provincia de Santa Fe a erigir un Busto de la Sra. María Eva Duarte de Perón en los jardines del SAMCo. de la ciudad de Esperanza, departamento Las Colonias.



Artículo 2º - Los gastos que demande la concreción de esta inciativa serán soportados por el Partido Justicialista de la Provincia de Santa Fe, proponente de la misma.



Artículo 3º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 14 de noviembre de 1996.

	Rosenthal - Rodríguez - Delbianco Rébola - Gastaldi - Esquivel - Di Pollina - Venesia - Pascutto.

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.



SR. FAVARIO - Pido la palabra.

	Quiero expresar las razones por las cuales en representación del bloque Demócrata Progresista no he suscripto el dictamen que se está considerando.

	En primer lugar, aclaro que en materia de homenajes nunca hemos hecho cuestiones de tipo político, podemos o no compartirlo. Hace pocas sesiones se trató el emplazamiento de un busto de Perón en un lugar público y nuestro bloque prestó su voto y su consentimiento, pero aquí me parece total y absolutamente improcedente que la Cámara sancione un proyecto de ley para autorizar al Partido Justicialista a emplazar un busto de la señora Eva Duarte de Perón dentro de un predio de jurisdicción provincial.

	La autorización es necesaria en el caso que una legislación así lo determine. La Ley Orgánica de Municiaplidades y Comunas prevé la aprobación de una ordenanza y requiere también la aprobación legislativa. Aquí, señor presidente, se trata de un local de jurisdicción de la provincia, no sé cual es la razón por la que se trae este proyecto. Estamos generando un invento en materia legislativa, vamos a autorizar lo que no tenemos que autorizar y vamos a autorizar a través de una ley algo que no corresponde autorizar. Vamos a sancionar una ley habiendo plena libertad para emplazar un busto en determinado lugar, por lo cual es totalmente innecesaria la sanción de una ley.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta negativa

SR. PASCUTTO - Pido la palabra.

	El señor diputado Favario ignora que hemos solicitado autorización al señor intendente de la ciudad de Esperanza y no la hemos conseguido. El edificio que ocupa el Samco pertenece al Gobierno de la Provincia; y ya tenemos la autorización del señor Ministro de Salud, pero parece que hay mucha gente que piensa como usted porque el director del Samco ha dicho que va a considerar la autorización cuando la comisión se reúna en pleno, situación que puede darse el año próximo. Por estas razones es que estamos impulsando esta ley.



SR. FAVARIO - Pido la palabra.

	El señor diputado Pascutto manifestó en la sesión anterior que había un impedimento expreso del señor intendente municipal para emplazar este busto; pero según entiendo nada tiene que ver el intendente sobre un terreno que es de jurisdicción de la provincia. Si el terreno hubiese sido de la municipalidad era necesario contar con una ordenanza para dicha autorización.

	En este caso la autoridad provincial parece que es la que no quiere que se ponga un busto en un ámbito que es de su jurisdicción, entonces no puede la Legislatura dictar una ley para permitir el emplazamiento de dicho busto. ¿Qué pasa, nos quieren hacer partícipes de un conflicto ajeno a nosotros y que es materia de la interna justicialista?



SR. PASCUTTO - Pido la palabra.

	El gobierno provincial, a través del Ministerio de Salud y Medio Ambiente ha autorizado la colocación de este busto; pero es el propio Samco el que ha dicho que va a considerar esta autorización cuando se reúna la comisión en pleno.

	Como esto es inaceptable, es que he impulsado esta ley porque el señor intendente ha reiterado que no permite colocar un busto en la ciudad de Esperanza, en ningún lugar.

	Y bueno, está bien, es el ejercicio de la democracia y hemos perdido una votación; le agradezco al señor diputado Favario.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Esta Presidencia aclara que ya se realizó la votación, que resultó de 19 votos contra 15.

27

federalización del pami



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Corresponde considerar el proyecto de comunicación por el cual se solicita se gestione ante el gobierno nacional se materialice la federalización del PAMI.

	Por Secretaría se dará lectura al mismo.

-	Se lee:



Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha estudiado el Expediente Nº 3.171 - P.P.S., proyecto de comunicación del diputado Alejandro Rébola: “Solicitando gestione ante el Gobierno Nacional, para que se materialice la Federación del PAMI”, y, no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos prestéis vuestra aprobación al mismo.



Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial gestione ante el Poder Ejecutivo Nacional la Federalización del Instituto Nacional de Jubilados y Pensionados (PAMI) contemplando la propuesta los siguientes puntos:



Descentralización administrativa del PAMI hacia órbita de las provincias.

Auditoría de los fondos a descentralizar en forma conjunta entre Nación y Provincias.

Distribución del presupuesto del Instituto en forma proporcional a la cantidad de beneficiarios del sistema en cada provincia.

Designación de los delegados de zona del Instituto a cargo del Gobierno Provincial.

Participación de los beneficiarios en la administración y control de los servicios prestados por el Instituto en el ámbito de la Provincia de Santa Fe.

Sala de la Comisión, 14 de noviembre de 1996.

	Pividori - Piaggio - Jove - Pascutto - Ciccarelli - Di Pollina.

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. nº 3171 - letra PPS), autoría del diputado Rébola, por el cual se solicita que el Poder Ejecutivo Provincial gestione ante el Poder Ejecutivo Nacional la Federalización del Instituto Nacional de Jubilados y Pensionados -PAMI-, y, atento a los estudios realizados y a las razones que dará su miembro informante, ésta ha resuelto aconsejaros la aprobación del proyecto.

Sala de la Comisión, 14 de noviembre de 1996.

	Rosenthal - Rodríguez - Delbianco - Esquivel - Rébola - Gastaldi - Di Pollina - Rava de Carreras - Venesia.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

28

modificación ley orgánica poder judicial



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Corresponde considerar el proyecto de ley por el cual se modifica la ley orgánica del Poder Judicial en varios artículos.



SR. ARCANDO - Pido la palabra.

	Antes de dar lectura a los dictámenes, quiero hacer una introducción a este tema porque considero que es un proyecto de ley muy importante donde fundamentalmente, y como ya lo expresé en alguna oportunidad en este recinto, trata acerca de la manera de suministrar Justicia en un departamento donde hay dificultades en dar solución en muchísimos casos, sobre todo en temas importantes. Esta situación no ha podido ser modificada porque el Poder Judicial de la Provincia no dispone de la posibilidad de brindar mejor Justicia, por ello con la Asociación de Abogados del Departamento San Martín hemos considerado que este proyecto da la posibilidad de que sin ningún tipo de erogaciones, ni modificando el mapa judicial, se transforme un juzgado de circuito en uno de distrito, dando la posibilidad a los señores profesionales, justicieros y quienes la necesitan, obtener una mejor posibilidad y mayor forma de distribuir Justicia.

	Habiendo dos dictámenes, solicito que este proyecto sea girado nuevamente a comisión, para tratar de analizarlo más en profundidad y unificar criterios para lograr un dictamen consensuado.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar la moción de vuelta a comisión.

-	Resulta afirmativa.

29

funcionamiento comedores escolares



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - El proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes en torno a determinados aspectos vinculados al funcionamiento de los comedores escolares no cuenta con dictamen de comisión.



SR. SÁNCHEZ - Pido la palabra.

	Solicito el traslado de la preferencia para la próxima sesión, con dictamen de comisión.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Se va a votar la moción de traslado de la preferencia, con dictamen de comisión, para la próxima sesión.

-	Resulta afirmativa.

30

monumento al operario ferroviario en pérez



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Corresponde considerar el proyecto de ley por el cual se autoriza a la municipalidad de Pérez a erigir un monumento al operario ferroviario.

	Por Secretaría se dará lectura.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. nº 3.163 - letra Senado ), por el cual se autoriza a la Municipalidad de Pérez, departamento Rosario, a erigir un monumento al Operario Ferroviario; y, atento a que el mismo venido en revisión de la Cámara de Senadores cuenta con el agregado de la Ordenanza Nº 931/93 de fecha 3 de mayo de 1993 del Concejo Municipal de Pérez (fs. 14); Decreto Nº 058/93 de la fecha 6 de mayo de 1993 promulgando la ordenanza citada (fs. 13); y media sanción de la Cámara de Senadores, ésta os aconseja la aprobación del texto sancionado, sin modificaciones, el que a continuación se transcribe:



la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

leY:



 Autorízase a la Municipalidad de Pérez, Departamento Rosario, a erigir un monumento en homenaje al Operario Ferroviario, en el cantero central de Avenida San Martín, esquina Bartolo Morelli de dicha ciudad. 

 Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 14 de noviembre de 1996.

	Di Pollina - Favario - Rodríguez - Rébola - Rosenthal - Gastaldi - Delbianco - Esquivel - Rava de Carreras - Venesia.

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

-	Resulta aprobado.

31

censo hortícola 1995

(Orden Del Día Nº 23)



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Corresponde considerar el Orden del Día Nº 23.

	Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 1.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha analizado el proyecto de ley (Expte. Nº 2965 - P.E.R. - Mensaje Nº 1737), Venido en revisión, presentado por el Poder Ejecutivo, aprobando la Carta Acuerdo suscripta el 03 de agosto de 1995, entre autoridades de la Provincia de Santa Fe y el Gobierno Nacional, para la realización de un “Censo Hortícola 1995”; y, por las razones que dará el señor miembro informante aconseja le prestéis aprobación.



LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE 

L E Y :



Artículo 1 - Apruébase la Carta Acuerdo suscripta en fecha 3 de agosto de 1995 entre representantes del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio y de la Subsecretaría de Planeamiento y Control de Gestión, por la Provincia de Santa Fe, de la Secretaría de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación, el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria y de las Comunas de San José del Rincón, Santa Rosa, Helvecia y Cayastá, para la realización de un “Censo Hortícola 1995”.

	Dicha Carta Acuerdo, que fuera aprobada por el Poder Ejecutivo a través del Decreto Nº 2962/95 e inscripta en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales en fecha 2 de enero de 1996 al folio 57 del Tomo II, forma parte de esta ley.



Artículo 2 - Comuníquese al Poder Ejecutivo - 

Sala de la Comisión, 09 de octubre de 1996 - 

Bearzotti-Venesia-Martínez-Cardelli-Piaggio-

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha estudiado el proyecto de ley (Expte. Nº 2965 - P.E.R. - Mensaje Nº 1737) Venido en revisión, aprobando la Carta Acuerdo suscripta el 3 de agosto de 1995, entre autoridades de la Provincia y la Nación, para la realización de un “Censo Hortícola 1995”; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación.

Sala de la Comisión, 23 de octubre de 1996 - 

Jove-Cecchi-Merino-Mionis de Galotto-

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 2965 - P.E.R. - Mensaje Nº 1737) Venido en revisión, por el cual se aprueba la Carta Acuerdo suscripta el 3 de agosto de 1995, entre autoridades de la Provincia y la Nación, para la realización de un “Censo Hortícola 1995”. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Honorable Cámara de Senadores, esta Comisión ha resuelto aconsejaros la aprobación del texto remitido.

Sala de la Comisión, 30 de octubre de 1996 - 

	Rodríguez - Esquivel - Rosenthal - Gastaldi - Rava de Carreras.



CARTA ACUERDO -  CENSO HORTÍCOLA 1995



	Entre la Secretaría de Agricultura, Ganadería y Pesca representada por el Sr. Director de Información y Sistemas Ing. Agr. Horacio Luis María Barbieri, en adelante la S.A.G. y P. el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria, representado por el Director del Centro Regional Rafaela, Ing. Adolfo Cerioni, el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, representado por su Secretario de Agricultura Ing. Agr. Miguel Paulón, la Subsecretaría de Planeamiento representada por su subsecretario C.P.N. José Armelini, las Comunas de San José del Rincón, representada por su presidente comunal, el Sr. Antonio Pedro Mendoza, la Comuna de Santa Rosa, representada por su presidente comunal Sra. Martha Vázquez de Trevisani de la Comuna de Helvecia, representada por su presidente comunal Sr. Raúl Bertossi, la Comuna de Cayastá, representada por su presidente comunal Sr. Hugo Mario Lartiga, y



Considerando:



a)-	Que las partes signatarias coinciden en la necesidad de realizar un Censo Hortícola durante el presente año en la zona costera de los Departamentos La Capital, Garay y San Javier de la Provincia de Santa Fe.

b)-	Que dicha necesidad está referida a disponer de información actualizada y precisa sobre la actividad hortícola que se desarrolla en la zona descripta (números de productores, superficies sembradas con hortalizas, destino de la producción y otros datos de interés para el sector y las instituciones y organismos participantes), las partes acuerdan realizar los estudios necesarios para obtener la información detallada anteriormente, según las siguientes cláusulas:



Primera: Las Comunas ofrecerán los servicios de personal conocedor de la zona, para que acompañe a los profesionales de la SAGyP, INTA, y MAGIC.



Segunda: La Comuna de Helvecia ofrecerá instalaciones, para llevar adelante la tarea y servir de centro de reunión y organización del operativo de campo.



Tercera: La SAGyP, a través de la Dirección de Información y Sistema (DIyS), aportará dos (2) vehículos, combustible necesario, dos censistas, material impreso y publicación de datos y publicación de resultados, el MAGIC aportará un (1) vehículo, combustible necesario y un censista, el INTA aportará un (1) vehículo y un censista y el IPEC se encargará del procesamiento de los datos del operativo.



Cuarta: Cualquiera de las partes involucradas puede usar la información que genera este censo, citando la fuente.



Quinta: Cada una de las partes involucradas se hará cargo de los gastos que demande su aporte, de acuerdo a lo especificado en las cláusulas primera, segunda y tercera, de la presente.



Sexta: La supervisión y coordinación de las tareas del operativo, estará a cargo de la DIyS de la SAGyP.



Séptima: Todas las partes intervinientes observarán en sus relaciones el mayor espíritu de colaboración y la misma se basará en los principios de la buena fe y cordialidad.



Octava: Las partes se comprometen a resolver directa y amistosamente las discrepancias que pudieran originarse en la ejecución de este acuerdo.



Novena: La presente Carta Acuerdo tiene una duración estimada de noventa días (90), empezando a regir a partir de la fecha de la firma de la presente.



Décima: Se deja constancia que la firma del presente acuerdo no significa obstáculo alguno para que las partes, en forma conjunta o individual puedan concertar similares acuerdos con otras entidades nacionales o extranjeras e interesadas en fines análogos.



Undécima: Todas las comunicaciones, avisos, y correspondencias relacionadas con la ejecución del presente trabajo deberán efectuarse por escrito a los siguientes domicilios legales.

a)-	SAGyP. Dirección de Información y Sistemas.

	Paseo Colón 982-3 piso, oficina 156 C.P. 1305 Bs.As.

b)-	MAGIC. Secretaría de Agricultura

	Bv. Pellegrini 3100 C.P. 3000 Santa Fe

c)-	INTA Centro Regional Rafaela

	Rafaela Pcia. de Santa Fe

d)-	IPEC

	Salta 2661 C.P. Santa Fe

e)-	Comuna de San José del Rincón

	Presidente Comunal

	San José del Rincón Pcia. de Santa Fe

f)-	Comuna de Santa Rosa

	Presidente Comunal

	Santa Rosa Pcia. de Santa Fe

g)-	Comuna de Helvecia

	Presidente Comunal

	Helvecia Pcia. de Santa Fe

h)-	Comuna de Cayastá

	Cayastá Pcia. Santa Fe

	

	Esta carta contiene la totalidad del acuerdo por las partes y deroga expresamente todo entendido verbal o escrito previo. Las modificaciones a las mismas se harán por escrito y llevarán las firmas de las partes.

	En prueba de la conformidad se formaliza la firma de la presente Carta Acuerdo en tantos ejemplares como firmantes, de un mismo tenor y un solo efecto a los 3 días del mes de Agosto de 1995.

	Ing. Agr. Horacio L. M.  Barbieri (Dirección de Información y Sistemas. SAGyP) - Ing. Adolfo Cerioni (Director Centro Regional Rafaela INTA) - Ing. Agr. Miguel Paulón (Secretario de Agricultura MAGIC) - Subsecretario de Planeamiento C.P.N. José Armelini (IPEC) - Com. De S. José del Rincón (Presidente Comunal Sr. Antonio Pedro Mendoza) - Comuna de Santa Rosa (Presidente Comunal Sr. Martha Vazquez de Trevisani) - Comuna de Helvecia (Presidente Comunal Sr. Raúl Bertossi) - Comuna de Cayastá (Presidente Comunal Sr. Mario Hugo Lartiga).



	Certifico que la presente fotocopia, compuesta de dos (2) fojas firmadas, selladas y foliadas por mí, es fiel del original que tengo a la vista. CONSTE. Santa Fe, 17 de Agosto de 1995. Juan Alberto Milia (Escribano Mayor de Gobierno).



	Dr. Roberto E. Campanella (Secretario Legislativo Cámara de Senadores).

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

-	Resulta aprobado.

32

control de caza y pesca



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 2.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha estudiado el proyecto de ley (Expte. Nº 3051 - P.E. - Mensaje Nº 1763), aprobando el convenio suscripto entre el MAGIC y la Prefectura de Zona del Bajo Paraná, de fecha 20-11-95; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación.



LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y :



Artículo 1 - Apruébase el Convenio de Cooperación suscripto el día 20 de noviembre de 1995 entre el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio y la Prefectura de Zona del Bajo Paraná, para desarrollar operativos de control de caza, pesca y comercialización de sus productos.

	Dicho convenio que fuera inscripto en fecha 7 de febrero de 1996 en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales, al Folio 58, Tomo II y aprobado por el Poder Ejecutivo por Decreto 905/96, forma parte integrante de esta ley.



Artículo 2 - Comuníquese al Poder Ejecutivo - 

Sala de la Comisión, 23 de octubre de 1996 - 

Jove-Cecchi-Merino-Mionis de Galotto-

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 3051 - P.E. - Mensaje Nº 1763), por el cual se aprueba el convenio suscripto entre el MAGIC y la Prefectura de Zona del Bajo Paraná de fecha 20-11-95. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto aconsejaros la aprobación del texto remitido por el Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 30 de octubre de 1996 - 

Rodríguez-Esquivel-Rosenthal-Gastaldi-Rava de Carreras-



CONVENIO DE COOPERACIÓN



	En la ciudad de Santa Fe, Provincia de Santa Fe, a los veinte días del mes de Noviembre del año mil novecientos noventa y cinco, entre el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio representado en este acto por el señor Ministro Dn. Arturo Rolando Di Pietro, en adelante denominado “El Ministerio”, por una parte y por la otra la prefectura de Zona Bajo Paraná, representada por su titular Prefecto Mayor Dn. Ricardo Martin de Donatis en adelante denominada “La Prefectura”, ante la necesidad de hacer cumplir las disposiciones vigentes en el ordenamiento público provincial referente a la fiscalización y control de actividades relacionadas con la caza, pesca y comercialización de sus productos, y atento que tales tareas ejercidas en tal sentido por la Dirección General de Ecología y Protección de la Fauna, resultarán más efectivas con la cooperación que a título de colaboración presta la Prefectura de Zona del Bajo Paraná, convienen en suscribir el presente Convenio, sujeto a las siguientes cláusulas y condiciones:



Primera: El presente Convenio tiene por objeto establecer el modo en que se desarrollará la colaboración entre las partes en los operativos de control y fiscalización, para hacer cumplir las disposiciones de caza, pesca y comercialización de sus productos.



Segunda: El ámbito geográfico de aplicación será el área del Río Paraná dentro de los límites jurisdiccionales de la Provincia; en el marco jurídico de la Ley Nacional Nº 22421, Ley Provincial Nº 4830, ratificatoria del Decreto Ley Nº 04218/63 y demás disposiciones reglamentarias y concordantes, según las especificaciones contenidas en el Anexo I, que se agrega al presente y forma parte integrante del mismo.



Tercera: “La Prefectura” no se obliga a establecer un cronograma de ejecución de operativos, sino que, dentro de las posibilidades del Servicio incrementará el número de patrullas fluviales con el objeto de proveer al presente convenio de colaboración.



Cuarta: “El Ministerio” podrá incorporar inspectores en funciones de control de fiscalización, a las patrullas que “La Prefectura” disponga cuando así lo considere necesario para un mayor y más eficiente control del recurso.



Quinta: “El Ministerio” por intermedio de la Dirección General de Ecología y Protección de la Fauna tendrá a su cargo las tareas administrativas que deriven del accionar de “La Prefectura” en la parte que le compete a la Provincia. Asimismo, suministrará a “La Prefectura” el asesoramiento necesario, facilitará los datos e informaciones que requieran las tareas de control y en general prestará dentro de sus posibilidades toda la colaboración necesaria.



Sexta: “La Prefectura” comunicará las infracciones a normas vigentes en jurisdicción provincial relacionadas con las actividades a que refiere el presente Convenio, remitiendo el original del acta de comprobación a la Dirección de referencia.



Séptima: “La Prefectura” queda autorizada a comisar armas, artes de caza y pesca, y los productos obtenidos que a “prima facie” se hallen en infracción a las normas legales aplicables. Tratándose de comiso de productos perecederos, “La Prefectura” los donará a instituciones de bien público a los cuales les resultaren útiles, requiriéndose constancia escrita a sus autoridades. Si tal medida no resulta posible, se procederá a desnaturalizar los productos, labrándose acta en presencia de testigos. La documentación obtenida en uno y otro caso se remitirá a la Dirección General de Ecología y Protección de la Fauna en original o en copia debidamente certificada. En caso de comiso de pieles, cueros, armas e implementos de caza y pesca, se deberá notificar a la Dirección mencionada a efectos de que ésta decida el destino a darles.

Octava: En relación con la cláusula anterior, en todos los casos de comiso “La Prefectura” pondrá el hecho en conocimiento de la Dirección General de Ecología y Protección de la Fauna por el medio más rápido, debiendo esta última, también con la mayor premura posible confirmar la medida adoptada si así correspondiere.



Novena: Cuando la colaboración acordada se preste dentro de operativos propios de “La Prefectura”, en el cumplimiento de sus funciones específicas, ni “El Ministerio”, ni la Provincia de Santa Fe asumirán gastos de ninguna naturaleza. Cuando la colaboración de “La Prefectura”, con sus medios materiales y humanos sea solicitada específicamente por “El Ministerio” los alcances y naturaleza de la colaboración solicitada por la Provincia serán definidos en forma específica y de común acuerdo a través de Cartas Entendimiento, debiendo “El Ministerio” asumir los gastos que demande el procedimiento, lo que quedará acordado en las Cartas de Entendimiento.



Décima: “La Prefectura” podrá suspender o postergar operativos ya coordinados, sin que tal hecho dé lugar a reclamo alguno por parte de “El Ministerio” cuando surjan necesidades que reclamen en forma urgente el empleo de los medios afectados al cumplimiento del Convenio, vgr. siniestros, búsquedas y rescates de buques o personas, etcétera.



Décima primera: El presente Convenio tendrá una duración de dos (2) años a partir de la fecha de suscripción, prorrogándose en forma automática al vencimiento, por períodos iguales. No obstante, cualquiera de las parte podrá denunciarlo, previa notificación, con sesenta (60) días de antelación respecto de la fecha de finalización de cada período.



Décima segunda: El Convenio se suscribe “ad-referendum” del Ministerio de Defensa Nacional y del Poder Ejecutivo Provincial, entrando en vigencia cuando sea refrendado por esos niveles.



Décima tercera.: A los efectos que pudieren derivar de este Convenio “La Prefectura” constituye domicilio en la Avenida Belgrano Nº 315 de la ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe y “El Ministerio” en Boulevard Pellegrini 3100 de la ciudad de Santa Fe, Provincia del mismo nombre.

	

	Así de conformidad se firman cuatro (4) ejemplares de un mismo tenor y a un solo efecto, en el lugar y fecha “Ut-supra” indicados.



anexo I -  detalle de las infracciones a las normas legales vigentes comprendidas en la orbita de acción del presente convenio

(decreto nº 04218/63 - ley provincial nº 4830)



Pesca Comercial:

- Pescar sin la correspondiente Licencia-Permiso.

- Pescar especies prohibidas (Pacú Manguruyú)

- Pescar especies vedadas (Dorado y Surubí), en época de veda.

- Pescar especies fuera de medidas.

- Pescar con más de 10 tarros y 5 tramperos.

- Pescar obstruyendo más del tercio del ancho del curso del agua.

- Pescar con malla cuya abertura es menor a 16 centímetros.



Caza Comercial:

- Cazar sin la correspondiente Licencia-Permiso.

- Cazar especies vedadas (Nutria - Iguana), en época de veda.

- Cazar especies prohibidas.



Pesca Deportiva:

- Pescar sin Lecencia-Permiso.

- Pescar con arte prohibida (malla, espinel, tarros y tramperos)

- Pescar especies vedadas (dorado y surubí)

- Pescar especies prohibidas (Pacú y Manguruyú)

- Pescar especies fuera de medidas.

- Pescar excediéndose en el número de piezas permitidas.



Acopio De Cueros:

- Acopiar sin la Licencia-Permiso.

- Acopiar sin la documentación que ampare el tránsito, origen y legítima tenencia de los productos.

- Acopiar especies vedadas (Nutria e Iguana)

- Acopiar especies prohibidas.



Acopio De Pescado:

- Acopiar sin Licencia-Permiso

- Acopiar especies vedadas y/o prohibidas.

- Acopiar especies fuera de medidas.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

-	Resulta aprobado.

33

“historia de santa fe”



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 3.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social ha estudiado el proyecto de resolución (Expte. Nº 3037 - D-B.) presentado por los/as señores/as diputados/as Cuñado, Rosenthal y González, por el cual se solicita se declare de interés de esta Cámara, el libro “Historia de Santa Fe” de los autores Miguel de Marco, Miguel de Marco (H), Patricia S. Pasquali y Patricia A. Tica; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante de la Comisión, os aconseja le prestéis aprobación.



LA CÁMARA DE DIPUTADOS

R E S U E L V E :



1º - 	Atento a los méritos de los autores y la calidad de la obra, declarar de interés de esta Cámara, el libro “Historia de Santa Fe” del Profesor Miguel Ángel de Marco, Miguel Ángel de Marco (H), Patricia S. Pasquali y Patricia A. Tica.

2º - 	Recomendar la difusión de la citada obra en los establecimientos educacionales de la Provincia.

3º - 	Regístrese, Comuníquese y Archívese - 

Sala de la Comisión, 31 de octubre de 1996 - 

Cuñado-Meotto-Rosenthal-Merino-Rossia-

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

34

regionalización de la república



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 4.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 3043 - P.P.S.), autoría del diputado Bearzotti, por el cual se solicita que ante el proyecto del Gobierno Nacional de crear la Regionalización de la República, sostenga las facultades enmarcadas en el artículo 124 de la Constitución Nacional. Y, atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante y no teniendo objeciones que formularle al proyecto, esta Comisión ha resuelto aconsejaros le prestéis vuestra aprobación.



	“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, en el marco del artículo 124 de la Constitución Nacional y ante el proyecto del Gobierno Nacional de crear la Regionalización de la República, sostenga:



a) 	Las facultades que le son propias a la Provincia de asociarse conforme a sus intereses.

b) 	La aplicación de un criterio que permita a la Provincia de Santa Fe constituir Regiones con otras provincias, por afinidades socioeconómicas, geográficas y no meramente políticas incorpore en la futura Regionalización el criterio de la birregionalidad o trirregionalidad con relación a cada provincia, lo que significa la posibilidad de que una provincia pertenezca a más de una Región cuando sus intereses así lo indiquen” - 

Sala de la Comisión, 30 de octubre de 1996 - 

	Rodríguez - Esquivel - Rava de Carreras -Gastaldi - Rosenthal - Favario-

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

35

computadora para regional 12º de policía



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 5.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 3072 - U.C.R.), autoría de la diputada Rava de Carreras, por el cual solicita se provea de una computadora a la Regional 12º de la Policía de Santa Fe con asiento en Tostado, departamento 9 de Julio. Y, atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante y no teniendo objeciones que formularle al proyecto, esta Comisión ha resuelto aconsejaros le prestéis vuestra aprobación - 



	“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, provea de una computadora, a la regional 12º de la Policía de Santa Fe, con asiento en la ciudad de Tostado departamento 9 de Julio” - 

Sala de la Comisión, 30 de octubre de 1.996 - 

	Rodríguez - Rosenthal - Favario - Esquivel - Gastaldi - Rava de Carreras-

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

36

subsidio vecinal “esperanza norte”



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 6.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 2147 - U.C.R.), presentado por los señores diputados Sánchez, Buyatti, Rosenthal y Rava de Carreras, solicitando otorgue un subsidio a la Vecinal “Esperanza Norte” de la ciudad de Rosario; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al texto original - 



	“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por medio de los organismos que correspondan, otorguen un subsidio de $ 3.000 (pesos tres mil) a la vecinal “Esperanza Norte”, con domicilio en Freyre 2344, de la ciudad de Rosario, con una importante y fecunda labor, realizada en su barrio y en beneficio de sus vecinos. El subsidio peticionado es para la compra de elementos de infraestructura que hace a la vida diaria de la citada institución” - 

Sala de la Comisión, 30 de octubre de 1.996 - 

Barquín-Pividori-Cardelli-Meardi-Martínez-

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

SR. SÁNCHEZ - Pido la palabra.

	Solicito la reconsideración de la votación del proyecto votado anteriormente, debido a que hemos acordado su pase a comisión.



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Se va a votar la reconsideración de la votación.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Se va a votar el pase a comisión de este proyecto.

-	Resulta afirmativa.

SR. DELBIANCO - Pido la palabra.

	Con respecto a este proyecto quería aclarar que es costumbre de esta Cámara no fijar sumas de dinero en el texto del proyecto, la Comisión determina el monto.

37

vehículo para asociación bomberos voluntarios de maría juana



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 7.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 2903 - C.S.F.), presentado por el señor diputado Giorgetti; solicitando otorgue el usufructo de un vehículo utilitario a la Asociación de Bomberos Voluntarios “María Juana”, de la localidad homónima; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al texto original.



	“La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos correspondientes, otorgue el usufructo de un vehículo utilitario a la Asociación de Bomberos Voluntarios “María Juana”, de la localidad homónima, en el departamento Castellanos, ante la necesidad imperiosa de contar con dicho móvil, imprescindible en su tarea comunitaria” - 

Sala de la Comisión, 30 de octubre de 1.996 - 

Barquín-Pividori-Meardi-Cardelli-

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

38

subsidio biblioteca popular de coronda



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 8.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 2921 - U.C.R.), presentado por la señora diputada Pinasco de Julierac; solicitando otorgue un subsidio a la Biblioteca Popular “Coronel José Rodríguez”, de Coronda; y, por las razones invocadas y las que dará la señora miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:



	“La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Organismo competente, otorgue un subsidio a la Biblioteca Popular “Coronel José Rodríguez”, de la localidad de Coronda, departamento San Jerónimo, para destinarlo a la ampliación del local e instalaciones - ”

Sala de la Comisión, 30 de octubre de 1.996 - 

Barquín-Cardelli-Martínez-Meardi-

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

39

subsidio movimiento unidad de ciegos



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 9.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 2947 - U.C.R.), presentado por el señor diputado Ciccarelli; solicitando otorgue un subsidio al Movimiento Unidad de Ciegos y Amblíopes, de la ciudad de Rosario; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al texto original - 



	“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo otorgue un subsidio para la compra de materiales Tiflológicos, al “Movimiento Unidad de Ciegos y Amblíopes de Rosario” (M.U.C.A.R.); cito en calle Richieri 838 de la ciudad de Rosario - ”

Sala de la Comisión, 30 de octubre de 1.996 - 

Barquín-Cardelli-Martínez-Meardi-

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

40

subsidio asociación bomberos voluntarios de san vicente



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 10.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 2973 - P.J.), presentado por la señora diputada Mionis de Galotto; solicitando otorgue un subsidio a la Asociación de Bomberos Voluntarios de San Vicente; y, por las razones invocadas y las que dará la señora miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:



	“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, otorgue un subsidio a la Asociación de Bomberos Voluntarios de San Vicente, departamento Castellanos - ”

Sala de la Comisión, 30 de octubre de 1.996 - 

Barquín-Cardelli-Martínez-Meardi-

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

41

subsidio asociación civil “hogar santa victoria gerosa”



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 11.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 2981 - C.S.F.), presentado por los señores diputados Giorgetti y Pfeiffer; solicitando otorgue un subsidio a la Asociación Civil “Hogar Santa Victoria Gerosa”, de la ciudad de Santa Fe; y, por las razones invocadas y los que darán los señores miembros informantes, os aconseja prestéis aprobación al texto original - 

	“La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos correspondientes, otorgue un subsidio a la Asociación Civil “Hogar Santa Victoria Gerosa”, domiciliada en calle Obispo Gelabert 3275 de Santa Fe, ante el constante incremento de personas carenciadas que necesitan su asistencia - ”

Sala de la Comisión, 30 de octubre de 1.996 - 

Barquín-Cardelli-Martínez-Meardi-

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

42

aporte económico hogar para niños de venado tuerto



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 12.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 3018 - U.C.R.), presentado por el señor diputado Meardi, solicitando destine un aporte económico permanente al Hogar para Niños Pablo VI de Venado Tuerto; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:



	“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, destine un aporte económico permanente al Hogar para Niños Pablo VI de la localidad de Venado Tuerto, departamento General López, para solventar los gastos de mantenimiento del mismo” - 

Sala de la Comisión, 30 de octubre de 1996 - 

Barquín-Cardelli-Martínez-Meardi-

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

43

postulantes a programa s habitacionales



SR. PRESIDENTE (Buyatti) - Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 13.

-	Se lee:

Solicitando analice la posibilidad de modificar los criterios de adjudicación, para los programas habitacionales.



	“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo, analice la posibilidad de modificar los criterios para la inscripción de postulantes a programas habitacionales, a fin de facilitar el acceso de familias numerosas de escasos recursos” - 

	Gurdulich - Di Pollina - Pinasco de Julierac - Pascutto - Pochettino - Chipoloni - Meardi-

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

44

inasistencias

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - La Cámara debe considerar las inasistencias de los señores diputados José Chipoloni y María Angélica Gastaldi a la sesión del día de la fecha.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar que las mismas sean consideradas justificadas con goce de dieta.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Buyatti) - No habiendo más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

-	Eran las 21 y 10.



zunilda IRENE Pérez

Directora General a/c del Cuerpo de Taquígrafos
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